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ÍNDICE TOMO 401

MATERIA CONSTITUCIONAL 
Sala Constitucional
autoridades, no pueden pretender acceder a medios 
de control constitucional, ya que en el ámbito de sus 
competencias tienen la obligación de promover, res-
petar, proteger y garantizar los derechos humanos

Hechos: Un particular presentó ante la Oficialía de Partes 
Común para Juzgados y Salas, acción de protección efectiva de 
derechos humanos en contra de la Jefatura de Gobierno de la 
Ciudad de México, la Consejería Jurídica y de Servicios Lega-
les, y la Dirección General Jurídica y de Estudios Legislativos 
de la Consejería Jurídica y de Servicios Legales, entre otras 
autoridades, todas en el ámbito local. Seguidos los trámites 
de ley, el juez Trigésimo Octavo en Materia Penal de Proceso 
Escrito y de Tutela de Derechos dictó sentencia declarando 
procedente y concediendo la acción de protección efectiva de 
derechos humanos por los actos reclamados a la autoridad 
responsable: Dirección General Jurídica y de Estudios Legis-
lativos de la Consejería Jurídica y de Servicios Legales.

Inconforme con la sentencia, dicha autoridad promovió el 
medio de control constitucional en su contra, el cual fue remi-
tido a la Sala Constitucional.

Criterio jurídico: La Dirección Jurídica y de Estudios Legisla-
tivos de la Consejería Jurídica y de Servicios Legales de la Ciu-
dad de México carece de la legitimación necesaria para acudir 
al órgano jurisdiccional con la pretensión de la sustanciación 
del medio de control constitucional, toda vez que no tiene la 
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titularidad del derecho cuestionado en el juicio, conforme al 
numeral 130 de la Ley de la Sala Constitucional del Poder 
Judicial de la Ciudad de México, el cual dispone que la impug-
nación de las resoluciones emitidas por jueces de Tutela solo 
puede interponerse por la parte agraviada, entendiéndose por 
tal toda persona, grupo o comunidad natural o jurídica; en ese 
sentido, no reúnen la calidad exigida en el ordinal en comento, 
en virtud de que no es una persona, grupo o comunidad natu-
ral o jurídica con legitimación para inconformarse en contra 
de las resoluciones emitidas por las o los jueces en materia 
de Tutela de Derechos Humanos; lo anterior, toda vez que 
la Dirección General Jurídica y de Estudios Legislativos de 
la Consejería Jurídica y de Servicios Legales es un ente oficial 
dotado de poder público, jurídicamente obligado a respetar y 
hacer cumplir los derechos humanos de las personas. 

Justificación: El artículo 130 de la Ley de la Sala Constitucio-
nal establece que las resoluciones dictadas por las juezas y los 
jueces en materia de Tutela solo pueden interponerse por la 
parte agraviada a quien perjudique o esté en inminente peli-
gro de ser perjudicada por toda acción u omisión de cualquier 
autoridad local, que viole los derechos individuales y colecti-
vos reconocidos en la Constitución Política de la Ciudad de 
México; al respecto, la Dirección General Jurídica y de Estu-
dios Legislativos de la Consejería Jurídica y de Servicios Lega-
les no ha sido perjudicada, ni está en inminente peligro de ser 
perjudicada por una acción u omisión de cualquier autoridad 
local, en virtud de que al ser un ente del Estado, que actúa 
en una relación de supra-subordinación frente al gobernado, 
emite actos a través de los cuales impone su voluntad de for-
ma directa y unilateral, por los que crea, modifica o extingue 
situaciones que afectan la esfera jurídica de los particulares, 
sin requerir acudir a los órganos judiciales ni del consenso de 
la voluntad del afectado. 
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En ese tenor, la Dirección General Jurídica mencionada ac-
túa como autoridad responsable desde la acción de protección 
efectiva de derechos humanos y no como parte agraviada, 
puesto que a dicha autoridad es a quien se le reclama una po-
sible violación a un derecho humano consagrado en la Cons-
titución Política de la Ciudad de México, justificación que se 
armoniza a letra del artículo 1 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en concordancia con el artícu-
lo 4, apartado A, numeral 3, de la Constitución Política de la 
Ciudad de México, al establecer que todas las autoridades, en 
el ámbito de sus competencias, “tienen la obligación de pro-
mover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos”; 
por tanto, no pueden pretender acceder a medios de control 
constitucional que tengan como objeto la protección de éstos, 
pues siendo en esencia los derechos humanos restricciones al 
poder público, queda al margen de toda discusión que el Es-
tado no goza de éstos; sostener lo contrario, implicaría des-
naturalizar el objeto del medio de control constitucional de 
impugnación de resolución definitiva dictada por jueza o juez 
en materia de Tutela, el cual es una herramienta jurídica en 
favor de los particulares y no para que las personas morales 
oficiales defiendan sus atribuciones.

MATERIA CIVIL
Décima Sala
notificación practicada por notario público, requi-
sito sine qua non que en forma previa se asegure de 
que en el lugar en que actúa tiene su domicilio la 
parte buscada y si está o no presente (artículo 104 de 
la ley del notariado del estado de méxico)

Hechos: Los nudos propietarios de un inmueble demanda-
ron en la vía ordinaria civil a los usufructuarios el término 
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del usufructo, y el juzgador determinó que los actores acre-
ditaron parcialmente su acción. Por lo anterior se declaró la 
terminación del contrato de usufructo respecto de 90% del 
inmueble objeto de la demanda. Al estar inconformes con la 
resolución de primera instancia, tanto la parte actora como la 
demandada interpusieron el recurso de apelación.

Criterio jurídico: De conformidad con lo establecido por el 
artículo 104 de la Ley del Notariado del Estado de México, 
citado y transcrito por el fedatario en su acta, hará perso-
nalmente las notificaciones en el domicilio de quien deba ser 
notificado y si éste no se encuentra, la hará con quien esté 
en el domicilio, siempre que previamente se cerciore de que 
la persona tiene su domicilio en el lugar donde se le busca, 
haciéndose constar el nombre, si lo diera, de la que recibe el 
instructivo.

Consecuentemente, al ser requisito sine qua non, que en 
forma previa el notario se asegure que en el lugar en que actúa 
tiene su domicilio la buscada y si está o no presente al mo-
mento de la diligencia y no lo hizo, es insuficiente la simple 
anotación de que se constituyó en el domicilio señalado por 
las personas que requirieron sus servicios y que el vigilante se 
haya comunicado a la casa respectiva para después impedirle 
el acceso a la misma; por lo que se vulneraron disposiciones 
sustantivas y procesales en agravio de la demandada.

Así, es inexacto el argumento vertido por la juez primige-
nia consistente en que era la demandada quien debió exhibir 
documento idóneo para acreditar su manifestación de que no 
vive en ese lugar, en tanto que el vigilante tampoco informó 
que en ese domicilio no vivía la ahora enjuiciada, porque al 
tratarse de una notificación practicada por un notario públi-
co, su actuar debe estar apegado al marco legal que lo regula, 
por lo que si no cumplió con lo dispuesto por el invocado artí-
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culo 104 que rige su actuar, es claro que no puede tenerse por 
practicada la interpelación necesaria para la procedencia de la 
acción de terminación de contrato previamente establecida.

Justificación: Según el contenido íntegro del acta respectiva 
se tiene que el notario público del Estado de México, a fin 
de practicar la diligencia de notificación que le solicitaron los 
accionantes, se constituyó en el domicilio que al efecto le fue 
proporcionado por éstos.

El fedatario señaló que de conformidad con lo establecido 
en los artículos 8, 101, fracción I, y 104 de la Ley del Notaria-
do de esa entidad, asentando la fecha y hora de su actuación, 
se constituyó en la caseta de vigilancia que da acceso al domi-
cilio indicado, se identificó como fedatario público ante el ele-
mento de  seguridad de la empresa que ahí labora, y le explicó 
que el motivo de su presencia en ese lugar era el entregar y 
notificar dos escritos, y le pidió que él los entregara; poste-
riormente el fedatario asentó que no se le permitió el acceso y 
le fueron devueltos los documentos;  a los diez minutos volvió 
a entregar en propia mano los instrumentos de notificaciones 
al empleado de seguridad referido, dando por concluidas las 
notificaciones solicitadas. 

Por lo que en la especie se tiene que el fedatario no se cer-
cioró de que el domicilio fuera efectivamente de la parte de-
mandada, dado que sólo asentó haberse constituido en ese lu-
gar, identificarse ante un elemento de seguridad (sin precisar 
su nombre o el motivo por el que no se le proporcionó esa 
información), pero en ningún lado expresó las razones por las 
que se hubiere cerciorado de estar en el domicilio correcto, ni 
explicó cómo es que verificó estar en el domicilio de la persona 
buscada, pues la circunstancia de que el elemento de segu-
ridad se hubiere comunicado al domicilio de la notificación 
y después haya informado que no se permitiría el acceso al 
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notario, de ningún modo demuestra que la persona buscada 
tuviera su domicilio en ese lugar; tampoco que la buscada se 
hubiere encontrado en su casa o no en ese acto, dado que el 
fedatario en ningún momento requirió su presencia, para así 
estar en posibilidad de entender la diligencia con parte distin-
ta a la buscada.

MATERIA FAMILIAR
Segunda Familiar
divorcio, procedimiento de, al cesar la represen-
tación por parte de los progenitores de su descen-
diente por mayoría de edad, no tienen que incluir lo 
relacionado con la guarda, custodia y régimen de 
visitas en el convenio que establece el numeral 267 
del código civil, aun cuando exhiban certificado de 
discapacidad

Hechos: Un cónyuge solicitó la disolución del vínculo ma-
trimonial que lo unía con su consorte, bajo el régimen patri-
monial de separación de bienes, por lo que se declaró disuel-
to dicho vínculo, y las partes recobraron su entera capacidad 
para contraer nuevo matrimonio. No obstante, la autoridad 
jurisdiccional no autorizó el convenio relativo a la guarda y 
custodia del hijo de los divorciantes, porque si bien tiene su 
descendiente un padecimiento que afecta su capacidad, se 
trata de una persona mayor de edad. Determinación que fue 
apelada por la consorte, argumentando que debió velarse por 
los derechos humanos de su hijo, consagrados las leyes nacio-
nales e internacionales, así como los tratados en los que nues-
tro país es parte, por lo que la autoridad jurisdiccional debió 
suplir la deficiencia de la queja a favor de su consanguíneo, sin 
importar si es mayor de edad.

85
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Criterio jurídico: Resulta necesario enfatizar que en el mo-
delo social de discapacidad, la prioridad es la dignidad de las 
personas. Así, el instrumento jurídico que se considera como 
el paradigma normativo del modelo social y de derechos es 
la Convención sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad, por lo que, con la aprobación de este instrumento 
se abandonó la consideración de la persona con discapacidad 
como objeto de políticas asistenciales o programas de bene-
ficencia y se reconoció su personalidad, capacidad jurídica y 
condición como sujeto de derechos. 

Por otra parte, cabe precisar que la mayoría de edad co-
mienza a partir de los dieciocho años, por lo que la represen-
tación legítima de un menor de edad por quien ejerce sobre él 
la patria potestad cesa en forma automática sin necesidad de 
declaración judicial alguna, por ello, cuando el representado 
cumple dieciocho años, adquiere de inmediato por disposi-
ción legal su mayoría de edad, y, en consecuencia, la capacidad 
para ejercitar sus derechos, pudiendo disponer libremente de 
su persona y de sus bienes. Por tanto, al no estar sujeto a la 
patria potestad de sus padres tiene la capacidad para ejercitar 
sus derechos, como lo establecen los ordinales 24 y 647 del 
Código Civil. 

En ese tenor, la representación de los progenitores hacia 
su descendiente cesó cuando éste cumplió la mayoría de edad; 
por ende, su consanguíneo puede decidir con quién de sus pa-
dres desea habitar y la forma en que desea convivir con éstos, 
sin que las partes tuvieran que incluir lo relacionado a la guar-
da, custodia y régimen de visitas de su hijo en el convenio que 
establece el numeral 267 del Código Civil. 

Por lo anterior, fue correcta la determinación de la juzga-
dora al resolver que los colitigantes no podían convenir res-
pecto a la guarda y custodia de su hijo, ya que éste tiene la 
facultad de disponer libremente de su persona y de sus bienes; 
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no obstante, debió suplir la deficiencia de la queja a favor de 
su consanguíneo, sin importar si es mayor de edad o la edad 
que tenga. Es decir, la jueza primigenia debió sostener una en-
trevista con él a fin de que manifestare si era su deseo que en 
el procedimiento de divorcio que iniciaron sus progenitores 
se ventilare lo referente a la fijación de la pensión alimenticia 
a su favor, y si era su deseo que se le asignare una persona de 
apoyo o salvaguardia. 

Justificación: Si bien es cierto en el caso en estudio, donde 
se solicitó la disolución del vínculo matrimonial que unía a 
la partes, éstas presentaron un convenio en el que manifes-
taron que su hijo tiene un padecimiento, y para demostrarlo 
exhibieron un certificado de discapacidad, también lo es que 
nuestro máximo tribunal ha determinado que el concepto de 
discapacidad ha evolucionado, por lo que la misma no debe 
ser entendida como una enfermedad que obstaculice o deje 
sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de 
condiciones, de todos los derechos humanos y fundamenta-
les; por consiguiente, negarle o limitarte la capacidad jurídi-
ca a su consanguíneo vulneraría su derecho a la igualdad del 
reconocimiento como persona ante la ley y constituiría una 
transgresión de los preceptos 5 y 12 de la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad, así como del 
artículo 1º constitucional. 

Cuarta Sala 
desconocimiento de paternidad, no opera la presun-
ción legal como en los juicios de reconocimiento de 
paternidad; no es factible la interpretación a con-
trario sensu del artículo 382 del código civil.

Hechos: Una persona otorgó el reconocimiento de paterni-
dad a que se refiere el artículo 361 del Código Civil para el 

121
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Distrito Federal, hoy Ciudad de México, a favor de una me-
nor, con cuya madre entabló una relación sentimental. Pasado 
el tiempo de ese reconocimiento que realizó ante el Registro 
Civil, presentó una demanda de desconocimiento de pater-
nidad, argumentando entre otras cuestiones, no ser el padre 
biológico de la menor. La parte demandada no compareció a 
la audiencia de juicio, por lo que se tuvieron por ciertas las 
afirmaciones que fueron formuladas en su contra y, en su mo-
mento, se dictó sentencia de primera declarando procedente 
el desconocimiento de la paternidad intentado. Ante ello, la 
parte demandada hizo valer el recurso de apelación.

Criterio jurídico: Para que se establezca una relación pater-
no filial debe considerarse si el nacimiento ha sido dentro o 
fuera de matrimonio, o con la utilización de la reproducción 
asistida, y si es en este último supuesto, la legislación sustan-
tiva civil contempla diversas causas de origen, tales como: a) 
el reconocimiento voluntario, y b) la declaración de paterni-
dad por sentencia judicial. En tratándose del reconocimiento 
voluntario presenta varias características: es personalísimo, 
irrevocable, solemne, declarativo, y expreso y, por tanto, es el 
acto jurídico mediante el cual una persona puede reconocer a 
su hijo, con la restricción de que tenga la edad exigida por la 
ley para contraer nupcias, como lo contempla en numeral 361 
del Código Civil para la Ciudad de México.

Por otra parte, en los asuntos de desconocimiento de pa-
ternidad el allanamiento por parte de la madre de la menor no 
es suficiente para decretar el desconocimiento de paternidad 
y. además, no opera la presunción legal como opera en los jui-
cios de reconocimiento de paternidad, ya que de permitirse 
ello se generaría un efecto destructivo en perjuicio de la fami-
lia, contrario al interés superior del o la menor, por lo que, no 
se puede desconocer la paternidad con base en presunciones, 



Índice de tomo XIII

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

pues para tal hecho se requiere de prueba plena, de ahí que no 
sea factible la interpretación a contrario sensu del artículo 382 
del Código Civil para la Ciudad de México.

Justificación: De la interpretación literal y armónica de lo dis-
puesto por los artículos 363 y 367 del Código Civil para la 
Ciudad de México, se advierte que el reconocimiento es irre-
vocable por quien lo hizo, en razón de que se trata de una 
declaración, una confesión pura y absoluta que la ley acepta 
en nombre de la sociedad y a favor de la menor, aun cuando 
dicha irrevocabilidad no es absoluta, pues existen excepcio-
nes, como lo sería que para dicho reconocimiento la voluntad 
de quien lo hizo fue obtenida a través de violencia o si hubo 
error o engaño al hacerlo.

Cabe resaltar que el reconocimiento es un acto jurídico vo-
luntario, no tiene como presupuesto la existencia de vínculo 
biológico, y la racionalidad jurídica de su irrevocabilidad tiene 
como propósito dotar de firmeza a tal acto, evitando que que-
de al arbitrio y capricho del padre cumplir con el compromi-
so adquirido frente a un menor. Especialmente, como sucede 
en el caso en estudio, cuando a la fecha en que el hoy actor 
compareció a registrar a la menor, cuyo desconocimiento de 
paternidad pretende, ya tenía conocimiento de que no era su 
hija biológica y aun así decidió registrarla como tal.

Aunado a lo anterior, del contenido del artículo 382 del 
Código Civil para la Ciudad de México se advierte que en los 
casos en que se propusiera cualquier prueba biológica o pro-
veniente del avance de los conocimientos científicos, para de-
mostrar la paternidad, y el progenitor se negare a proporcio-
nar la muestra necesaria, se presumirá salvo prueba en contra-
rio que es el padre. Ahora bien, dicha presunción no se puede 
aplicar a contrario sensu, en virtud de que ésta fue prevista 
para la acción de reconocimiento de paternidad y el presente 
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asunto se trata de un desconocimiento de paternidad, pues 
lo que se busca proteger es el derecho a la integración de la 
familia atento al interés superior de la menor.

MATERIA PENAL
Segunda Penal
actos de crueldad o maltrato animal, no se puede es-
tablecer su comisión conforme al artículo 350 del có-
digo penal aplicable en la ciudad de méxico, por no 
adoptarse las medidas de seguridad necesarias para 
prevenir ataques a otras personas o animales, previs-
tas en el artículo 28, fracción i, de la ley de cultura 
cívica de la ciudad de méxico

Hechos: Unos perros atacaron a unos potrillos, causándoles 
la muerte por las lesiones que les provocaron. Ante ello, la fis-
calía acusó al propietario de los canes por el delito previsto en 
el artículo 350 ter del Código Penal aplicable en la Ciudad de 
México, por el cual el juzgador que conoció del asunto dic-
tó sentencia condenatoria. Al estar inconforme el sentenciado 
con esa determinación, presentó el recurso de apelación.

Criterio jurídico: A raíz de un actuar precedente, de forma 
culposa, se generó el peligro para el bien jurídico tutelado, al 
no adoptarse las medidas de seguridad necesarias, de acuerdo 
con las características particulares del animal, para prevenir 
posibles ataques a otras personas o animales.

En ese sentido, se debe ser claro en precisar que una cosa 
es la calidad de garante que puede atribuírsele al inculpado, 
esto dentro de la forma de realización de comisión por omi-
sión, y otra cosa es la violación al deber de cuidado; si bien 
ambas figuras encuentran un punto de comunión, ya que 
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para acreditar la calidad de garante es necesario establecer el 
actuar precedente culposo o fortuito (en este caso culposo) 
del agente, lo cierto es que esto forma parte de la conducta, 
quedando reservado para analizar a nivel de culpa lo relativo 
a la violación del deber de cuidado objetivamente necesario 
de observar.

Es importante hacer dicha precisión porque se advierte des-
acertado considerar que el sentenciado violó el deber de cui-
dado al infringir lo dispuesto por los artículos 24 de la Ley de 
Protección a los Animales de la Ciudad de México y 28, frac-
ción I, de la Ley de Cultura Cívica de la Ciudad de México. Lo 
anterior, porque el artículo 24 de la Ley de Protección citada 
es lo que da contenido al acto de crueldad necesario acreditar 
en su doble aspecto, como elemento objetivo y normativo del 
tipo penal.

Por su parte, el taxativo 28, fracción I, de la Ley de Cultura 
Cívica de la Ciudad de México sí contiene un deber de cuidado 
objetivamente necesario observar, pero no  en relación con el 
delito previsto en el artículo 350 ter del  Código Penal, pues es  
necesario desentrañar la norma prevista dentro de la referida 
infracción administrativa, lo cual es motivo de análisis dentro 
del elemento subjetivo del tipo penal, referente a la culpa sim-
ple, y es la actividad del propietario de los canes (permitirles 
libre tránsito) lo que entraña en sí misma la violación al deber 
de cuidado.

Justificación: No se inadvierte que de conformidad con el ar-
tículo 16 del Código Penal para el Distrito federal, es posible 
sancionar aquellos delitos cuyo tipo penal aplicable establece 
una actividad positiva, pero el resultado típico deriva de una 
omisión, lo que se consideraría una comisión por omisión u 
omisión impropia, aun cuando la representación social no for-
muló acusación por ese supuesto.
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También es cierto que dicha omisión se encuentra previs-
ta en el artículo 28, fracción I, de la Ley de Cultura Cívica de 
la Ciudad de México, como una infracción administrativa, lo 
que en el caso en estudio consistió en permitir que tres cani-
nos agredieran a los animales de la parte afectada, al transitar 
libremente sin adoptar las medidas de seguridad necesarias, 
conforme las características particulares de los animales, para 
prevenir posibles ataques a otras personas o animales, y el tipo 
penal no sanciona lo anterior.

Asimismo, es cierto que a raíz de dicha infracción adminis-
trativa el dueño de los caninos debe de responder por los daños 
causados a la vida, salud y patrimonio de las personas que pu-
dieran haber resultado afectadas por tales hechos. Sin embar-
go, de conformidad con los hechos materia de la acusación, no 
podemos establecer que el sentenciado haya realizado actos de 
crueldad, por sí o mediante sus perros.

Conforme al artículo 350 del Código Penal aplicable en la 
Ciudad de México, “por actos de maltrato o crueldad y lo re-
lativo a este capítulo, se estará a lo dispuesto en la Ley de Pro-
tección a los Animales del Distrito Federal”.

En ese orden de ideas, está claro que la expresión “actos de 
crueldad” constituye un elemento normativo de valoración ju-
rídica, puesto que el juzgador debe acudir a diversa fuente jurí-
dica, en este caso otro ordenamiento, para dotar de contenido 
a la expresión inicialmente acotada.

Lo anterior, sin pasar por alto la posibilidad de que el hecho 
pudiera realizarse en forma de comisión por omisión, para lo que 
sería necesario establecer la calidad de garante del sentenciado, 
incluyendo el supuesto del que deriva dicha calidad, las circuns-
tancias por las cuales el agente podía evitar el resultado y la equi-
valencia en su eficacia de la inactividad del agente respecto a la 
actividad prohibida en el tipo, sin que haya lugar a confundir los 
elementos de la culpa simple con una actividad omisiva.
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maltrato animal, de una interpretación teleológica 
se concluye que los tipos penales respectivos se re-
fieren a los propietarios de animales o terceros que 
ejercen algún tipo de violencia en contra de dichos 
seres sintientes, no a los daños que éstos ocasionen 
por falta de cuidado o supervisión

Hechos: Unos perros atacaron a unos potrillos, causándoles 
la muerte por las lesiones que les provocaron. Ante ello, la 
fiscalía acusó al propietario de los canes por el delito previsto 
en el artículo 350 ter del Código Penal aplicable en la Ciudad 
de México, por el cual el juzgador que conoció del asunto dic-
tó sentencia condenatoria. Al estar inconforme el sentenciado 
con esa determinación, presentó el recurso de apelación.

Criterio jurídico: En la iniciativa que dio lugar al tipo penal 
de maltrato o crueldad contra animales no humanos, dentro 
de la exposición de motivos se precisó que “algunas de las for-
mas de maltrato animal se consideran negligencia por parte 
del propietario, pero también existe el maltrato intencional y 
premeditado”.

Además, se destacó que “el maltrato doloso implica todo 
tipo de acción encaminada a lastimar deliberadamente a un 
animal, mientras que el maltrato culposo comprende la negli-
gencia extrema en los cuidados básicos, la omisión de propor-
cionar al animal de los cuidados de alimento, refugio y aten-
ción veterinaria adecuada”.

En ese sentido, al realizar una interpretación teleológica, 
podemos concluir que en todo caso, lo que pretendía proteger 
el legislador con la creación de los tipos penales referentes al 
maltrato animal, es relativo a los casos en que los propietarios 
de animales o terceros ejercen algún tipo de violencia en con-
tra de dichos seres sintientes.
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En el presente caso, el hecho motivo de la acusación se 
limita a que el sentenciado permitió que los canes transitaran 
libremente sin supervisión alguna, por lo tanto, esa actividad 
no puede considerarse como que aquél haya ejercido un ac-
tuar encaminado a lastimar deliberadamente a un animal. 

Justificación: Tal como se advierte precisamente de la expo-
sición de motivos contenida en la iniciativa por virtud de la 
cual se crearon los tipos penales de maltrato animal, la ac-
tividad de la persona sentenciada tampoco implica la negli-
gencia extrema en los cuidados básicos, como la omisión de 
proporcionar de los cuidados de alimento, refugio y atención 
veterinaria adecuada

Se advierte excesivo estimar que la negligencia en la super-
visión de la persona sentenciada implica que haya violentado 
como seres sintientes a los animales que fueron atacados por 
sus perros. En palabras más claras, sí existió negligencia res-
pecto a la tenencia de los perros, pero no puede considerarse 
que con ello haya ejercido violencia o negligencia respecto de 
los animales que resultaron agredidos.

Si bien una vez que fue probada dicha negligencia, cual-
quier acto ilícito derivado de ello constituye una responsa-
bilidad (civil, penal o administrativa), siendo en el caso del 
ámbito penal que ello debió limitarse a un daño culposo al 
patrimonio del propietario de los animales agredidos, con el 
matiz de que, al tratarse de animales, era posible delimitar si 
los mismos eran de trabajo o incluso de compañía, pudiendo 
en ese sentido condenarse al pago de una reparación del daño 
moral o hasta de perjuicios ocasionados.

crueldad o maltrato contra animales no humanos, el 
delito descrito típicamente en el numeral 350 ter del 
código penal del distrito federal, sólo puede reali-
zarse mediante una actividad propiamente dicha
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Hechos: Unos perros atacaron a unos potrillos, causándoles 
la muerte por las lesiones que les provocaron. Ante ello, la 
fiscalía acusó al propietario de los canes por el delito previsto 
en el artículo 350 ter del Código Penal aplicable en la Ciudad 
de México, por el cual el juzgador que conoció del asunto dic-
tó sentencia condenatoria. Al estar inconforme el sentenciado 
con esa determinación, presentó el recurso de apelación.

Criterio jurídico: El hecho tipificado de conformidad con el 
numeral 350 ter, párrafo primero, del Código Penal para el 
Distrito Federal, se regula bajo el presupuesto típico siguien-
te: “al que cometa actos de crueldad en contra de cualquier 
especie animal no humana provocándole la muerte”. Como 
podemos observar, el tipo penal se encuentra redactado de 
forma positiva, es decir, el delito descrito típicamente en el 
numeral 350 ter referido sólo puede realizarse mediante una 
actividad propiamente dicha, ya que el legislador nunca hizo 
alusión a una forma omisiva de realización. 

En ese orden de ideas, recordemos que el presupuesto ne-
cesario para acreditar cualquier injusto penal (tipicidad y an-
tijuridicidad) lo es la conducta o acción (dependiendo de la 
doctrina que se quiera seguir), la cual, de inicio, puede reali-
zarse de dos formas: acción (propiamente dicha) y omisión. 

Siendo en el presente caso que el tipo penal únicamente 
admite como forma de comisión un actuar positivo, esto, in-
cluso a partir de interpretar la norma penal que contiene el 
tipo penal, la cual prohíbe realizar actos de crueldad en contra 
de animales no humanos, es decir, se pretende disuadir a la 
población de realizar actos de crueldad en contra de animales 
no humanos. 

Lo anterior, sin perder de vista que tanto la doctrina como 
nuestra legislación han reconocido la posibilidad de que, en 
los delitos de resultado material, será atribuible el resultado 
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típico producido a quien omita impedirlo, si éste tenía el de-
ber jurídico de evitarlo; lo que conocemos como comisión por 
omisión u omisión impropia. 

Justificación: El hecho por el que se formuló la acusación sí 
generó un resultado material, concretamente la muerte de al 
menos dos potrillos y, con ello, la afectación al patrimonio de 
su propietario. Por ello, sería errado establecer, por una parte, 
que se trata de un delito de omisión, pero, por otro lado, la 
existencia de un resultado material, ya que ambas figuras son 
disímbolas. En ese sentido, sí se comparte el criterio del natu-
ral con relación a la existencia de un resultado material, pero 
no que el mismo haya sido producto de una omisión, siendo 
este segundo motivo, la existencia de un resultado material, 
lo que refuerza la idea de que nos encontramos ante un tipo 
penal de realización positiva, por lo que el hecho materia de 
la acusación no admite una forma de realización por omisión 
simple. 
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Para resolver los recursos de apelación interpuestos por las partes en 
contra de la sentencia definitiva dictada en el juicio ordinario civil 
promovido.

DÉCIMA SALA CIVIL

MAGISTRADOS: ÁNGEL HUMBERTO MONTIEL TRUJANO (M. L.), 
VÍCTOR HOYOS GÁNDARA Y JOSÉ MANUEL SALAZAR URIBE.

MAGISTRADO PONENTE: ÁNGEL HUMBERTO MONTIEL TRU-
JANO

SUMARIO:
notificación practicada por notario público, requisito sine qua 
non que en forma previa se asegure de que en el lugar en que ac-
túa tiene su domicilio la parte buscada y si está o no presente 
(artículo 104 de la ley del notariado del estado de méxico)

Hechos: Los nudos propietarios de un inmueble demandaron en la vía or-
dinaria civil a los usufructuarios el término del usufructo, y el juzgador de-
terminó que los actores acreditaron parcialmente su acción. Por lo anterior, 
se declaró la terminación del contrato de usufructo respecto de 90% del 
inmueble objeto de la demanda. Al estar inconformes con la resolución de 
primera instancia, tanto la parte actora como la demandada interpusieron 
el recurso de apelación.

Criterio jurídico: De conformidad con lo establecido por el artículo 104 
de la Ley del Notariado del Estado de México, citado y transcrito por el fe-
datario en su acta, hará personalmente las notificaciones en el domicilio de 
quien deba ser notificado y si éste no se encuentra, la hará con quien esté en 
el domicilio, siempre que previamente se cerciore de que la persona tiene su 
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domicilio en el lugar donde se le busca, haciéndose constar el nombre, si lo 
diera, de la que recibe el instructivo.

Consecuentemente, al ser requisito sine qua non, que en forma previa el 
notario se asegure que en el lugar en que actúa tiene su domicilio la buscada 
y si está o no presente al momento de la diligencia y no lo hizo, es insufi-
ciente la simple anotación de que se constituyó en el domicilio señalado por 
las personas que requirieron sus servicios y que el vigilante se haya comu-
nicado a la casa respectiva para después impedirle el acceso a la misma; por 
lo que se vulneraron disposiciones sustantivas y procesales en agravio de la 
demandada.

	 Así, es inexacto el argumento vertido por la juez primigenia 
consistente en que era la demandada quien debió exhibir documento 
idóneo para acreditar su manifestación de que no vive en ese lugar, en 
tanto que el vigilante tampoco informó que en ese domicilio no vivía 
la ahora enjuiciada, porque al tratarse de una notificación practicada 
por un notario público, su actuar debe estar apegado al marco legal 
que lo regula, por lo que si no cumplió con lo dispuesto por el invoca-
do artículo 104 que rige su actuar, es claro que no puede tenerse por 
practicada la interpelación necesaria para la procedencia de la acción 
de terminación de contrato previamente establecida.
Justificación: Según el contenido íntegro del acta respectiva se tiene que el 
notario público del Estado de México, a fin de practicar la diligencia de no-
tificación que le solicitaron los accionantes, se constituyó en el domicilio que 
al efecto le fue proporcionado por éstos.

	 El fedatario señaló que de conformidad con lo establecido en 
los artículos 8, 101, fracción I, y 104 de la Ley del Notariado de esa 
entidad, asentando la fecha y hora de su actuación, se constituyó en la 
caseta de vigilancia que da acceso al domicilio indicado, se identificó 
como fedatario público ante el elemento de  seguridad de la empresa 
que ahí labora, y le explicó que el motivo de su presencia en ese lugar 
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era el entregar y notificar dos escritos, y le pidió que él los entregara; 
posteriormente el fedatario asentó que no se le permitió el acceso y le 
fueron devueltos los documentos;  a los diez minutos volvió a entregar 
en propia mano los instrumentos de notificaciones al empleado de se-
guridad referido, dando por concluidas las notificaciones solicitadas. 

Por lo que en la especie se tiene que el fedatario no se cercioró de 
que el domicilio fuera efectivamente de la parte demandada, dado que 
sólo asentó haberse constituido en ese lugar, identificarse ante un ele-
mento de seguridad (sin precisar su nombre o el motivo por el que no 
se le proporcionó esa información), pero en ningún lado expresó las 
razones por las que se hubiere cerciorado de estar en el domicilio co-
rrecto, ni explicó cómo es que verificó estar en el domicilio de la per-
sona buscada, pues la circunstancia de que el elemento de seguridad 
se hubiere comunicado al domicilio de la notificación y después haya 
informado que no se permitiría el acceso al notario, de ningún modo 
demuestra que la persona buscada tuviera su domicilio en ese lugar; 
tampoco que la buscada se hubiere encontrado en su casa o no en ese 
acto, dado que el fedatario en ningún momento requirió su presencia, 
para así estar en posibilidad de entender la diligencia con parte dis-
tinta a la buscada.
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Ciudad de México, veintiuno de marzo de dos mil veinticuatro.
Visto el toca *** para resolver los recursos de apelación interpues-

tos por las partes, en contra de la sentencia definitiva del nueve de oc-
tubre de dos mil veintitrés, aclarada por acuerdo del trece de octubre 
del referido año, dictada por la jueza Quincuagésima Quinta de lo Ci-
vil de la Ciudad de México, en el juicio ordinario civil (expediente *** 
promovido por *** y *** en contra de y ***.

RESULTANDO:

1. Los resolutivos del fallo impugnado son los siguientes:

Primero. Ha sido procedido la vía Ordinaria Civil, en la que los acto-
res *** y *** acreditaron parcialmente su acción. La codemandada *** 
acreditó parcialmente sus excepciones y defensas, y las codemandadas 
morales *** y se constituyeron en rebeldía; y al litisconsorte pasivo ne-
cesario *** no le para perjuicio la presente resolución; en consecuencia.

Segundo. Se declara la terminación del contrato de usufructo, de 
fecha cinco de noviembre de mil novecientos noventa y siete, celebrado 
entre *** y *** respecto del 90% del inmueble ubicado en ***, así como 
las unidades de estacionamiento números *** y ***, el cual se formalizó 
mediante escritura pública número *** pasada ante la fe del notario pú-
blico número 11 (once) de la hoy Ciudad de México.

Tercero. Se condena a la enjuiciada *** a la entrega del inmueble 
dado en usufructo y que es respecto del 90% del inmueble ubicado en 
***, así como las unidades de estacionamiento números *** y *** en fa-
vor de lo cual habrá hacer en un plazo de cinco días contados a partir de 
que la presente resolución cause ejecutoria o sea legalmente ejecutable; 
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apercibida en caso de no hacerlo, se procederá a la ejecución forzosa de 
la misma.

Cuarto. Se absuelve a las codemandadas *** y *** de las prestaciones 
que les fueron reclamadas en el escrito de demanda, señaladas bajo los 
incisos (i) c) y d); (ii) a), b) y c), en atención a lo señalado en la parte con-
siderativa de la presente resolución.

Quinto. No le para perjuicio la presente resolución al litisconsorte 
pasivo necesario ***.

Sexto. No se hace especial condena en costas.

Séptimo. Notifíquese. […]

2. Por acuerdo del trece de octubre de dos mil veintitrés, la juez na-
tural aclaró el resolutivo tercero de la sentencia definitiva en los si-
guientes términos:

En la Ciudad de México, a trece de octubre de dos mil veintitrés.

Agréguese a sus autos la promoción presentada por *** persona au-
torizada por la parte actora, en términos amplios del artículo 112 del 
Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México.

Visto el contenido del ocursante, así como las constancias del presen-
te asunto, como es que en la parte considerativa de la sentencia definitiva 
dictada en autos, en especial en la foja *** (o página *** de la sentencia) se 
señaló que respecto de la prestación reclamada con el inciso b) del seña-
lamiento ii), es decir, la desocupación y entrega del inmueble ubicado …; 
procede la entrega del bien inmueble que le fue otorgado (sic).

En ese sentido, como lo solicita el promovente con fundamento en 
el artículo 84 del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de 
México, se aclara el resolutivo tercero de la sentencia definitiva de fecha 
nueve de octubre de dos mil veintitrés, donde se dijo:
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Tercero. Se condena a la enjuiciada *** a la entrega del inmueble dado 
en usufructo, y que es respecto del 90% del inmueble ubicado en *** así 
como las unidades de estacionamiento números *** y *** en favor de lo 
que deberá en un plazo de cinco días contados a partir de que la presente 
resolución cause ejecutoria o sea legalmente ejecutable; apercibida que, 
en caso de no hacerlo, se procederá a la ejecución forzosa de la misma.

Debiendo ser lo correcto:

Tercero. Se condena a la enjuiciada *** a la entrega del inmueble ubica-
do en *** así como las unidades de estacionamiento números *** y *** 
en favor de lo que deberá hacer en un plazo de cinco días contado a par-
tir de que la presente resolución cause ejecutoria o sea legalmente ejecu-
table; apercibida que, en caso de no hacerlo, se procederá a la ejecución 
forzosa de la misma.

Aclaración que se hace, toda vez que en nada varía el sentido de la 
sentencia que se aclara; debiendo formar el presente auto integral de la 
sentencia definitiva citada … Notifíquese {…]

3. Tramitados los comentados recursos en la forma prescrita por la 
ley, se citó a las partes para oír la sentencia que ahora se pronuncia.

CONSIDERANDO

I. Esta Sala es competente para conocer y resolver los recursos de 
apelación, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 51 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México.

II. Tanto la parte actora como la demandada interpusieron recur-
sos de apelación en contra de la sentencia combatida, por cuestión 
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de método se analizará en primer lugar el recurso de la demandada 
dado que el mismo pretende la revocación del fallo, en tanto que la 
de su contraparte intenta con sus agravios, se agregue a la condenada 
decretada en el fallo la adición de algunos conceptos, por lo que de 
ser fundados los motivos de disenso planteados en la primera apela-
ción quedarían sin materia los alegados en el segundo.

III. La demandada al interponer su recurso de apelación exter-
nó las inconformidades que enseguida se transcribe en su parte 
conducente:1

1. Me causa agravio los considerandos segundo, tercero, cuarta, quinta, 
séptima; así como los resolutivos primero, segundo, tercero y sexto de 
la sentencia que se impugna, estos en razón de que el a quo no hace un 
debido análisis e indebida interpretación legal de las excepciones pro-
puestas por la parte demandada y la indebida interpretación legal de 
las excepciones, cual independientemente del fondo perdió de manera 
parcial el litigio; por lo que al exponer las razones anteriormente plan-
teadas la sentencia impugnada mis derechos de debido proceso, propie-
dad, acceso a la justicia, legalidad, congruencia y exhaustividad en las 
sentencias, equidad de género y la vulnerabilidad de que mi represen-
tada es una adulta mayor, ya que ha sido afectada para cubrir sus nece-
sidades básicas, primero cuanto al juicio que se condenó a la empresa 
de los coactores, ya que son socios del 90% *** y con el 10% ***, pues al 
juez de su escaso razonamiento lógico jurídico no le asiste la razón de 
ningún modo ante tales actos que considera lesivos, violentando así los 
artículos 1,14,16, 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; al igual que los diversos 8, 21, numeral 2, 25 y 63 de la Con-
vención Americana de Derechos Humanos por lo que al tenor de dichas 
violaciones expongo mis agravios.

1 Transcripción que se realiza respetando el texto original con sus errores escriturales y ortográficos.
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2. A su vez causa agravio el indebido análisis de

III. Estudio de la acción.

Los actores reclaman de la enjuiciada *** la terminación de contra-
to denominado “Donación del Usufructo Temporal” respecto del 90% 
del inmueble ubicado en *** así como las unidades de estacionamiento 
números *** y ***.

	 Por cuestión de orden y método se analiza lo relacionado a la do-
nación, atento a que los coactores manifiesten que existe una mala de-
nominación al contrato de donación, por lo que, en términos de lo que 
establecen los artículos 2332, 2334, 2338, 2340 y 2344, del Código Civil 
para la Ciudad de México, se analiza esta figura jurídica.

	 Atendiendo a lo establecido en el artículo 2332 del Código Civil 
para la Ciudad de México, el coactor *** celebró contrato de donación 
con la codemandada *** respecto del 90% del inmueble ubicado en ***, 
así como las unidades de estacionamiento números *** y ***, el cual se 
formalizó en escritura pública número *** de fecha cinco de noviembre 
de mil novecientos noventa y siete, pasada ante la fe del notario públi-
co número 11 (once) de la hoy Ciudad de México; por lo que dicha do-
nación entre el donante y donatario se realizó en vida de ambos, por lo 
que se colmaron los requisitos exigidos por el artículo 2338 del citado 
ordenamiento civil (probanza exhibida por el propio actor).

Sirve de apoyo a lo anterior, la siguiente tesis de rubro y texto si-
guientes: […] “donación de inmuebles. para su perfeccionamien-
to la aceptación del donatario debe realizarse en escritura 
pública y en vida del donante. […]”

El a quo pretende legislar y viola en perjuicio de la suscrita lo esta-
blecido en el artículo 81 procesal civil en cuanto a que no es claro, pre-
ciso y congruente, ya que el contrato firmado ante el notario público 
fue de manera voluntaria y estando casados se establece claramente la 
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donación, por lo que no es congruente al decir que cumple con todos los 
requisitos de la donación y más adelante, señala que las partes estable-
cieron una reglamentación para el usufructo, el a quo es omiso y no es 
claro ni preciso, ya que como es de explorando derecho las donaciones 
son puras condicionadas, onerosas o remuneratorias, al ser una dona-
ción, por lo tanto no se puede perder la naturaleza del contrato que las 
partes de manera voluntaria y sin que mediara error, mala fe o uso de 
la fuerza moral o física se celebró (sic) el contrato de donación con usu-
fructo, que es una figura jurídica que se contempla en la literatura y en 
la legislación, ateniéndonos a la definición de la donación que no es otra 
cosa que un acto de liberalidad por el que una persona dispone gratui-
tamente de una cosa a favor de otra, que la acepta y en caso de que va 
compuesto del usufructo (sic), que se trata del derecho que tiene una 
persona sobre una cosa de la que es propietaria pero que, sin embargo, 
no puede usar. En su lugar, un tercero es el que posee y disfruta el bien.

	 Esto tiene como resultado que no es una mala denominación al ci-
tado contrato como bien lo quiere hacer valer en su resolución el a quo, 
los señores son mayores de edad y se encontraban casados al celebrar 
dicho contrato y el coactor *** es una persona profesional con estudios 
y que utilizó el justificar el cumplimiento de sus alimentos (fojas *** de 
la sentencia de divorcio dictada por el Juez Tercero de loa Familiar del 
Distrito Judicial de Tlalnepantla con residencia de Naucalpan, Estado 
de México, bajo el expediente ***, de conformidad con la copia certifi-
cada que se acompañó a mi contestación, sentencia que fue inscrita en 
el Registro Civil el día veinticuatro de enero de dos mi trece, lo que se 
acredita con la copia certificada del acta de matrimonio que acompaño 
a mi escrito de contestación).

	 Aunado que reconoció en audiencia data veinticuatro de febrero 
dos mil veintidós las posiciones primera, segunda, tercera, cuarta, quin-
ta, sexta y novena, celebrada ante esa H. la bajo el toca número *** que 



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 401 •  mayo-junio •  202628

el coactor *** donó estando casado a la demandada *** (Se anexa la au-
diencia señalada al presente libelo) […]

	 Por virtud de la donación entre consortes, se constituyó a mi favor 
un derecho real, en términos de la escritura pública ***.

	 Ahora no se puede doler de que existió una mala denominación y 
mucho menos ante un perito en la materia y el fedatario público es un 
notario público, que su obligación fue explicarle alcance y nominación 
del contrato de donación que firmaban y que la suscrita tanto como el 
actor estábamos conscientes de las obligaciones y derechos que se ad-
quirían al firmar el contrato de donación mismo que se llevó al cabo 
estando casados, que dentro del juicio de divorcio mediante sentencia 
dictada por el Juez Tercero de lo Familiar del Distrito Judicial de Tlal-
nepantla con residencia en Naucalpan, Estado de México, bajo el ex-
pediente *** de conformidad la copia certificada que acompaño (anexo 
uno), sentencia que fue inscrita en el Registro Civil el día veinticuatro 
de enero de dos mil trece, lo que se acredita con la copia certificada del 
acta de matrimonio que acompaño (anexo dos), la cual contiene la ano-
tación marginal de que el indicado matrimonio fue disuelto, de lo cual 
el actor *** señaló para abstenerse de otorgar una pensión alimenticia 
a la suscrita, dentro el juicio de divorcio que la suscrita tenía una do-
nación respecto del inmueble controvertido (prueba que el a quo no va-
loró), sirva de apoyo siguiente criterio jurisprudencial que el a quo fue 
omiso en valorar, violando así las reglas procesales dentro de un juicio 
al momento de valorar las pruebas.

En apoyo de esta excepción invoco el siguiente criterio: “donacio-
nes entre cónyuges. Para su revocación no pueden invocarse 
simultáneamente los artículos 233 y 286 del código civil. […]”

3. Ahora lo que el a quo pretende más allá de sus funciones estable-
cer que (sic)
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I. Ahora bien, de la lectura íntegra de la documental, consistente 
en las copias certificadas de la escritura pública número *** exhibida 
como documento base de la acción, así como al escrito de demanda, se 
advierte que el coactor, *** en realidad lo que solicita como prestación 
principal, es la terminación del usufructo temporal, celebrado con *** 
respecto del 90% del inmueble ubicado en ***, así como las unidades del 
estacionamiento números *** y,

(…)

	 Respecto de lo que señala el a quo, y pretende establecer que no 
existió la donación entre los consortes, tergiversando y litigando en fa-
vor de los coactores, es omiso, no es claro, preciso y congruente, por lo 
que viola el debido proceso y los derechos humanos y fundamentales 
de la suscrita, ya que, de haber leído la contestación de la demanda y 
las pruebas aportadas, valorando en su conjunto, se establecería que 
el contrato de donación que se celebró fue entre consortes, y lo utilizó 
para evadir su responsabilidad de deudor alimentarios, siendo confeso 
de los hechos que obran en la contestación de la demanda, por lo que 
no se puede señalar que por reglamento de usufructo la denominación 
entre consortes no tiene efectos jurídicos, al contrario de ese reglamen-
to incluso es beneficiada la suscrita, y de ser valorado se podrá percatar 
de la naturaleza jurídica del contrato es la donación entre consortes al 
estar casados cuando se llevó al cabo dicha donación, aunado a que fue 
considerado para que el demandado no cumpliera con sus obligaciones 
alimentarias.

	 Tal y como se acredita con la confesional que obra en la sentencia 
de divorcio que se ofreció como prueba y no fue valoradas conforme a 
derecho, en virtud de que (…)

4. También es en contra y perjuicio de mi mandante respecto a lo se-
ñalado por el a quo, en cuanto a: (…)
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	 Sin que pase desapercibido para la suscrita que los coactores, exhi-
bieron también las documentales siguientes: (…)

	 Una vez más el a quo es omiso, parcial y favorece a la actora, a que 
hace una valoración parcial que hace de las pruebas de coactores, en vir-
tud de que hace un razonamiento a favor de la actora, sin allegarse de 
los autos que obran en el expediente, mismos que de los exhortos en-
viados por el Tribunal del Estado de México no les da el mismo valor 
probatorio como si el del Notario Público tuviera más valor jurídico y 
las actuaciones del Tribunal del Estado de México no tuvieran ese valor, 
recordando que al Notario Público le pagó el actor y el Notario Público 
no se cercioró que habitara mi representada, y porque el vigilante haya 
hablado desde la caseta a la casa signifique que ya es un hecho que se 
haya dado por notificada C. *** o viviera ahí; fueron puras conjeturas 
tanto del Notario como del a quo, sin que el a quo revisara las actuacio-
nes del Tribunal exhortado y le notificara a través de edictos.

	 Antes que nada es importante partir de los principios deontológi-
cos y de la ética judicial que rigen las garantías de acceso a la justicia, 
y sobre la misión del juzgador, en la realización que busca el estableci-
miento pleno de un “Estado de Derecho”, donde la virtud principal es 
la justicia y la honestidad, que son la base y fundamento de las reso-
luciones; y atento a las constancias procesales, es evidente lo erróneo 
equívoco en la sentencia que impugna, aunado a las reglas fundamenta-
les de la notificaciones personales, como norma procedimiento, tiene la 
potencialidad de sustentar la inaplicación de alguna regla legal adjetiva 
que, en sí considerada, se advierta innecesaria, injustificada o despro-
porcionada, para efectos del proceso de que se trate, en la medida en 
que pueda trastocar u obstaculizar ejercicio de los derechos procesales, 
ello, bajo una consideración abstracta de ese principio en todos los casos 
en que se dilucidan derechos; o bien permite al juzgador hacer ajustes 
en la aplicación de reglas procesales bajo un análisis individualizado.
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	 Es preciso señalar que esta autoridad es responsable al llevar a 
cabo actos de afectación en contra de los particulares como es el caso, 
deberán cumplir los requisitos previamente establecidos, en este caso a 
las notificaciones personales, a fin de no vulnerar la esfera jurídica de 
los individuos a los que se dirijan dichos actos, aunado a que existen 
constancia de un Tribunal de Justicia, por lo que las autoridades debe-
rán respetar los cauces que el orden jurídico pone a su alcance para que 
actúen, a efecto de que sus actos se conviertan en arbitrarios.

	 En virtud de lo anterior, y por estar basadas en una notificación 
carente de legitimación procesal; por depender de notificaciones inexis-
tentes, y en virtud de que:

I) No he sido oída ni se ha valorado las actuaciones por parte del 
Tribunal Exhortado en el Estado de México en igualdad de circuns-
tancias, ya que el hacer una presunción carente de sustento jurídico, de 
las mismas actuaciones, en búsqueda de mi persona, nunca apareció el 
domicilio que dice la Notaria Pública se presentó, sin que se acreditara;

 II) Retomando las excepciones hechas valer por la suscrita que 
tampoco han sido valoradas, ya que como ha quedado acreditado, no 
nada más ante Notario Público que fue voluntad del actor donar es-
tando casados y que esa donación la uso para evadir el pago de sus obli-
gaciones alimentarias, siendo que el arrendatario era el mismo actor a 
través de su empresa y que por no haber pagado el arrendamiento se 
presentó una demanda misma que un juez ordenó el pago de las rentas 
adeudadas, situación que no acontece a la fecha el pago adeudado de 
$16́ 662,608.42 (dieciséis millones seiscientos sesenta y dos mil seis-
cientos pesos 42/100 moneda nacional) y su correspondiente impuesto 
al valor agregado, por tal motivo la donación entre consortes sólo pue-
de revocarse mientras subsista el matrimonio y en virtud de que éste ya 
culminó no puede, ni debe de decretarse, dar por terminado del contra-
to de donación de conformidad con los artículos 228 y 233 del Código 
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Civil de la Ciudad de México, el actor carece de acción y derecho para 
dar por terminado un derecho real que tuvo su origen en una donación 
entre consortes que a la fecha no se puede revocar, al estar disuelto el 
vínculo matrimonial celebrado entre donante y donataria.

III) No deben olvidar los Magistrados que en confesión expresa por 
parte del coactor el señor *** celebró con mi representada un contrato 
de donación entre consorte, en atención al matrimonio que celebraron y 
durante el tiempo que duró el matrimonio no se revocó la nación, como 
ahora lo pretende hacer valer, con las argucias que el mismo a quo sin 
valorar las pruebas y por una supuesta notificación donde claramente se 
acredita que mi representada no vivía en el domicilio al que acudieron, 
tan es así no vivía en el domicilio al que acudieron, tan es así que tuvie-
ron que notificar por edictos.

	 Y lo que queda acreditado que los coactores al señalar que ante 
Notario Público firmaron un contrato de donación y no como preten-
den engañar a la autoridad Judicial de que no era de donación sino de 
usufructo; sin embargo, la naturaleza del consentimiento por parte 
del donante *** en el momento que realizó la donación lo hizo como 
esposo estando casados, como también queda acreditado en audiencia 
data veinticuatro de febrero de dos mil veintidós a las posiciones pri-
mera, segunda, tercera, cuarta, quinta, sexta y novena que el coactor 
*** donó estando casado a la demandada *** (Se anexa la audiencia 
señalada al presente libelo). Por virtud de la donación entre consortes, 
se constituyó a mi favor un derecho real, en términos de la escritura 
pública ***.

5. En cuanto hace procedente a declarar por terminado el contrato 
de donación del usufructo temporal y las excepciones y defensas pre-
sentadas por la suscrita en su conjunto se realizan los agravios corres-
pondientes por tener estrecha relación de éstos que a la letra se señalan:
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	 El a quo no valoró los hechos de la contestación de la demanda los 
cuales fueron debidamente probados, respecto de desde el veintiocho 
de febrero de mil novecientos ochenta, el señor ***, contrajo matrimo-
nio con la suscrita ***, sujeto a régimen de separación de bienes.

	 Aclarando que dicho matrimonio fue disuelto mediante senten-
cia dictada por el Juez Tercero de lo Familiar del Distrito Judicial de 
Tlalnepantla con residencia en Naucalpan, Estado de México, bajo el 
expediente ***, de conformidad con la copia certificada que acompaño 
(anexo uno), sentencia que fue inscrita en el Registro Civil el día veinti-
cuatro de enero de dos mil trece, lo que se acredita con la copia certifica-
da del acta del matrimonio que acompaño (anexo dos), lo cual contiene 
la anotación marginal de que el indicado matrimonio fue disuelto.

	 No omito mencionar que fue dado en arrendamiento el inmueble a 
la empresa *** donde es socio mayoritario el actor *** y *** como socio 
minoritario y del cual se presentó el día 13 de febrero de 2009, jurisdic-
ción voluntaria, radicado en el Juzgado 70 de lo Civil de la Ciudad de 
México, con número de expediente *** la que se requirió el pago de las 
rentas y que en dichas diligencias los actores a través del representan-
te legal *** reconocen el contrato de donación (confesión ficta), (anexo 
certificadas) y el 26 de enero de 2010, se presentó demanda en la vía de 
controversia de arrendamiento inmobiliario por la señora *** en contra 
de la moral *** demandando la rescisión del contrato de arrendamiento 
de 7 de noviembre de 1998, que ambas partes celebraron, por falta pago 
de la empresa en su carácter de arrendataria y como consecuencia de 
lo anterior la desocupación del inmueble ubicado ***, así el pago de las 
rentas adeudadas desde el mes de noviembre de 1998 y las que se sigan 
generando hasta la desocupación, el pago de los intereses legales gene-
rados desde que se dejó de pagar las rentas, el pago de los servicios inhe-
rentes a la localidad arrendada y el pago de gastos y costas, siendo éstos 
pronunciados al pago, mediante sentencia interlocutoria pronunciada 
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el ocho de abril de dos mil quince en el toca *** por la Cuarta Sala Civil 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal (hoy Ciudad de 
México) y la cual fue confirmada por sentencia de fecha veintinueve de 
junio de dos mil quince por el Juzgado Quinto de Distrito en Materia 
Civil del Distrito Federal (ahora Ciudad de México), en la cual se con-
denó a la demandada el pago de las rentas adeudas por la cantidad de 
*** y su correspondiente impuesto al valor agregado. Situación que a la 
fecha la empresa que fue condenada al pago y de la que son socios los 
actores como queda acreditado mediante acta constitutiva y folio real 
*** no han realizado el pago a pesar de haberse ya requerido dicho pago.

	 Y hasta en tanto no realice el pago seguirán corriendo los intere-
ses decretaros en la sentencia definitiva. Con fundamento en el artícu-
lo 295 del Código Civil de Procedimientos Civiles para esta Ciudad, la 
cual se presentó en copia simple en virtud que no me las han dado, de-
bido a la contingencia por el covid-19 el juzgado 40 Civil de esta Ciudad, 
donde se lleva el juicio controversia de arrendamiento, bajo el número 
de expediente *** se solicitó copia certificada de la sentencia interlocu-
toria pronunciada el ocho de abril de dos mil quince en el toca *** por la 
Cuarta Sala Civil del Tribunal, como se acredita con el acuse de fecha 7 
de enero de 2020, acordado mediante proveído de fecha 16 de enero del 
presente de año.

	 Por virtud de la donación entre consortes, se constituyó a mi favor 
un derecho real, en términos de la escritura pública *** que se acompa-
ña con la demanda que se contesta.

	 Toda vez que la donación entre consortes sólo puede revocarse 
mientras subsista el matrimonio de conformidad con los artículos 228 
y 233 del Código Civil de la Ciudad de México, el actor carece de acción 
y derecho para dar por terminado un derecho real que tuvo su origen en 
una donación entre consortes que a la fecha no se puede revocar, al estar 
disuelto el vínculo matrimonial celebrado entre donante y donataria.
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	 En lo que respecta a la contestación de mi representada, el a quo 
hace una valoración incorrecta y equivocada de la excepciones y defen-
sas hechas vale ya que señala:

	 La excepción de irrevocabilidad opuesta y demás excepciones y de-
fensas que resuelven en su conjunto sin que se lo haga claro, preciso y 
por cada una, mismas que resultan procedentes, debidamente funda-
das, sin embargo el a quo, no valora en su conjunto y como lo mandata el 
código procesal, violando así mi derecho de ser oída y vencida en juicio y 
a un debido proceso, en virtud de que el contrato que se firmó por parte 
del actor *** ante el Notario Público 11 del Distrito Federal, quien hizo 
constar en la Fracción I la donación y que desde ese momento se le otor-
gó el carácter de donantes, así como en los antecedentes, cláusulas y en 
cuerpo del contrato, como lo establece la cláusula primera y en mayús-
cula DONAN (…).

y en el inciso:

G) De exención del impuesto sobre la renta del donante *** declara 
el señor *** que la “Donación”, que se consigna en virtud del presente 
instrumento, se encuentra exenta del pago del Impuesto Sobre la Renta 
–atento a lo dispuesto por el artículo setenta y siete fracción vigésima 
cuarta de la ley de la materia– ya que señora *** es esposa él “Donante” 
lo que se acredita con el acta de su matrimonio que se agrega al apéndi-
ce en el legajo marcado con el número de este instrumento bajo la letra 
“E” (…).

Los motivos de disenso son por un lado infundados y, por otra par-
te, esencialmente fundados y suficientes para modificar la sentencia 
combatida, debido a lo siguiente:

Son infundados porque no asiste la razón a la disidente cuando 
afirma que la sentencia combatida es incongruente, porque a su de-
cir la persona juzgadora en un primer momento determinó que el 
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instrumento notarial *** exhibido como base de la acción, cumpliera 
con todos los requisitos de la donación, para después afirmar que lo 
que se celebró fue un usufructo.

Lo anterior es así, porque contrario a lo alegado por la apelante, la 
a quo, en ninguna parte de la resolución impugnada determinó que el 
instrumento notarial *** exhibido como base de la acción, cumpliera 
con todos los requisitos de la donación.

No obstante, debido a que la jueza primigenia omitió explicar las 
razones por las que en su concepto la relación contractual de las par-
tes obedece a un usufructo y no a una donación, en tanto que la ape-
lante alega de manera reiterada que es donación lo que realmente se 
celebró, es que a fin de determinar la verdadera intención de los con-
tratantes se tiene lo siguiente:

De conformidad con el artículo 980 del Código Civil para el Dis-
trito Federal, ahora Ciudad de México, el usufructo es el derecho real 
y temporal de disfrutar de los bienes ajenos.

Por su parte, conforme al diverso numeral 2332 del citado código 
adjetivo, la donación es un contrato por el que una persona transfiere 
a otra, gratuitamente, una parte o la totalidad de sus bienes presentes.

Así, acorde a los preceptos 1851 y 1852, ambos del mismo orde-
namiento legal,2 si los términos de un contrato son claros y no de-
jan duda sobre la intención de los contratantes, se estará al sentido 
literal de sus cláusulas; si las palabras parecieren contrarias a la in-
tención evidente de los contratantes, prevalecerá ésta sobre aquéllas; 
y cualquiera que sea la generalidad de los términos de un contrato, 
no deberán entenderse comprendidos en él cosas distintas y casos 

2 Artículo 1,851. Si los términos de un contrato son claros y no dejan duda sobre la intención de los contra-
tantes, se estará al sentido literal de sus cláusulas.

Si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente de los contratantes, preva-
lecerá ésta sobre aquellas.

Artículo 1,852, Cualquiera que sea la generalidad de los términos de un contrato, no deberán entender-
se comprendidas en él cosas distintas y casos diferentes de aquéllos sobre que los interesados se propusieron 
contratar.
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diferentes de aquéllos sobre los que los interesados se propusieron 
contratar.

Asimismo, los artículos 1853, 1854 y 1855, todos del invocado có-
digo civil,3 establecen que si alguna cláusula de los contratos admi-
tiere diversos sentidos, deberá entenderse en el más adecuado para 
que produzca efecto; las cláusulas deben interpretarse las unas por las 
otras, atribuyendo a las dudosas el sentido que resulte del conjunto de 
todas; y que las palabras que puedan tener distintas acepciones serán 
entendidas en aquella que sea más conforme a la naturaleza y objeto 
del contrato.

En el instrumento número *** del cinco de noviembre de mil nove-
cientos noventa y siete, pasado ante la fe del notario público número 
11 de la Ciudad de México, por el que se formalizó, entre otro con-
venio, el contrato identificado como base de la acción y que las parte 
denominaron de “Donación de Usufructo Temporal”, conforme a su 
clausulado, los contratantes establecieron:

1. Qué *** y *** denominados “donantes”, “donan a favor de *** 
y *** el usufructo temporal, respecto del inmueble…”, involucrado 
en el contradictorio natural y sus respectivas unidades de estaciona-
miento (cláusula primera).

2. De conformidad con la “donación consignada” en ese instru-
mento *** y *** “conservan en forma exclusiva la nuda propiedad res-
pecto de los inmuebles materia de esta escritura”4 (cláusula primera).

3. *** y *** hicieron la entrega jurídica a *** y *** “de la posesión 
de los derechos que se les han donado”5 (cláusula séptima).

3 Artículo 1,853, Si alguna cláusula de los contratos admitiere diversos sentidos, deberá entenderse en el más 
adecuado para que producto efecto.

Artículo 1,854, Las cláusulas de los contratos deben interpretarse las unas por las otras atribuyendo a las 
dudosas el sentido que resulte del conjunto de todas.

Artículo 1,855, Las palabras pueden tener distintas acepciones serán entendidas en aquella que sea más 
conforme a la naturaleza y objeto del contrato.

4  Subrayado aquí añadido.
5 Subrayado aquí añadido.
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También los celebrantes insertaron en el contrato un apartado que 
denominaron “Del Convenio de Reglamentación del Usufructo”, con 
la finalidad de “reglamentar el usufructo constituido (sic) entre ellos 
en el presente instrumento…”, y establecieron:

1. Que el usufructo se constituía por el término de treinta años, 
los cual serían forzosos para las “Usufructuarias” y voluntario para 
los “Nudos Propietarios” (cláusula primer del convenio).

2. Las “Usufructuarias» quedaban facultadas para celebrar cual-
quier contrato de arrendamiento, respecto de los bienes materia del 
instrumento, con la condicionante ahí establecida (cláusula tercera 
del convenio).

De todo lo anterior se tiene que, los contendientes celebraron un 
contrato de usufructo porque fue mediante tal acuerdo de voluntades 
que los nudos propietarios transmitieron a las usufructuarias el uso y 
disfrute temporal del bien de referencia, dándoles con ello la posibi-
lidad de obtener los frutos civiles que la finca produjera mediante la 
celebración de “cualquier contrato de arrendamiento”.

De esta manera, *** y *** concedieron a *** y *** el derecho real y 
temporal de disfrutar el inmueble materia de contradictorio natural, 
tal como lo establece el artículo 980 del Código Civil aplicable, por el 
que se define al usufructo, y no la transmisión o transferencia de su 
propiedad, como lo determina el diverso numeral 2332 del citado có-
digo, para constituir la donación.

Ello, porque de haber sido esta última la verdadera intención de los 
contratantes, no cabría interpretación alguna de la disposición expresa 
que *** y *** hicieron en el sentido de que “conservan en forma exclu-
siva la nuda propiedad” del inmueble de referencia; lo que no es dable 
excluir en términos de lo mandatado por el artículo 1854 ya invocado, 
al precisar que las cláusulas deben interpretarse las una por las otras, 
atribuyendo a la dudosas el sentido que resulte del conjunto de todas.
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De esta manera, la interpretación armónica de la cláusula séptima 
del basal, es que *** y *** hicieron la entrega jurídica a *** y *** de la 
posesión de los derechos real y temporal de disfrutar el inmueble ma-
teria del contrato, en los términos establecidos en el convenio inserto 
a fin de reglamentar el usufructo ahí constituido.

Un elemento adicional que consolida la interpretación dada al con-
trato basal, deriva de la prueba documental pública consistente en las 
copias certificadas de la sentencia de treinta de noviembre de dos mil 
doce, emitida por el juez Tercero de lo Familiar del Distrito Judicial 
de Tlalnepantla con Residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de 
México.

Probanza que, como lo refiere la apelante, no fue considerada por 
la jueza primigenia, lo cual es inexacto debido a que mediante reso-
lución del catorce de diciembre de dos mil veintiuno, dictada por esa 
sala en el toca ***, se modificó el auto de treinta de octubre de dos mil 
veinte, para ahora admitir, entre otras, la prueba documental de mé-
rito identificada con el número 3.

Sin embargo, la misma no beneficia los intereses de la demandada 
debido a que, contrario a lo que refiere en sus agravios, del contenido 
de la probanza de mérito, de manera particular, según lo cita en los 
motivos de disenso que se analizan, a fojas *** de la sentencia, el actor 
*** no señaló en ese juicio de divorcio referente a su pensión alimenti-
cia, que la ahora enjuiciada hubiere tenido una donación respecto del 
inmueble controvertido y que con ella, justificó el cumplimiento de 
sus alimentos del divorcio.

Por el contrario, de su contenido se advierte que no procedió el pago 
de una pensión alimentaria a favor de la ahora demandada ***, porque 
en esa controversia familiar quedó acreditado que ella tiene bienes su-
ficientes para cubrir sus necesidades alimentarias; aun cuando en el 
desahogo de la prueba confesional a su cargo, la ahí reconvencionista 
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al responder las posiciones calificadas de legales reconoció ser usu-
fructuaria del inmueble materia del ahora asunto de origen, y referir 
“donde no recibo las rentas como debería”, ya que las cobra ***.

Es justo este punto, el que se considera como elemento adicional 
en la interpretación dada al contrato basal, puesto que la conducta 
observada por las partes antes, durante y en la fase de ejecución del 
contrato, posee un valor relevante como medio de su interpretación, 
en razón del principio de coherencia y continuidad del contrato.

Para acudir a dicho medio es necesario que los actos de las partes 
tengan relevancia en relación con la voluntad contractual que de ellas 
ha de deducirse y con el sentido del contrato. Es menester, además, 
que esos actos sean comunes, o que si se ejecutan por una sola parte, 
exista la aceptación expresa o tácita de la otra.

En razón de lo anterior, en la especie se tiene que aun cuando el 
contrato base data de noviembre de mil novecientos noventa y siete, 
lo cierto es que las partes en aquel juicio de divorcio, en torno al ofre-
cimiento y desahogo de la prueba confesional a cargo de ***, que si 
bien no se hace referencia de la fecha de ello, pero sí que es anterior a 
la sentencia emitida el treinta de noviembre de dos mil doce, es decir, 
transcurridos quince años de diferencia aproximadamente, las partes 
(el actor al formular las posiciones y la demandada al contestarlas) 
se hayan referido al contrato ahora exhibido como base de la acción 
como de usufructo, lo que da mayor claridad sobre la verdadera inten-
ción de los contratantes respecto a los alcances que quisieron dar al 
compromiso a cuyo cumplimiento quedaron sujetos.

Lo que es así, ya que el artículo 1851 del Código Civil previamente 
citado, contenido dentro del apartado de interpretación de los contra-
tos, establece en su segundo párrafo, que: “Sí las palabras parecieren 
contrarias a la intención evidente de los contratantes, prevalecerá ésta 
sobre aquéllas”. Este precepto confirma la superioridad del elemento 
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intencional, que ha de prevalecer sobre las palabras y sobre lo cual la 
conducta de las partes durante la vigencia del contrato es una valiosa 
fuente de interpretación.

Robustece lo anterior, la jurisprudencia por reiteración de criterios 
número I.4º. C. J/18, registro digital: 180917, sustentada por el Cuar-
to Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, Publica-
da en el Seminario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XX, agosto 
de 2004, página 1430 Novena Época, con rubro y texto siguiente:

contratos. interpretación. la conducta que observan las par-
tes frente a las obligaciones contraídas es elemento funda-
mental. La conducta observada por las partes antes, durante y en la 
fase de ejecución del contrato, posee un valor relevante como medio 
de su interpretación, en razón del principio de coherencia y continui-
dad del contrato. Para acudir a dicho medio, es necesario que los actos 
de las partes tengan relevancia en relación con la voluntad contractual 
que de ellas ha de deducirse y con el sentido del contrato. Es menester, 
además, que esos actos sean comunes, o que, si se ejecutan por una sola 
parte, exista la aceptación expresa o tácita de la otra. Este «comporta-
miento interpretativo» arroja luz sobre la verdadera intención de los 
contratantes respecto a los alcances que quisieron dar al compromiso a 
cuyo cumplimiento quedaron sujetos. Acorde con ello, el artículo 1851 
del Código Civil del Distrito Federal, contenido dentro del apartado de 
interpretación de los contratos, establece en su segundo párrafo, que: 
«Si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente de los con-
tratantes, prevalecerá ésta sobre aquéllas.». Este precepto confirma la 
superioridad del elemento intencional, que ha de prevalecer sobre las 
palabras y sobre lo cual la conducta de las partes durante la vigencia del 
contrato es una valiosa fuente de interpretación.
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Sin que constituya obstáculo a lo anterior, la circunstancia de que el 
accionante *** haya contestado de manera afirmativa las posiciones 
calificadas de legales identificadas como tercera, cuarta, quinta, sexta 
y novena, en el desahogo de la prueba confesional a su cargo, en au-
diencia celebrada el veinticuatro de febrero de dos mil veintidós (visi-
ble a fojas *** del toca *** que se tiene a la vista), en cumplimiento a lo 
ordenado en resolución del catorce de diciembre de dos mil veintiuno, 
dictada por esa Sala en el referido toca y en la que esencialmente el 
accionante confesó que estando casado con la demandada le donó el 
inmueble de que se trata.

Ellos, porque además de que en las aludidas posiciones se hace re-
misión expresa a los términos pactados en el contrato basal, por lo 
que no es dable considerar una confesión lisa y llana como lo pretende 
ver la apelante; como ya se precisó, la verdadera intención de los con-
tratantes emanada de tal acuerdo de voluntades es que *** concedió 
a *** el derecho real y temporal de disfrutar el inmueble materia de 
contradictorio natural.

Incluso conforme al término semántico de “donar”, según el Dic-
cionario de la Lengua Española, consultable en la página de internet de 
la Real Academia Española,6 deviene del latín donare, y que del dicho 
de una persona significa traspasar graciosamente a otra algo o el de-
recho que sobre ello tiene y puede entenderse como sinónimo de “dar, 
entregar, legar, ceder, conceder, traspasar, ofrecer, obsequiar, regalar, dispensar, 
endonar”.

Por tanto, el que el absolvente hubiere reconocido haber “donado” 
el inmueble de referencia en los términos establecidos en el contrato 
basal, en nada cambia el que, como ya se procesó, mediante su cele-
bración hubiere traspasado, dado, cedido y obsequiado el ese uso y 
disfrute temporal a fin de que las usufructuarias se beneficiaran de 

6  https://dle.rae.es/diccionario.
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los frutos que la finca diera; pero no la transmisión o transferencia de 
su propiedad, requisito indispensable establecido por el diverso nume-
ral 2332 del citado código para configurar la donación, el cual no se 
actualizó, tan es así que los accionantes conservaron expresamente la 
nuda propiedad del mismo.

Así, contrario a lo que refiere la disidente en sus agravios, en el con-
tradictorio natural no se acreditó la celebración de una donación dada 
entre consortes, en términos de la tesis aislada que al efecto invocó.

Otro argumento infundado es el consistente en que la sentencia 
impugnada es violatoria de los derechos de la apelante consistentes 
en el debido proceso, propiedad, acceso a la justicia, legalidad, con-
gruencia y exhaustividad, equidad de género y la vulnerabilidad de 
ser una adulta mayor, que ha sido afectada para cubrir sus necesida-
des básicas.

En efecto, el Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, ela-
borado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación constituye una 
guía de prácticas orientadas a garantizar el acceso a la justicia, con el 
fin de proveer a los juzgadores nacionales con una herramienta que 
pueda auxiliarlos en su función, básicamente, al agrupar y ordenar las 
normas nacionales e internacionales pertinentes para la valoración de 
un determinado tipo de asunto.

Ahora bien, al ser la perspectiva de género un método de análi-
sis requiere, como cualquier método, un modo ordenado de proceder 
que permita emprender la búsqueda de algo; en el caso concreto, la 
búsqueda de una solución a un litigio en el que aparentan existir ba-
rreras y obstáculos que discriminan a las personas por razón del gé-
nero y que, por ende, impiden el acceso a la justicia en condiciones de 
igualdad.

Así, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en la jurisprudencia que más adelante se invoca, ha establecido que, 
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del reconocimiento de los derechos humanos a la igualdad y a la no 
discriminación por razones de género, deriva que todo órgano juris-
diccional debe impartir justicia con base en una perspectiva de género, 
para lo cual debe implementarse un método en toda controversia judi-
cial, aun cuando las parte no lo soliciten, a fin de verificar si existe una 
situación de violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, 
impida impartir justicia de manera completa e igualitaria.

Para ello, el juzgador debe tomar en cuenta lo siguiente: i) identifi-
car primeramente si existen situaciones de poder que por cuestiones de 
género den cuenta de un desequilibrio entre las partes de la controver-
sia; ii) cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando cualquier 
estereotipo o prejuicio de género, a fin de visualizar las situaciones de 
desventaja provocadas por condiciones de sexo o género; iii) en caso de 
que el material probatorio no sea suficiente para aclarar la situación de 
violencia, vulnerabilidad o discriminación por razones de género, or-
denar las pruebas necesarias para visibilizar dichas situaciones; iv) de 
detectarse la situación de desventaja por cuestiones de género, cuestio-
nar la neutralidad del derecho aplicable, así como evaluar el impacto 
diferenciado de la solución propuesta para buscar una resolución justa 
e igualitaria de acuerdo al contexto de desigualdad por condiciones de 
género; v) para ello debe aplicar los estándares de derechos humanos 
de todas las personas involucradas, especialmente de los niños y niñas; 
y, vi) considerar que el método exige que, en todo momento, se evite el 
uso del lenguaje basado en estereotipos o prejuicios, por lo que debe 
procurarse un lenguaje incluyente con el objeto de asegurar un acceso a 
la justicia sin discriminación por motivos de género.

La citada jurisprudencia es la número 1a./J. 22/2016 (10a.), regis-
tro digital: 2011430, publicada en la Gaceta del Seminario Judicial de la 
Federación. Libro 29, abril de 2016, Tomo II, página 836, Décima Épo-
ca, con rubro y texto siguiente:
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acceso a la justicia en condiciones de igualdad. elementos para 
juzgar con perspectiva de género. Del reconocimiento de los dere-
chos humanos a la igualdad y a la no discriminación por razones de géne-
ro, deriva que todo órgano jurisdiccional debe impartir justicia con base 
en una perspectiva de género, para lo cual, debe implementarse un mé-
todo en toda controversia judicial, aun cuando las partes no lo soliciten, 
a fin de verificar si existe una situación de violencia o vulnerabilidad que, 
por cuestiones de género, impida impartir justicia de manera completa 
e igualitaria. Para ello, el juzgador debe tomar en cuenta lo siguiente: i) 
identificar primeramente si existen situaciones de poder que por cuestio-
nes de género den cuenta de un desequilibrio entre las partes de la con-
troversia; ii) cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando cual-
quier estereotipo o prejuicio de género, a fin de visualizar las situaciones 
de desventaja provocadas por condiciones de sexo o género; iii) en caso 
de que el material probatorio no sea suficiente para aclarar la situación 
de violencia, vulnerabilidad o discriminación por razones de género, or-
denar las pruebas necesarias para visibilizar dichas situaciones; iv) de de-
tectarse la situación de desventaja por cuestiones de género, cuestionar la 
neutralidad del derecho aplicable, así como evaluar el impacto diferencia-
do de la solución propuesta para buscar una resolución justa e igualitaria 
de acuerdo al contexto de desigualdad por condiciones de género; v) para 
ello debe aplicar los estándares de derechos humanos de todas las perso-
nas involucradas, especialmente de los niños y niñas; y, vi) considerar que 
el método exige que, en todo momento, se evite el uso del lenguaje basado 
en estereotipos o prejuicios, por lo que debe procurarse un lenguaje inclu-
yente con el objeto de asegurar un acceso a la justicia sin discriminación 
por motivos de género.

En la especie no se advierte la existencia de alguna situación de po-
der que por cuestiones de género dé cuenta de un desequilibrio entre 
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las partes de la contienda natural, no obstante que los demandantes 
son varones y la demandada mujer; de los hechos de la demanda y las 
pruebas desahogadas en el juicio de origen tampoco se advierte algún 
estereotipo o prejuicio de género y la demandada, ahora inconforme, 
no indició al contestarla alguna situación de desventaja provocada por 
condiciones de sexo o género; tampoco se observa que se hubiere efec-
tuado el uso del lenguaje basado en estereotipos o prejuicios, que pu-
diere constituir alguna situación de desventaja al juzgar; de ahí que en 
el caso concreto es innecesaria la aplicación de algún método estable-
cido en el protocolo de marras.

Por el contrario, como ya se precisó de la resolución de divorcio 
antes analizada se advierte que no procedió el pago de una pensión 
alimentaria a favor de la ahora demandada *** porque en esa contro-
versia familiar quedó acreditado que ella tiene bienes suficientes para 
cubrir sus necesidades alimentarias; sin que en el juicio natural se hu-
biere acreditado que dicha circunstancia hubiere cambiado, por más 
que la enjuiciada sea una persona adulta mayor.

En otro orden de ideas, es esencialmente fundado y suficiente para 
modificar la sentencia combatida, el argumento toral de que se valoró 
de manera indebida y parcial la documental pública consistente en el 
acta notarial número *** del dieciocho de noviembre de dos mil ca-
torce, por la que presuntamente los ahora actores notificaron a la de-
mandada su voluntad de dar por terminado el usufructo establecido 
en el contrato basal.

Al efecto, es oportuno resaltar que la enjuiciada al dar contestación 
a la demanda entablada en su contra, negó que se hubiere practicado 
esa notificación; de esta manera, es pertinente analizar si en términos 
del instrumento notarial de mérito se le notificó o no la voluntad de 
los nudos propietarios de dar por terminado el usufructo de mérito.

	 Ello, porque conforme a la cláusula primera del convenio de 
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reglamentación del usufructo, las partes establecieron que su dura-
ción sería de treinta años, los que serían forzosos para las usufructua-
rias y voluntario para los nudos propietarios.

De esta manera, si los nudos propietarios pretendieron dar por ter-
minado el usufructo concedido antes del plazo inicialmente concedi-
do, con la finalidad de que las usufructuarias devolvieran la posesión 
del inmueble de que se trata, originalmente otorgada para que éstas 
se beneficiaran de los frutos de la cosa generase, entonces, esto último 
se trata de una obligación de dar y por ende, conforme a lo estableci-
do por el artículo 2080 del Código Civil aplicable,7 la misma no será 
exigible sino después de los treinta días siguientes a la interpelación 
que se haga, ya judicialmente, ya en lo extrajudicial, ante un notario 
o ante dos testigos.

Por tanto, sin la aludida interpelación la obligación de las usufruc-
tuarias y en concreto la de la demandada ***, de devolver el inmue-
ble que detenta, por la terminación del usufructo demandado, no es 
exigible, dado que conforme al numeral 2190 del citado Código sus-
tantivo,8 se llama exigible aquello que no puede rehusarse conforme 
a derecho.

Robustece lo anterior el criterio orientado contenido en la tesis ais-
lada número I.6o. C.84 C, registro digital: 200940, sustentada por 
el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 
IV, noviembre de 1996, página 455, Novena Época, con rubro y texto 
siguiente:

7  Artículo 2,080 Si no se fijado el tiempo en que deba hacerse el pago y se trata de obligaciones de dar no 
podrá el acreedor exigirlo sino después de los treinta días siguientes a la interpelación que se haga, ya judicial-
mente, ya en lo extrajudicial ante un notario o ante dos testigos. Tratándose de hacer, el pago obligaciones debe 
efectuarse cuando lo exija el acreedor, siempre que haya transcurrido el tiempo necesario para el cumplimiento 
de la obligación.

Tratándose de obligaciones de hacer el pago debe efectuarse cuando lo exija el acreedor, siempre que haya 
transcurrido el tiempo necesario para el cumplimiento de la obligación.

8  Artículo 2,190. Se llama exigible aquella deuda cuyo pago no puede rehusarse conforme a derecho.
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interpelación, cuando se trata de la obligación de dar, sólo 
se podrá exigir el pago al deudor, treinta días después de la, 
cuando no se fije previamente termino para tal efecto. del ar-
tículo 2080 del código civil para el distrito federal, se desprende que si no 
se ha fijado el término en que tenga que ser cubierta una deuda, deberá 
el acreedor interpelar al deudor, circunstancia que no es más que el re-
querimiento hecho al obligado para que pague la cantidad que adeude, 
pago éste que deberá ser cubierto dentro del lapso de treinta días que 
señala el referido precepto, no pudiendo mientras tanto el acreedor exi-
girlo, sino hasta que fenezca el plazo.

De esta manera, conforme al invocado artículo 2080, la carga de hacer 
saber al usufructuario la voluntad que se tuvo para dar por termina-
do el usufructo y, por ende, la devolución del inmueble dado en uso y 
disfrute, corresponder al usufructuante, como condición para el ejer-
cicio de la acción de terminación correspondiente, como acontece en 
la especie.

Ahora bien, los accionantes a fin de cumplir con la condicionante 
de mérito, exhibieron el referido instrumento notarial número *** del 
dieciocho de noviembre de dos mil catorce, con el que la juez primige-
nia tuvo por acreditada la presunta notificación que los actores hicie-
ron a la enjuiciada, respecto de su voluntad de dar por terminado el 
usufructo establecido en el contrato basal, así como el requerimiento 
para que ésta compareciera ante el notario público ahí señalado a efec-
to de que se formalizara la terminación correspondiente.

Tal como lo refiere la apelante, la indicada consideración es inexac-
ta, pero no porque ese instrumento notarial se contraponga con las 
actuaciones que obran en el expediente, de manera particular con las 
diligencias practicadas mediante exhortos enviados al Tribunal del 
Estado de México.
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Lo anterior es así, ya que las diligencias practicadas mediante ex-
horto a las que hace referencia la apelante, datan del veinticuatro de 
octubre de dos mil dieciséis, cinco de enero, doce de junio, uno y once 
de agosto todos de dos mil diecisiete, y trece de marzo de dos mil die-
ciocho (visibles a fojas *** del expediente original), en tanto que la 
diligencia notarial valorada por la jueza natural es del dieciocho de 
noviembre de dos mil catorce, por lo que el contenido de aquéllas en 
nada se contrapone con lo asentado en ésta.

Máxime, se si considera que conforme a la última de las diligencias 
en mención, es decir, la practicada el trece de marzo de dos mil die-
ciocho, el fedatario que la efectuó hizo constar el dicho de una per-
sona con quien la entendió, consistente en que la buscada ya no vive 
ahí desde septiembre de dos mil diecisiete; por lo que si la diligencia 
notarial se practicó el dieciocho de noviembre de dos mil catorce, en-
tonces no es dable establecer que lo asentado en ésta se contraponga 
con la actuaciones del juicio natural.

No obstante, sí asiste la razón a la inconforme cuando afirma, de 
manera esencial, que la a quo dejó de observar que el notario público 
que realizó la diligencia de mérito no se cercioró que la ahora apelante 
habitara en el lugar en que la practicó.

En efecto, según el contenido íntegro del acta respectiva se tiene 
que el notario público número ciento cinco de Estado de México, a fin 
de practicar la diligencia de notificación que le solicitaron los accio-
nantes, se constituyó en el domicilio ubicado en ***.

El fedatario señaló que de conformidad con lo establecido en los 
artículos 8, 101, fracción I, y 104 de la Ley del Notariado de esa enti-
dad,9 siendo las diecisiete horas con cuarenta minutos del dieciocho 

9 Artículo 8. los notarios podrán ejercer su función en todo el territorio del Estado, debiendo establecer su 
residencia en el municipio para el cual fueron nombrados; los actos que autoricen y los hechos de los que den fe 
pueden referirse a cualquier lugar.

Artículo 101. Entre los hechos que debe consignar el notorio en actas se encuentran los siguiente:
Notificaciones, Interpelaciones, protestos de documentos mercantiles y otras diligencias en las que pueda 

intervenir el notario, según las leyes […]
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de noviembre de dos mil catorce, se constituyó en la caseta de vigilan-
cia que da acceso al ***, se identificó ante el elemento de seguridad de 
la empresa ***, como fedatario público y le explicó que el motivo de 
su presencia en ese lugar era el entregar y notificar a la señora *** dos 
escritos suscritos por los señores licenciados *** y *** le pidió que él 
entregara los escritos y que esperara un momento, posteriormente el 
fedatario asentó lo que para mejor precisión enseguida se transcribe:

I. Acto seguido se comunicó con la *** y después de diez minutos me 
informó que no se me permitiría el acceso y me regresó los documentos.

II. A las diecisiete horas con cincuenta minutos le volví a entregar en 
propia mano los instrumentos de notificaciones y sus documentos ane-
xos, mismos que agrego al apéndice de esta acta con la letra “C” y copia 
al testimonio que de ella se expida, llevando a cabo las notificaciones 
solicitadas, de conformidad con el Artículo ciento cuatro de la Ley del 
Notariado del Estado de México, que a la letra establece: […]

III. A efecto de cumplimentar la diligencia de notificación realizada, 
en términos de la Ley del Notariado del Estado de México, siendo las 
diecisiete horas con cincuenta y dos minutos, me retiré a la Notaría a mi 
cargo para levantar la presente acta.

Ahora bien, de conformidad con lo establecido por el artículo 104 de 
la Ley del Notariado del Estado de México, citado y transcrito por 

Artículo 104. Las notificaciones que la Ley permita hacer por medio del notario, las hará personalmente en 
el domicilio de quien deba ser notificado y si éste no se encuentra, la hará con la persona que éste en el domicilio, 
por medio de instructivo que contenga relación sucinta del objeto de la notificación, cerciorándose previamente 
de que la persona tiene su domicilio en el lugar donde se le busca, haciéndose constar el nombre, si lo diera, de la 
persona que recibe el instructivo.

	 Si no se encontrara a ninguna persona en el domicilio señalado, el notario practicará la notificación 
mediante instructivo que fijara en la puerta u otro lugar visible del domicilio, conjuntamente con el documento a 
notificar.

Cuando el domicilio del notificado se localice en otra entidad federativa, las notificaciones se podrán realizar 
por correo certificado con acuse de recibo o por algún otro medio indubitable.
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el fedatario en su acta, éste hará las notificaciones personalmente en 
el domicilio de quien deba ser notificado y si éste no se encuentra, la 
hará con la persona que esté en el domicilio, siempre que previamente 
se cerciore de que la persona tiene su domicilio en el lugar donde se 
le busca, haciéndose constar el nombre, si lo diera, de la persona que 
recibe el instructivo.

En la especie se tiene que, contrario a lo establecido por la jueza na-
tural en la sentencia combatida, el fedatario no se cercioró de que en 
el domicilio en el que se constituyó efectivamente fuera de ***, dado 
que sólo asentó haberse constituido en ese lugar, identificarse ante un 
elemento de seguridad (sin precisar su nombre o el motivo por el que 
no tuvo esa información), pero en ningún lado expresó las razones por 
las que se hubiere cerciorado de estar en el domicilio correcto, ni ex-
plicó cómo es que verificó estar en el domicilio de la persona buscada, 
pues la circunstancia de que el “elemento de seguridad” se hubiere co-
municado con la *** y después de diez minutos se le haya informado 
de que no se le permitiría el acceso, de ningún modo demuestra que 
la persona buscada tuviera su domicilio en ese lugar, tal como lo exige 
el citado numeral 104 de la Ley del Notariado del Estado de México; 
tampoco que la buscada se hubiere encontrado en su casa, o no, en ese 
acto, dado que el fedatario en ningún momento requirió su presencia, 
para así estar en posibilidad de entender la diligencia con parte dis-
tinta a la buscada.

De esta manera, no es dable tener por practicada la notificación de 
mérito a la demandada, por conducto del portero o vigilante del ***, 
ya que conforme a lo hasta aquí analizado quedó demostrado que la 
persona con la que se entendió la notificación respectiva no se encon-
traba en el domicilio de quien se buscaba, porque nunca tuvo acceso a 
la casa doce, sitio señalado como el domicilio de la enjuiciada, en con-
travención a lo dispuesto por el invocado precepto legal.



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 401 •  mayo-junio •  202652

Por tanto, no debió tenerse por legalmente practicada la notifi-
cación de mérito, máxime que lo que se pretende garantizar con las 
disposiciones que contiene el citado artículo 2080 del código civil 
aplicable, es que la usufructaria se entere fehacientemente de que es 
voluntad de su usufructuante el dar por terminada la relación con-
tractual a la que ambos se encuentran vinculados; y siendo ésta una 
disposición de orden público corresponde a la parte actora acreditar 
que se ha dado cumplimiento en forma indubitable a tal disposición, 
a fin de que sea procedente la acción de terminación de esa relación 
contractual.

Consecuentemente, al ser requisito sine qua non, que en forma pre-
via el notario debe asegurarse que en el lugar en que actuó tiene su 
domicilio la buscada y si está o no presente al momento de la di-
ligencia y no lo hizo, es insuficiente la simple anotación de que se 
constituyó en el domicilio señalado por las personas que requirie-
ron sus servicios y que el vigilante se haya comunicado a la casa doce 
para después impedirle el acceso a la misma; por lo que se vulnera-
ron las disposiciones sustantivas y procesales mencionadas, en agra-
vio de la demandada.

Así, es inexacto el argumento vertido por la juez primigenia consis-
tente en que era la demandada quien debió exhibir documento idóneo 
para acreditar su manifestación de que no vive en ese lugar, en tanto 
que el vigilante tampoco informó que en ese domicilio no vivía la aho-
ra enjuiciada, porque al tratarse de una notificación practicada por un 
notario público, su actuar debe estar apegado al marco legal que lo re-
gula, por lo que si no cumplió con lo dispuesto por el invocado artícu-
lo 104 que rige su actuar, es claro que no puede tenerse por practicada 
la interpelación necesaria para la procedencia de la acción de termina-
ción de contrato previamente establecida; por ende debe modificarse 
la sentencia combatida a fin de declarar su improcedencia.
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IV. La parte actora al oponer su recurso de la apelación expresó 
los agravios que le causa la sentencia combatida, los cuales se trans-
criben en la parte conducente.10

Primero. La sentencia definitiva materia del presente recurso de ape-
lación, resulta violatoria de los principios de congruencia, fundamen-
tación y motivación, en los términos ya señalados en el proemio de 
este escrito, en virtud de que en la misma se hace un indebido análisis 
en lo particular, y valoración en su conjunto de las pruebas allegadas 
dentro del juicio, apartándose de las reglas de la lógica y la experien-
cia bajo los cuales el Juzgador debe llevar a cabo el estudio de cada 
una de ellas y determinar la fuerza probatoria de las mismas, en los 
términos establecidos en los artículos 402 y 403 del Código Procesal 
de la Materia.

Nuestro Derecho Positivo, en cuanto hace la disposiciones de carácter 
objetivo, determina un sistema mixto de valoración, en el que, aunque 
se le concede una libertad en la apreciación de determinadas pruebas, 
pero este arbitro es restringido ya que debe apegarse a los principios 
de la lógica y experiencia, teniendo la obligación de analizar en lo par-
ticular y también valorar en ese mismo sentido cada una de ellas, sin 
que deba pasar por alto el hecho de que su apreciación y valoración 
debe estar por arriba de aquel que las ofreció, ya que si los elementos 
de convicción provenientes de una de las partes benefician a la otra, 
así deben tenerse en consideración por el Juzgador y criterios juris-
prudenciales asentados por nuestros Máximos Tribunales y que a la 
letra dicen:

“pruebas, apreciación de las…

“pruebas…

10	  Transcripción que se realiza respetando el texto original con sus errores escriturales y ortográficos.
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“pruebas, examen de las, independientemente de que favorezcan a 
quien no las ofreció …

Aunado a lo anterior, el juzgador tiene la obligación de tomar en 
cuenta todos los elementos de prueba que legítimamente haya sido 
exhibidas dentro del procedimientos, con independencia de quien las 
haya ofrecido, ya sea que una de ellas, como parte integrante de un litis-
consorcio activo o litisconsorcio pasivo, las haya presentado y los demás 
litisconsortes no lo hayan hecho, o inclusive aquellas que hayan llegado 
a juicio exhibidas por terceros que no son parte en el mismo pero que 
por alguna circunstancia se encuentran ligados al procedimientos y esto 
les haya dado la oportunidad de aportar dentro del mismo elemento de 
convicción, como lo han sostenido nuestros Máximos Tribunales en la 
tesis jurisprudencial que a la letra dice:

“prueba documental presentada en juicio por quien no es parte sino 
simple incidentista. Debe ser considerada por el juzgador al dictar sen-
tencia definitiva, (legislación del Estado de Veracruz)”.

Debiendo tomar en consideración aquellos documentos que, aun no 
siendo ofrecidos explícitamente como pruebas por alguna de las par-
tes, éstas hayan sido presentadas con anterioridad al periodo de ofreci-
miento de pruebas en virtud de que ya forman parte de la instrumental 
de actuaciones y deben ser consideradas como elementos de prueba al 
momento de dictarse la resolución definitiva correspondiente, como así 
lo han establecido nuestros Máximos Tribunales en el criterio jurispru-
dencia que a la letra dice:

“pruebas. Oportunidad para ofrecerlas.

E inclusive, atento al principio de igualdad procesal que debe regir 
en el trato que debe darse a las partes dentro del procedimiento, a fin 
de obtener la verdad buscada dentro del juicio, el juzgador de una par-
tida probatoria, debe desprender de ésta todo los elementos que de ella 
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se contengan y no sólo una parte de la misma, con el fin de acreditar 
un determinado hecho o circunstancia integrante de la litis, cuando de 
la misma probanza se desprenden elementos probatorios relacionados 
con otros hechos materia de la litis, con la independencia de que pueda 
o no favorecer al oferente de la prueba, como lo han establecido nues-
tros Máximos Tribunales en la tesis jurisprudencial que a la letra dice:

“prueba de una de las partes. Alcance de la …

En la especie, como se desprende el contenido de la sentencia defini-
tiva impugnada:

A) El Juzgador determina conocer valor probatorio a la documen-
tal pública consistente en la escritura pública número *** de fecha 5 de 
noviembre del año 1997, pasada ante la fe del Notario Público número 
11 de la Ciudad de México, licenciado *** ello con fundamento en lo 
establecido en los artículos 327 fracción I y 403 del Código de Procedi-
mientos Civiles para la Ciudad de México, teniendo por acreditado con 
dicha documental:

A.1) El contrato de usufructo temporal celebrado entre los coactores 
*** y *** en su carácter de usufructuantes, con las señoras *** y *** en 
su carácter de usufructuarias, respecto del local para oficinas número 
*** del inmueble identificado con el *** así como de las unidades de es-
tacionamientos números *** y *** del mismo inmueble.

A.2) Que el referido acto jurídico se celebró por un término obli-
gatorio de treinta años para las usufructuarias y voluntario para los 
usufructuantes.

Valor probatorio que en el principio resulta apegado a derecho, to-
mando en cuenta que la prueba documental pública tiene valor probato-
rio pleno y que sólo puede desvirtuarse su contenido, cuando se alegue 
su falsedad y esto último quede plenamente demostrado, criterio soste-
nido por nuestros Máximos Tribunales en la tesis jurisprudencia que a 
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la letra dice: “documentos públicos. Concepto de, y valor probatorio…”. 
Sin embargo, el análisis en lo particular y fuerza probatoria otorgada a 
la documental pública en comento, resulta contraria a derecho por rom-
per el principio de igualdad que debe darse a las partes respecto a que 
de dicha documental, ya que además de los elementos de hecho señala-
dos por el Juzgador y acreditados con la misma, también se desprende y 
quedó plenamente aprobado:

I) Que la materia del usufructo, es en cuanto a su propiedad y pose-
sión, de naturaleza condominal, es decir, que los bienes inmuebles que 
construyeron el objeto y el derecho de usufructo temporal otorgado por 
los actores en favor de las usufructuarias, se encuentra en uso en un in-
mueble bajo el régimen de propiedad en condominio por lo que además 
de las unidades privativas de propiedad (local comercial y cajones de es-
tacionamiento), también forman parte de el porcentaje proindiviso que 
les corresponde respecto a las áreas comunes.

II) Que los derechos usufructuarios que fueron transmitidos a la 
parte demandada lo fueron a título gratuito.

B) Determina concederle valor probatorio pleno a la prueba docu-
mental pública consistente en copias certificadas de la sentencia dictada 
el 26 de enero de año 2010 y sentencia interlocutoria de fecha 8 de abril 
de año 2015, integradas ambas en la actuaciones del juicio de contro-
versia de arrendamiento inmobiliario radicado ante el Juzgado Cuadra-
gésimo de lo Civil de la Ciudad de México, bajo el expediente número 
*** teniendo por acreditado con dicha documental que supuestamente 
los coactores tuvieron la posesión, uso y disfrute de los bienes dados en 
usufructo, bajo la figura jurídica del arrendamiento.

	 Bajo los lineamientos ya precisados en el inciso anterior inmediato, 
tocante al alcance y valor probatorio que se debe dar a una documen-
tal pública, podría decirse que la fuerza probatoria que se otorgó a la 
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señalada documental pública estaría ajustada a derecho, sin embargo, 
sólo puede tener valor probatorio pleno aquello que las propias autori-
dades manifiestan en el ejercicio de su funciones dentro de la instru-
mental probatoria, pero no así respecto de que le son ajenas, como lo 
son documentos que ante éstas pudieran ser exhibidos y no confeccio-
nados por la propia autoridad, como lo han asentado nuestros Máximos 
Tribunales en la tesis jurisprudencia que a la letra dice: “documentos 
públicos. Su valor probatorio…”.

En el caso que nos ocupa, la afirmación vertida por el a quo, en el 
sentido de que los coactores supuestamente tuvieron la posesión, uso 
y disfrute de los bienes usufructuados, resulta contraria a derecho en 
cuando a que dicha afirmación la desprende de la documental pública 
que nos ocupa, lo que no resulta derivada de dicho elemento probato-
rio, ya que quien realmente tuvo el uso, posesión y disfrute de los bienes 
usufructuados fue la persona moral denominada ***, la que tiene perso-
nalidad y patrimonio propios, independientes de sus socios, por lo que 
no resulta adecuada el alcance y valor probatorio otorgado a la docu-
mental pública señalada, para tener por acreditado un hecho que no se 
desprende de las mismas, con independencia de que efectivamente los 
coactores tuvieran la calidad de socios de dicha persona moral.

Como consecuencia de ello, al no haber tenido los coactores la pose-
sión, uso y disfrute de los bienes usufructuados, ya como consecuencia 
de un acto jurídico de arrendamiento o de cualquier otra forma, sino 
que ésta como se señaló estuvo en favor de la persona moral denomina-
da *** dichos coactores carecían de obligación alguna de pago de los ser-
vicios de agua e impuesto predial, tan es así que de la copia documental 
pública que nos ocupa, se desprende que dichas resoluciones de arren-
damiento sólo afectaron a la persona moral antes señalada, siendo ésta 
la única condenada dentro de las mismas y los coactores fueron absuel-
tos de las prestaciones que en dicho procedimiento de arrendamiento 
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inmobiliario también les fueron demandadas, en su calidad de socios 
de la persona moral, en virtud de que éstos no tuvieron el carácter de 
arrendatarios y por ende no tuvieron la posesión, uso y disfrute de los 
bienes usufructuados.

C) Igualmente, el a quo determina desestimar valor probatorio:

C.1) A las documentales públicas, consistentes en:

Los recibos de pago de impuesto predial, emitidos por la Secretaría 
de Finanzas de la Tesorería del Gobierno de la Ciudad de México, por 
el periodo que abarca del año 1998 al año 2016, respecto al local para 
oficinas números *** del conjunto en condominio denominado ***, así 
como sobre las unidades de estacionamientos números *** y *** de di-
cho inmueble.

C.2) A las documentales privadas, consistente en:

- Los comprobantes de pago de mantenimiento emitidos por ***, en 
favor de ***, correspondiente al pago de mantenimiento por el periodo 
comprendido de enero del año 2011 a julio del año 2013 y aportaciones 
extraordinarias de agosto del año 2014 a febrero del año 2016, respecto 
al local para oficinas número ***, del conjunto en condominio denomi-
nado ***, ubicado en la ***, así como sobre las unidades de estaciona-
mientos números *** y *** de dicho inmueble.

- Las pólizas contables de la empresa *** en las que se hace constar 
el reembolso hecho por el coactor ***, del 90% de los montos que por el 
concepto de mantenimiento y aportaciones extraordinarias pagó dicha 
empresa durante el periodo que abarcó del año 2011 al año 2016, por la 
cantidad de ***, respecto al local para oficinas número *** del conjun-
to en condominio denominado *** ubicado en la ***, así como sobre las 
unidades de estacionamientos números *** y *** de dicho inmueble.

- Copia del cheque número *** de la cuenta del coactor y ficha ori-
ginal de depósito de dicho título de crédito en la cuenta de la que es 
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titular la sociedad *** por un monto de *** relativo al reembolso hechos 
por el coactor ***, del 90% de los montos que por el concepto de man-
tenimiento y aportaciones extraordinarias pagó dicha empresa durante 
el periodo que abarcó del año 2011 al año 2016, respecto al local para 
oficinas número *** del conjunto en condominio denominado Polanco, 
ubicado en la ***, así como sobre las unidades de estacionamientos nú-
meros *** y ***, de dicho inmueble.

La desestimación llevada a cabo por el a quo, tocante a tener por acre-
ditados los elementos que se desprenden de dichas documentales, fue 
bajo el argumento de que del contrato base de la acción:

- Supuestamente no se desprende que las partes hubiesen pactado 
que a las usufructuarias les correspondía realizar dichos pagos por los 
servicios de agua e impuesto predial.

Tampoco se desprende de dicha documental, de forma idónea, que 
la asamblea de condóminos haya establecido qué cantidad corresponde 
como pago mensual por mantenimiento y por ende supuestamente no 
hay base para su acreditación.

	 En relación con los argumentos expresados por el a quo, debe ha-
cérsele ver que:

 i) Que los derechos y obligaciones no sólo tienen como fuente los 
hechos o actos jurídicos, sino que además estos pueden surgir por dis-
posición de la Ley, en cuyo caso la ignorancia de la misma no exime a su 
cumplimiento, sobre todo cuando éstos emanan de una Ley de orden 
público e interés social, en cuyo caso dichos derechos y obligaciones no 
pueden ser materia de convenio, transacción o renuncia entre las par-
tes, lo que se aplica al pago de cuotas de mantenimiento generadas en 
bienes bajo el régimen de propiedad en condominio como así está esta-
blecido en los artículos 6 y 8 del Código Civil de la Ciudad de México, 
así como los artículos 1, 2, 7, 15, 18, 23, 26 fracción I, 55 y 59 de la Ley 
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de Propiedad en Condominio de Inmuebles para la Ciudad de México y 
los cuales a la letra dicen:

ii) A su vez, respecto a derechos privados, si bien los mismos pue-
den ser renunciados por las partes, dicha renuncia debe ser expresa de 
forma clara y precisa, lo que de no existir dicha exteriorización de vo-
luntad a su renuncia, deberá estarse a lo establecido por la ley, su inter-
pretación y a falta de ella, deberá estarse a los principios generales de 
derecho, pero siempre buscando el favorecer a quien busque evitarse un 
prejuicio y no en favor de aquel que, pretende un beneficio, como así se 
establece en los artículos 6, 7, 19 y 20 del Código Civil para la Ciudad 
de México, los cuales a la letra dicen:

iii) Finalmente, la acreditación del importe de una cuota de manteni-
miento condominal y el monto de adeudos generados por este concepto, 
tanto ordinarios como extraordinarios, no sólo se puede acreditar me-
diante la constancia de la asamblea condominal que haya establecido la 
cantidad correspondiente como pago mensual de mantenimiento, sino 
además con los recibos expedidos por la administración condominal, 
dado que el objeto de las mismas es la manutención de las aéreas de 
propiedad común que proindiviso igualmente pertenece a cada unidad 
de propiedad privativa, es decir, tienen por objeto la realización de las 
obras necesarias para mantener en buen estado de seguridad, estabili-
dad y conservación de las áreas comunes, así como de los servicios que 
permitan su debido funcionamiento normal y eficaz, siendo obligación 
del propietario de cada unidad de propiedad privativa el aportar su im-
porte y sin que puedan ser oponibles a dicha obligación excepciones per-
sonales o inclusive la falta de notificación al condómino de la asamblea 
que determinó su importe, como así lo han establecido nuestros Máxi-
mos Tribunales en los criterios jurisprudenciales que a la letra dicen: 
“condominio. Cuotas de mantenimiento. excepciones persona-
les inoponibles …”. “condominio. Cuota de mantenimiento. la 
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falta de notificación de la asamblea respectiva al condómino, 
no le exime de su obligación de pago …”

No pasa desapercibido a los coactores que la forma para determi-
nar las cuotas de mantenimiento a cargo de los condóminos debe esta-
blecerse en base a una asamblea general, haciéndose constar en el acta 
respectiva, pero el requisito de exhibir dicha constancia o acta de asam-
blea, sólo es requerida como requisito de preexistencia de la acción, de-
bidamente certificada ante notario público, cuando el reclamo de cuo-
tas de mantenimiento adeudadas se hacen en la vía ejecutiva civil, ya 
que dicha documental, junto con los recibos de mantenimiento de pago 
y la liquidación de adeudos, intereses moratorios y/o pena convencional 
igualmente establecida en asamblea general, documentos también exhi-
bidos en copias certificadas en su conjunto traen aparejada ejecución en 
términos del artículo 59 tercer párrafo de la Ley de Propiedad en Con-
dominio de Inmuebles para la Ciudad de México, establece:

Y la interpretación en ese sentido de la disposición legal antes trans-
crita, ha sido acogida por nuestros Máximos Tribunales en el criterio 
jurisprudencia que a la letra dice: 

“régimen de condominio. Para que proceda la vía ejecutiva civil en 
términos del artículo 422 del código de procedimientos civiles del esta-
do de chihuahua abrogado, a la demanda deberán anexarse los instru-
mentos ahí señalados…”

Por otro lado, si bien todas y cada una de las anteriores documenta-
les fueron objetadas por la hoy apelada, no menos cierto es que la seña-
lada objeción lo fue solamente en el sentido genérico, en cuanto hacer 
al alcance y valor probatorio de las mismas, más no así en cuanto a la 
autenticidad de su contenido y firma.

	 Debemos tomar en consideración que un documento – en térmi-
nos procesales – es el escrito que enseña la voluntad de quien suscribe 
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por estar redactados con caracteres inteligibles y que poder ser público 
o privado dependiendo de quien lo expida o suscriba.

Por su parte, la doctrina ha establecido que en un documento se debe 
distinguir el contenido y el continente, es decir, la declaración expresa-
da en el documento y el documento mismo, pudiendo resaltar falso lo 
uno y verdadero lo otro o viceversa, ya que la finalidad del documento 
es probar la existencia de la declaración, no su eficacia.

Por lo tanto, la objeción de falsedad de un documento puede esta re-
ferida bien a lo manifestado en él, o bien a su autenticidad; en cuanto al 
cumplimiento de los requisitos de forma que el mismo debe contener, 
entre otros se encuentra la firma del suscriptor.

Ahora bien, debe decirse que la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción ha sostenido el criterio reiterado de que no basta decir que sé obje-
ta un documento privado para que éste carezca de valor probatorio, sino 
que es necesario señalar las causas o motivos en que se funde la objeción.

	 Al respecto, por el sentido que las informan, tienen aplicación las 
tesis que a la letra dicen:

“DOCUMENTOS PRIVADOS, OBJECCIONES A LOS…”. 
“DOCUMENTOS PRIVADOS, OBJECIONES A LOS…”. “DOCU-
MENTOS PRIVADOS OBJETADOS “INSUFICIENTEMENTE, 
VALOR PROBATORIO DE LOS…”.

Por otra parte, debe señalarse que la actividad probatoria, en tan-
to integrada por actos jurídicos procesales de las partes, tiene especial 
trascendencia en el desenvolvimiento de la relación procesal, pues es a 
través de dicha actividad que las partes contendientes van a aportar al 
juzgador los elementos tendentes a lograr su convicción sobre los he-
chos alegados por las mismas.

	 Resulta lógico entonces, establecer que la actividad probatoria es 
una carga procesal que las partes deberán cumplir en los momentos 
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procesales oportunos, pero siempre en interés propio, pues a cada una 
de ellas es a quien interesa que el Juez llegue a la convicción de que los 
hechos alegados a favor de sus intereses o en contra del opuesto, han 
quedado acreditados por medio de las pruebas rendidas para ese efecto.

	 En este sentido es que la carga de la prueba onus probandi, en tanto 
carga procesal de las partes, debe entenderse como un deber de realiza-
ción facultativa que aquellas han de asumir en beneficio de sus propios 
intereses, pues es a través de la actividad probatoria que la ley faculta 
a las partes para que aporten al juzgador los elementos de convicción, 
para que sea estimada por éste la pretensión que hayan formulado al 
ejercer una acción o al oponer una excepción. Así lo establece la legisla-
ción Adjetiva Civil de la Ciudad de México, en sus artículos 281 y 282, 
que a la letra dicen: …

	 Ahora bien, de un análisis pormenorizado de dichos preceptos 
procesales no advierte que en las mismas se estableciera una regla espe-
cífica sobre la carga probatoria cuando se objetan los documentos pri-
vados provenientes de las partes, más cabe hacer referencia a lo esta-
blecido a este respecto por las que fueron la Tercera y Cuarta Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las siguientes tesis de 
jurisprudencia y aisladas siguientes: “documentos objetados por el pro-
pio firmante. Valor probatorio de los …”. “documentos objetados. Valor 
probatorio de los …”. “documentos privados. Tienen valor probatorio si 
la parte a quien se atribuyen los objeta en su autenticidad y no demues-
tra la objeción…”. “documentos privados. objeciones a LOS. (legisla-
ción del Estado de Tamaulipas) …”. “documentos privados. Efectos del 
reconocimiento de la firma de los …”.

Del contenido de las tesis de jurisprudencia y aisladas citadas en este 
considerando, queda de manifiesto que el criterio de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación se ha orientado en el sentido general de que 
no basta una objeción irrazonable e inmotivada, para hacer nugatorio 



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 401 •  mayo-junio •  202664

el valor probatorio de un documento privado procedente de una de las 
partes aportado al juicio como fundatorio de la acción, sino que deben 
señalarse las causas en que se funde la objeción y demostrarse, y que la 
carga de la prueba de la objeción que verse sobre la autenticidad del do-
cumento al desconocer la firma corresponde al propio objetante.

	 En efecto, corresponde la carga de probar un hecho a la parte cuya 
petición (pretensión o excepción) lo tiene como presupuesto necesario, 
de acuerdo con la norma jurídica aplicable; o, expresada de otra mane-
ra, a cada parte le corresponde la carga de probar los hechos que sirven 
del presupuesto al efecto jurídico perseguido, cualquiera que sea su po-
sición procesal.

	 En efecto, es de precisar cuáles son los hechos que debe probar al 
actor demandado, o quién afirma o niega, o quién pretende o excep-
ciona, según el efecto jurídico perseguido, sin que su posición procesal 
modifique la regla; por lo que corresponde probarlos siempre a quien 
pretende la aplicación en su favor de la norma que los contempla como 
supuestos necesarios o simplemente a quien favorece dicha norma; esto 
es, que corresponde la carga a quien tiene interés en deducir del hechos 
los efectos jurídicos que contempla la norma de la cual es presupuesto 
para su aplicación.

	 Dicho de otra forma, quien invoca una situación jurídica está obli-
gado a probar los hechos fundatorios en que aquélla descansa. Por lo 
contrario, quien sólo quiere las cosas se mantengan en el estado que 
existen en el momento en que se inicia el juicio, no tiene la carga de la 
prueba. Desde el punto de vista racional y de la lógica en que quien pre-
tende innovar y cambiar una situación actual, debe soportar la carga de 
la prueba. La presunción es que la situación presente, situación ya ad-
quirida de una parte y de otra, es conforme a la verdad. El statu quo es en 
lo que debe consistir la regla para la distribución de las atribuciones en 
la instancia.
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	 Resulta así que es cierto que al demandante le corresponde probar 
los hechos que alega como fundamento de su pretensión y; por lo tanto, 
los constitutivos de ésta, pero sólo en el sentido de que se trata o que 
le es favorable como supuestos de su aplicación; también es cierto que 
al demandado le corresponde probar los hechos que alega como funda-
mento de su excepción y defensa, en consecuencia, como impeditivos o 
extintivos de la pretensión de demandante, sólo en cuanto se trata de 
los que sirven del prepuesto a la norma cuya aplicación lo favorece, sea 
que la invoque o no.

	 Así, la prueba que corresponde al demandante no se limita a los he-
chos cuya naturaleza en abstracto se constitutiva porque cuando alegue 
hechos extintivos o impeditivos de una situación o un derecho reclamados 
por el demandado, le corresponderá al primero demostrarlo o le resulta 
favorable, tal como ocurre en las pretensiones de declaración negativa o 
para que se declare que no se tiene una obligación determinada; tampoco 
se limita la prueba a cargo del demandado a los hechos extintivos, impe-
ditivos o modificativos de la pretensión del demandante, porque tales he-
chos pueden tener el carácter de constitutivos de un derecho o un relación 
jurídica que aquél reclame en oposición a los pretendidos por éste, como 
cuando propone la excepción de compensación o de prescripción adquisi-
tiva, o alega mejor derecho para ocupar la herencia reclamada por el de-
mandante o para poseer el bien que éste reivindica, o retener la tenencia 
que se le reclama o la excepción de falsedad del documento fundatorio de 
la acción. Igualmente, se resuelve el problema de catalogar la oposición del 
demandado como simple negación de un hecho constitutivo de la preten-
sión del demandante o como circunstancia impeditiva, para determinar a 
quién corresponde la carga de su prueba, pues basta examinar la norma 
que contempla como presupuesto y la parte que la invoca o que resultaría 
favorecida con su aplicación oficiosa, para gravar a ésta con esa carga, cual-
quiera que sea la denominación que a dicho hecho corresponda.
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	 Por consiguiente, atendiendo el contenido de los preceptos trans-
critos de la legislación procesal de la Ciudad de México, es claro que la 
carga probatoria compete a las partes, atendiendo su problemática de 
hacer prosperar sus acciones o excepciones, según corresponda, y en 
el caso específico, cuando en un juicio civil una de las partes presenta 
como fundamento de su pretensión, un documento privado, que a su 
vez es objetado por la contraparte, la carga de la prueba de los hechos 
en que funda la objeción corresponde al propio objetante.

	 Las anteriores directrices han quedado plenamente determinadas 
por nuestros Máximos Tribunales, en la jurisprudencia por contradic-
ción de tesis y tesis Jurisprudencial que, por analogía y mayoría de ra-
zón, son aplicables al caso que nos ocupa y que a la letra dicen: “do-
cumentos privados provenientes de las partes. La carga probatoria de 
la objeción de firma corresponde a quien la plantea (legislaciones de 
Chiapas y Puebla, ésta última antes de la reforma publicada el 14 de 
septiembre de 1998)”. “documentos privados objetados. Surten pleno 
efecto si no se demuestra la objeción (legislación del estado de Puebla)”.

Tomando en consideración que, como ya quedó mencionado, si bien 
la hoy parte apelada objetó las documentales privadas mencionadas no 
así en cuanto a la autenticidad de su contenido y firma, sin que además 
no acreditó los extremos de sus objeciones, por lo que:

- A las documentales públicas, consistente en los recibos de pago de 
impuesto predial de los bienes usufructuados, en términos de las direc-
trices de valoración señaladas en relación a este tipo de documentos, 
debió habérseles otorgado valor probatorio pleno y tener por acreditado 
los hechos contenidos en los mismos, es decir, el pago realizado por los 
periodos de 1998 al año 2016, por concepto de impuesto predial, la can-
tidad de $1,523,101.00 (un millón quinientos veintitrés mil ciento un 
pesos 00/100 M.N.), y por ende una obligación de pago a cargo de la de-
manda por la cantidad de $1,370,790.90 (un millón trescientos setenta 
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mil setecientos noventa pesos 90/100 M.N.) que equivalen al 90% del 
importe total pagado.

- A las documentales privadas, consistentes en los recibos de pago 
de cuotas de mantenimiento y aportaciones extraordinarias correspon-
dientes al periodo del año 2011 al año 2016, debió habérsele concedido 
valor probatorio, en cuanto a que no sólo fueron objetadas exclusiva-
mente respecto a su alcance y valor probatorio, más no así en cuanto a 
su autenticidad de contenido y firma, sino que además no se acreditaron 
los extremos de dichas objeciones, debiendo por lo tanto tener por acre-
ditado el pago realizado por los coactores y correspondiendo al 90% 
del monto total la cantidad de $1,507,284.43 (un millón quinientos sie-
te mil doscientos ochenta y cuatro pesos 43/100 M.N.), que si bien en 
principio fueron originalmente cubiertas por la empresa *** como lo in-
dicó el a quo, no menos cierto es que su importante fue restituido a dicha 
persona moral por el coactor ***, como se acreditó con las documentales 
privadas consistente en los asientos contables de la señalada empresa y 
la copia del cheque número *** de la cuenta del coactor mencionado a 
las que igualmente debió habérsele otorgado valor probatorio en base a 
las directrices antes precisadas.

Segundo. Igualmente, como consecuencia de las ilegalidades expre-
sadas en el agravio anterior inmediato, la sentencia definitiva materia 
del presente recurso de apelación, resulta incongruente, infundada in-
motivada como consecuencia de una indebida interpretación y aplica-
ción del contenido de los artículos 6, 7, 8, 19, 20, 980, 1017, 1021, 1024 
y 1035 del Código Civil para la Ciudad de México y los artículos 1, 2, 7, 
15, 18, 23, 26, y 59 de la Ley de Propiedad de Condominios de Inmue-
bles para la Ciudad de México, al haber considerado y resuelto:

Que los coactores acreditaron parcial entre los elementos de su ac-
ción y la demandada acreditó igualmente parcialmente los elementos de 
sus excepciones y defensas.
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Por ende, no era procedente el pago de las prestaciones consistentes 
en el importe de las cuotas de mantenimiento e impuesto predial, en 
virtud de que del contrato base de la acción las partes no pactaron que 
las usufructuarias les correspondiese realizar dichos pagos, además de 
que no se advertía de las pruebas que la asamblea de condóminos hu-
biese establecido la cantidad correspondiente como pago mensual de 
mantenimiento.

Sin embargo, el método de interpretación de la ley aplicado por el 
Juez de primera instancia para determinar los alcances de la disposición 
legal en comento, tanto doctrinal como jurídicamente resulta totalmen-
te inaceptable.

a) Un precepto jurídico, en esencia se compone de dos elementos:

a.1) Un supuesto, consiste en la materialización de la hipótesis que 
da nacimiento a las consecuencias jurídicas; y 

a.2) Una disposición, consistente en los deberes y derechos que se 
engendran en la producción del supuesto.

	 Ello conlleva a la necesidad de que el juzgador lleve a cabo una in-
terpretación de la ley, en la que debe despojarse de toda influencia per-
sonal y todo prejuicio, para estar en posibilidad de apartarse del peli-
gro de la arbitrariedad, como intérprete oficial de la fuente formal del 
Derecho.

b) La interpretación de la ley implica desentrañar el sentido, no sólo 
de una norma, sino toda expresión que encierre un sentido, entendien-
do como expresión en la ley, el conjunto de signos escritos sobre el papel, 
que forman los artículos que en su conjunto integran un código, por lo 
que su interpretación no significa que deba hacerse de forma puramen-
te gramatical, dado que la significación de las palabras no se agota en su 
sentido lingüístico, sino de las conexiones sistemáticas que necesaria-
mente existen entre el sentido de un texto y el de otros que pertenecen 
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al ordenamiento jurídico de que se trate.

 c) En el devenir de la cuestión relativa a la interpretación de la ley, 
han existido diversos métodos:

c.1) El método exegético (tradicional), el cual sostiene que la inter-
pretación sólo debe darse en el sentido gramatical de la redacción de la 
ley, o sea, en el sentido de exégesis de los textos, y que, para el caso de 
existir dos preceptos contradictorios entre sí, referidos a un mismo he-
cho, éstas deben declararse ineficaces y el juzgador dejar de resolver la 
cuestión planteada, desechando la demanda.

	 Este método tuvo su origen en el siglo XIX, evocado por el jurista 
Francés FRANCOIZ GENY, en su obra “Méthode D´Interprétación e 
Sources en Droit Privé Positif ” (“Introdución al Estudios del Derecho”. 
Eduardo García Maynez Editorial Porrúa, S.A. México, 1979. Pág. 
333), teniendo un auge bajo la primicia de que el Código Napoleónico 
lo consideraban como el más avanzado en su época y que para ese mo-
mento cualquier hipótesis de hechos en las relaciones de los miembros 
de una sociedad y por lo tanto la interpretación de una norma jurídica 
debería hacerse en forma gramatical porque ésta regulaba la hipótesis 
de hecho en ella contemplado en forma clara y precisa.

c.2) El método de interpretación lógica, aludida por JHERING, en 
su obra denominada “El fin en el Derecho”, (García Maynez, obra ci-
tada Pág. 334), en el que sostiene que la interpretación de un precepto 
legal no de restringirse a su redacción gramatical, sino que debe descu-
brirse el espíritu de la propia ley, para controlar, completar restringir o 
extender su letra, a través de los trabajos preparatorios, exposiciones 
de motivo, interrelación de la demás normas jurídicas que integran una 
codificación, etc.

	 En este caso, inclusive se reconoce que el legislador, cuando la ley 
no es clara puede acogerse al análisis de la tradición histórica, e inclusive 
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de la costumbre o en un extremo dado, a procedimientos indirectos, 
como sería el principio de identidad y los principios de derecho.

c.3) El método de la escuela libre de derecho, que más que un sis-
tema u órgano de metodología en la interpretación de la ley, consti-
tuye una tendencia específica, que partiendo de la crítica negativa del 
método exegético, en la que repudian la suficiencia absoluta de la ley, 
sostiene que el juzgador debe realizar una labor personal y creadora 
al interpretar y aplicar la ley ante la insuficiencia de sus textos, incli-
nada cada vez más hacia la actividad legislativa, encontrando entre 
sus más distinguidos exponente al jurista SAVIGNY (“Sistema del 
Derecho Actual”, Trad. Mesía, Madrid, 1979, I Pág. 196, en el que 
resalta que la Universalidad es una condición tan esencial al derecho 
como su unidad, por lo que el juzgador tiene la plenitud en sus facul-
tades para ocultar cualquier laguna que derive en la interpretación 
de una ley:

c.4) Una de las teorías sobre la interpretación de la ley más moder-
nas, es por la sostenida por el tratadista KELSEN (“El método y los 
Conceptos Fundamentales de la Teoría Pura del Derecho”, Trad. Legaz 
y Lacambra, Madrid, 1933, Pág. 58) en la que sostiene que la interpreta-
ción de un ley debe hacerse acorde al orden jerárquico de la ley: Consti-
tución, Ley Ordinaria, Leyes Reglamentarias y Leyes Individuales, de-
biendo prevalecer aquella de mayor jerarquía sobre las inferiores.

2. En cuanto hace al Derecho positivo mexicano, el método de inter-
pretación recogido en nuestra legislación se encuentra establecido en el 
contenido de los artículos 14 de la Constitución General de los Estados 
Unidos Mexicanos y en el artículo 19 del Código Civil para la Ciudad 
de México, mismos que a la letra dicen:

a) Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:

b) Código Civil para la Ciudad de México:
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Del contenido de la trascripción de ambos numerales, debe soste-
nerse que el método de interpretación acogido por nuestro derecho, es 
el de la lógica en el que, la interpretación de un precepto legal no debe 
ser restringido a su contexto literal, y si bien es cierto que en principio 
dicha interpretación de partir de su redacción literal, dicha aplicación 
sólo es procedente cuando la disposición es clara, pero si ello no suce-
de y existe la duda sobre su alcance, debe concatenarse con las demás 
disposiciones que integran un mismo cuerpo legal, dado que en todo 
acto de aplicación debe admitirse un margen de libertad, ya que en su 
ausencia ningún precepto podría cumplirse, o sea, la norma a inter-
pretar, debidamente interrelacionada con las demás disposiciones de la 
cual forma parte, es un marco que encierra diversas posibilidades, por 
lo cual la decisión apoyada en un sistema de interpretación interrela-
cionado constituye un acto jurídico enteramente valido e integrado en 
una unidad en el ordenamiento jurídico y así lo han sostenido nuestros 
Máximos Tribunales en la tesis jurisprudencial que a la letra dice: […]

	 En el caso que nos ocupa, el juzgador parte del principio general de 
interpretación de un acto contractual, en términos de lo contemplado 
en los artículos 1793, 1796, 1797, 1803, 1824, 1851, 1857 y de más co-
rrespondientes del Código Civil para la Ciudad de México, en el sentido 
de que un contrato es un acto jurídico bilateral que se constituye por el 
acuerdo de voluntades de dos o más personas y que produce ciertas con-
secuencias jurídicas (creación o transmisión de derechos y obligaciones) 
debido al reconocimiento de una norma de Derecho, en el que la Ley 
Suprema lo constituye la propia voluntad de las partes contratantes, 
porque el cumplimiento e interpretación del mismo, no puede dejarse 
al arbitrio y potestad de una de ellas, por lo que deberá estarse a lo ex-
presamente pactado por éstas y sólo en caso de que existiera duda o no 
fuera clara la exteriorización de lo realmente convenido, se aplicarán las 
reglas de interpretación, que deberá hacer atendiendo a la naturaleza 
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del contrato, independientemente de la denominación que éstas pudie-
ran haberle dado, pero siempre presumiendo la buena fe de las partes, 
contratantes, esperando cada una de ellas frente a la otra lealtad y rec-
titud en el cumplimiento de lo pactado, lo que ha quedado debidamen-
te sostenido por nuestros máximos Tribunales en las jurisprudencias y 
tesis jurisprudenciales que a la letra dicen:

	 Sin embargo, como ya quedó señalado en el agravio inmediato, 
la voluntad de las partes no puede de eximirla del cumplimiento de la 
Ley, ni alterarla ni modificarla y si bien los derechos privados pueden 
renunciarse, para que dicha renuncia surta efectos, la misma debe ha-
cerse en términos claros y precisos, pero si no existe dicha renuncia a 
esos derechos, la voluntad de las partes en un pacto contractual debe 
estarse a lo establecido por la ley, sobre todo cuando éstas hubiesen 
omitido determinar alguna cuestión inherente a la naturaleza del acto 
jurídico.

	 Ahora bien, el juzgador en la determinación de su resolución pasó 
por alto en tomar en consideración lo establecido en los artículos 980, 
1017, 1021, 1024 y 1035 del Código Civil para la Ciudad de México, los 
cuales a la letra dicen […]

	 Del contenido de los preceptos legales antes transcritos, se des-
prende con toda claridad que cuando un acto jurídico a través del cual 
se concede el derecho real y temporal de la posesión, uso y disfrute de 
unos bienes de manera gratuita, bajo la naturaleza jurídica del usufruc-
to, corresponde al o los usufructuarios el pago:

- De todos los gastos que se generen para la manutención (repara-
ción) de los bienes usufructuarios, formando parte de éstos las cuotas 
de mantenimiento de las áreas comunes que forman parte de una Uni-
dad Propiedad Privativa integrante de un mueble bajo el régimen de 
propiedad en condominio.
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- De las cargas fiscales o contribuciones, como son el impuesto pre-
dial, que se genera por la posesión, uso y disfrute de los bienes usufruc-
tuados de naturaleza inmobiliaria, ya que lo contrario, podría afectar 
los frutos generados por el bien usufructuado, como lo es la posesión, 
uso y disfrute de los mismos.

	 Dicha interpretación debe derivarse en el sentido antes señalado, 
no sólo por la razón de que literalmente así está establecido en la ley, 
sino además por lo contemplado en los artículos 19, 20 y 1857 del Có-
digo Civil para la Ciudad de México, los cuales a la letra dicen:

	 Del contexto de dichos preceptos legales, se desprende que cuan-
do se está en presencia de un acto jurídico gratuito, en el que sólo una 
de las partes sostiene los beneficios del mismo y la otra soporta la carga 
obligatoria, como en el usufructo, con apego a un principio de equidad 
y justicia, corresponde a la parte beneficiada soportar los gastos de ma-
nutención y cargas fiscales generadas por el objeto material del acto ju-
rídico que en un acto jurídico de usufructo lo es el que el usufructuan-
te transfiere la posesión, uso disfrute de un bien inmueble en favor del 
usufructuario de forma gratuita.

	 En el caso que nos ocupa, como así lo establece el juzgador, que-
dó acreditado que los coactores transmitieron en usufructo gratuito 
en favor de la demandada el 90% de la posesión, uso y disfrute del 
local para oficinas número ***, del inmueble en condominio identifi-
cado con el ***, así como de las unidades de estacionamiento núme-
ros *** y *** del mismo inmueble, motivo por el cual, por disposición 
de la ley y contrario a lo establecido por el a quo, a ella corresponde 
el pagar el 90% de los gastos generados por la manutención de las 
áreas comunes que proindiviso igualmente pertenecen a los bienes 
usufructuados, constituidos a través de cuotas de mantenimiento, 
así como las cargas fiscales que sobre dichos bienes inmuebles gra-
vitan, como lo es el impuesto predial, sin que pueda relevar de dicha 
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obligación la circunstancia de que en el contrato de usufructo las 
partes no hubiesen contemplado dicha obligación a cargo de la de-
mandada, dado que la misma deriva de la Ley y al no haber existido 
renuncia a ese derecho por parte de los usufructuarios, es proceden-
te el determinar que la obligación de pago de las cuotas de manteni-
miento condominales y el pago del impuesto predial todos ellos ge-
nerados durante la vigencia del contrato de usufructo gratuito y los 
que se generen hasta la total desocupación y entrega de los bienes in-
muebles usufructuarios, corresponden en un 90% a cargo de la usu-
fructuaria demandada.

	 Con apego a los razonamientos expresados a lo largo de los dos 
apartados de agravio anteriores, es por lo que ese H. Tribunal de Apela-
ción deberá determinar que los mismos resultan fundados y proceden-
tes, en virtud de que como ha quedado expuesto, la sentencia definitiva 
materia del presente recurso de apelación se dictó en forma contraria 
a los principios de congruencia, fundamentación y motivación, lo que 
deberá llevar a que se revoque la misma en sustitución de ésta se dicte, 
otra diversa en la que se considere y resuelva:

i) Que los coactores acreditaron los extremos de su acción y la de-
mandada no acreditó los extremos de sus excepciones y defensas.

ii) Como consecuencia de ello, se determine:

ii.a) Que las documentales públicas y privadas señaladas en el cuer-
po del presente escrito de expresión de agravios, en los términos razo-
nados, tienen valor probatorio pleno y por ende con ello acreditado:

- La existencia del contrato de usufructo gratuito celebrado entre los 
actores, en su carácter de usufructuantes, con la demandada, con el ca-
rácter de usufructuaria, respecto a el local para oficinas número *** del 
inmueble *** identificado con el *** así como de las unidades de estacio-
namientos números *** y *** del mismo inmueble.
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- Que el término de los derechos y obligaciones usufructuarias se es-
tableció por un periodo de treinta años en favor de las usufructuarias y 
de forma voluntaria para los usufructuantes.

- Que, a la fecha de la interposición de la demanda, los coactores ha-
bían cubierto las cuotas de mantenimiento impuesto predial generado 
por los bienes usufructuados, ante el incumplimiento de esa obligación 
por parte de la usufructuaria.

ii.b) Se reitere y confirme la condena impuesta en primera instancia 
en contra de la hoy apelada, a la desocupación y entrega de los bienes 
usufructuados, como así lo determinó el a quo y en términos de lo esta-
blecido en el artículo 1002 del Código Civil para la Ciudad de México, 
para el caso de que la posesión, uso de disfrute de los bienes usufructua-
dos se encuentran en favor de terceros como consecuencia de cualquier 
acto jurídico que le permitiera transferir sus derechos usufructuarios.

ii.c) Además, se condene a la usufructuaria:

-Al pago de las cuotas de mantenimiento por un monto de 
$1,507,284.43 (un millón quinientos siete mil doscientos ochenta y cua-
tro pesos 43/100 M.N.), que equivalen al 90% del importe total de ese 
concepto, por el periodo del año 2011 al año 2016 y las que se siguieron 
generando durante el año 2017 y siguientes, hasta la total desocupación 
y entrega de los bienes usufructuados, que serán determinados en inci-
dente de ejecución de sentencia.

-El pago de las cargas fiscales por concepto de impuesto predial en 
un 90% por el periodo del año 1988 al año 2016, por la cantidad de 
$1,370,790.90 (un millón trescientos setenta mil setecientos noventa 
pesos 90/100 M.N.) y las que se siguieron generando durante el año 
2017 y siguientes, hasta la total desocupación y entrega de los bienes 
usufructuados, que serán determinados en incidente de ejecución de 
sentencia.
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Los motivos de disenso son por un lado inoperantes y por otra parte 
infundados debido a lo siguiente:

Los motivos de disenso son esencialmente inoperantes, por no-
vedosos, debido a que conforme al escrito inicial de demanda, el 
cobro del impuesto predial y cuotas condominales ordinarias y ex-
traordinarias, reclamadas en las prestaciones c) y d), se sustentó en 
lo alegado en el hecho nueve de la demanda consistente en que del 
artículo 1024 del Código Civil se desprende que toda disminución 
de los frutos que provenga de imposición de contribuciones o car-
gas ordinarias sobre la finca o cosa usufructuada, es a cuenta del 
usufructuario; sin embargo, en el caso que nos ocupa han sido los 
actores en su carácter de nudos propietarios quienes han cubier-
to todos los importes generados por las contribuciones y cargos 
reclamados.

Ahora bien, el recurso de apelación no es una renovación de la ins-
tancia, de tal manera que la alzada no puede realizar un nuevo aná-
lisis de las prestaciones del mérito, materia de la litis natural, basado 
en argumentos no expuestos ante la juez natural; por que conforme a 
lo dispuesto por el artículo 688 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal, ahora Ciudad de México, el recurso de ape-
lación tiene por objeto que el tribunal confirme, revoque o modifique 
la resolución del inferior.

De tal manera que el examen de esta Sala se limita a la sentencia 
combatida a la luz de los razonamientos jurídicos que realice la parte 
apelante en sus agravios y, si los motivos de inconformidad son ex-
puestos en forma deficiente, la autoridad revisora no puede suplir su 
deficiencia, atento al principio de estricto derecho que rige al recurso 
de apelación en materia civil.

De ahí que los agravios sólo pueden versar sobre las cuestiones ex-
puestas ante la jueza instructora y resueltas por ésta, no respecto a 
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argumentos introducidos en forma novedosa, como acontece con los 
agravios expuestos por el demandante.

Robustece lo anterior la jurisprudencia por reiteración de criterios 
número I.8º.C. J/17, registro digital: 181793, Octavo Tribunal Cole-
giado en Materia Civil del Primer Circuito, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIX, abril de 2004, página 
1242, Novena Época, con rubro y texto siguiente:

apelación. no es una renovación de la instancia. El recurso de 
apelación no es una renovación de la instancia, de tal manera que el tri-
bunal de alzada no puede realizar un nuevo análisis de todos los pun-
tos materia de la litis natural, ni puede examinar las pruebas aportadas 
por las partes para determinar su valor legal, sino que conforme a lo 
dispuesto por el artículo 688 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal, el recurso de apelación tiene por objeto que el superior 
confirme, revoque o modifique la resolución del inferior, de tal manera 
que el examen del ad quem sólo se limita a la sentencia apelada, a la luz de los 
razonamientos jurídicos que realice la parte apelante en sus agravios y, si los moti-
vos de inconformidad son expuestos en forma deficiente, la autoridad revisora no 
puede suplir su deficiencia, atento al principio de estricto derecho que rige al recurso 
de apelación en materia civil.

En el mismo sentido se invoca la jurisprudencia por reiteración de 
criterios número XXI, 1º. J/11, dictada por el Primer Tribunal Cole-
giado del Vigésimo Primer Circuito, consultable en la página 89 de la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 77, mayo de 1994, 
Octava Época, con rubro y texto siguiente:

apelación. materia de la. En principio, el tribunal de alzada debe 
concretarse a examinar exclusivamente, a través de los agravios, las 
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acciones, excepciones o defensas que se hicieron valer oportunamente 
en primera instancia, porque de lo contrario el fallo resulta incongruen-
te, salvo los casos en que la ley expresamente permite recibir en segunda 
instancia, con audiencia de las partes, pruebas o excepciones superve-
nientes, o el estudio oficioso de la instancia.

Por otra parte, los motivos de disenso son infundados ya que si bien 
conforme a lo dispuesto por el artículo 1024 del Código Civil para el 
Distrito Federal, ahora Ciudad de México, toda disminución de los 
frutos que provenga de imposición de contribuciones, o cargas ordina-
rias sobre la finca o casa usufructuada, es a cuenta del usufructuario, 
igual de cierto es que tal precepto parte del supuesto de la existencia 
de frutos, entendidos como tales las rentas del inmueble, ello en tér-
minos del numeral 893 del citado código sustantivo.11

De esta manera, conforme a lo establecido en la sentencia combati-
da, se determinó que quedó acreditado en autos que la posesión, uso 
y disfrute de los bienes dados en usufructo, los detentan los coactores 
bajo la figura jurídica del arrendamiento.

Circunstancia que aun cuando es imprecisa dado que, como lo re-
fiere el apelante, jurídicamente tal posesión la detenta *** en su carác-
ter de arrendataria, con total independencia de que los enjuiciantes 
sean accionistas de esa sociedad; lo cierto es que la demandada en su 
calidad de usufructuaria no ha recibido frutos por el arrendamiento 
del inmueble usufructuado.

Tan es así que el diverso coactor *** en el desahogo de la prueba 
confesional a su cargo, en la señalada audiencia de veinticuatro de 
febrero de dos mil veintidós, confesó al responder de manera afir-
mativa la posición 11, que en su carácter de socio tiene conocimiento 

11 Artículo 893. Son frutos civiles los alquileres de los bienes muebles, las rentas de los inmuebles, los réditos 
de los capitales y todas aquellos que no siendo producidos por la misma cosa directamente, vienen de ella por 
contexto, por última voluntad o por la ley.
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de la condena existente en contra de dicha moral, por concepto de 
rentas.

En tal contexto si en la especie no se acreditó que la demandada 
se beneficiara con los frutos que devenga el inmueble en cuestión, es 
claro que no es dable establecer alguna disminución de ellos, como lo 
establece el invocado artículo 1024 del Código Civil para el Distrito 
Federal, ahora Ciudad de México, y así poder establecer alguna obli-
gación de pago, por los conceptos reclamados en el asunto de origen, a 
cargo de la demandada en su calidad de usufructuaria.

I. En congruencia con los razonamientos antes vertidos, esta sala 
modifica la sentencia definitiva del nueve de octubre de dos mil vein-
titrés, aclarada por acuerdo del trece de octubre del referido año, dic-
tada por la jueza Quincuagésimo Quinta de lo Civil de la Ciudad de 
México, para quedar en los siguientes términos:

Primero. Ha sido procedente la vía ordinaria civil, en la que los actores 
*** y *** no acreditaron su acción. La codemandada *** acreditó par-
cialmente sus excepciones y defensas, y las codemandadas morales *** 
y *** se constituyeron en rebeldía; y al litisconsorte pasivo necesario *** 
no le para perjuicio la presente resolución; en consecuencia.

Segundo. Se declara improcedente la acción de terminación del con-
trato de usufructo de cinco de noviembre de mil novecientos noventa y 
siete, celebrado entre *** y *** respecto del 90% del inmueble ubicado 
en ***, así como las unidades de estacionamiento números *** y ***, el 
cual se formalizó mediante escritura pública número ***, pasada ante 
la fe del notario público número 11 (once) de la hoy Ciudad de México.

Tercero. Se dejan a salvo los derechos de los demandantes para que 
los hagan valer en la vía y forma que consideren pertinente.

Cuarto. Se absuelve a las codemandadas *** y *** de las prestaciones 
que les fueron reclamadas en el escrito de demanda, señaladas bajo loa 
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incisos (i) c) y d); ii) a), b) y c), en atención a lo señalado en la parte con-
siderativa de la presente resolución.

Quinto. No le para perjuicio alguno la presente resolución al litis-
consorte pasivo necesario ***.

Sexto. No se hace especial condena en costas.

Séptimo. Notifíquese. […].

II. No se hace especial condena en costas en esta segunda instancia 
dado a que este asunto no se ubica en lo previsto por fracción IV del 
artículo 140 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, ahora Ciudad de México.

Por lo anteriormente expuesto, se:

RESUELVE 

Primero. Se modifica la sentencia definitiva del nueve de octubre 
de dos mil veintitrés, aclarada por acuerdo del trece de octubre del 
referido año, dictada por la jueza Quincuagésima Quinta de lo Ci-
vil de la Ciudad de México, en el juicio ordinario civil (expediente 
***), promovido por *** y *** en contra de *** y *** para quedar en 
los términos precisados en el considerando V (Quinto) del presente 
fallo.

Segundo. No se hace especial condena en costas en esa segunda 
instancia.

Tercero. Notifíquese y con testimonio de la presente resolución de-
vuélvanse a la jueza natural los autos principales y documentos para 
los efectos legales conducentes. En su oportunidad archívese el pre-
sente toca como asunto concluido.
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Por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron los magistra-
dos integrantes de la Décima Sala Civil del H. Tribunal Superior de 
Justicia de la Ciudad de México: maestro Ángel Humberto Montiel 
Trujano y por ministerio de ley, maestro Víctor Hoyos Gándara y José 
Manuel Salazar Uribe. Funge como ponente en este asunto el prime-
ro de los nombrados, ante la secretaria de acuerdos, licenciada Ivonne 
Angulo Gallardo, quien autoriza y da fe.

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 186 
de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de 
México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección de datos personales en Posesión de 
Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el artículo 7, fracción II, y 62 de los lineamientos 
Generales de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de Méxi-
co, se hace constar que en esta versión pública se suprime la información considerada como reservada 
o confidencial que encuadra en los ordenamientos mencionados.
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Para resolver el recurso de apelación en contra de la sentencia defini-
tiva en el divorcio solicitado.

SEGUNDA SALA FAMILIAR

MAGISTRADOS: YOHANA AYALA VILLEGAS, ERNESTO HE-
RRERA TOVAR Y ÓSCAR GREGORIO CERVERA RIVERO   

MAGISTRADA PONENTE: YOHANA AYALA VILLEGAS  

SUMARIO:

divorcio, procedimiento de, al cesar la representación por 
parte de los progenitores de su descendiente  por mayoría 
de edad, no tienen que incluir lo relacionado con la guarda, 
custodia y régimen de visitas en el convenio que establece el 
numeral 267 del código civil, aun cuando exhiban certifica-
do de discapacidad
Hechos: Un cónyuge solicitó la disolución del vínculo matrimonial 
que lo unía con su consorte, bajo el régimen patrimonial de sepa-
ración de bienes, por lo que se declaró disuelto dicho vínculo, y las 
partes recobraron su entera capacidad para contraer nuevo matrimo-
nio. No obstante, la autoridad jurisdiccional no autorizó el convenio 
relativo a la guarda y custodia del hijo de los divorciantes, porque 
si bien su descendiente tiene un padecimiento que afecta su capa-
cidad, se trata de una persona mayor de edad. Determinación que 
fue apelada por la consorte, argumentando que debió velarse por los 
derechos humanos de su hijo, consagrados las leyes nacionales e in-
ternacionales, así como los tratados en los que nuestro país es parte, 
por lo que la autoridad jurisdiccional debió suplir la deficiencia de la 
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queja a favor de su consanguíneo, sin importar si es mayor de edad.
Criterio jurídico: Resulta necesario enfatizar que en el modelo social 
de discapacidad, la prioridad es la dignidad de las personas. Así, el 
instrumento jurídico que se considera como el paradigma normativo 
del modelo social y de derechos es la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad, por lo que, con la aprobación de 
este instrumento se abandonó la consideración de la persona con dis-
capacidad como objeto de políticas asistenciales o programas de bene-
ficencia y se reconoció su personalidad, capacidad jurídica y condición 
como sujeto de derechos. 

Por otra parte, cabe precisar que la mayoría de edad comienza a 
partir de los dieciocho años, por lo que la representación legítima de 
un menor de edad por quien ejerce sobre él la patria potestad cesa en 
forma automática sin necesidad de declaración judicial alguna, por 
ello, cuando el representado cumple dieciocho años, adquiere de in-
mediato por disposición legal su mayoría de edad, y, en consecuencia, 
la capacidad para ejercitar sus derechos, pudiendo disponer libremen-
te de su persona y de sus bienes. Por tanto, al no estar sujeto a la 
patria potestad de sus padres tiene la capacidad para ejercitar sus de-
rechos, como lo establecen los ordinales 24 y 647 del Código Civil. 

En ese tenor, la representación de los progenitores hacia su des-
cendiente cesó cuando éste cumplió la mayoría de edad; por ende, su 
consanguíneo puede decidir con quién de sus padres desea habitar y 
la forma en que desea convivir con éstos, sin que las partes tuvieran 
que incluir lo relacionado a la guarda, custodia y régimen de visitas de 
su hijo en el convenio que establece el numeral 267 del Código Civil. 

Por lo anterior, fue correcta la determinación de la juzgadora al re-
solver que los colitigantes no podían convenir respecto a la guarda y 
custodia de su hijo, ya que éste tiene la facultad de disponer libremen-
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te de su persona y de sus bienes; no obstante, debió suplir la deficien-
cia de la queja a favor de su consanguíneo, sin importar si es mayor de 
edad o la edad que tenga. Es decir, la jueza primigenia debió sostener 
una entrevista con él a fin de que manifestare si era su deseo que en el 
procedimiento de divorcio que iniciaron sus progenitores se ventilare 
lo referente a la fijación de la pensión alimenticia a su favor, y si era su 
deseo que se le asignare una persona de apoyo o salvaguardia. 

Justificación: Si bien es cierto en el caso en estudio, donde se solici-
tó la disolución del vínculo matrimonial que unía a la partes, éstas 
presentaron un convenio en el que manifestaron que su hijo tiene un 
padecimiento, y para demostrarlo exhibieron un certificado de disca-
pacidad, también lo es que nuestro máximo tribunal ha determinado 
que el concepto de discapacidad ha evolucionado, por lo que la misma 
no debe ser entendida como una enfermedad que obstaculice o deje 
sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condi-
ciones, de todos los derechos humanos y fundamentales; por consi-
guiente, negarle o limitarte la capacidad jurídica a su consanguíneo 
vulneraría su derecho a la igualdad del reconocimiento como persona 
ante la ley y constituiría una transgresión de los preceptos 5 y 12 de la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, así 
como del artículo 1º constitucional. 
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Ciudad de México a veintinueve de abril del año dos mil veinticinco. 
Visto el toca número *** para resolver recurso de apelación, inter-

puesto por *** (por conducto de su autorizada) en contra de la sen-
tencia definitiva de fecha seis de diciembre del dos mil veinticuatro, 
dictada por la C. jueza Décima de lo Familiar en la Ciudad de México, 
en el divorcio solicitado por *** a *** y,

RESULTANDOS: 

1. La C. jueza Décima de lo Familiar en la Ciudad de México dictó 
una determinación que concluyó con los siguientes resolutivos:

PRIMERO. Ha sido procedente el juicio de DIVORCIO en el que el se-
ñor ***solicitó la disolución del vínculo matrimonial que lo une con la 
señora ***, en consecuencia;

SEGUNDO. Se declara disuelto el vínculo matrimonial celebrado 
por los señores *** y *** el día *** bajo el régimen patrimonial de SE-
PARACIÓN DE BIENES, mismo que se encuentra inscrito bajo los 
siguientes datos: ***.

TERCERO. Las partes recobran su entera capacidad para contraer 
nuevo matrimonio. 

CUARTO. En términos de lo establecido en el cuarto considerando 
de la presente resolución, se deja a salvo el derecho de las partes, respec-
to de las cuestiones inherentes al contenido del convenio requerido por 
el numeral 267 del Código Civil vigente, para que en su caso lo hagan 
valer en la vía incidental que en derecho corresponda exhortándolas a 
que, previo al inicio de la vía incidental, las partes acudan al procedi-
miento de mediación a que se refiere la Ley de Justicia Alternativa del 
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Tribunal Superior de Justicia para la Ciudad de México, e intenten, a 
través de dicho procedimiento, llegar a un acuerdo respecto del conve-
nio señalado, de acuerdo a lo establecido por el segundo párrafo del ar-
tículo 287 del Código de Procedimientos Civiles vigente.

QUINTO. En virtud de que la disolución del vínculo matrimonial 
es inapelable, gírese atento oficio al C. DIRECTOR DEL REGISTRO 
CIVIL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, acompañando copia autoriza-
da de la presente resolución y del acta de matrimonio que nos ocupa, 
para que ordene a quien corresponda de debido cumplimiento a lo dis-
puesto por el artículo 291 del Código Civil vigente.

SEXTO. Guárdese en el legajo de sentencias de este juzgado copia 
debidamente certificada de la presente resolución; lo anterior con fun-
damento en lo dispuesto por el artículo 30 del Reglamento del Sistema 
Institucional de Archivos del Tribunal Superior de Justicia y del Con-
sejo de la Judicatura. Asimismo y tomando en consideración que el pre-
sente juicio se encuentra concluido con la presente resolución, una vez 
que quede firme, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 28 del 
citado reglamento, se hace del conocimiento de las partes interesadas 
que hayan presentado pruebas, muestras y documentos, deberán acu-
dir a éste juzgado a solicitar la devolución de sus documentos dentro del 
término de SEIS MESES, ya que se ordenará su destrucción. 

SÉPTIMO. Notifiquese (sic)... 

2. Inconforme con la determinación anterior ***(por conducto de su 
autorizada) interpuso recurso de apelación, el cual el a quo admi-
tió en ambos efectos, y con los agravios dio vista a la parte apelada 
para que los contestara, lo que hizo. Asimismo, ordenó la remisión 
de constancias conducentes a esta Sala para su substanciación. 

3. Recibidas las constancias se ordenó la formación del toca y, con-
firmada la calificación del grado acordada por la juzgadora, se citó a 
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los interesados para oír sentencia, la que se pronuncia al tenor de los 
siguientes: 

CONSIDERANDOS: 

1. La apelante expresó como agravios los que obran a folios siete al 
diez del toca que aquí se reproducen por economía procesal. 
Es menester destacar que la omisión de la transcripción de los moti-
vos de inconformidad de quien interpone recurso de apelación, no le 
deja en estado de indefensión. Es aplicable al caso la jurisprudencia 
V1.2o. J/129. cuyo rubro y texto es el siguiente:

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO 
A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba 
en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no im-
plica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual 
sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obli-
gación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión 
no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de 
la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime perti-
nente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma...1

II. En el agravio marcado como primero, la recurrente refirió que se 
transgredieron los artículos 1, 2, 55, 81, 281, 402, 940 y 941 del Có-
digo de Procedimientos Civiles, al determinar la juzgadora que, si 
bien es cierto, las partes presentaron una propuesta de convenio y la 

1 Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Tomo VII, abril de 1998. Novena Época, 196477. Común, pp. 599.
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ratificaron ante la presencia judicial, también lo es que no se aprobó 
dicho convenio al no estar ajustado a derecho, ya que los colitigantes 
no pueden convenir respecto a los alimentos, guarda y custodia de su 
hijo *** debido a que todas las personas mayores de edad tienen ca-
pacidad de ejercicio plena, la cual solo podrá restringirse en los casos 
y condiciones que establece el código adjetivo de la materia, pues al 
alcanzar la mayoría de edad tiene la facultad de disponer libremente 
de su persona y de sus bienes en igualdad de condiciones con las de-
más personas; y, en todos los aspectos de su vida, con la independen-
cia de que para ello, haga uso de apoyos y salvaguardias conforme a 
las normas jurídicas especiales.

Determinación que es ilegal y carente de la debida fundamentación 
y motivación, producto de una falta de estudio del convenio exhibido 
por las partes, y de los documentos que acompañaron para sostener-
lo, porque de haberlo hecho, la juzgadora se habría percatado de que 
en la cláusula primera, los colitigantes mencionaron que su descen-
diente padece autismo y para demostrarlo exhibieron un certificado 
de discapacidad, el cual es permanente y no tiene que ser renovado. 
Asimismo, la recurrente esgrimió que la jueza de origen contradice las 
facultades que establecen los numerales 940 y 941 del código procesal 
civil, los derechos humanos de su hijo, las leyes nacionales e interna-
cionales, así como los tratados en los que nuestro país es parte al abs-
tenerse de suplir la deficiencia de la queja a favor de su consanguíneo 
sin importar si es mayor de edad o la edad que tenga. 

Y en el motivo de inconformidad listado como segundo, la agra-
viada refirió causarle perjuicio que la a quo no aprobare la propuesta 
de convenio que exhibieron los contendientes; y que dejare expedi-
tos sus derechos respecto a las cuestiones inherentes al contenido del 
convenio requerido en el arábigo 267 del Código Civil, para que, en 
su caso lo hicieren valer en vía incidental; resolución con la que se 
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transgredieron los principios de claridad y congruencia que todas las 
sentencias deben contener, pues previo a resolver como lo hizo, la jue-
za primigenia debió analizar todas las cuestiones puestas a su con-
sideración, debiendo pronunciarse respecto a la cláusula cuarta del 
convenio; es decir, que los bienes y la pensión quedaren a su favor, lo 
cual no solo está previsto en la fracción VI del artículo 267 del código 
adjetivo, sino que no existe controversia entre las partes. 

Finalmente, solicitó de esta ad quem se apruebe en todos sus tér-
minos el convenio citado, al estar ajustado a derecho y no contener 
cláusulas contrarias a la moral, al derecho o a las buenas costum-
bres. Apoyó sus motivos de inconformidad en el criterio de rubro: “...
SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN EL RE-
CURSO DE APELACIÓN, OPERA TAMBIÉN EN ASUNTOS 
RELACIONADOS CON EL OTORGAMIENTO DE LA PEN-
SIÓN COMPENSATORIA (ALIMENTOS) E INDEMNIZA-
CIÓN COMPENSATORIA (INTERPRETACIÓN AMPLIA DEL 
ARTÍCULO 1088 DEL CÓDIGO FAMILIAR PARA EL ESTADO 
DE MICHOACÁN DE OCAMPO) ...”. 

III. De constancias de actuaciones que tienen valor probatorio 
pleno en términos de lo dispuesto en los artículos 327, fracción VIII, 
y 403 del Código de Procedimientos Civiles, se advierte que en es-
crito presentado el trece de junio del solicitó de dos mil veinticuatro, 
*** solicitó de *** la disolución del vínculo matrimonial que los unía.

Fundó su acción, en síntesis, en que el veintiocho de enero del año 
dos mil, las partes contrajeron matrimonio civil bajo el régimen patri-
monial de separación de bienes. Que el veintidós de abril del dos mil 
cinco, nació su hijo de nombre ***. Asimismo, refirió que su último 
domicilio conyugal lo establecieron en ***, además, era firme su vo-
luntad de disolver el vínculo matrimonial que lo unía con su contraria; 
razón, por la que adjuntó el convenio que establece el numeral 267 del 
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Código Civil. Y ofreció como pruebas las documentales. 
Por su parte, en libelo presentado el seis de noviembre del dos mil 

veinticuatro *** contestó la solicitud manifestando su conformidad 
con la disolución del vínculo matrimonial peticionada, pero no así con 
el convenio propuesto por su contrario; asimismo, refirió que los cón-
yuges llegaron a un convenio, el cual exhibiría por separado. 

Así quedó fijada la litis, dictándose la sentencia definitiva que cons-
tituye la materia del presente recurso. 

IV. Los agravios de la inconforme se analizan a continuación: 
El precepto 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, establece: 

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas go-
zarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en 
los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, 
así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que 
esta Constitución establece…

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o 
nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las 
condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexua-
les, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad huma-
na y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de 
las personas. 

El arábigo 647 del Código Civil rige: 
“...Artículo 647. El mayor de edad dispone libremente de su perso-

na y de sus bienes...”. 
Los numerales 55 y 81 del Código de Procedimientos Civiles, rigen: 
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Artículo 55. Para la tramitación y resolución de los asuntos ante los 
tribunales ordinarios, se estará a lo dispuesto por este Código, sin que 
por convenio de los interesados puedan renunciarse los recursos, ni el 
derecho de recusación, ni alterarse, modificar o renunciarse las normas 
del procedimiento... 

Artículo 81. Todas las resoluciones sean decretos, autos provisiona-
les, definitivos o preparatorios o sentencias interlocutorias, deben ser 
claras, precisas y congruentes con las promociones de las partes, resol-
viendo sobre todo lo que éstas hayan pedido...

Los preceptos 2. 12 y 13 de la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, determinan: 

Artículo 2. Por ‘discriminación por motivos de discapacidad se enten-
derá cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de dis-
capacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin 
efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, 
de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ám-
bitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye 
todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes 
razonables... 

Artículo 12. 1. Los Estados Partes reafirman que las personas con 
discapacidad tienen derecho en todas partes al reconocimiento de su 
personalidad jurídica. 

2. Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapaci-
dad tienen capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás 
en todos los aspectos de la vida. 

3. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para pro-
porcionar acceso a las personas con discapacidad al apoyo que puedan 
necesitar en el ejercicio de su capacidad jurídica. 
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4. Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relati-
vas al ejercicio de la capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias 
adecuadas y efectivas para impedir los abusos de conformidad con el 
derecho internacional en materia de derechos humanos. Esas salva-
guardias asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la capa-
cidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y las preferencias de 
la persona, que no haya conflicto de intereses ni influencia indebida, 
que sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias de la perso-
na, que se apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a 
exámenes periódicos por parte de una autoridad o un órgano judicial 
competente, independiente e imparcial. Las salvaguardias serán pro-
porcionales al grado en que dichas medidas afecten a los derechos e 
intereses de las personas. 

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados 
Partes tomarán todas las medidas que sean pertinentes y efectivas para 
garantizar el derecho de las personas con discapacidad, en igualdad de 
condiciones con las demás, a ser propietarias y heredar bienes, contro-
lar sus propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad de condi-
ciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de crédito 
financiero, y velarán por que las personas con discapacidad no sean pri-
vadas de sus bienes de manera arbitraria...

 Artículo 13. Acceso a la justicia.

1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad 
tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, 
incluso mediante ajustes de procedimiento y adecuados a la edad, para 
facilitar el desempeño de las funciones efectivas de esas personas como 
participantes directos e indirectos, incluida la declaración como testi-
gos, en todos los procedimientos judiciales, con inclusión de la etapa de 
investigación y otras etapas preliminares.
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2. A fin de asegurar que las personas con discapacidad tengan acce-
so efectivo a la justicia, los Estados Partes promoverán la capacitación 
adecuada de los que trabajan en la administración de justicia, incluido 
el personal policial y penitenciario.

Y la tesis: 1a. XLII/2019 (10a.) que al rubro y texto rige: 

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EL DÉFICIT DE LA CAPACI-
DAD MENTAL NO DEBE UTILIZARSE COMO JUSTIFICACIÓN 
PARA NEGAR SU CAPACIDAD JURÍDICA. La capacidad jurídica 
consiste tanto en la capacidad de ser titular de derechos y obligaciones 
(capacidad de goce) como en la de ejercerlos (capacidad de ejercicio). En 
ese sentido, la capacidad jurídica y la toma de decisiones (autonomía de 
la voluntad) son conceptos estrechamente vinculados y constituyen he-
rramientas fundamentales para que una persona pueda participar en la 
vida jurídica, pero también tiene su impacto en la vida cotidiana; ambos 
conceptos parten de una tradición civilista y se han proyectado como 
derechos humanos. Ahora bien, la capacidad mental se refiere a la apti-
tud de una persona para adoptar decisiones que, naturalmente, varían 
de una persona a otra y puede ser diferente para una persona determi-
nada en función de distintos factores, como pueden ser ambientales y 
sociales. Así, el hecho de que una persona tenga una discapacidad o 
una deficiencia no debe ser motivo para negarle la capacidad jurídica ni 
derecho alguno. En consecuencia, el déficit en la capacidad mental no 
debe utilizarse como justificación para negar su capacidad jurídica, pues 
con ello se contraviene el artículo 12 de la Convención sobre los Dere-
chos de las Personas con Discapacidad, que se reconoce expresa e indu-
dablemente su derecho a la capacidad jurídica, sin excepción alguna, sin 
que se haga diferencia entre discapacidades. Así, el derecho a la capaci-
dad jurídica no es una cuestión de inteligencia en las decisiones que se 
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adoptan, ni debe estar ligada a las condiciones mentales, ya que se basa 
simplemente en el reconocimiento de la voluntad de todo ser humano 
como elemento central del sistema de derechos...22

Cabe precisar que la mayoría de edad comienza a partir de los diecio-
cho años, por lo que la representación legítima de un menor de edad 
por quien ejerce sobre él la patria potestad, cesa en forma automática 
sin necesidad de declaración judicial alguna, por ello, cuando el re-
presentado cumple dieciocho años, adquiere de inmediato por dispo-
sición legal su mayoría de edad, y, en consecuencia, la capacidad para 
ejercitar sus derechos, pudiendo disponer libremente de su persona y 
de sus bienes. 

Por otra parte, resulta necesario enfatizar que en el modelo social 
de discapacidad, la prioridad es la dignidad de las personas con dis-
capacidad. Así, el instrumento jurídico que se considera como el pa-
radigma normativo del modelo social y de derechos, es la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, por lo que, con 
la aprobación de este instrumento se abandonó la consideración de 
la persona con discapacidad como objeto de políticas asistenciales o 
programas de beneficencia y se reconoció su personalidad, capacidad 
jurídica y condición como sujeto de derechos. 

En relación con lo anterior, tenemos que todo ordenamiento ju-
rídico debe reconocer en todo momento que las personas con disca-
pacidad son sujetos de derechos con plena personalidad jurídica en 
igualdad de condiciones que las demás personas. Desde esta perspec-
tiva, es preciso analizar que estamos ante una nueva realidad cons-
titucional, en la que se requiere dejar atrás pautas de interpretación 
formales que suponen una merma en los derechos de las personas 
con discapacidad, lo cual implica cierta flexibilidad en la respuesta 

2 Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo II, Mayo de 2019, Décima 
Época, 2019957. Constitucional, Civil pp. 1258.
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jurídica para atender las especificidades del caso concreto, y salva-
guardar el principio de igualdad y no discriminación. 

Sentado lo anterior, del análisis del escrito de expresión de agravios 
se colige que la recurrente se dolió de que el a quo omitió aprobar el 
convenio que exhibieron las partes en el escrito del seis de noviembre 
del dos mil veinticuatro; determinando que el mismo no era de apro-
barse al no estar ajustado a derecho, ya que los colitigantes no pueden 
convenir sobre la guarda y custodia de su hijo, dado que las personas 
mayores de edad tienen capacidad de ejercicio plena; por lo tanto, re-
firió que la jueza de origen contradijo los numerales 940 y 941 del Có-
digo de Procedimientos Civiles. 

Agravio que es infundado porque si bien es cierto de la lectura del 
convenio en comento se colige que, específicamente en las cláusulas 
primera y segunda los colitigantes manifestaron su conformidad res-
pecto a quién de ellos detentaría la guarda y custodia de su descen-
diente, y la forma en que los padres convivirían con él, ya que su hijo 
padece ***, también lo es que del atestado del Registro Civil de naci-
miento de su consanguíneo de nombre ***, se advierte que es mayor 
de edad, pues a la fecha del dictado de la presente resolución tiene ***. 

Por tanto, al no estar sujeto a la patria potestad de sus padres tie-
ne la capacidad para ejercitar sus derechos, por lo que puede disponer 
libremente de su persona y de sus bienes, como lo establecen los ordi-
nales 24 y 647 del Código Civil. 

Se dice lo anterior, porque si bien es cierto en el escrito de expre-
sión de agravios la apelante adujo que en la cláusula primera del con-
venio citado, las partes manifestaron que su hijo *** tiene ***, y para 
demostrarlo exhibieron un certificado de discapacidad, el cual es per-
manente, también lo es que nuestro máximo tribunal ha determinado 
que el concepto de discapacidad ha evolucionado, por lo que la misma 
no debe ser entendida como una enfermedad que obstaculice o deje 
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sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condi-
ciones, de todos los derechos humanos y fundamentales; por consi-
guiente, negarle o limitarte la capacidad jurídica a su consanguíneo 
vulneraría su derecho a la igualdad del reconocimiento como persona 
ante la ley y constituiría una transgresión de los preceptos 5 y 12 de la 
convención, así como del artículo 1º constitucional. 

Además, al interpretar el arábigo 12 de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, el Comité sobre los De-
rechos de las Personas con Discapacidad ha expresado que el derecho 
a la igualdad del reconocimiento como persona ante la ley entraña 
que la capacidad jurídica es un atributo universal inherente a todas 
las personas en razón de su condición humana, y que ésta debe man-
tenerse para las personas con discapacidad en igualdad de condiciones 
con las demás, por lo que no hay ninguna circunstancia que permita 
privar a una persona del derecho al reconocimiento como tal ante la 
ley o que permita limitar ese derecho. De ahí que, con independencia 
de lo referido por la apelante, su hijo es una persona quien tiene reco-
nocida su personalidad y condición como sujeto de derecho. 

En ese tenor, diremos a la inconforme que de acuerdo con lo que 
se razonó en líneas que anteceden, la representación de los progeni-
tores hacia su descendiente cesó cuando éste cumplió la mayoría de 
edad; por ende, su consanguíneo puede decidir con quién de sus pa-
dres desea habitar y la forma en que desea convivir con éstos, sin que 
las partes tuvieran que incluir lo relacionado a la guarda, custodia y 
régimen de visitas de su hijo en el convenio que establece el numeral 
267 del Código Civil. 

Por lo anterior, fue correcta la determinación de la juzgadora al 
resolver que los colitigantes no podían convenir respecto a la guarda 
y custodia de su hijo, ya que al ser mayor de edad tiene la facultad de 
disponer libremente de su persona y de sus bienes.
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No obstante, es fundada el agravio de la inconforme al referir que la 
jueza de origen se abstuvo de suplir la deficiencia de la queja a favor de 
su consanguíneo, sin importar si es mayor de edad o la edad que tenga. 

Ello es así, porque si bien es cierto en el presente procedimiento se 
ventila lo referente a la disolución del vínculo matrimonial entre las par-
tes, también lo es que al estar involucrado el hijo de éstas, quien es una 
persona con discapacidad, respecto de quien los colitigantes manifesta-
ron que requiere atención y tiene autismo, es por lo que el a quo debió su-
plir la deficiencia de la queja a su favor otorgándole el acceso a la justicia 
y que se le reconociera como persona jurídica, garantizándole la capaci-
dad amplia y plena del ejercicio de sus derechos; es decir, la jueza primi-
genia debió sostener una entrevista con *** a fin de que éste manifestare 
si era su deseo que en el procedimiento que iniciaron sus progenitores 
se ventilare lo referente a la fijación de la pensión alimenticia a su favor, 
y si era su deseo que se le asignare una persona de apoyo o salvaguardia. 

Se dice lo anterior, porque existen diversos modos o maneras de 
ejercer esa capacidad, ya que algunas personas requieren de cierto tipo 
de apoyos y otras personas de otro, sin que ello implique un menosca-
bo en la capacidad, lo que es acorde con la diversidad que existe entre 
todas las personas, por ello, el artículo 12 de la Convención mencio-
nada establece que no se les debe negar a las personas con discapaci-
dad su capacidad jurídica, sino que se les debe proporcionar el acceso 
al apoyo que necesiten para ejercerla y para la toma de decisiones por 
medio de las salvaguardias, asumiendo que cada tipo de discapacidad 
requiere de unas medidas específicas dada la condición particular de 
la persona y sus necesidades personales. 

Así, la prestación de apoyos es un mecanismo establecido en la 
Convención aludida para hacer efectivos los derechos de las perso-
nas con discapacidad, garantizar su autonomía en las actividades de 
la vida cotidiana y fortalecer el ejercicio de la capacidad jurídica, en 
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igualdad de condiciones que con las demás personas; sistema de apo-
yo que puede estar conformado por una persona, un familiar y profe-
sionales en la materia; en general, cualquier otra ayuda que facilite el 
ejercicio pleno de derechos. 

De ahí que para garantizar el acceso a la justicia de las personas 
con discapacidad, el numeral 13 de la Convención en cita establece 
que los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad 
tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, 
incluso mediante ajustes de procedimiento y que sean adecuados a la 
edad; lo anterior, para facilitar el desempeño de las funciones efectivas 
de esas personas como participantes directos e indirectos. 

De lo dicho con anterioridad, se concluye la obligación del Estado 
de realizar acciones positivas para promover la igualdad sustantiva de 
las personas está relacionada con su situación de vulnerabilidad y la 
subsistencia de las barreras, para así tener acceso a la justicia en igual-
dad de condiciones con las demás.

Siendo importante resaltar que el acceso a la justicia, tal como está 
previsto en el artículo 13 de dicha Convención, es un concepto amplio 
y comprehensivo que tiene al menos tres dimensiones: jurídica, física 
y comunicacional. 

En su dimensión jurídica, el acceso a la justicia exige a los Estados 
que todas las personas con discapacidad tengan un acceso efectivo a 
los procedimientos judiciales por sí mismos, ya sea como partícipes 
directos o indirectos. Esta dimensión está estrechamente relacionada 
con el reconocimiento de la capacidad de las personas con discapaci-
dad que justifica el reemplazo del modelo de sustitución de la volun-
tad por el modelo de asistencia de toma de decisiones. 

Asimismo, la dimensión jurídica exige la tutela de la igualdad pro-
cesal de la persona con discapacidad, ya que en su ausencia existirían 
obstáculos para que su acceso a la justicia sea efectivo. 
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En su dimensión física, el acceso a la justicia requiere que las per-
sonas con discapacidad puedan acceder a los edificios en los que se 
llevan a cabo los procedimientos jurisdiccionales y a las oficinas judi-
ciales. Esta dimensión se relaciona con el artículo 9 de la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que prevé la 
obligación de los Estados de asegurar la accesibilidad de las personas 
con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a las ins-
talaciones y servicios abiertos al público o de uso público.

En su dimensión comunicacional, el acceso a la justicia exige a los 
Estados garantizar que toda la información relevante que se le pro-
porcione a una persona con discapacidad esté disponible en formatos 
de comunicación que pueda fácilmente comprender, como lenguaje 
de señas, sistema de escritura Braille, herramientas digitales o en un 
texto de lectura fácil. 

En este sentido, para asegurar el acceso a la justicia de las personas 
con discapacidad en todas sus dimensiones, el artículo 13 de la Con-
vención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad utiliza 
un lenguaje amplio y robusto, que implica la obligación de que se lle-
ven a cabo todas las medidas necesarias para que la persona con dis-
capacidad pueda ejercer ese derecho en igualdad de condiciones que 
el resto de la población, debiendo para ello realizar incluso ajustes de 
procedimiento. 

El uso de la palabra, incluso, indica que no solo no están prohibi-
dos otros tipos de ajustes o medidas, sino que su implementación es 
obligatoria mientras sean necesarios y razonables para lograr el ple-
no acceso a la justicia, tomando en cuenta la funcionalidad específica 
de la persona con discapacidad y la posible afectación a derechos de 
terceros.

Esta protección activa a través de ajustes razonables es compatible 
con la afirmación de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
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de que para respetar y garantizar los derechos a la igualdad, al acceso 
a la justicia y al debido proceso de personas que se encuentran en es-
tado de vulnerabilidad, es necesario que en el proceso se reconozcan y 
resuelvan los factores de desigualdad real y que se adopten medidas de 
compensación que contribuyan a reducir o eliminar los obstáculos y 
deficiencias que impidan o reduzcan la defensa eficaz de sus intereses.

Por ello, atento a los precedentes emitidos por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación en materia de discapacidad, en los que se or-
dena a las diversas autoridades judiciales acatar la Convención en cita 
y realizar los ajustes necesarios con el objeto de permitir que las per-
sonas con discapacidad puedan hacer uso pleno de sus derechos, re-
sulta necesario enfatizar que en caso de que el juzgador sostenga una 
entrevista con una persona con discapacidad mayor de edad, ésta debe 
ser tratada como una persona que se enfrenta a barreras en el ejercicio 
de sus derechos.

Por todo lo anterior, con base en lo establecido en la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, y con la finali-
dad de que se garanticen y respeten los derechos de ***, esta Sala de-
termina que el a quo debe fijar una fecha para sostener una entrevista 
con éste a fin de que exprese si es su deseo que en el procedimiento 
que iniciaron sus padres se resuelva lo relacionado a la fijación de la 
pensión alimenticia definitiva a su favor, y si requiere algún sistema 
de apoyo o salvaguardia; y, en caso de ser afirmativo, refiera qué tipo 
de apoyo requiere, incluyendo sí así lo desea, la designación de una o 
varias personas de su confianza para que, con pleno respeto a su vo-
luntad y preferencias personales lo asistan en diferentes tareas.

En dicha diligencia la jueza de origen deberá realizar los ajustes al 
procedimiento que sean necesarios para garantizar el derecho de ac-
ceso a la justicia de ***. Algunos de los cuales, de forma enunciativa 
más no limitativa, pueden ser los siguientes:
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• 	 Llevar la entrevista en un espacio que permita la comunicación 
en un ambiente de confianza y tranquilidad.

• 	 Procurar que el tiempo de la entrevista no sea muy largo y, en 
caso de ser necesario, agotar el procedimiento en más de una 
audiencia.

• 	 Asegurarse que la comunicación se realice de manera directa 
y efectiva con la persona con discapacidad utilizando términos 
claros y sencillos, y auxiliándose, incluso, de medios tecnoló-
gicos de comunicación, así como de sistemas de comunicación 
aumentativos y/o alternativos, para lo cual puede asistirse de 
un facilitador de comunicación (psicólogos, pedagogos, y/o te-
rapeutas y especialistas en comunicación humana), quienes au-
xilien y faciliten el proceso de la comunicación entre el rector del 
proceso y la parte interesada.

• 	 Utilizar un lenguaje (oral o escrito) simple, con estructuras gra-
maticales comprensibles, en todo tipo de notificación, requeri-
miento, actuación, comparecencia y resolución que se dicte con 
motivo del procedimiento, evitando el uso de tecnicismos.

• 	 Emplear formatos de fácil lectura y comprensión.
• 	 Permitir a ***, si así lo desea, que ingrese a la audiencia con 

personas de su confianza que pueda fungir como apoyo; de-
biendo constar en la diligencia que se le hizo de su conocimien-
to dicha posibilidad, así como la respuesta de la persona con 
discapacidad.

• 	 Se estima pertinente que el horario de la comparecencia se fije 
fuera del horario de servicio al público, a fin de garantizar que 
exista el menor número de personas el día de la misma; para 
lo cual la juzgadora deberá habilitar horas inhábiles y tomar 
las medidas pertinentes para que se le permita el acceso al 
inmueble.
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• 	 Hacer del conocimiento que puede consultar lo que se asiente en 
la audiencia y hacer manifestaciones que estime pertinentes.

• 	 La juzgadora deberá prescindir de llamar al agente del Ministe-
rio Público y al asistente de menores; por lo que, en la diligencia 
sólo estarán presentes ***, la persona de apoyo que éste designe, 
si así lo desea: la secretaria de acuerdos, la juzgadora; y en caso 
de que así lo estime el a quo, el facilitador que lo auxilie a reali-
zar la diligencia.

• 	 La audiencia solo deberá constreñirse respecto a la voluntad de 
*** a expresar si es su deseo que en el procedimiento que ini-
ciaron sus padres se ventile lo referente a la pensión alimenticia 
a su favor y si requiere algún tipo de apoyo o salvaguardia; sin 
embargo, si la persona con discapacidad quiere expresar alguna 
otra cuestión, lo mismo deberá ser permitido por la jueza pri-
migenia y deberá asentarse así en el acta, ello a fin de ser acorde 
con los principios de la Convención en mención.

• 	 De igual manera, la juzgadora podrá, de estimarlo necesario, 
realizar cualquier otro ajuste razonable para celebrar la diligen-
cia y durante el desarrollo de la misma, el cual deberá ser acorde 
a los principios establecidos en la Convención sobre los Dere-
chos de las Personas con Discapacidad.

Siendo importante precisar que, en caso de que *** requiera alguna 
medida de apoyo, la jueza de origen deberá considerar las opiniones y 
requerimientos del hijo de las partes de modo que sea éste quien de-
termine qué medidas de apoyo requiere, incluyendo –sí así lo desea– 
la designación de una o varias personas de su confianza para que, con 
pleno respeto a su voluntad y preferencias personales, le asistan en 
diferentes tareas. En este aspecto, además, la jueza de origen deberá:

• Dar cuenta de los apoyos que solicite la persona con discapaci-
dad permitiéndole que libremente decida si desea recibirlos y 
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haciéndole saber que pueda designar a diferentes personas para 
determinadas tareas.

• 	 Preguntarle sobre sus actividades diarias y su plan de vida para 
verificar si sobre ciertos aspectos desea designar nuevos apoyos 
que no había contemplado; es decir, permitir que ***, defina qué 
actividades requiere hacer y qué podría facilitarlas, tomando en 
cuenta las barreras sociales que puedan llegar a presentarse.

• 	 Establecer una revisión periódica de las medidas adoptadas para 
que, en caso de ser necesario, se agreguen o modifiquen, exis-
tiendo la posibilidad de que la persona con discapacidad pue-
da solicitar en cualquier momento un ajuste de las medidas 
adoptadas.

En este punto, la jueza primaria deberá verificar si los apoyos están 
actuando conforme al mandato y voluntad del hijo de los colitigantes.

• 	 Verificar que en la transcripción de la audiencia la voluntad de 
las personas y los apoyos requeridos queden claramente explici-
tados, con la finalidad de generar mayor seguridad jurídica a la 
persona con discapacidad.

• 	 Hacer del conocimiento de *** que las medidas de apoyo no cau-
san estado y que en cualquier momento pueden modificarse o 
adaptarse a sus necesidades reales. Para ello, es preciso que la 
jueza primigenia tome en cuenta que el ejercicio de los dere-
chos de una persona con discapacidad depende de las medidas 
de apoyo, de modo que debe atenderse a las necesidades del caso 
concreto que manifieste la persona con discapacidad y a su li-
bertad personal, que debe ser respetada, sin que en ningún mo-
mento la jueza de origen sustituya la voluntad de la persona.

• 	 Explicar con claridad y con lenguaje apropiado a su nivel de com-
prensión, para respetar el derecho de accesibilidad cognitiva, el 
significado y las consecuencias de nombrar una persona que 
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le asista, así como la posibilidad que tiene de modificar dicho 
nombramiento en cualquier momento si así lo desea, en el en-
tendido de que la asistencia personal se refiere al apoyo humano 
como un instrumento para permitir la vida independiente.

En su resolución, la jueza primaria debe establecer claramente las 
salvaguardas y dejar clara la posibilidad de que ***, cualquier tercero, 
o incluso de oficio, pueda alegar una vulneración de los derechos  de 
la propia persona con discapacidad, con la finalidad de que la jueza de 
origen tome las medidas correspondientes para evitar o bien subsanar 
las violaciones de las que fuera objeto y en caso de ser necesario modi-
ficar los apoyos (cuando se advierta por ejemplo un abuso de derecho 
o un posible conflicto de intereses).

La jueza primigenia deberá notificar a la Defensoría Pública de la 
Ciudad de México para efectos de brindar asesoría jurídica gratuita 
a *** y se le hará saber a ésta la existencia de esta Defensoría por si 
desea hacer uso de sus servicios, tomando en cuenta que en la misma 
existen unidades especializadas para la atención y asesoría jurídica de 
personas con discapacidad. En caso de que el hijo de los colitigantes 
solicite dicha asistencia, se deben respetar sus preferencias y voluntad, 
sin sustituirse a ellas conforme a los lineamientos de ese fallo.

La juzgadora deberá dar aviso al Instituto de las Personas con Dis-
capacidad de la Ciudad de México, así como al Sistema para el Desa-
rrollo Integral de la Familia de la Ciudad de México (DIF CDMX), 
a fin de que en caso de ser requerido por el interesado, dichas auto-
ridades proporcionen oportunamente la información necesaria para 
que *** pueda tener acceso a los programas vigentes para la asisten-
cia, inclusión y bienestar de las personas con discapacidad y para la 
determinación de las medidas de apoyo y salvaguardas, tales como: la 
asistencia en servicios de salud, terapéuticos tanto de naturaleza re-
habilitadora y/u ocupacional, programas de acceso a inclusión laboral, 
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capacitación y cualquier otro que fortalezca el ejercicio pleno de su 
autonomía e independencia, al igual que la orientación jurídica opor-
tuna para ser asesorada gratuitamente por los entes públicos y en con-
diciones adecuadas para su tipo de discapacidad, en términos de las 
leyes aplicables.

Para garantizar el pleno reconocimiento a la capacidad jurídica de 
***, la juzgadora dará aviso al Consejo Nacional para el Desarrollo y la 
Inclusión de las Personas con Discapacidad para que, en términos de 
la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, fa-
cilite los canales institucionales para que la persona con discapacidad 
pueda hacer exigibles ante la autoridad competente el goce y ejercicio 
pleno de los derechos.

Lo anterior, en la inteligencia de que la jueza natural deberá deter-
minar el apercibimiento que estime pertinente para hacer cumplir sus 
determinaciones.

Con independencia de lo anterior, considerando que en el asunto 
que nos atañe está involucrada una persona con discapacidad, quien 
de acuerdo a las manifestaciones  de su progenitor estudia el nivel pre-
paratoria, que los alimentos son considerados de orden público, y una 
medida cautelar –urgente– que pretende proteger las necesidades im-
postergables de los acreedores, sin perjuicio de lo que se resuelva con 
posterioridad, pues dicha medida constituye una protección que el 
legislador otorga a los integrantes de la familia a efecto de garantizar 
su supervivencia mientras se resuelve el juicio en el fondo, dado que 
el órgano jurisdiccional está facultado para intervenir de oficio en los 
asuntos que afecten a la familia y en cuestiones de alimentos, esta ad 
quem considera procedente fijar una pensión alimenticia provisional 
para *** consistente en el diez por ciento (10%) de las percepciones or-
dinarias y extraordinarias mensuales que obtiene su progenitor en la 
empresa denominada ***; medida provisional que subsistirá hasta en 
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tanto se resuelva si es deseo de *** que lo referente a la misma se ven-
tile en el procedimiento de divorcio que iniciaron sus padres; y, para 
cumplir con lo anterior, se deberá girar oficio a la empresa en comen-
to a fin de que, dentro del término de cinco días, informe al juzgado 
de origen las percepciones ordinarias y extraordinarias que obtiene 
*** y para que descuente dicho porcentaje el cual será depositado a 
la cuenta de la divorciante, tal como lo adujeron las partes en el con-
venio que presentaron el seis de noviembre del dos mil veinticuatro; 
apercibiendo a dicha empresa que en caso de incumplimiento se hará 
acreedora a una multa por la cantidad de $5,000.00 (cinco mil pesos 
00/100 m.n.); lo anterior en términos de los numerales 62 y 73 del có-
digo procesal civil.

Por lo expuesto, habremos de modificar la sentencia recurrida con 
objeto de que el a quo señale una fecha y se realice una entrevista con 
***, y de esta forma, manifieste si es su deseo que en el presente asun-
to de divorcio se ventile lo referente a la pensión alimenticia a su fa-
vor, o si requiere en su caso de algún sistema de apoyo o salvaguardia; 
asimismo, para decretar una pensión alimenticia provisional para el 
hijo de las partes.

Por otro lado, en el agravio marcado como segundo la recurrente 
adujo que se violentaron los numerales 1, 55 y 81 del código procesal 
civil, pues la jueza de origen no aprobó el convenio que exhibió con 
su colitigante dejando expeditos sus derechos respecto a las cues-
tiones inherentes al contenido del convento referido en el precepto 
267 del Código Civil, aun cuando en lo relacionado a los bienes ad-
quiridos durante la vigencia del matrimonio y a la pensión alimen-
ticia que pactaron para la inconforme, no existe controversia entre 
las partes.

Motivo de inconformidad que es fundado, porque en relación a los 
bienes adquiridos durante el matrimonio pactaron lo siguiente:



110

• 	 Realizar la venta de los inmuebles y; hecho que sea, las partes 
dejarán en el mismo domicilio.

• 	 En relación al automóvil Toyota, línea Yaris modelo 2020, que-
dará a favor de la divorciante.

• 	 Tocante al automóvil Mini Cooper modelo 2013, quedará a fa-
vor del divorciante.

Asimismo, en relación con los alimentos para la recurrente:
• 	 El divorciante continuará haciéndose cargo de los gastos del do-

micilio conyugal de la divorciante.
• 	 Mantener a la divorciante en el seguro de gastos médicos ma-

yores que le proporciona la empresa para la cual presta sus 
servicios.

• 	 El divorciante le otorgará a la inconforme el siete por ciento 
(7%) del salario mensual y demás prestaciones que recibe en su 
centro laboral, suma que será depositada en la cuenta bancaria 
de ***.

Por tanto, al advertirse en autos que los colitigantes ratificaron 
ante la presencia judicial dicho convenio, que tal como refiere la in-
conforme no exista controversia entre las partes, y que las cláusulas 
referentes a los bienes citados, así como lo referente a la pensión ali-
menticia para la divorciante no son contrarias a la moral y al derecho, 
es indudable que fue incorrecta la determinación de la juzgadora al no 
aprobar lo pactado por los colitigantes en dichas cláusulas.

En consecuencia, habremos de modificar la sentencia apelada con 
el objeto de aprobar lo pactado por los divorciantes en relación con los 
bienes adquiridos durante la vigencia de su matrimonio, la pensión 
alimenticia para la recurrente y el pago de seguro de gastos mayores, 
pues lo relacionado a su hijo y a los alimentos para el mismo ya se ra-
zonó en líneas que anteceden.

No obstante, cabe aclarar que cualquier otra cuestión inherente 
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a la disolución de vínculo matrimonial entre las partes que refiere el 
numeral 267 del Código Civil, los divorciantes tienen expeditos sus 
derechos para que los hagan valer en la vía y forma que en derecho 
corresponda.

Por todo lo anterior, son parcialmente fundados los agravios de 
la inconforme; en consecuencia, habremos de modificar la resolución 
apelada.

V. No estando el caso comprendido en ninguno de los supuestos 
a que se refiere el artículo 140 del Código de Procedimientos Civiles, 
no ha lugar a hacer especial condena a costas.

Por lo expuesto y fundado se

RESUELVE:

PRIMERO. Al ser parcialmente fundados los agravios de la recurren-
te se modifica la sentencia recurrida para quedar como sigue:

PRIMERO. Ha sido procedente el juicio de DIVORCIO en el que el se-
ñor ***, solicitó la disolución del vínculo matrimonial que lo une con la 
señora ***, en consecuencia:

SEGUNDO. Se declara disuelto el vínculo matrimonial celebrado 
por lo señores *** y ***, el día ***, bajo el régimen patrimonial de SE-
PARACIÓN DE BIENES, mismo que se encuentra inscrito bajo los 
siguientes datos: ***.

TERCERO. Las partes recobran su entera capacidad para contraer 
nuevo matrimonio.

CUARTO. En virtud de que la disolución del vínculo matrimonial 
es inapelable, GÍRESE ATENTO OFICIO al C. DIRECTOR DEL 
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REGISTRO CIVIL DE LA CIUDAD DE MÉXICO, acompañando 
copia autorizada de presente resolución y acta de matrimonio que nos 
ocupa, para que ordene a quien corresponda dé debido cumplimiento a 
lo dispuesto por el artículo 291 del Código Civil vigente.

QUINTO. No ha lugar a aprobar lo manifestado por las partes en el 
convenio presentado el seis de noviembre del dos mil veinticuatro, en rela-
ción con la guarda, custodia, alimentos y régimen de visitas de su hijo ***, 
pues si bien es cierto de acuerdo con lo referido por los divorciantes tiene 
*** y es considerado una persona con discapacidad; también lo es que tiene 
reconocida su capacidad y personalidad jurídica en igualdad de condicio-
nes a las de las demás personas en todos los aspectos de su vida; además, al 
ser mayor de edad dispone libremente de su persona y de sus bienes.

No obstante, con base en lo establecido en la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, y con la finalidad de que se 
garanticen y respeten los derechos de ***, señálese fecha para que esta 
juzgadora sostenga una entrevista con el hijo de las partes a fin de que 
exprese si es su deseo que en el presente procedimiento se ventile lo re-
lacionado con la fijación de la pensión alimenticia definitiva a su favor 
y, en su caso, si requiere algún sistema de apoyo o salvaguardia; por lo 
que en caso de ser afirmativo deberá referir qué tipo de apoyo requiere, 
incluyendo si así lo desea, la designación de una o varias personas de su 
confianza para que, con pleno respeto a su voluntad y preferencias per-
sonales lo asistan en diferentes tareas.

Diligencia en la que se realizarán los ajustes al procedimiento que 
sean necesarios para garantizar el derecho de acceso a la justicia de ***.

Algunos de los cuales, de forma enunciativa más no limitativa, pue-
den ser los siguientes:

• Llevar la entrevista en un espacio que permita la comunicación en 
un ambiente de confianza y tranquilidad.
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• Procurar que el tiempo de la entrevista no sea muy largo y, en 
caso de ser necesario, agotar el procedimiento en más de una 
audiencia.

• 	 Asegurarse que la comunicación se realice de manera directa y 
efectiva con la persona con discapacidad utilizando términos cla-
ros y sencillos, y auxiliándose, incluso, de medios tecnológicos de 
comunicación, así como sistemas de comunicación aumentativos 
y/o alternativos, para lo cual puede asistirse de un facilitador de 
comunicación (psicólogos, pedagogos y/o terapeutas y especia-
listas en comunicación humana), quienes auxilien y facilitan el 
proceso de la comunicación entre el rector del proceso y la parte 
interesada.

• 	 Utilizar un lenguaje (oral o escrito) simple, con estructuras gra-
maticales comprensibles, en todo tipo de notificación, requeri-
miento, actuación, comparecencia y resolución que se dicte con 
motivo del procedimiento, evitando el uso de tecnicismos.

• 	 Emplear formatos de fácil lectura y comprensión.

• 	 Permitir a ***, si así lo desea, ingrese a la audiencia con persona 
de su confianza que pueda fungir como apoyo; debiendo constar 
en la diligencia que se le hizo de su conocimiento dicha posibili-
dad, así como la respuesta de la persona con discapacidad.

• 	 Se estima pertinente que el horario de la comparecencia se fije 
fuera del horario de servicio al público, a fin de garantizar que 
exista el menor número de personas el día de la misma; para 
lo cual esta juzgadora deberá habilitar horas inhábiles y to-
mar las medidas pertinentes para que se le permita el acceso al 
inmueble.

• 	 Hacer del conocimiento que puede consultar lo que se asiente en 
la audiencia y hacer manifestaciones que estime pertinentes.
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• 	 Se deberá prescindir de llamar al agente del Ministerio Público y 
al asistente de menores; por lo que, en la diligencia sólo estarán 
presentes ***, la persona de apoyo que éste designe, si así lo desea; 
la secretaria de acuerdos, esta juzgadora y en caso de que así lo 
estime el a quo, el facilitador que lo auxilie a realizar la diligencia.

• 	 La audiencia solo deberá constreñirse respecto a la voluntad de 
*** a expresar si es su deseo que en el presente procedimiento de 
divorcio de sus padres se ventile lo referente a la pensión alimen-
ticia a su favor y si requiere algún tipo de apoyo o salvaguardia; 
sin embargo, si la persona con discapacidad quiere expresar algu-
na otra cuestión, lo mismo deberá ser permitido por esta juzga-
dora y deberá asentarse así en el acta, ello a fin de ser acorde con 
los principios de convención en mención.

• 	 De igual manera, esta juzgadora podrá, de estimarlo necesario, 
realizar cualquier otro ajuste razonable para celebrar la diligen-
cia y durante el desarrollo de la misma, el cual deberá ser acorde 
a los principios establecidos en la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad.

Siendo importante precisar que, en caso de que *** requiera alguna 
medida de apoyo, esta juzgadora considerará las opiniones y requeri-
mientos del hijo de las partes de modo que sea éste quien determine qué 
medidas de apoyo requiere, incluyendo –si así lo desea– la designación 
de una o varias personas de su confianza para que, con pleno respeto a 
su voluntad y preferencias personales, le asistan en diferentes tareas. En 
este aspecto, además, esta juzgadora deberá:

• 	 Dar cuenta de los apoyos que solicite la persona con discapacidad 
permitiéndole que libremente decida si desea recibirlos y hacién-
dole saber que puede designar a diferentes personas para deter-
minadas tareas.
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• 	 Preguntarle sobre sus actividades diarias y su plan de vida para 
verificar si sobre ciertos aspectos desea designar nuevos apoyos 
que no había contemplado; es decir, permitir que ***, defina qué 
actividades requiere hacer y qué podría facilitarlas, tomando en 
cuenta las barreras sociales que puedan llegar a presentarse.

• 	 Establecer una revisión periódica de las medidas adoptadas para 
que, en caso de ser necesario, se agreguen o modifiquen, existien-
do la posibilidad de que la persona con discapacidad pueda solici-
tar en cualquier momento un ajuste de las medidas adoptadas.

• 	 En este punto, esta juzgadora deberá verificar si los apoyos es-
tán actuando conforme al mandato y voluntad del hijo de los 
colitigantes.

• 	 Verificar que en la transcripción de la audiencia la voluntad de la 
persona y los apoyos requeridos queden claramente explicitados, 
con la finalidad de generar mayor seguridad jurídica a la persona 
con discapacidad.

• 	 Hacer del conocimiento de *** que las medidas de apoyo no cau-
san estado y que en cualquier momento pueden modificarse o 
adaptarse a sus necesidades reales. Para ello, es preciso esta juz-
gadora tome en cuenta que el ejercicio de los derechos de una 
persona con discapacidad dependen de las medidas de apoyo, de 
modo que debe atenderse a las necesidades del caso concreto que 
manifieste la persona con discapacidad, y a su libertad personal, 
que debe ser respetada, sin que en ningún momento esta juzga-
dora sustituya la voluntad de la persona.

• 	 Explicará con claridad y con el lenguaje apropiado a su nivel de 
comprensión, para respetar el derecho de accesibilidad cogniti-
va, el significado y las consecuencias de nombrar una persona 
que le asista, así como la posibilidad que tiene de modificar dicho 
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nombramiento en cualquier momento si así lo desea, en el en-
tendido de que la asistencia personal se refiere al apoyo humano 
como un instrumento para permitir la vida independiente.

En la resolución que dicte esta juzgadora se deben establecer clara-
mente las salvaguardias y dejar clara la posibilidad de que ***, cualquier 
tercero, o incluso de oficio, pueda alegar una vulneración de los dere-
chos de la propia persona con discapacidad, con la finalidad de que la 
jueza de origen tome las medidas correspondientes para evitar o bien 
subsanar las violaciones de las que fuera objeto y en caso de ser necesa-
rio modificar los apoyos ( cuando se advierta por ejemplo un abuso de 
derecho o un posible conflicto de intereses).

Esta juzgadora deberá notificar a la Defensoría Pública de la Ciudad 
de México para efectos de brindar asesoría jurídica gratuita a *** y se le 
hará saber a éste la existencia de esta Defensoría por si desea hacer uso 
de sus servicios, tomando en cuenta que en la misma existen unidades 
especializadas para la atención y asesoría jurídica de personas con dis-
capacidad. En caso de que el hijo de los colitigantes solicite dicha asis-
tencia, se deben respetar sus preferencias y voluntad, sin sustituirse a 
ellas conforme a los lineamientos de ese fallo.

Asimismo, se dará aviso al Instituto de las Personas con Disca-
pacidad de la Ciudad de México, así como al Sistema para el Desa-
rrollo Integral de la Familia de la Ciudad de México (DIF CDMX), 
a fin de que en caso de ser requerido por el interesado, dichas auto-
ridades proporcionen oportunamente la información necesaria para 
que *** pueda tener acceso a los programas vigentes para la asisten-
cia, inclusión y bienestar de las personas con discapacidad y para la 
determinación de las medidas de apoyo y salvaguardias, tales como: 
la asistencia en servicios de salud, terapéuticos tanto de naturaleza 
rehabilitadora y/u ocupacional, programas de acceso a inclusión la-
boral, capacitación y cualquier otro que fortalezca el ejercicio pleno 
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de su autonomía e independencia, al igual que la orientación jurídica 
oportuna para ser asesorada gratuitamente por los entes públicos y en 
condiciones adecuadas para su tipo de discapacidad, en términos de 
las leyes aplicables. 

Para garantizar el pleno reconocimiento a la capacidad jurídica de 
*** esta juzgadora dará aviso al Consejo Nacional para el Desarrollo 
y la Inclusión de las Personas con Discapacidad para que, en términos 
de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, 
facilite los canales institucionales para que la persona con discapacidad 
puada hacer exigibles ante la autoridad competente el goce y ejercicio 
pleno de los derechos.

Lo anterior, en la inteligencia de que esta juzgadora determina-
rá el apercibimiento que estime pertinente para hacer cumplir sus 
determinaciones.

SEXTO. Se fija como pensión alimenticia provisional para *** el 
diez por ciento (10%) de las percepciones ordinarias y extraordinarias 
que percibe su progenitor en forma mensual en la empresa denominada 
***; medida provisional que subsistirá hasta en tanto se resuelva si es 
deseo de *** que lo referente a la pensión alimenticia a su favor se venti-
le en el presente procedimiento de divorcio que iniciaron o sus padres; 
y para cumplir con lo anterior, gírese oficio a dicha empresa para que, 
dentro del término de cinco días, informe a este juzgado las percepcio-
nes ordinarias y extraordinarias que obtiene *** y para que descuente 
dicho porcentaje el cual será depositado a la cuenta de la divorciante, 
tal como lo adujeron las partes en el convenio que presentaron el seis de 
noviembre del dos mil veinticuatro; por lo anterior, se apercibe a dicha 
empresa para que en caso de incumplimiento se hará acreedora a una 
multa por la cantidad de 5,000.00 (cinco mil pesos 00/100 m.n.), lo an-
terior en términos de los numerales 62 y 73 del código procesal civil.
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SÉPTIMO. Se aprueba lo convenido por los divorciantes en el escri-
to que presentaron el seis de noviembre del dos mil veinticuatro, en re-
lación con los bienes adquiridos durante la vigencia de su matrimonio, 
así como lo relacionado con la pensión alimenticia y seguro de gastos 
médicos para la divorciante; lo anterior, al no ser contrario a derecho; y 
para cumplir con lo anterior, gírese oficio a la empresa denominada *** 
a fin de que informe las percepciones ordinarias y extraordinarias que 
obtiene *** y para que le descuente el siete por ciento (7%) de tal por-
centaje y la suma que resulte le sea depositado a la cuenta de la divor-
ciante tal como lo adujeron las partes en el convenio que presentaron el 
seis de noviembre del dos mil veinticuatro; por lo anterior, se apercibe a 
dicha empresa que en caso de incumplimiento se hará acreedora a una 
multa por la cantidad de 5,000.00 (cinco mil pesos 00/100 m.n.), en tér-
minos de los numerales 62 y 73 del código procesal civil.

OCTAVO. Se dejan a salvo los derechos de las partes, para que cual-
quier otra cuestión inherente al contenido del convenio requerido por el 
numeral 267 del Código Civil vigente, lo hagan valer en la vía incidental 
que en derecho corresponda exhortándolas para que, previo al inicio de 
la vía incidental, las partes acudan al procedimiento de mediación a que 
se refiere la Ley de Justicia Alternativa del Tribunal Superior de Justicia 
para la Ciudad de México, e intenten, a través de dicho procedimiento, 
llegar a un acuerdo respecto del convenio señalado, de acuerdo con lo 
establecido por el segundo párrafo del artículo 287 del Código de Pro-
cedimientos Civiles vigente.

NOVENO. Guárdese en el legajo de sentencias de este juzgado co-
pia debidamente certificada de la presente resolución; lo anterior con 
fundamento en lo dispuesto por el artículo 30 del Reglamento del Sis-
tema Institucional de Archivos del Tribunal Superior de Justicia y del 
Consejo de la Judicatura. Asimismo, y tomando en consideración que el 
presente juicio se encuentra concluido con la presente resolución, una 
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vez que quede firme, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 28 
del citado reglamento, se hace del conocimiento de las partes interesa-
das que hayan presentado pruebas, muestras y documentos, que debe-
rán acudir a este juzgado a solicitar la devolución de sus documentos 
dentro del término de SEIS MESES, ya que se ordenará su destrucción.

DÉCIMO. Notifíquese.

SEGUNDO. Notifíquese y remítase testimonio de la presente resolu-
ción, al juzgado de origen y, en su oportunidad, archívese el presente 
toca como asunto concluido.

Así, por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron los CC. 
magistrados integrantes de la Segunda Sala Familiar del H. Tribu-
nal Superior de Justicia de la Ciudad de México, Mtra. Yohana Ayala 
Villegas, Dr. Ernesto Herrera Tovar y Dr. Óscar Gregorio Cervera 
Rivero, siendo ponente la primera de las nombradas ante la secretaria 
de Acuerdos, la Lic. Wendy Guadalupe Cruz Riverón, quien autoriza 
y da fe.

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 186 
de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de 
México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección de datos personales en Posesión de 
Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el artículo 7, fracción II, y 62 de los lineamientos 
Generales de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de Méxi-
co, se hace constar que en esta versión pública se suprime la información considerada como reservada 
o confidencial que encuadra en los ordenamientos mencionados
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Para resolver el recurso de apelación interpuesto en contra de la sen-
tencia definitiva dictada en el juicio oral familiar, desconocimiento de 
paternidad.

CUARTA SALA FAMILIAR

MAGISTRADOS: EDILIA RIVERA BAHENA, HÉCTOR 
SAMUEL CASILLAS MACEDO (M. L.), JOSÉ LUIS ZAVALETA 
ROBLES

MAGISTRADO PONENTE: JOSÉ LUIS ZAVALETA ROBLES

SUMARIO:

desconocimiento de paternidad, no opera la presunción le-
gal como en los juicios de reconocimiento de paternidad; no 
es factible la interpretación a contrario sensu del artículo 
382 del código civil.
Hechos:  Una persona otorgó el reconocimiento de paternidad a que 
se refiere el artículo 361 del Código Civil para el Distrito Federal, 
hoy Ciudad de México, a favor de una menor, con cuya madre enta-
bló una relación sentimental. Pasado el tiempo de ese reconocimiento 
que realizó ante el Registro Civil, presentó una demanda de descono-
cimiento de paternidad, argumentando entre otras cuestiones, no ser 
el padre biológico de la menor. La parte demandada no compareció a 
la audiencia de juicio, por lo que se tuvieron por ciertas las afirmacio-
nes que fueron formuladas en su contra y, en su momento, se dictó 
sentencia de primera declarando procedente el desconocimiento de 
la paternidad intentado. Ante ello, la parte demandada hizo valer el 
recurso de apelación.
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Criterio jurídico: Para que se establezca una relación paterno filial 
debe considerarse si el nacimiento ha sido dentro o fuera de matrimo-
nio, o con la utilización de la reproducción asistida, y si es en este últi-
mo supuesto, la legislación sustantiva civil contempla diversas causas de 
origen, tales como: a) el reconocimiento voluntario, y b) la declaración 
de paternidad por sentencia judicial. En tratándose del reconocimiento 
voluntario presenta varias características: es personalísimo, irrevocable, 
solemne, declarativo, y expreso y, por tanto, es el acto jurídico mediante 
el cual una persona puede reconocer a su hijo, con la restricción de que 
tenga la edad exigida por la ley para contraer nupcias, como lo contem-
pla en numeral 361 del Código Civil para la Ciudad de México.

Por otra parte, en los asuntos de desconocimiento de paternidad el 
allanamiento por parte de la madre de la menor no es suficiente para 
decretar el desconocimiento de paternidad y. además, no opera la pre-
sunción legal como opera en los juicios de reconocimiento de pater-
nidad, ya que de permitirse ello se generaría un efecto destructivo en 
perjuicio de la familia, contrario al interés superior del o la menor, por 
lo que, no se puede desconocer la paternidad con base en presuncio-
nes, pues para tal hecho se requiere de prueba plena, de ahí que no sea 
factible la interpretación a contrario sensu del artículo 382 del Código 
Civil para la Ciudad de México.

Justificación: De la interpretación literal y armónica de lo dispuesto 
por los artículos 363 y 367 del Código Civil para la Ciudad de México, 
se advierte que el reconocimiento es irrevocable por quien lo hizo, en 
razón de que se trata de una declaración, una confesión pura y abso-
luta que la ley acepta en nombre de la sociedad y a favor de la menor, 
aun cuando dicha irrevocabilidad no es absoluta, pues existen excep-
ciones, como lo sería que para dicho reconocimiento la voluntad de 
quien lo hizo fue obtenida a través de violencia o si hubo error o en-
gaño al hacerlo.
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Cabe resaltar que el reconocimiento es un acto jurídico voluntario, 
no tiene como presupuesto la existencia de vínculo biológico, y la ra-
cionalidad jurídica de su irrevocabilidad tiene como propósito dotar 
de firmeza a tal acto, evitando que quede al arbitrio y capricho del 
padre cumplir con el compromiso adquirido frente a un menor. Espe-
cialmente, como sucede en el caso en estudio, cuando a la fecha en que 
el hoy actor compareció a registrar a la menor, cuyo desconocimiento 
de paternidad pretende, ya tenía conocimiento de que no era su hija 
biológica y aun así decidió registrarla como tal.

Aunado a lo anterior, del contenido del artículo 382 del Código 
Civil para la Ciudad de México se advierte que en los casos en que se 
propusiera cualquier prueba biológica o proveniente del avance de los 
conocimientos científicos, para demostrar la paternidad, y el progeni-
tor se negare a proporcionar la muestra necesaria, se presumirá salvo 
prueba en contrario que es el padre. Ahora bien, dicha presunción no 
se puede aplicar a contrario sensu, en virtud de que ésta fue prevista 
para la acción de reconocimiento de paternidad y el presente asunto 
se trata de un desconocimiento de paternidad, pues lo que se busca 
proteger es el derecho a la integración de la familia atento al interés 
superior de la menor.
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Ciudad de México a diecisiete de marzo de dos mil veintidós.
Vistos los autos del Toca número ***, para resolver el recurso en 

contra recurso de apelación interpuesto por ***, en contra de la sen-
tencia definitiva dictada por la C. jueza Noveno de Proceso Oral en 
Materia Familiar de la Ciudad de México, el catorce de mayo de dos 
mil diecinueve, en el juicio oral familiar desconocimiento de paterni-
dad, promovido por ***, en contra de la apelante, expediente número 
***;y, 

RESULTANDO

1. La sentencia definitiva apelada, concluyó con los siguientes puntos 
resolutivos:

[…]PRIMERO. Ha sido procedente la vía oral familiar ejercitada, en la 
que la parte actora acreditó su acción y la demandada no justificó sus 
excepciones y defensas.

SEGUNDO. En consecuencia, se declara procedente la prestación 
marcada con el inciso A) del escrito inicial de demanda. Y en tal virtud, 
se determina que *** no es el padre biológico de ***

TERCERO. Como consecuencia de lo anterior se decreta la nulidad 
de acta de nacimiento a nombre de ***, cuyo datos registrales son *** 
dos ***, así como la cancelación del registro de nacimiento contenido en 
dicha acta.

CUARTO. Gírese oficio al C. DIRECTOR GENERAL DEL RE-
GISTRO CIVIL DE ESTA CIUDAD DE MÉXICO, en términos de lo 
ordenado considerando II de este fallo.

QUINTO. No se hace especial condena en costas.
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SEXTO. En su oportunidad procesal y en términos de lo previsto 
por el artículo 16 del Reglamento del Sistema Institucional de Archi-
vo del Poder Judicial de la Ciudad de México, guárdese en el legajo de 
Sentencias de este Juzgado, copia certificada de la presente resolución. 
Por lo que REMÍTASE el presente expediente a la Unidad de Gestión 
Administrativa, a efecto de que por su conducto se expidan las copias 
certificadas ordenadas en líneas que anteceden, las cuales serán exentas 
de pago y una vez elaboradas se entreguen a este juzgado para ser inte-
gradas al legajo respectivo.

SÉPTIMO. Notifíquese [...]

2. Inconforme con la resolución anterior ***, interpuso recurso de 
apelación, el cual fue admitido a trámite en ambos efectos por la C. 
jueza del conocimiento, ordenando remitir los autos originales para 
la substanciación en esta alzada.
3. Recibido el expediente por acuerdo de fecha primero de julio de 
dos mil diecinueve, se ordenó la formación del toca, confirmándose la 
calificación de grado hecha por la a quo; asimismo, en el diverso toca 
relacionado ***, se emitió auto definitivo el día doce de septiembre 
del dos mil diecinueve, en el cual se admitió una prueba documental a 
la C.***, por lo que fue desahogada dicha prueba y, por auto de fecha 
catorce de enero del dos mil veintidós, se citó a las partes para oír la 
resolución que ahora se pronuncia al tenor de los siguientes:

CONSIDERANDOS

I. La apelante expresó como agravios los que se contienen en su es-
crito presentado el veintinueve de mayo de dos mil diecinueve, que 
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corren agregados a fojas nueve a veintiuno del toca que se analiza, los 
cuales deberán tenerse aquí por reproducidos, formando parte inte-
grante de esta sentencia.

II. Los agravios hechos valer por la apelante se estudian en su con-
junto, por la estrecha relación que guardan entre sí. En ellos, en sín-
tesis, aduce que la litis en un juicio se forma con la demanda, su con-
testación y, en su caso la reconvención, a través de la narración de los 
hechos, en donde se señala el modo, el tiempo y lugar en que sucedie-
ron, siendo éstos hechos los que van a ser materia del desahogo de las 
pruebas, de ahí que si el señor *** no precisó todos aquellos hechos 
en los que hacía descansar la procedencia de su acción, como lo es la 
fecha en la que se enteró que la menor *** “no era su hija biológica”, 
a fin de que el a quo certificara si la demanda había sido presentada 
dentro del término de sesenta días que señala el artículo 330 del Có-
digo Civil para la Ciudad de México; la juzgadora de origen no puede 
suplir dicha deficiencia, ya que aún y cuando las pruebas que se ha-
yan aportado en juicio, en específico con una presunción legal, como 
es su inasistencia al desahogo de la declaración de parte a su cargo, se 
hubieren referido a hechos omitidos, pues tal circunstancia no podía 
tener como efecto subsanar las deficiencias de la demanda, pues de lo 
contrario se le dejaría en estado de indefensión.

También aduce la impetrante que el término de sesenta días que 
señala el artículo 330 del Código Civil para esta entidad, para intentar 
la acción de desconocimiento de paternidad, es un término de cadu-
cidad, el cual debe ser estudiado de oficio por la juzgadora de origen, 
pues se encuentra en juego derechos de orden público, ya que con di-
cho término se da seguridad jurídica al interés superior de la menor, 
lo cual no sucedió en el presente asunto.

También señala la apelante que, en un asunto de desconocimiento 
de paternidad, ni siquiera el allanamiento por parte de la madre de la 
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menor es suficiente para decretar el desconocimiento de paternidad. 
Además de que en los asuntos de desconocimiento de paternidad no 
opera la presunción legal, como opera en los juicios de reconocimiento 
de paternidad, ya que de permitirse se generaría un efecto destructivo 
en perjuicio de la familia, contrario al interés superior de la menor ***, 
por lo que, con base en presunciones no se puede desconocer la pater-
nidad, pues para tal hecho se requiere de prueba plena, de ahí que no 
sea factible la interpretación a contrario sensu del artículo 382 del Có-
digo Civil para la Ciudad de México.

Manifiesta la impetrante que le causa perjuicio el hecho de que la 
juzgadora de origen pareciera justificar su sentencia con el argumento 
de que es el deseo de su menor hija *** conocer a su padre biológico, lo 
cual no es cierto y no lo manifiesta en la entrevista que tuvo con la a 
quo, pues el argumento de que la menor convive con el C.*** y que en 
determinados momentos hace las veces de figura paterna, es insufi-
ciente para desobligar al actor respecto de su menor hija, ya que pen-
sar lo anterior, sería tanto como que la juzgadora de origen cumpliera 
deseos de menores de edad.

Asimismo, señala que en el presente asunto solo se pretende el des-
conocimiento de paternidad por quien aparece como padre, es decir, 
no se está en presencia en un juicio en el que aparte del padre que le-
galmente registró a la menor, aparezca otro que alegue ser el progeni-
tor, ya que solo en ese caso se podría suponer la hipótesis que plantea 
la juzgadora de origen, en el sentido de que la menor tiene el derecho 
de conocer a sus ascendientes biológicos, aunado a que no valoró que 
la menor lleva siete años con su nombre y apellido, tiempo en el cual 
sus documentos también los tienen.

Por otro lado, señala que la acción de impugnación de paterni-
dad contemplada en el artículo 330 del Código Civil para la Ciudad 
de México no puede utilizarse para revocar el reconocimiento de un 
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hijo nacido fuera de matrimonio o concubinato, y esto es así, por-
que el reconocimiento es irrevocable, al ser un acto personalísimo y 
formal que se rige por los principios generales que se fundan en la 
naturaleza de un acto jurídico que implica una asunción voluntaria 
de obligaciones y tiene efectos que trascienden a la estabilidad de las 
relaciones paterno-filiales, aun y cuando no existan vínculos biológi-
cos reales involucrados, por lo que no existe presunción legal alguna 
que destruir.

Los agravios a estudio son FUNDADOS, por las siguientes consi-
deraciones jurídicas:

1. Previamente, debe decirse que el derecho al nombre es uno de 
los atributos esenciales de la personalidad, es la expresión individual 
usada para llamar habitualmente a un ser humano, identificado y 
distinguirlo de los demás.1

2. Así pues, en el derecho a la identidad se encuentra al registro de 
nacimiento, a través de éste, ante el Juez del Registro Civil elaborará 
el acta en la que se establecerá el nombre completo, la fecha de naci-
miento, el sexo, el nombre de los padres de los niños y las niñas, de 
los testigos del registro y sus domicilios, fundamentalmente.2

3. Bajo estas ideas, en el caso de las niñas y niños, la identidad se 
relaciona con la información sobre los progenitores, lo cual puede 
implicar el derecho a conocer su origen biológico, como fundamento 
de varios derechos reconocidos en la legislación nacional y en trata-
dos internacionales; los más relevantes son el derecho a la identidad y 
el derecho a la salud. Estos dos derechos son independientes de otros 
vinculados con la filiación, como podrían ser el llevar el apellido del 

1 Fernández Ruiz, Jorge, “El registro del estado civil de las personas”, en Moreno Bonett, Margarita 
y Álvarez de Lara, Rosa María (Coords.), El estado laico y los derechos humanos en México 1810-2010, t. 
I, México, IIJ-UNAM, 2012, p. 13. 

2 Pérez Contreras, María de Montserrat, «El entorno familiar y los derechos de las niñas, los niños 
y los adolescentes: una aproximación», en Boletín Mexicano de Derecho Comparado, nueva serie, año 
XLIV, núm. 138, septiembre-diciembre 2013, pp. 1157-1158.
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padre, los alimentos y los derechos sucesorios, pues aunque pueden 
actualizarse ambos, no se presentan necesariamente juntos.3

4. Así pues, el criterio de identidad adoptado en la Convención so-
bre los Derechos del Niño, precepto 7, estatuye que el niño tiene de-
recho a un nombre, nacionalidad y a conocer a sus padres; mientras 
el numeral 8º obliga a los Estados partes a respetar el derecho del 
niño a preservar su identidad, incluida la nacionalidad, el nombre y 
las relaciones familiares. De tal suerte que si un niño es vulnerado en 
alguno de tales derechos, el Estado tendrá que prestar la asistencia y 
protección con el fin de restablecer su identidad.4

5. Por otra parte, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po-
líticos, aunque no define ni regula el derecho a la identidad, establece 
ciertos derechos de niñas y niños con el mismo, como el derecho a ser 
inscrito al nacer y el derecho a adquirir una nacionalidad.5

6. Bajo estas ideas, el derecho a la identidad de niñas, niños y ado-
lescentes está reconocido en la legislación mexicana expresamente, 
aunque su contenido difiere entre las legislaciones de los estados y en 
el ámbito federal, por ejemplo, la Ley para la Protección de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes reconoce un derecho limitado a 
la identidad en lo que respecta a conocer a los padres biológicos, pues 
supedita este derecho a que no lo prohíban otras normas:6

Artículo 22. El derecho a la identidad está compuesto por:

A. Tener un nombre y los apellidos de los padres desde que nazca y 
a ser inscrito en el Registro Civil.
3 González Contró, Mónica, “Reflexiones sobre el derecho a la identidad de niñas, niños y adoles-

centes en México”, en Boletín Mexicano de Derecho Comparado, nueva serie, año XLIV, núm. 130, ene-
ro-abril de 2011, p. 114. 

4 Idem.
5 Idem.
6 Ibidem, p. 116.
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B. Tener una nacionalidad, de acuerdo con lo establecido en la 
Constitución.

C. Conocer su filiación y su origen, salvo en los casos que las leyes lo 
prohíban.

D. Pertenecer a un grupo cultural y compartir con sus integrantes 
costumbres, religión, idioma o lengua, sin que esto pueda ser entendido 
como razón para contrariar ninguno de sus derechos.

A fin de que niñas, niños y adolescentes puedan ejercer plenamente 
el derecho a su identidad, las normas de cada Entidad Federativa po-
drán disponer lo necesario para que la madre y el padre los registren, sin 
distinción en virtud de las circunstancias de su nacimiento.7

7. Del artículo citado, se advierte que el derecho a conocer la filiación 
y el origen constituye el elemento del derecho a la identidad, junto 
con otros derechos relacionados con éste.

8. En este sentido, el artículo 19 de la Ley General de los Derechos 
de las Niñas, Niños y Adolescentes establece lo siguiente:

Artículo 19. Niñas, niños y adolescentes, en términos de la legislación 
civil aplicable, desde su nacimiento, tienen derecho a:

I. Contar con nombre y los apellidos que les correspondan, así como 
a ser inscritos en el Registro Civil respectivo de forma inmediata y gra-
tuita, y a que se les expida en forma ágil y sin costo la primera copia cer-
tificada del acta correspondiente, en los términos de las disposiciones 
aplicables;

II. Contar con nacionalidad, de conformidad con lo dispuesto en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados 
internacionales;
7 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 29 de mayo de 2000.
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III. Conocer su filiación y su origen, en la medida de lo posible y 
siempre que ello sea acorde con el interés superior de la niñez, y

IV. Preservar su identidad, incluidos el nombre, la nacionalidad y su 
pertenencia cultural, así como sus relaciones familiares.8

9. En dicho precepto amplía el régimen protector del derecho al nom-
bre de los niños, niñas y adolescentes, ya que el nombre y los ape-
llidos que les correspondan serán inscritos en el Registro Civil de 
forma inmediata y gratuita, y a que se les expida en forma ágil y sin 
costo la primera copia certificada del acta correspondiente.

10. Lo anterior implica que el derecho al nombre surge como con-
secuencia de la filiación, la cual existe entre los hijos y sus padres; 
pero tal vínculo jurídico visto desde la postura del padre hacia el hijo 
es conocida como paternidad o maternidad, el cual constituye el nú-
cleo social elemental de la familia.

11. Por tal razón, para que se establezca la relación paterno filial 
debe considerarse si ha nacido dentro o fuera de matrimonio, o con la 
utilización de la reproducción asistida, y si es en este último supues-
to, la legislación sustantiva civil contempla diversas causas de origen, 
tales como: a) el reconocimiento voluntario, y b) la declaración de pa-
ternidad por sentencia judicial.

12. En tratándose del reconocimiento voluntario presenta varias 
características: es personalísimo, irrevocable, solemne, declarativo, y 
expreso y, por tanto, es el acto jurídico mediante el cual una persona 
puede reconocer a su hijo, con la restricción de que tenga la edad exi-
gida por la ley para contraer nupcias, más la edad del hijo que va ser 
reconocido, como lo contempla en numeral 361 del Código Civil para 
la Ciudad de México.9

8 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de 12 de 2014.
9 Las formas en que puede reconocerse a un hijo son: a) Partida de nacimiento, ante el Juez del Re-

gistro Civil; b) Por acta especial de reconocimiento ante el Juez del Registro Civil; c) mediante escritura 
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13. Así las cosas, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en el amparo directo en revisión 1321/2013, determinó 
como criterio aislado que en los juicios de desconocimiento de pa-
ternidad donde se cuestiona un vínculo biológico, el Estado en aras 
de respetar, proteger y garantizar los derechos fundamentales de los 
menores debe tomar todas las medidas para salvaguárdalos, en tér-
minos de los artículos 3, 4, 6, 7 y 8 de la Convención sobre los Dere-
chos del Niño, en relación con los artículos 1, 19 y 26 de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos. 10

14. Ahora bien, en el caso concreto si bien es cierto, como lo refiere 
la impetrante, la litis en un juicio se fija con la demanda, la contesta-
ción que se dé a ésta y, en su caso, con la reconvención que se llegue a 
interponer, sin embargo, también lo es que se puede dar que, después 
de intentada la acción y fijados los puntos cuestionados, cuando la 
misma ley procesal lo permite, tenga lugar en el proceso su alteración 
o cambio, esto es cuando admite la alegación de hechos, excepciones 
o pruebas supervenientes, después de cerrada la litis, pero antes de 
la sentencia, sin que dicha circunstancia se actualice en el presente 
asunto; por lo tanto, como lo refiere la apelante el señor ***, tenía la 
obligación de señalar en los hechos de su escrito inicial de demanda, 
el modo, tiempo y lugar en que sucedieron y, en específico señalar 
con precisión las circunstancias que refirió respecto a que registró a 
la menor **, bajo el engaño de la demandada y el momento en que se 
enteró que no era su hija biológica, para que así, la C. *** tuviera de 
manera oportuna la posibilidad de oponer sus excepciones y defen-
sas y, ofrecer pruebas para acreditar sus manifestaciones, cuestiones 
pública; d) Por testamento; y e) Por confesión judicial directa y expresa. Cfr., Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, Paternidad, número 4, México, SCJN, 2011, serie Temas Selectos de Derecho Familiar, 
pp. 40-46.

10 Véase tesis cuyo rubro es: “DESCONOCIMIENTO DE PATERNIDAD. ALCANCES DEL 
DERECHO A LA IDENTIDAD EN EL JUICIO RELATIVO, CUANDO AQUELLA SE IMPUG-
NA A LA LUZ DEL PRINCIPIO DEL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR”.



Materia Familiar 133

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

que no se desprenden del escrito inicial de demanda, pues no preci-
sa la fecha exacta en que tuvo conocimiento de que dicha menor no 
era su hija y, mucho menos señaló cuáles fueron los engaños que, en 
su caso, utilizó la C. *** para que registrara a la menor como su hija. 

15. De ahí que, como lo refiere la impetrante, dicha omisión no 
puede ser suplida por la juzgadora de origen en los términos que lo 
hizo, esto es, que con el hecho de que en audiencia de juicio de fecha 
once de marzo de dos mil diecinueve se hayan tenido por ciertas las 
afirmaciones del C. ***, ante la inasistencia de la C.***, pues como ya 
se dijo, el actor en su escrito inicial de demanda no refirió circuns-
tancias de modo, tiempo y lugar, del momento preciso en que tuvo 
conocimiento que no era el padre biológico de la menor que registró 
como su hija.

16. Por otro lado, también le asiste la razón a la impetrante, cuan-
do refiere que el término de sesenta días que señala el artículo 330 
del Código Civil para la Ciudad de México, para intentar la acción de 
desconocimiento de paternidad, es un término de caducidad y que, 
en todo caso, la juzgadora de origen tiene no sólo la facultad sino la 
obligación de analizarla de oficio al ser un presupuesto procesal para 
el ejercicio de la acción en comento; luego entonces, al advertirse de la 
sentencia impugnada que no fue analizada dicha excepción de cadu-
cidad, esta alzada procede a su análisis de la siguiente manera:

17. Resulta importante citar el contenido del artículo 330 del Có-
digo Civil para la Ciudad de México: “Artículo 330. En todos los ca-
sos en que el cónyuge varón impugne la paternidad, debe deducir la 
acción dentro de sesenta días contados desde que tuvo conocimiento 
del nacimiento.”

18. En ese contexto, conforme a lo resuelto por el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, en el amparo directo 
número 456/2008, tenemos que la caducidad es un medio extintivo 
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de las relaciones jurídicas, por virtud del transcurso del tiempo; por 
lo que el conocimiento de su momento inicial implica necesariamente 
del final, ya que tiene como finalidad crear certidumbre a las relacio-
nes familiares y la estabilidad del estado civil.11

19. Por lo que se puede afirmar que, si bien existe la garantía de ac-
ceso a la justicia, ésta encuentra sus límites en las condiciones y pla-
zos establecidos, con la finalidad de dar cumplimiento a la garantía 
de seguridad jurídica, aunado a que la caducidad de la acción puede 
incluso ser estudiada de oficio.

20. En el caso en concreto, valoradas las actuaciones procesales, 
de conformidad con los artículos 327, fracción VIII, y 403 del Có-
digo de Procedimientos Civiles para esta entidad, se advierte que si 
bien es cierto el C. *** al presentar su escrito inicial de demanda no 
hizo referencia a la fecha exacta en la que se enteró que la menor *** 
no era su hija biológica, también lo es que la C. *** en su escrito de 
contestación a la demanda, presentado el día treinta y uno de mayo 
del dos mil dieciocho, manifestó que desde la fecha en la que el C.*** 
dio contestación a la diversa controversia del orden familiar, que pro-
movió en su contra, éste manifestó que la menor no era su hija bioló-
gica; por lo tanto, resulta importante citar, a lo que aquí interesa, lo 
expresado por el C.*** en su escrito de contestación a la controversia 
del orden familiar, promovida por la aquí demandada, ante el Juzga-
do Vigésimo Tercero de lo Familiar de esta ciudad:

[...] 2. Este hecho es cierto la demandante y el suscrito reconocimos 
como hijos a los menores *** y *** de apellidos ***, lo cierto es que la 
menor ***, ya contaba con un acta de nacimiento con registro ante-
rior a la que celebramos las partes de este juicio, registrada de manera 
11 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 165197. Instancia: Tribunales Colegia-

dos de Circuito. Novena Época. Materias(s): Civil. Tesis: I.4o.C.212 C. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo XXXI, Febrero de 2010, página 2890. Tipo: Aislada. “PRESCRIPCIÓN 
EXTINTIVA Y CADUCIDAD. DIFERENCIAS”.
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extemporánea a los veinticuatro días del mes de noviembre del dos mil 
doce, reconociéndola con mis apellidos bajo un acuerdo de manera ver-
bal con la actora únicamente para que se le proporcionara el seguro mé-
dico a la menor de nombre ****, ya que constantemente se enferma-
ba y esto nos ocasionaba detrimentos económicos, haciendo hincapié 
que la menor ya mencionada no es mi ni hija genealógico. […] (Éntasis 
añadido)

21. De lo anterior, se desprende que no solo desde el día en que pre-
sentó dicho escrito de contestación a la demanda de controversia del 
orden familiar, sabía que no era su menor hija biológica, sino que 
para el día en que reconoció a la menor ya sabía que no lo era y aun así 
la reconoció como tal; luego entonces, la fecha que debe servir para 
realizar el cómputo del término de caducidad de la presente acción 
de desconocimiento de paternidad es a partir del día veinticuatro de 
octubre del dos mil doce, fecha en la que reconoció como hija a la 
menor ***; por lo tanto, si presentó la demanda de desconocimiento 
de paternidad el día veintinueve de noviembre del dos mil diecisiete 
es inconcuso que ya había fenecido en exceso el término de sesenta 
día a que hace referencia el artículo 330 del Código Civil para a la 
Ciudad de México para ejercitar la presente acción; en consecuencia, 
es procedente declarar la excepción de caducidad hecha valer por la 
demandada.

22. Lo anterior encuentra apoyo en las siguientes jurisprudencias 
y tesis:

PATERNIDAD. EL PLAZO DE SESENTA DÍAS PREVISTO 
PARA SU DESCONOCIMIENTO, ES DE CADUCIDAD. El artí-
culo 330 del Código Civil para el Distrito Federal dispone que en to-
dos los casos en que el cónyuge varón impugne la paternidad, debe 
deducir la acción dentro de sesenta días, contados desde que tuvo 
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conocimiento del nacimiento. En dicho precepto está contenido el 
propósito del legislador de establecer como condición sine qua non, 
que las acciones de esa naturaleza se ejerzan dentro de un tiempo re-
lativamente corto, ya que la ley en principio presume la paternidad 
del marido: pero esta presunción no es juris et de jure, sino suscepti-
ble de ser destruida por prueba en contrario. Para tal efecto la propia 
ley prevé los casos en que puede ser impugnada, las personas legiti-
madas para hacerlo y el plazo en que esa impugnación puede hacerse 
valer. Por tanto, como todos los plazos de caducidad, el previsto en 
el precepto indicado tiene como fin generar certidumbre en los dere-
chos y situaciones jurídicas adquiridas con la relación paterno-filial 
que constituye el tema de la presunción legal a que se refieren los artí-
culos 324 a 326 del Código Civil para el Distrito Federal. Esto es ra-
zonable si se considera que en los asuntos que afecten el estado civil de 
las personas, están de por medio derechos de orden público, respecto 
de los cuales no debe permanecer una situación de incertidumbre; de 
ahí que en beneficio de la seguridad jurídica de ese interés superior, al 
conflicto que se pudiera plantear debe darse una solución definitiva en 
corto tiempo, a fin de evitar que la referida incertidumbre se prolon-
gue indefinidamente. Sobre estas bases es dable concluir, que el térmi-
no de sesenta días previsto en el citado artículo 330 es de caducidad y 
no de prescripción, porque a pesar de que ambas figuras jurídicas son 
formas de extinción de derechos que se producen por el transcurso 
del tiempo, su diferencia consiste, fundamentalmente, en que respec-
to de la primera, la caducidad es un presupuesto para el ejercicio de 
la acción, por lo que debe estudiarse de oficio; en cambio, la segunda, 
por no tener esa calidad, sólo puede analizarse cuando se hace valer 
por parte legítima. De ahí que el acontecimiento que permite iniciar 
el cómputo de caducidad para el ejercicio de la acción de contradic-
ción de paternidad, es aquel a partir del cual se surten los elementos 



Materia Familiar 137

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

del supuesto normativo de la pretensión deducida, es decir, a partir de 
que el impugnante conozca el hecho del nacimiento del hijo.12

DESCONOCIMIENTO DE PATERNIDAD. PLAZO PARA 
PROMOVER LA ACCIÓN RESPECTIVA A LA LUZ DEL IN-
TERÉS SUPERIOR DEL MENOR (LEGISLACIÓN DEL ESTA-
DO DE MÉXICO). Según lo dispuesto en el artículo 4.151 del 
Código Civil del Estado de México, la acción del cónyuge varón para 
contradecir la paternidad deberá deducirse dentro de seis meses con-
tados a partir de la fecha en que tuvo conocimiento del hecho. Una 
interpretación teleológica de dicho precepto conduce a sostener que 
el establecimiento de un plazo de caducidad para el ejercicio de la ac-
ción de desconocimiento de un menor tiene como finalidad preservar 
la seguridad jurídica en las relaciones familiares y la estabilidad del 
estado civil de las personas. Sin embargo, dicho plazo también está 
íntimamente relacionado con el interés superior del menor, ya que Su 
objetivo primordial es no colocar a éste en una incertidumbre filiato-
ria por tiempo indefinido. Electivamente, como uno de sus objetivos, 
la norma busca proteger al niño al tomar en consideración que el mero 
paso del tiempo influye en el arraigo de vínculos paterno-filiales asu-
midos y que el Estado está obligado a respetar el derecho del menor a 
preservar su identidad. En este sentido, la racionalidad que hay detrás 
del plazo es impedir que sea el estado de ánimo o la mera voluntad 
del cónyuge varón lo que, de fina la conservación o el mantenimien-
to de las relaciones familiares, máxime cuando este ya ha asumido 
determinadas obligaciones a conciencia de la inexistencia del vínculo 
biológico.13

12 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 162778. Instancia: Tribunales Colegia-
dos de Circuito. Novena Época. Materias(s): Civil. Tesis: 1.4o.C.304 C. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 2359. Tipo: Aislada.

13 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 2005452. Instancia: Primera Sala. Déci-
ma Época. Materias(s): Constitucional, Civil. Tesis: XXVI/2014 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. 3, febrero de 2014, Tomo I, página 651. Tipo: Aislada.
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DERECHOS HUMANOS. EL DE ACCESO A LA JUSTICIA 
NO IMPLICA QUE EL JUZGADOR DE AMPARO DEBA SUBSA-
NAR EL ERROR EN QUE INCURRAN LAS PARTES AL INTER-
PONER UN RECURSO NO IDÓNEO, AUN TRATÁNDOSE DE 
MENORES DE EDAD, ATENTO A LOS PRESUPUESTOS PRO-
CESALES, FORMALES Y MATERIALES DE ADMISIBILIDAD Y 
DE PROCEDENCIA DE LOS RECURSOS. El artículo 25, numeral 
1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de la que 
nuestro país forma parte, tutela el derecho que toda persona tiene a 
un recurso efectivo, sencillo y rápido, ante los Jueces o tribunales com-
petentes. a fin de defender sus derechos. Por otra parte, del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, título décimo sexto, 
capítulo único, denominado “Disposiciones generales”, específicamente 
de sus artículos 950, 951 y 952 se advierte que en dichos procedimien-
tos pueden interponerse todos los recursos previstos en el código ad-
jetivo civil (como el de apelación o revocación), de lo que se colige que 
esta legislación si contempla el derecho a recursos efectivos, sencillos y 
rápidos, a fin de que los gobernados puedan defender los derechos que 
estimen tener. Por tanto, el hecho de que una de las partes interponga 
un recurso que no es el idóneo para impugnar la resolución de que se 
queja, no da lugar a que la autoridad jurisdiccional corrija el error, aun 
cuando se trate de menores de edad, pues para ejercer el derecho de ac-
ceso a la justicia se debe cumplir con los presupuestos procesales for-
males y materiales de admisibilidad y de procedencia de las acciones y 
de los recursos, lo que brinda certeza jurídica a los gobernados; de ahí 
que las reglas de su procedencia no pueden alterarse a través de una 
pretendida protección a los derechos humanos, por la que si el medio de 
impugnación interpuesto no resulta ser el idóneo, no puede subsanarse 
el error por el Juez de amparo a fin de que se admita un recurso que no 
fue el realmente interpuesto, o bien, se resuelva un recurso que no es el 
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que debió agotarse, pues ello atentaría contra los principios de equidad 
procesal y seguridad jurídica que deben observarse en materia civil.14

JUSTICIA, ACCESO A LA. LA POTESTAD QUE SE OTOR-
GA AL LEGISLADOR EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITU-
CIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, PARA FIJAR LOS PLAZOS 
Y TÉRMINOS CONFORME A LOS CUALES AQUELLA SE AD-
MINISTRARA NO ES ILIMITADA, POR LO QUE LOS PRESU-
PUESTOS O REQUISITOS LEGALES QUE SE ESTABLEZCAN 
PARA OBTENER ANTE UN TRIBUNAL UNA RESOLUCIÓN 
SOBRE EL FONDO DE LO PEDIDO DEBEN ENCONTRAR JUS-
TIFICACIÓN CONSTITUCIONAL. de la interpretación de lo dis-
puesto en el artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución General 
de la República se advierte que en ese numeral se garantiza a favor de 
los gobernados el acceso efectivo a la justicia, derecho fundamental que 
consiste en la posibilidad de ser parte dentro de un proceso y a promo-
ver la actividad jurisdiccional que, una vez cumplidos los respectivos 
requisitos procesales, permita obtener una decisión en la que se resuel-
va sobre las pretensiones deducidas, y si bien en ese precepto se deja 
a la voluntad del legislador establecer los plazos y términos conforme 
a los cuales se administrará la justicia, debe estimarse que en la regu-
lación respectiva puede limitarse esa prerrogativa fundamental, con el 
fin de lograr que las instancias de justicia constituyan el mecanismo 
expedito, eficaz y confiable al que los gobernados acudan para dirimir 
cualquiera de los conflictos que deriven de las relaciones jurídicas que 
entablan, siempre y cuando las condiciones o presupuestos procesa-
les que se establezcan encuentren sustento en los diversos principios 
o derechos consagrados en la propia Constitución General de la Repú-
blica; por ende, para determinar si en un caso concreto la condición o 

14 Décima Época. Registro: 2003026. Instancia: Tribunales Colegiados de Cire Tipo de Tesis: Ais-
lada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3. Materia(s): 
Constitucional, Civil 1.20.C.5 C (108.). Página: 1992.
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presupuesto procesal establecidos por el legislador ordinario se apegan 
a lo dispuesto en la Norma Fundamental deberá tomarse en cuenta, en-
tre otras circunstancias, la naturaleza de la relación jurídica de la que 
derivan las prerrogativas cuya tutela se solicita y el contexto constitu-
cional en el que ésta se da.15

ACCESO A LA JUSTICIA. SÓLO EL LEGISLADOR PUEDE IM-
PONER PLAZOS Y TÉRMINOS PARA EL EJERCICIO DE LOS 
DERECHOS DE ACCIÓN Y DEFENSA ANTE LOS TRIBUNALES. 
La reserva de ley establecida en el artículo 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, por la que se previene que la imparti-
ción de justicia debe darse en los “plazos y términos que fijen las leyes”, 
responde a la exigencia razonable de ejercer la acción en lapsos determi-
nados, de manera que de no ser respetados podría entenderse caducada, 
prescrita O precluida la facultad de excitar la actuación de los tribunales. 
Esto es, la indicada prevención otorga al legislador la facultad para esta-
blecer plazos y términos razonables para el ejercicio de los derechos de 
acción y defensa, pero sólo a él y no a alguna otra autoridad.16

23. Asimismo, le asiste la razón a la recurrente, en cuanto a que en 
un asunto de desconocimiento de paternidad el allanamiento no es 
suficiente para decretar el desconocimiento de paternidad y, tampo-
co puede operar en perjuicio de la menor ***, la presunción conteni-
da en el artículo 382 del Código Civil para la Ciudad de México, en 
atención a los siguiente:

24. De inicio, debemos decir que estamos en presencia de un juicio 
oral familiar, reconocimiento de paternidad, en el que se encuentran 

15 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 188804. Instancia: Pleno. Novena Épo-
ca. Materias(s): Constitucional. Tesis: P/J. 113/2001. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo XIV, septiembre de 2001, página 5. Tipo: Jurisprudencia.

16 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 181626. Instancia: Primera Sala. No-
vena Época. Materias(s): Común. Tesis: 1a. LV/2004. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo XIX, mayo de 2004, página 511. Tipo: Aislada.
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involucrados los intereses de una menor de edad, por lo que entra 
bajo la protección de la ley, y el juez oral familiar se encuentra facul-
tado para intervenir de manera oficiosa; esto es, sin que medie pe-
tición de parte respecto de tutelar el interés superior de la niñez; lo 
anterior de conformidad con lo establecido en el artículo 22 del Có-
digo Civil, los artículos 940, 941 y 942 del Código de Procedimientos 
Civiles, ambos ordenamientos para la Ciudad de México, así como 
el artículo 3º de la Convención sobre los Derechos del Niño (ratifi-
cada por México y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
25 de enero de 1991); 3º, 4º, 6º, 7º de la Ley para la Protección de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; y 4º y 5º de la Ley de los 
Derechos de las Niñas y Niños en la Ciudad de México, en congruen-
cia con los compromisos internacionales.1717

25. Así también, debemos precisar que del contenido del artículo 
382 del Código Civil para la Ciudad de México se advierte que en los 
casos en que se propusiera cualquier prueba biológica o proveniente 
del avance de los conocimientos científicos, para demostrar la pater-
nidad, y el progenitor se negare a proporcionar la muestra necesaria 
se presumirá, salvo prueba en contrario, que es el padre.

26. Ahora bien, dicha presunción no se puede aplicar a contrario 
sensu, en virtud de que ésta fue prevista para la acción de reconoci-
miento de paternidad y el presente asunto se trata de un desconoci-
miento de paternidad, es decir, de aplicar dicha presunción al pre-
sente asunto, ésta tendría un efecto destructivo en perjuicio de la 
familia y de la menor ***, pues lo que se busca proteger es el derecho 

17 A mayor precisión, véase el artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948. El artículo 11 
del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado por la Asamblea General de las 
naciones unidas, mediante resolución del 16 de diciembre de 1966. El artículo 27 de la Convención de 
los Derechos de los niños, ratificada por México el 21 de septiembre de 1990 y publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991, y los artículos 4 y 10 de la Convención Interamericana 
sobre Obligaciones Alimentarias, celebrada el 15 de julio de 1989 en Montevideo, Uruguay, publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 1994.
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a la integración de la familia atento al interés superior de la menor, 
aunado a que, como lo refiere la impetrante, tampoco un allanamien-
to de su parte traería como consecuencia la procedencia del descono-
cimiento de paternidad, ya que de pensar lo contrario, se estaría ac-
tuando en contra del interés superior de la hija de las partes.

27. Lo anterior encuentra apoyo en las siguientes tesis:

PATERNIDAD. LA PRESUNCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCU-
LO 382 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 
PARA LA DIVERSA ACCIÓN DE RECONOCIMIENTO, NO ES 
IDÓNEA PARA SU DESCONOCIMIENTO PORQUE PUEDE 
TENER COMO EFECTO LA DESTRUCCIÓN DE LA FAMILIA. 
La presunción derivada del artículo 382 del Código Civil para el Dis-
trito Federal, en el sentido de presumir la paternidad en caso de que el 
presunto progenitor se negara a proporcionar la muestra necesaria para 
el desahogo de la prueba biológica propuesta, sólo opera para probar 
la acción de reconocimiento de paternidad: por ende, en el caso en que 
la acción ejercitada tenga el supuesto contrario, como lo es la acción 
de desconocimiento de paternidad, tal presunción no puede generar-
se para lograr un efecto destructivo, en perjuicio de la familia y de los 
menores, porque lo que se protege en el derecho familiar mexicano es la 
integración de la familia atento al interés superior de los menores; mo-
tivo por el que con base en presunciones, no se puede desconocer la pa-
ternidad, puesto que para desintegrar la familia y afectar los derechos 
de los niños se requiere de prueba plena, dada la trascendencia de ello, 
de ahí que no sea factible la interpretación a contrario sensu del artículo 
en comento, dadas las consecuencias que ello traería, es decir, la desin-
tegración de la familia y la afectación a los derechos del menor, puesto 
que atenta contra su derecho a la identidad y a vivir en familia.18

18 Novena Época. Registro: 169075. Instancia Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: agosto de 2008. Materia(s): Civil. Tesis. 
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PATERNIDAD. SU DESCONOCIMIENTO NO SE PRUEBA 
CON INDICIOS POR SER CONTRARIA A LA ACCIÓN DE RE-
CONOCIMIENTO. El valor probatorio es un concepto concerniente 
a la autoridad formal de la probanza que corresponda, para la demos-
tración de hechos en general, derivada de sus características de elabo-
ración; a diferencia del alcance probatorio, que sólo se relaciona con el 
contenido del elemento demostrativo correspondiente, a fin de corrobo-
rar la realización de los hechos que a través suyo han quedado plasma-
dos. Ante la referida distinción conceptual, debe decirse que la circuns-
tancia de que un medio de convicción tenga pleno valor probatorio no 
necesariamente conducirá a concluir que demuestra los hechos afirma-
dos por su oferente, pues aquél resultará ineficaz en la misma medida en 
que lo sea su contenido, de ahí que si lo que se tiene en el juicio natural 
para desconocer la paternidad del menor es un mero indicio, que no está 
corroborado con otro elemento de prueba, por sí mismo es insuficiente 
para demostrar, en el caso, la impugnación de la paternidad: ya que, los 
juzgadores en tratándose de controversias, en las que se vean afectados 
los intereses de algún menor, deben apegarse a la verdad material y no 
a la formal; es decir, deben allegarse de los elementos de prueba necesa-
rios a fin de obtener la verdad real de las cosas y no una verdad formal 
creada con base en presunciones, que la propia ley permite, como sería 
el caso de la aplicación del artículo 382 del Código Civil para el Distrito 
Federal.19

28. Por otro lado, si bien es cierto, la a quo, de la plática que se sos-
tuvo con la menor ***, concluyó que: a) no convive con el señor ***; 
b) desde que tenía tres años de edad no se ven; c) la menor no mostró 

1.30.C 684 C. Página: 1173.
19 Novena Época Registro. 169074. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: ais-

lada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, agosto de 2008. Materia(s). 
Civil. Tesis. 1.30.C.685 C. Página 1174.



144

haber desarrollado una confianza ni pertenencia hacia el señor ***; 
d) no se ha establecido una relación-paterno filial; e) señaló que hay 
un señor que trata como a su papá, a quien ve desde los cinco años, 
que se llama *** y, con él salen a pasear y que tiene otro papá que 
se llama ***. Dichas conclusiones no son suficientes para decretar la 
procedencia de la acción intentada ya que el presente asunto es de 
desconocimiento de paternidad, es decir, la consecuencia de su pro-
cedencia, es señalar que el C. *** no es el padre biológico de dicha 
menor y por lo tanto, se le quitaría el apellido de éste y se le eximiría 
del cumplimiento de las obligaciones alimentarias a favor de la me-
nor ***, lo que es contrario al interés superior de la menor en comen-
to, aunado a que en todo caso las conclusiones a las que llega a la juz-
gadora de origen son debido al incumplimiento de las obligaciones 
de crianza y de convivencia del señor ***, contempladas en el artículo 
414 bis del Código Civil para la Ciudad de México, incumplimiento 
del que no se puede responsabilizar a la menor.

29. Asimismo, si bien la menor señala que el C. *** es como su 
papá y que tiene otro papá que se llama ***, esto no implica que sean 
suficientes dichas manifestaciones para decretar el desconocimiento 
de paternidad, pues no se advierte de autos que alguno de quienes re-
presentan la figura paterna para la menor esté ejerciendo acción con-
tradictoria de paternidad, para que así cobre relevancia el argumento 
de la a quo en el sentido de que la menor tiene derecho a conocer su 
origen biológico; sin embargo, al no actualizarse dicha circunstancia, 
se debe atender a lo que sí está acreditado en autos, esto es, que el se-
ñor *** compareció a reconocer a la menor ***.

30. Finalmente, de la interpretación literal y armónica de lo dis-
puesto por los artículos 363 y 367 del Código Civil para la Ciudad de 
México, se advierte que el reconocimiento es irrevocable por quien 
lo hizo, en razón de que se trata de una declaración, una confesión 
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pura y absoluta que la ley acepta en nombre de la sociedad y a favor 
de la menor; sin embargo, dicha irrevocabilidad no es absoluta, pues 
existen excepciones, como lo sería que para dicho reconocimiento la 
voluntad de quien lo hizo fue obtenida a través de violencia o si hubo 
error o engaño al hacerlo.

31. Cabe resaltar que el reconocimiento es un acto jurídico volun-
tario, no tiene como presupuesto la existencia de vínculo biológico, 
y la racionalidad jurídica de su irrevocabilidad tiene como propósito 
dotar de firmeza a tal acto, evitando que quede al arbitrio y capricho 
del padre cumplir con el compromiso adquirido frente al menor.

32. Ahora bien, valoradas las actuaciones procesales, se advierte 
que el C. ***, mediante escrito presentado el día veintinueve de no-
viembre de dos mil diecisiete, demandó, entre otras cuestiones, el 
desconocimiento de paternidad de la menor ***, y en sus hechos mar-
cados con los números I, II, III y IV, narró lo siguiente: 

[...] I. Con fecha diez de julio de dos mil nueve, sostuve amistad con la 
hoy demandada de la cual tuvimos una relación sentimental por una 
temporada.

II- Con fecha dieciocho de julio de dos mil diez, nuevamente inicio 
una relación sentimental con la hoy demandada, enterándome que te-
nía una hija de nombre ***

III. Durante nuestra relación, procreamos a un hijo de nombre *** 
tal como lo acredito con la copia certificada del atestado del registro ci-
vil, que acompaño como anexo uno.

IV. La menor *** fue reconocida por mi parte ante el juzgado del 
registro civil debido a que la señora ***me manifestó que dicha niña 
era mi hija, sin embargo, al paso del tiempo pude dame cuenta que el 
verdadero padre de la menor ha intentado ver a *** por lo que desde 
este momento afirmo que la registre (sic) bajo engaño producido por la 
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señora *** por lo que, a pesar de existir reconocimiento, este fue vicia-
do, ya que no existe la filiación que un primer momento me hizo creer 
la señora ***. […]

33. De lo que se puede concluir, que a la fecha en que refiere retoma-
ron su relación sentimental, es decir, el dieciocho de julio del dos mil 
diez, tuvo conocimiento de que la C. *** tenía una hija, quien tenía 
aproximadamente dos meses de nacida, pues nació el día veintiocho 
de abril del dos mil diez, como se desprende del análisis del acta de 
nacimiento de dicha menor; en ese sentido, se puede válidamente 
inferir que para dicha fecha sabía que la menor no era su hija y, aun 
con conocimiento de dicha situación la reconoció como tal, pues no 
habría forma de explicarnos el porqué hasta el día veinticuatro de oc-
tubre del dos mil doce es que decidió comparecer a reconocerla, como 
se desprende del acta de nacimiento visible a foja siete del expediente 
principal.

34. En ese sentido, para acreditar sus manifestaciones, ofreció los 
siguientes medios de prueba: A) Declaración de parte a cargo de la 
C. ***; B) Acta de nacimiento de la menor ***; C) Pericial en genética 
molecular; D) Instrumental de actuaciones y; E) Presuncional legal 
y humana; sin embargo, con ninguno de ellos acredita fehaciente-
mente el engaño que refiere, para así concluir que el reconocimiento 
que hizo sobre la menor *** haya estado viciado, pues si bien en au-
diencia de juicio de fecha once de marzo de dos mil diecinueve, se le 
hizo efectivo el apercibimiento a la demandada, en el sentido de te-
ner por ciertas las afirmaciones de su contrario, esto no es suficiente 
para tener por acreditado el engaño que refiere el actor, aunado a que 
como ya se mencionó, no precisó las circunstancias de modo, tiempo 
y lugar de cómo ocurrieron dichos hechos, por lo tanto, al no haber 
cumplido con la carga probatoria que le impone el artículo 281 del 
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Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México, se con-
cluye que el actor no acreditó la procedencia de su acción.

35. Asimismo, en el diverso toca de apelación número ***, se ad-
vierte que se le admitió a la demandada la documental pública, con-
sistente en las copias certificadas del escrito de contestación a la 
demandada de alimentos, promovida por *** en contra de ***, pre-
sentada el día veinticinco de abril de dos mil dieciséis ante el Juzgado 
Vigésimo Tercero de lo Familiar de esta Ciudad, desprendiéndose 
que contestó al hecho marcado con el número 2, lo siguiente:

[...] Este hecho es cierto, la demandante y el suscrito reconocimos como 
hijos a los menores *** y *** de apellidos ***, lo cierto es que la menor 
*** ya contaba con un acta de nacimiento con registro anterior a la que 
celebramos las partes en este juicio, registrada de manera extemporá-
nea a los veinticuatro días del mes de noviembre de dos mil doce, reco-
nociéndola con mis apellidos bajo un acuerdo de manera verbal con la 
actora únicamente para que se le proporcionara el seguro médico a la 
menor de nombre ***, ya que constantemente se enfermaba y esto nos 
ocasionaba detrimentos económicos, haciendo hincapié en que la me-
nor ya mencionada no es mi hija genealógico (sic) [...]

36. Es decir, que para el día que compareció a registrar a la menor, ya 
tenía conocimiento de que no era su hija biológica y aun así decidió 
registrarla como tal.

37. Por todo lo anterior, resulta improcedente la acción de desco-
nocimiento de paternidad, ya que está plenamente acreditado que el 
señor *** emitió su voluntad para atribuirse los lazos paterno filiales 
con la menor ***, al asistir ante el C. Oficial del Registro Civil núme-
ro cuarenta y seis de esta ciudad, lo que implicó una voluntad consen-
suada entre las partes, en el sentido de que fue su deseo asumir a una 
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hija como propia aunque biológicamente no lo fuera; de ahí que dicho 
reconocimiento fue voluntario, personalísimo, irrevocable, solemne, 
declarativo y expreso, surtiendo efectos entre otros, en términos de 
los artículos 330, 336 y 389 del Código Civil para esta ciudad.

38. Lo anterior encuentra apoyo en la siguiente tesis:

RECONOCIMIENTO DE LOS HIJOS. ALCANCE DEL PRINCI-
PIO DE IRREVOCABILIDAD. El reconocimiento de un hijo no es 
revocable por quien lo hizo, en razón de que se trata de una declara-
ción, una confesión pura y absoluta que la ley acepta en nombre de la 
sociedad y que, por lo mismo, no puede revocarse; sin embargo, el ca-
rácter irrevocable del reconocimiento no impide que pueda impugnarse 
en ciertos casos, toda vez que el término jurídico “irrevocable” sólo sig-
nifica que no puede quedar privado de efectos por la simple voluntad de 
quien lo llevó a cabo, es decir, que una vez realizado, ya no puede retrac-
tarse quien hizo la manifestación de voluntad, pero no implica que esté 
exento de la declaración de nulidad, pues sería antijurídico sostener el 
reconocimiento a pesar, por ejemplo, de que para efectuarlo hubiese 
mediado violencia física o moral, y lo mismo puede decirse en presencia 
del error o cualquier otro vicio de la voluntad. En ese sentido, no existe 
contradicción entre tal principio de irrevocabilidad y la posibilidad que 
tiene el autor del acto para pedir su nulidad, ya que no debe confundir-
se la anulación decretada por una sentencia judicial con fundamento en 
un motivo determinado y legal, con la revocación del reconocimiento a 
manera de retractación arbitraria y sin quedar comprobada la exacti-
tud de las razones alegadas. De ahí que aun cuando el reconocimiento 
de hijos sea irrevocable, de estar afectado de nulidad pueda ésta ser re-
clamada por el que hizo el reconocimiento, cuando el reconocido no es 
verdaderamente su hijo. Ahora bien, como el error es falso conocimien-
to de la realidad y el reconocimiento es la afirmación de un hecho que 
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consiste en la paternidad, el error versará entonces sobre la realidad de 
tal paternidad y es desde luego erróneo el reconocimiento efectuado por 
creerse padre biológico sin serlo realmente, y en tal supuesto la prueba 
del error será la prueba de la no paternidad, porque atendiendo a la vo-
luntad de declarar la paternidad, se colige que tal voluntad se forma o se 
debe formar sobre la creencia en dicha paternidad y que para entender-
la viciosamente formada hace falta probar la existencia del vicio (error) 
consistente en haberse creído padre sin serlo. Luego, bastará la no pa-
ternidad y su prueba para destruir el reconocimiento, por no coincidir 
con la realidad, tanto cuando la no coincidencia de reconocimiento y 
realidad proviene de error, como cuando proviene de alguna otra causa 
que vicie la voluntad. Lo anterior, independientemente de que el artí-
culo 363 del Código Civil para el Distrito Federal se refiera a la nulidad 
del reconocimiento cuando un menor pruebe que sufrió error o engaño 
al hacerlo, toda vez que el artículo 1859 del Código Civil, que precisa las 
reglas que rigen los actos jurídicos (en tanto que no haya en contrario 
una disposición expresa de la ley, o bien, siempre y cuando la naturaleza 
de estos actos no se oponga a tales normas), es aplicable a la nulidad del 
reconocimiento, por lo que éste puede impugnarse cuando hay violen-
cia, error o dolo, ya que no hay disposición especial de la ley que impida 
aplicar al reconocimiento de paternidad el sistema general, en cuanto a 
vicios de la voluntad, siendo la única limitante a esa regla, atendiendo a 
la naturaleza del reconocimiento, que sólo pueda ser nulificado cuando 
la paternidad biológica efectivamente no exista.20

39. Consecuentemente, lo procedente es revocar la sentencia definiti-
va impugnada, para quedar en los siguientes términos:

20 Novena Época. Registro. 171645. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis: Aislada. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, agosto de 2007. Materia(s): Civil. 
Tesis. I.8o.C.279 C. Pagina. 1798.
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[...]PRIMERO. Ha sido procedente la vía oral familiar ejercitada, en la 
que la parte actora no acreditó su acción y la demandada justifico sus 
excepciones y defensas.

SEGUNDO. Se absuelve a la C. ***, de todas y cada una de las pres-
taciones reclamadas en su contra.

TERCERO. No se hace especial condena en gastos ni costas proce-
sales, por no encontrarse el presente asunto en ninguno de los supues-
tos a que se refiere el artículo 140 del Código de Procedimientos Civiles.

CUARTO. En su oportunidad procesal y en términos de lo previsto 
por el artículo 16 del Reglamento del Sistema Institucional de Archivo 
del Poder Judicial de la Ciudad de México, guárdese en el legajo de sen-
tencias de este juzgado, copia certificada de la presente resolución. Por 
lo que remítase el presente expediente a la Unidad de Gestión Adminis-
trativa, a efecto de que por su conducto se expidan las copias certifica-
das ordenadas en líneas que anteceden, las cuales serán exentas de pago 
y una vez elaboradas se entreguen a este juzgado para ser integradas al 
legajo respectivo

QUINTO. Notifíquese [...]

III. Al no actualizarse alguna de las hipótesis a que se refiere el artí-
culo 140 del Código de Procedimientos Civiles para el Ciudad de Mé-
xico, no se hace especial condena en gastos y costas en esta instancia.
Por lo expuesto y fundado, es de resolverse y se

RESUELVE:

PRIMERO. Son fundados los agravios esgrimidos por la impetrante, 
en consecuencia:
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SEGUNDO. Se revoca la sentencia definitiva dictada por la C. 
jueza Novena de Proceso Oral en Materia Familiar de la Ciudad de 
México, el catorce de mayo de dos mil diecinueve, en el juicio oral fa-
miliar desconocimiento de paternidad, promovido por ***, en contra 
de la apelante, expediente número ***, para quedar en los términos 
precisados en el considerando segundo del presente fallo.

TERCERO. No se hace especial condena en gastos y costas en esta 
instancia.

CUARTO. Notifíquese. Con testimonio de esta resolución, de-
vuélvanse los autos al juzgado de origen y, en su oportunidad, archí-
vese el toca.

Así, por unanimidad de votos lo resolvieron y firman los integran-
tes de la H. Cuarta Sala Familiar, doctora Edilia Rivera Bahena, doc-
tor Héctor Samuel Casillas Macedo, por ministerio de ley, y maestro 
José Luis Zavaleta Robles, siendo ponente el último de los nombra-
dos, en términos del artículo 55 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de esta entidad, ante el C. secretario de Acuerdos, licenciado Miguel 
Antonio Hernández Vargas, quien autoriza y da fe.

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 186 
de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de 
México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección de datos personales en Posesión de 
Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el artículo 7, fracción II, y 62 de los lineamientos 
Generales de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de Méxi-
co, se hace constar que en esta versión pública se suprime la información considerada como reservada 
o confidencial que encuadra en los ordenamientos mencionados
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SUMARIOS:

actos de crueldad o maltrato animal, no se puede establecer 
su comisión conforme al artículo 350 del código penal apli-
cable en la ciudad de méxico, por no adoptarse las medidas 
de seguridad necesarias para prevenir ataques a otras per-
sonas o animales, previstas en el artículo 28, fracción i, de 
la ley de cultura cívica de la ciudad de méxico

Hechos: Unos perros atacaron a unos potrillos, causándoles la muer-
te por las lesiones que les provocaron. Ante ello, la fiscalía acusó al 
propietario de los canes por el delito previsto en el artículo 350 ter 
del Código Penal aplicable en la Ciudad de México, por el cual el juz-
gador que conoció del asunto dictó sentencia condenatoria. Al estar 
inconforme el sentenciado con esa determinación, presentó el recurso 
de apelación.

Criterio jurídico: A raíz de un actuar precedente, de forma culposa, 
se generó el peligro para el bien jurídico tutelado, al no adoptarse las 
medidas de seguridad necesarias, de acuerdo con las características 
particulares del animal, para prevenir posibles ataques a otras perso-
nas o animales.

Para resolver el toca relativo al recurso de apelación interpuesto por 
el sentenciado en contra de la sentencia definitiva, emitida por el juez 
del Tribunal Enjuiciamiento del Sistema Procesal Penal Acusatorio 
de la Ciudad de México, en la carpeta judicial abierta por el delito de 
crueldad en contra de animales no humanos.

SEGUNDA SALA PENAL

MAGISTRADO PONENTE UNITARIO: EUGENIO RAMÍREZ 
RAMÍREZ
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En ese sentido, se debe ser claro en precisar que una cosa es la cali-
dad de garante que puede atribuírsele al inculpado, esto dentro de la 
forma de realización de comisión por omisión, y otra cosa es la viola-
ción al deber de cuidado; si bien ambas figuras encuentran un punto 
de comunión, ya que para acreditar la calidad de garante es necesario 
establecer el actuar precedente culposo o fortuito (en este caso culpo-
so) del agente, lo cierto es que esto forma parte de la conducta, que-
dando reservado para analizar a nivel de culpa lo relativo a la violación 
del deber de cuidado objetivamente necesario de observar.

Es importante hacer dicha precisión porque se advierte desacerta-
do considerar que el sentenciado violó el deber de cuidado al infringir 
lo dispuesto por los artículos 24 de la Ley de Protección a los Ani-
males de la Ciudad de México y 28, fracción I, de la Ley de Cultura 
Cívica de la Ciudad de México. Lo anterior, porque el artículo 24 de 
la Ley de Protección citada es lo que da contenido al acto de cruel-
dad necesario acreditar en su doble aspecto, como elemento objetivo 
y normativo del tipo penal.

Por su parte, el taxativo 28, fracción I, de la Ley de Cultura Cívica 
de la Ciudad de México sí contiene un deber de cuidado objetivamen-
te necesario observar, pero no  en relación con el delito previsto en el 
artículo 350 ter del  Código Penal, pues es  necesario desentrañar la 
norma prevista dentro de la referida infracción administrativa, lo cual 
es motivo de análisis dentro del elemento subjetivo del tipo penal, re-
ferente a la culpa simple, y es la actividad del propietario de los canes 
(permitirles libre tránsito) lo que entraña en sí misma la violación al 
deber de cuidado.
Justificación: No se inadvierte que de conformidad con el artículo 16 
del Código Penal para el Distrito federal, es posible sancionar aque-
llos delitos cuyo tipo penal aplicable establece una actividad positiva, 
pero el resultado típico deriva de una omisión, lo que se consideraría 
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una comisión por omisión u omisión impropia, aun cuando la repre-
sentación social no formuló acusación por ese supuesto.

También es cierto que dicha omisión se encuentra prevista en el 
artículo 28, fracción I, de la Ley de Cultura Cívica de la Ciudad de 
México, como una infracción administrativa, lo que en el caso en es-
tudio consistió en permitir que tres caninos agredieran a los animales 
de la parte afectada, al transitar libremente sin adoptar las medidas de 
seguridad necesarias, conforme las características particulares de los 
animales, para prevenir posibles ataques a otras personas o animales, 
y el tipo penal no sanciona lo anterior.

Asimismo, es cierto que a raíz de dicha infracción administrativa 
el dueño de los caninos debe de responder por los daños causados a 
la vida, salud y patrimonio de las personas que pudieran haber re-
sultado afectadas por tales hechos. Sin embargo, de conformidad 
con los hechos materia de la acusación, no podemos establecer que 
el sentenciado haya realizado actos de crueldad, por sí o mediante 
sus perros.

Conforme al artículo 350 del Código Penal aplicable en la Ciudad 
de México, “por actos de maltrato o crueldad y lo relativo a este capí-
tulo, se estará a lo dispuesto en la Ley de Protección a los Animales 
del Distrito Federal”.

En ese orden de ideas, está claro que la expresión “actos de cruel-
dad” constituye un elemento normativo de valoración jurídica, puesto 
que el juzgador debe acudir a diversa fuente jurídica, en este caso otro 
ordenamiento, para dotar de contenido a la expresión inicialmente 
acotada.

Lo anterior, sin pasar por alto la posibilidad de que el hecho pudiera 
realizarse en forma de comisión por omisión, para lo que sería necesario 
establecer la calidad de garante del sentenciado, incluyendo el supuesto 
del que deriva dicha calidad, las circunstancias por las cuales el agente 
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podía evitar el resultado y la equivalencia en su eficacia de la inactividad 
del agente respecto a la actividad prohibida en el tipo, sin que haya lugar 
a confundir los elementos de la culpa simple con una actividad omisiva.

maltrato animal, de una interpretación teleológica se con-
cluye que los tipos penales respectivos se refieren a los 
propietarios de animales o terceros que ejercen algún tipo 
de violencia en contra de dichos seres sintientes, no a los 
daños que éstos ocasionen por falta de cuidado o supervisión
Hechos: Unos perros atacaron a unos potrillos, causándoles la muerte 
por las lesiones que les provocaron. Ante ello, la fiscalía acusó al propie-
tario de los canes por el delito previsto en el artículo 350 ter del Códi-
go Penal aplicable en la Ciudad de México, por el cual el juzgador que 
conoció del asunto dictó sentencia condenatoria. Al estar inconforme 
el sentenciado con esa determinación, presentó el recurso de apelación.
Criterio jurídico: En la iniciativa que dio lugar al tipo penal de mal-
trato o crueldad contra animales no humanos, dentro de la exposi-
ción de motivos se precisó que “algunas de las formas de maltrato 
animal se consideran negligencia por parte del propietario, pero tam-
bién existe el maltrato intencional y premeditado”.

Además, se destacó que “el maltrato doloso implica todo tipo de 
acción encaminada a lastimar deliberadamente a un animal, mientras 
que el maltrato culposo comprende la negligencia extrema en los cui-
dados básicos, la omisión de proporcionar al animal de los cuidados 
de alimento, refugio y atención veterinaria adecuada».

En ese sentido, al realizar una interpretación teleológica, podemos 
concluir que en todo caso, lo que pretendía proteger el legislador con 
la creación de los tipos penales referentes al maltrato animal, es rela-
tivo a los casos en que los propietarios de animales o terceros ejercen 
algún tipo de violencia en contra de dichos seres sintientes.
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En el presente caso, el hecho motivo de la acusación se limita a que 
el sentenciado permitió que los canes transitaran libremente sin su-
pervisión alguna, por lo tanto, esa actividad no puede considerarse 
como que aquél haya ejercido un actuar encaminado a lastimar deli-
beradamente a un animal. 
Justificación: Tal como se advierte precisamente de la exposición de 
motivos contenida en la iniciativa por virtud de la cual se crearon los 
tipos penales de maltrato animal, la actividad de la persona senten-
ciada tampoco implica la negligencia extrema en los cuidados básicos, 
como la omisión de proporcionar de los cuidados de alimento, refugio 
y atención veterinaria adecuada.

Se advierte excesivo estimar que la negligencia en la supervisión de 
la persona sentenciada implica que haya violentado como seres sin-
tientes a los animales que fueron atacados por sus perros. En palabras 
más claras, sí existió negligencia respecto a la tenencia de los perros, 
pero no puede considerarse que con ello haya ejercido violencia o ne-
gligencia respecto de los animales que resultaron agredidos.

Si bien una vez que fue probada dicha negligencia, cualquier acto 
ilícito derivado de ello constituye una responsabilidad (civil, penal o 
administrativa), siendo en el caso del ámbito penal que ello debió limi-
tarse a un daño culposo al patrimonio del propietario de los animales 
agredidos, con el matiz de que, al tratarse de animales, era posible de-
limitar si los mismos eran de trabajo o incluso de compañía, pudiendo 
en ese sentido condenarse al pago de una reparación del daño moral o 
hasta de perjuicios ocasionados.

crueldad o maltrato contra animales no humanos, el delito 
descrito típicamente en el numeral 350 ter del código penal 
del distrito federal, sólo puede realizarse mediante una ac-
tividad propiamente dicha
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Hechos: Unos perros atacaron a unos potrillos, causándoles la muer-
te por las lesiones que les provocaron. Ante ello, la fiscalía acusó al 
propietario de los canes por el delito previsto en el artículo 350 ter 
del Código Penal aplicable en la Ciudad de México, por el cual el juz-
gador que conoció del asunto dictó sentencia condenatoria. Al estar 
inconforme el sentenciado con esa determinación, presentó el recurso 
de apelación.
Criterio jurídico: El hecho tipificado de conformidad con el numeral 
350 ter, párrafo primero, del Código Penal para el Distrito Federal, 
se regula bajo el presupuesto típico siguiente: “al que cometa actos de 
crueldad en contra de cualquier especie animal no humana provocán-
dole la muerte”. Como podemos observar, el tipo penal se encuentra 
redactado de forma positiva, es decir, el delito descrito típicamente en 
el numeral 350 ter referido sólo puede realizarse mediante una activi-
dad propiamente dicha, ya que el legislador nunca hizo alusión a una 
forma omisiva de realización. 

En ese orden de ideas, recordemos que el presupuesto necesario 
para acreditar cualquier injusto penal (tipicidad y antijuridicidad) lo 
es la conducta o acción (dependiendo de la doctrina que se quiera se-
guir), la cual, de inicio, puede realizarse de dos formas: acción (pro-
piamente dicha) y omisión. 

Siendo en el presente caso que el tipo penal únicamente admite 
como forma de comisión un actuar positivo, esto, incluso a partir de 
interpretar la norma penal que contiene el tipo penal, la cual prohíbe 
realizar actos de crueldad en contra de animales no humanos, es de-
cir, se pretende disuadir a la población de realizar actos de crueldad 
en contra de animales no humanos. 

Lo anterior, sin perder de vista que tanto la doctrina como nuestra 
legislación han reconocido la posibilidad de que, en los delitos de re-
sultado material, será atribuible el resultado típico producido a quien 
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omita impedirlo, si éste tenía el deber jurídico de evitarlo; lo que co-
nocemos como comisión por omisión u omisión impropia. 

Justificación: El hecho por el que se formuló la acusación sí generó un 
resultado material, concretamente la muerte de al menos dos potrillos 
y, con ello, la afectación al patrimonio de su propietario. Por ello, sería 
errado establecer, por una parte, que se trata de un delito de omisión, 
pero, por otro lado, la existencia de un resultado material, ya que am-
bas figuras son disímbolas. En ese sentido, sí se comparte el criterio 
del natural con relación a la existencia de un resultado material, pero 
no que el mismo haya sido producto de una omisión, siendo este se-
gundo motivo, la existencia de un resultado material, lo que refuerza 
la idea de que nos encontramos ante un tipo penal de realización posi-
tiva, por lo que el hecho materia de la acusación no admite una forma 
de realización por omisión simple. 
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Ciudad de México, seis de septiembre de dos mil veinticuatro.
VISTOS
Para resolver el toca ***relativo al recurso de apelación interpuesto 

por el sentenciado ***, en contra de la sentencia definitiva de 19 die-
cinueve de octubre de 2023 dos mil veintitrés, emitida por el juez del 
Tribunal Enjuiciamiento del Sistema Procesal Penal Acusatorio de la 
Ciudad de México, licenciado Pablo Picazo Fosado, en la carpeta judi-
cial ***, por el delito de crueldad en contra de animales no humanos, 
cometido en agravio de ***. 

RESULTANDO: 

1. El 19 diecinueve de octubre de 2023 dos mil veintitrés, el juez del 
Tribunal Enjuiciamiento del Sistema Procesal Penal Acusatorio de 
la Ciudad de México, licenciado Pablo Picazo Fosado, dictó senten-
cia definitiva mediante la cual determinó: 

PRIMERO. Este Tribunal Unitario de Enjuiciamiento del Sistema 
Procesal Penal Acusatorio de la Ciudad de México, declara que la Fis-
calía acreditó el delito y la responsabilidad más allá penal del sentencia-
do ***, más allá de toda duda razonable en su calidad de autor material 
del delito crueldad en contra de animales no humanos en agravio de ***.

SEGUNDO. Por tal delito, peculiaridades del sentenciado y cir-
cunstancias exteriores de ejecución, se la impone a ***, la pena de 6 me-
ses de prisión y multa de 50 cincuenta días; a razón de $86.88 ochen-
ta y seis pesos con ochenta y ocho centavos, valor del Salario Mínimo 
General vigente en la Ciudad de México, en el 2020 dos mil veinte, lo 
que hace un total de $4,344.00 cuatro mil trescientos cuarenta y cua-
tro pesos. Quedando a cargo del juez especializado en Ejecución hacer 
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efectivo el pago de la multa impuesta; la pena de prisión la compurgará 
en el lugar que designe el Juez de Ejecución al que corresponda conocer 
de este asunto.

Para el caso de que el sentenciado acredite no poder pagar la citada 
multa o solamente pueda cubrir parte de ella, si se tratare de la primera 
opción (totalidad) se le sustituye por 25 veinticinco jornadas de trabajo 
no remunerado en favor de la comunidad; quedando pendiente de rea-
lizarse el cómputo, si se optare por la segunda opción (parcialmente); 
jornadas de trabajo que consistirán en la prestación de servicios no re-
munerados en instituciones públicas educativas o de asistencia social o 
en instituciones privadas asistenciales.

TERCERO. Respecto a la solicitud de la fiscalía de que sean decomi-
sados en términos del numeral 54 del Código Penal para la Ciudad de 
México, los caninos de la raza pitbull y bull terrier de nombres Hiena, 
Kiara y un perro de color café sin identificar, así como otros dos perros 
sin identificar y trasladados a un albergue de perros, resulta improce-
dente su solicitud, lo anterior en virtud de que dicho aseguramiento y 
traslado está supeditado a una condición futura de realización incierta, 
ya que los mismos no están localizables, se desconoce su paradero y no 
están puestos a disposición de esta autoridad. Se condena al acusado 
*** a la pérdida de derechos sobre dichos caninos.  

CUARTO. Se condena a *** a la reparación del daño material pro-
veniente del delito de crueldad en contra de animales no humanos, de 
conformidad con los artículos 37, 41, 42 fracción 1, 43, 44, 45, fracción 
I, y 49 del Código Penal en vigor en la Ciudad de México; por lo que de-
berá pagar a favor de la víctima*** la cantidad de total de $108,000.00 
pesos; tal y como se desprende de lo expuesto en audiencia de debate 
por el perito veterinario Javier Trotsky Ortega Aguilar, quien estableció 
el valor de mercado de los potrillos llamados LUNETO ($28,000.00 
pesos) y PANDEMIO ($80,000.00 pesos), que dan $108,000.00 pesos. 
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Resulta improcedente a condenar al pago de $3,250.00 (tres mil dos-
cientos veinticinco pesos) que solicita la Fiscalía, ya que si bien, el de-
nunciante incorporó a juicio la documental consistente en la carta de 
cobro por curaciones a yeguas Fey y Mulota (madres de los potrillos), de 
fecha 3 tres de mayo de 2020 dos mil veinte expedida por Mario Pulino 
veterinario, por la cantidad de $3,250.00 (tres mil doscientos cincuen-
ta pesos), se advierte que la misma fue respecto de gastos por servicios 
de curación para las yeguas Fey y Mulota respecto de sus lesiones, sin 
embargo, las mismas no fueron objeto de la acusación, ya que la misma 
únicamente fue por los potrillos de nombres Luneto y Pandemio, y este 
Unitario está imposibilitado para rebasar la acusación. 

En caso de renuncia expresa por parte de la víctima ***, o no reclame 
esa cantidad quien tenga derecho a ello, pasarán a formar parte del Fon-
do de Apoyo a la Procuración y Administración de Justicia, correspon-
diendo un 50% cincuenta por ciento para cada uno de dichos fondos. 

A falta de bases para cuantificar la reparación del daño, es improce-
dente condenar a las restantes formas de reparación del daño.

QUINTO. Se concede al sentenciado ***, el sustitutivo de la pena 
de prisión, por 180 ciento ochenta jornadas de trabajo en favor de la 
comunidad, sustitutivo que se le concede en los términos señalados en 
el considerando XI de esta resolución. Alternativamente se le conce-
de el beneficio de la suspensión condicional de la ejecución de las pe-
nas de prisión y multa, previa garantía que exhiba por la cantidad de 
$10,000.00 (diez mil pesos), en cualquiera de las formas, que servirá 
para garantizar su presentación ante la autoridad ejecutora cuantas ve-
ces sea necesario; una vez que haya causado ejecutoria la presente re-
solución, y para el caso de acogerse a este beneficio deberá exhibir la 
garantía señalada, obligarse a residir en determinado lugar, del que no 
podrá ausentarse sin permiso de la autoridad que ejerza el cuidado y 
vigilancia, y desempeñar una ocupación licita, así como abstenerse de 
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causar molestias, acercarse o comunicarse por cualquier medio por sí o 
por interpósita persona con el denunciante o los testigos.

Para el caso de que el sentenciado se acoja a este beneficio, se le hará 
saber que los efectos de la suspensión condicional de la ejecución de 
las penas comprende la pena de prisión y multa, que la suspensión ten-
drá una duración igual a la de la pena suspendida; que una vez trans-
currida ésta se considerará extinguida la pena impuesta, siempre que 
durante ese término el sentenciado no diere lugar a nuevo proceso que 
concluya con sentencia condenatoria; si el sentenciado falta al cumpli-
miento de estas obligaciones contraídas, se podrá hacer efectiva la pena 
suspendida.

En torno al sustitutivo de la pena de prisión y el beneficio de la sus-
pensión de la ejecución de la pena que fueron concedidos al acusado 
para que acceda a los mismos, no se condicionan al pago previo de la 
reparación del daño, en el entendido de que para asegurar ese derecho a 
favor de las víctimas y hacer efectiva la prerrogativa del acusado, deberá 
garantizar previamente la reparación del daño.

SEXTO. Se ordena la suspensión de los derechos políticos del sen-
tenciado ***, por una duración igual a la pena de prisión impuesta, mis-
ma suspensión que comenzará con el dictado de la presente resolución 
y concluirá cuando se extinga la pena de prisión. Y para el caso de que 
el sentenciado opte por el sustitutivo de la pena de prisión (jornadas de 
trabajo en favor de la comunidad), quedará sin efectos la suspensión de 
los derechos políticos, no así si optan por la suspensión condicional de 
la ejecución de las penas. 

SÉPTIMO. Remítanse copias certificadas de la presente resolución 
al Juez de Ejecución en turno, así como a la Subsecretaría del Sistema 
Penitenciario, de conformidad con el numeral 413 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales.
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OCTAVO. Requiérase su consentimiento por escrito a las partes in-
volucradas en esta causa, para permitir el acceso público a su informa-
ción confidencial, en el entendido de que su omisión establecerá su ne-
gativa para que dicha información sea pública. 

NOVENO. Hágase saber a las partes que en caso de inconformi-
dad, cuentan con un plazo de 10 diez días hábiles para apelar la pre-
sente resolución, contados a partir de aquel en el que surta efectos la 
notificación.

2. Inconforme con la determinación anterior, el 6 seis de noviembre 
de 2023 dos mil veintitrés, el propio sentenciado *** interpuso recur-
so de apelación, formulando además los agravios correspondientes. 

3. Con el escrito de apelación y agravios, el licenciado Pablo Pi-
cazo Fosado, juez del Tribunal Enjuiciamiento del Sistema Procesal 
Penal Acusatorio de la Ciudad de México, ordenó correr traslado a 
las demás partes procesales; dando contestación a los mismos la re-
presentación social, en tiempo. 

4. Así, remitidas las constancias a este tribunal de apelación, el 3 
tres de septiembre de 2024 dos mil veinticuatro, se emitió acuerdo 
mediante el cual se admitió el recurso de apelación para dicho recu-
rrente y se tuvo por designado al magistrado, maestro Eugenio Ra-
mírez Ramírez como relator. 

CONSIDERANDO: 

I. Competencia. 
Este Tribunal es competente para conocer y resolver el presente re-

curso de apelación, en razón de que la administración e impartición 
de justicia en la Ciudad de México corresponde al Tribunal Superior 
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de Justicia de esta capital, a través de sus servidores públicos. En esta 
instancia, son los magistrados integrantes de las salas penales quie-
nes sustanciarán los recursos de apelación que se interpongan en con-
tra de las resoluciones dictadas por los jueces penales de la Ciudad de 
México. Lo anterior, tiene fundamento en los artículos 1, 6, fracción 
I, y 103, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad 
de México, último precepto legal que establece: 

“Artículo 103. El Tribunal de Alzada en el Sistema Procesal Acu-
satorio Oral conocerá:

I. De los recursos de apelación que les correspondan y que se in-
terpongan en contra de las resoluciones dictadas por las y los Jueces 
de Control, Tribunal de Enjuiciamiento y Juzgadores de Ejecución de 
la Ciudad de México.”

De ahí que el presente medio de impugnación ordinario se resolve-
rá en forma UNITARIA, toda vez que se trata de la revisión de una 
sentencia definitiva emitida por un Tribunal de Enjuiciamiento en la 
que se impuso pena menor de 5 cinco años; de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 103, último párrafo, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Ciudad de México, que precisa: 

El Tribunal de Alzada resolverá de manera colegiada, respecto a las 
sentencias dictadas por el Tribunal de Enjuiciamiento, en las que se 
haya impuesto pena de prisión mayor de cinco años o cuando alguna de 
las Magistradas o Magistrados lo determine en razón del precedente u 
otra circunstancia. En todos los demás casos, las resoluciones se dicta-
rán en forma unitaria conforme al turno correspondiente. 

II. Sobre el recurso de apelación. 
De conformidad con el artículo 461 del Código Nacional de Pro-

cedimientos Penales, el tribunal de alzada, al resolver el recurso 
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interpuesto sólo podrá pronunciarse sobre el estricto contenido de los 
agravios expresados por el recurrente, quedando prohibido extender 
el examen de la decisión recurrida a cuestiones no planteadas en estos 
o más allá de los límites del recurso, a menos que se trate de un acto 
violatorio de derechos fundamentales del imputado (sentenciado), en 
cuyo caso procederá la suplencia de la queja. 

III. Agravios. 
Como se ha dicho, el presente recurso de apelación tiene como 

principal materia de estudio las inconformidades hechas valer por el 
sentenciado ***, quien sostiene que se vulneró en su perjuicio lo con-
tenido en los numerales 1, 14, 16, 17, 20, 21 y 133 de la Constitución 
federal, así como los diversos 4, 6, 350 Bis y Ter del Código Penal para 
el Distrito Federal y los ordinales 130, 259, 350 y 407 del Código Na-
cional de Procedimientos Penales.

Además, se duele de la indebida valoración de las pruebas para 
acreditar el delito (adecuación de la conducta al tipo penal) y su plena 
responsabilidad penal atendiendo a la carga probatoria (para acreditar 
la propiedad de los perros que atacaron a los animales del ofendido), 
careciendo la resolución de fundamentación y motivación, así como 
que el juzgador valoró desigualmente y de manera arbitraria las prue-
bas de las partes, vulnerando el principio de taxatividad contenido en 
el ordinal 350 del código adjetivo. 

Por otra parte, aduce que los testigos no fueron aptos para estable-
cer su plena responsabilidad penal (contradicción en sus dichos), pues 
el testimonio del ofendido fue de oídas (no le constaron los hechos), 
sumado a que el a quo tomó en consideración el deposado del perito 
en materia de veterinaria forense Javier Trotsky Ortega Aguilar, aun 
cuando la fiscalía se desistió del mismo, con lo que se contravinie-
ron los numerales 20 constitucional y 259 del código adjetivo de la 
materia. 
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A más, que el Tribunal de Enjuiciamiento rebasó la acusación mi-
nisterial pues no se demostró la existencia de los perros y que estos 
fueran de su propiedad, con lo que se vislumbró la duda razonable y 
se vulneró el principio de presunción de inocencia, así como que para 
la reparación del daño no se acreditó la propiedad de los potrillos ni 
su valor económico, por lo que dicha determinación no fue fundada y 
motivada; agregando que el juzgador valoró para esta etapa una prue-
ba (la pericial en materia de veterinaria forense) apoyada en un delito 
como lo es la exhumación de los cadáveres de los potrillos, por lo que 
la misma es ilícita y debió excluirse, aunado a que tampoco fundó y 
motivo la individualización de la pena. 

Por otra parte, refiere que hubo atipicidad respecto del numeral 24 
de la Ley de Protección a los Animales de la Ciudad de México, dada 
la falta de adecuación de la conducta al tipo penal. 

Además, adujo que el juez careció de competencia, dado que el juz-
gador citó el numeral 28 de la Ley de Cultura Cívica de la Ciudad de 
México, la cual contiene infracciones, sumado a que realizó una inde-
bida interpretación del artículo 28 de la Ley General para el Bienestar 
Animal de la Ciudad de México, en cuanto a que la crueldad animal 
se refiere a personas y no a otro animal, con lo que se dejó de aplicar 
la ley especial sobre la general.

Finalmente, refiere que se actualizó la extinción de la pena (sic), 
toda vez que transcurrió una temporalidad mayor a seis meses, 
equivalente a la pena que le fue impuesta, con lo que se actualiza la 
prescripción. 

IV. Contestación de agravios. 
Del escrito de la licenciada Claudia García Ramírez, agente del Mi-

nisterio Público, a manera de dar contestación a los agravios de la 
defensa privada, refiere que contrario a lo argumentado por el ape-
lante, la resolución del juzgador se encuentra debidamente fundada, 
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motivada, apegada a la legalidad y a las constancias procesales, para 
tener por acreditado el delito y la plena responsabilidad penal, así 
como la pena impuesta, ello conforme a las pruebas desahogadas en 
juicio y la correcta valoración de las mismas. 

V. Determinación de alzada. 
Ahora bien, analizada que fue la determinación recurrida, los 

agravios ofertados por el recurrente y delimitado el estudio del fa-
llo combatido, este tribunal estima que los motivos de inconformidad 
expresados por el apelante resultan esencialmente fundados, aunque 
suplidos en su deficiencia. 

En ese sentido, debemos comenzar por precisar el hecho por el 
cual se llevó el procedimiento penal en contra del justiciable, siendo 
el siguiente:

El 1 uno de mayo de 2020 dos mil veinte, siendo aproximadamente 
las 10:00 diez horas, tres perros propiedad del acusado *** (de nom-
bres Kiara, Hiena y un tercero de color café), junto con otros dos 
perros no identificados, se encontraban sueltos y no contaban con 
ningún collar o correa que les permitiera sujetarlos, los cuales ingre-
saron al rancho propiedad de *** ubicado en calle ***.

El ofendido *** recibió una llamada de *** , a efecto de informarle 
que en dicho lugar los cinco caninos procedieron a atacar a los anima-
les que se encontraban en el interior de su rancho, privando de la vida 
a 2 dos patos, 2 dos gallos y 3 tres gallinas, también mordisquearon 
las patas en su parte inferior de 2 yeguas, así como privaron de la vida 
a 1 potro frisón macho, de entre 15 quince y 20 veinte días de vida, co-
lor negro, que llevaba por nombre Pandemio, y atacaron a otro potro 
privándolo de la vida, siendo este un cuarto de milla de cuatro meses, 
color alazán, de nombre Luneto. 

Por lo que, derivado de las mordidas realizadas a los potrillos 
en cabeza, cuello, miembros anteriores y posteriores, con lesiones 



Materia Penal 171

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

cortantes, punzantes y lacerantes, causaron la pérdida de la vida de 
ambos animales. 

El hecho anterior fue tipificado de conformidad con los siguientes 
artículos del Código Penal para el Distrito Federal: 

350 ter, párrafo primero (al que cometa actos de crueldad en 
contra de cualquier especie animal no humano provocándole la 
muerte). 

350 Bis, párrafo segundo (se entenderá para los efectos del presen-
te título como animal, al organismo vivo, no humano, sensible, que 
no constituya plaga, que posee movilidad propia y capacidad de res-
puesta a los estímulos del medio ambiente perteneciente a una especie 
doméstica). 

76, párrafos primero y tercero (delito culposo). 
15, párrafo único (hipótesis de omisión). 
17, fracción I (instantáneo). 
18, párrafos primero (omisión culposa) y tercero (obra culposamen-

te el que produce el resultado típico que no previó siendo previsible). 
22, fracción 1 (lo realicen por sí). 
Para la acreditación del hecho, durante el juicio se desahogaron las 

pruebas consistentes en:
Por parte de la fiscalía, las testimoniales de: 
1. El ofendido***.
2. El testigo ***.
3. El testigo ***.
4. El perito en veterinaria forense Javier Trotsky Ortega Aguilar. 
5. El perito en fotografía Roberto Flores Olivares.
Por parte del asesor jurídico privado y la victima se adhirieron a los 

mismos medios de prueba ofertados por la fiscalía. 
Por parte de la defensa privada: No ofertó medios de prueba, em-

pero, se contó con: 6. La declaración del acusado ***.
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Cabe mencionar que, para la audiencia de individualización de san-
ciones y reparación del daño, la representación social se desistió de la 
testimonial del perito en materia de veterinaria forense Javier Trots-
ky Ortega Aguilar, solicitando que se tuvieran por reproducidas las 
manifestaciones que éste realizó en juicio respecto a la reparación del 
daño. 

A partir de lo anterior, a consideración del suscrito, existen graves 
deficiencias técnicas relacionadas con la clasificación jurídica del he-
cho, lo que conlleva a declarar esencialmente fundados los agravios 
del justiciable, aunque suplidos en su deficiencia. 

Esto es así, ya que tanto en la acusación ministerial como en la sen-
tencia que se revisa existen deficiencias técnicas por parte de la repre-
sentación social y del juzgador, respectivamente, sobre la manera en 
que se tipificó el hecho por el cual se acusó y condenó a ***. Veamos. 

La primera deficiencia que existe en el presente asunto, no sólo por 
parte de la fiscalía, sino también por el juez del Tribunal Enjuicia-
miento del Sistema Procesal Penal Acusatorio de la Ciudad de Méxi-
co, licenciado Pablo Picazo Fosado, consiste en una confusión técnica 
con relación a la forma de realización del delito de conformidad con 
el principio de acto. 

Para justificar lo anterior, recordemos que el hecho fue tipificado 
de conformidad con el numeral 350 ter, párrafo primero, del Código 
Penal para el Distrito Federal, bajo el presupuesto típico siguiente: «al 
que cometa actos de crueldad en contra de cualquier especie animal 
no humana provocándole la muerte».

Como podemos observar, el tipo penal se encuentra redactado de 
forma positiva, es decir, el delito descrito típicamente en el numeral 
350 ter referido sólo puede realizarse mediante una actividad propia-
mente dicha, ya que el legislador nunca hizo alusión a una forma omi-
siva de realización. 
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En ese orden de ideas, recordemos que el presupuesto necesario 
para acreditar cualquier injusto penal (tipicidad y antijuridicidad) lo 
es la conducta o acción (dependiendo de la doctrina que se quiera se-
guir), la cual, de inicio, puede realizarse de dos formas: acción (pro-
piamente dicha) y omisión. 

Siendo en el presente caso que el tipo penal únicamente admite 
como forma de comisión un actuar positivo, esto, incluso a partir de 
interpretar la norma penal que contiene el tipo penal, la cual prohíbe 
realizar actos de crueldad en contra de animales no humanos, es de-
cir, la norma penal pretende disuadir a la población de realizar actos 
de crueldad en contra de animales no humanos. 

Lo anterior, sin perder de vista que tanto la doctrina como nuestra 
legislación han reconocido la posibilidad de que, en los delitos de re-
sultado material, será atribuible el resultado típico producido a quien 
omita impedirlo, si éste tenía el deber jurídico de evitarlo; lo que co-
nocemos como comisión por omisión u omisión impropia. Al respecto 
abundaremos más adelante. 

Así, resulta oportuno recordar que:

la omisión propia o sin resultado material no tiene problema alguno en 
cuanto a la responsabilidad penal, pues el legislador describe, de mane-
ra expresa, en el tipo penal, a través del verbo, una omisión en términos 
de la acción ordenada, sin describir ningún resultado material. 

En estos tipos lo que se prohíbe es la omisión y, por tanto, lo que se 
ordena es la acción. La punibilidad correspondiente se justifica, simple-
mente, por la no realización de la acción ordenada, o sea, por la infrac-
ción de un deber de actuar. Esto significa que la omisión propia se agota 
con la no realización de la acción ordenada en el tipo penal.1

1  Islas de González Mariscal, Olga. (2011). Responsabilidad penal por omisión. Bases Doctrinarias. 
En 5. García Ramírez y O. Islas de González Mariscal (Coord.), La Situación Actual del Sistema Penal 
en México (p. 169). UNAM (Énfasis añadido)
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Argumento anterior que refuerza la conclusión referente a que el tipo 
penal contenido en el numeral 350 ter del Código Penal para el Dis-
trito Federal establece una actividad positiva, puesto que el legislador 
nunca describió de manera expresa una omisión.

Y es que el presente hecho sí generó un resultado material, concre-
tamente la muerte de al menos dos potrillos y, con ello, la afectación 
al patrimonio 

Por ello, también fue errado que el juez estableciera, por una parte, 
que se trató de un delito de omisión, pero, por otro lado, la existencia 
de un resultado material, ya que ambas figuras son disímbolas confor-
me a lo que hemos revisado hasta este momento. 

En ese sentido, sí se comparte el criterio del natural con relación a 
la existencia de un resultado material, pero no que el mismo haya sido 
producto de una omisión, siendo este segundo motivo, la existencia de 
un resultado material, lo que refuerza la idea de que nos encontramos 
ante un tipo penal de realización positiva.

Precisando que el resultado típico se encuentra expresamente re-
conocido por el tipo penal, al concluir que el ejercicio de actos de 
crueldad (acción) son los que producen la muerte de cualquier especie 
animal no humano (resultado).

Por lo anterior, podemos concluir, de inicio, que la conducta o ac-
ción, como presupuesto del injusto penal, fue establecida de forma 
incorrecta tanto en la acusación como en la sentencia, porque el tipo 
penal en el que se pretendió encuadrar el hecho no admite una forma 
de realización por omisión simple. 

No se inadvierte que, en todo caso, de conformidad con el artícu-
lo 16 del Código Penal para el Distrito federal, es posible sancionar 
aquellos delitos cuyo tipo penal aplicable establece una actividad po-
sitiva, pero el resultado típico deriva de una omisión; lo que hemos 
acotado como comisión por omisión u omisión impropia. 
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Sin embargo, la representación social nunca acusó por ese supuesto 
y, por otro lado, el juzgador tampoco realizo la precisión correspon-
diente; máxime que ninguno de los requisitos necesarios para acredi-
tar la comisión por omisión fue cabalmente acreditado, consistentes 
en que: 

I. El agente es garante del bien jurídico; 
II. De acuerdo con las circunstancias el agente podía evitarlo; y 
III. La inactividad del agente es, en su eficacia, equivalente a la ac-

tividad prohibida en el tipo. 
Además, si el tribunal de enjuiciamiento o es esta alzada realizaran 

dicha reclasificación, se vulnerarían los derechos fundamentales del 
justiciable, al no haberse podido defender durante la secuela procesal 
de tales aspectos objetivos, principalmente la calidad de garante y la 
posibilidad de evitación.

Así, la deficiencia técnica referente a la forma de realización del 
delito llevó a que el juzgador señalara que la omisión atribuida a *** 
consistió en “que el acusado *** violó el deber de cuidado que objeti-
vamente le era necesario observar, ya que no adoptó las medidas de 
seguridad necesarias, de acuerdo con las características de sus perros 
para prevenir ataques a los dos potrillos propiedad de ***, ya que de 
haberlo hecho (colocarles cadena y collar para sujetarlos o en su caso 
un bozal), no se hubiera suscitado el echo”.

Al respecto debemos realizar algunas precisiones. 
En primer lugar, es cierto que *** no adoptó las medidas necesa-

rias para la tenencia de animales domésticos como son al menos tres 
perros.

También es cierto que dicha omisión se encuentra prevista en el 
artículo 28, fracción I, de la Ley de Cultura Cívica de la Ciudad de 
México, como una infracción administrativa, consistente en permitir 
que los tres caninos transitaran libremente sin adoptar las medidas 
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de seguridad necesarias, de acuerdo con las características particula-
res de los animales, para prevenir posibles ataques a otras personas o 
animales. 

Asimismo, es cierto que a raíz de dicha infracción administrativa, 
además de las consecuentes sanciones administrativas, *** debe de 
responder por los daños causados a la vida, salud y patrimonio de las 
personas que pudieran haber resultado afectadas por tales hechos.

Sin embargo, de conformidad con los hechos materia de la acusación, 
no podemos establecer que *** haya realizado actos de crueldad, por sí 
o mediante sus perros, en contra de los dos potrillos propiedad de ***.

Para ello, debemos puntualizar, ante la clara deficiencia del juzga-
dor en ello, que el propio numeral 350 ter, último párrafo, del Código 
Penal para el Distrito Federal, señala que “(p)or actos de maltrato o 
crueldad y lo relativo a este capítulo, se estará a lo dispuesto en la Ley 
de Protección a los Animales del Distrito Federal”

En ese orden de ideas, está claro que la expresión “actos de cruel-
dad” constituye un elemento normativo de valoración jurídica, puesto 
que el juzgador debe acudir a diversa fuente jurídica, en este caso otro 
ordenamiento, para dotar de contenido a la expresión inicialmente 
acotada.

Así, el juez si precisó que de conformidad con la Ley de Protección 
a los animales del Distrito Federal, los actos de maltrato y crueldad 
animal se encuentran reconocidos en el numeral 24, el cual se estima 
oportuno transcribir en su literalidad: 

Artículo 24. Se consideran actos de crueldad y maltrato que deben ser 
sancionados conforme lo establecido en la presente Ley y demás orde-
namientos jurídicos aplicables, los siguientes actos realizados en perjui-
cio de cualquier animal, provenientes de sus propietarios, poseedores, 
encargados o de terceros que entren en relación con ellos:
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I. Causarles la muerte utilizando cualquier medio que prolongue la 
agonía o provoque sufrimiento:

II. El sacrificio de animales empleando métodos diversos a los es-
tablecidos en las normas oficiales mexicanas y, en su caso, las normas 
ambientales; 

III. Cualquier mutilación, alteración de la integridad física o modi-
ficación negativa de sus instintos naturales, que no tenga un fin médico 
veterinario relacionado con la salud del animal, o que no se efectué bajo 
causa justificada y cuidado de especialista;

IV. Todo hecho, acto u omisión que pueda ocasionar dolor, sufri-
miento, poner en peligro la vida del animal o que afecten el bienestar 
animal;

V. Tortura o maltrato a un animal por maldad, brutalidad, egoísmo 
o negligencia grave; 

VI. No brindarles atención médico veterinaria cuando lo requieran 
o la determinen las condiciones para la el bienestar animal;

VII. Azuzar a los animales para que se ataquen entre ellos o a las 
personas y hacer de las peleas así provocadas, un espectáculo público 
o privado;

VIII. Toda privación de aire, luz, alimentos, agua, espacio, abrigo 
contra la intemperie, cuidados médicos y alojamiento adecuado, acorde 
a su especie, que cause o pueda causar daño a un animal;

IX. Abandonar a los animales en la vía pública o comprometer su 
bienestar al desatenderlos por periodos prolongados en bienes de pro-
piedad de particulares;

X. La matanza o sacrificio de animales para abasto en establecimien-
tos que no cuenten con las autorizaciones, avisos o permisos necesarios 
para operar, en términos de las disposiciones aplicables en la materia;
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XI. Utilizar sustancias toxicas o métodos abrasivos para producir 
lesiones o la muerte en animales; y

XII. Las demás que establezcan la presente Ley y demás ordena-
mientos jurídicos aplicables.

Por su parte, el juzgador señaló que para los efectos del presente asun-
to, los actos de crueldad atribuidos a *** son de conformidad con las 
fracciones I y IV del numeral anteriormente referido, puntualizando 
inicialmente lo que sigue:

«(…) se consideran actos de crueldad y maltrato conforme a lo es-
tablecido en la presente ley y demás ordenamientos jurídicos aplica-
bles, los siguientes actos realizados en perjuicio de cualquier animal, 
provenientes de su propietario: 

I. Causarles la muerte utilizando cualquier medio que prolongue la 
agonía o provoque sufrimiento (...)».

Aunque posteriormente, el juzgador añadió lo siguiente:

Dichas lesiones conforme a la Ley de Protección de los Animales, en 
su artículo 24, fracción I y IV, por su propia naturaleza constituyen un 
acto de maltrato y crueldad en contra de animales no humanos, toda 
vez que en la fracción I refiere que es maltrato y crueldad animal cau-
sarle la muerte a un animal utilizando o empleando métodos que pro-
voquen sufrimiento y prolonguen la agonía, mientras que la fracción IV 
establece que el acto u omisión que pueda provocar dolor, sufrimiento 
o poner en peligro la vida del animal y afecte su bienestar animal será 
considerado como maltrato y crueldad animal.

Como podemos observar, el juzgador tuvo por acreditados dos su-
puestos de crueldad, de conformidad con el taxativo 24 de la Ley de 
Protección a los Animales de la Ciudad de México.
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Nuevamente advertimos deficiencias técnico-jurídicas en la acti-
vidad realizada por el juez del Tribunal Enjuiciamiento del Sistema 
Procesal Penal Acusatorio de la Ciudad de México, licenciado Pablo 
Picazo Fosado, toda vez que en primer lugar, los dos potros que se 
dice padecieron los actos de crueldad no eran propiedad del senten-
ciado, por lo tanto no puede sostenerse que dichos actos eran «prove-
nientes de su propietario».

Pero, además, si bien el juzgador estableció como primer supuesto 
de acto de crueldad (elemento normativo) «causarles la muerte uti-
lizando cualquier medio que prolongue la agonía o provoque sufri-
miento», lo cierto es que la fiscalía debió establecer ese hecho y las 
pruebas que acreditaban que, en efecto, los dos potrillos propiedad de 
*** perdieron la vida por la utilización de un determinado medio que 
prolongó su agonía o les provocó sufrimiento.

En ese orden de ideas, no basta con el simple ejercicio inferencial 
para sostener que los potrillos perdieron la vida padeciendo agonía y 
sufrimiento, sino que ese hecho debió ser incluido dentro de la acusa-
ción ministerial, con la finalidad de dar cabal cumplimiento al prin-
cipio de exacta aplicación de la ley penal y en respeto al derecho de 
defensa del justiciable.

Por otro lado, respecto al supuesto de crueldad referente a que «el 
acto u omisión que pueda provocar dolor, sufrimiento o poner en pe-
ligro la vida del animal y afecte su bienestar animal será considerado 
como maltrato y crueldad animal», debemos precisar dos cosas.

En primer lugar, se trata de un supuesto introducido por el juzga-
dor, ya que, de conformidad con el auto de apertura a juicio oral y las 
manifestaciones realizadas por la fiscalía en sus respectivos alegatos, 
la representación social nunca hizo alusión a tal hipótesis.

En ese sentido, la decisión del juez resulta violatoria de los dere-
chos fundamentales del acusado, pues se está rebasando la acusación 
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ministerial en perjuicio del justiciable, al no haberse podido defender 
por la referida hipótesis legal de maltrato animal.

En segundo término, como se indicó en líneas anteriores, resulta-
ba necesario precisar el hecho que se ajusta a la señalada hipótesis de 
maltrato, para lo cual la fiscalía debió puntualizar cuál es el acto o la 
omisión que pudiera provocar dolor, sufrimiento o poner en peligro la 
vida de los potrillos.

Lo anterior, incluso para evitar la violación al principio ne bis in 
idem, porque, como hemos señalado, no podemos delimitar cuál he-
cho se considera constitutivo del acto de crueldad previsto en la frac-
ción I y cuál de la fracción IV del numeral 24 de la Ley de Protección 
a los Animales de la Ciudad de México, por ende, pudiéramos afirmar 
que un mismo hecho se está considerando por parte del juez para es-
tablecer la actualización de dos supuestos de maltrato animal (actos 
de crueldad).

Insistiendo en que, si bien la omisión atribuida a *** se hizo consis-
tir en que no adoptó las medidas de seguridad necesarias, de acuerdo 
a las características de sus perros para prevenir ataques a los dos po-
trillos propiedad de ***, también es cierto que el tipo penal no sancio-
na lo anterior.

Así, para dotar de mayor claridad, en todo caso era necesario esta-
blecer un hecho en el cual *** realizara actos de crueldad en contra de 
los dos potrillos y, para lo ello, se valiera del uso de los tres perros que, 
se dice, son de su propiedad o al menos se encuentran en su posesión.

Lo anterior, sin pasar por alto la posibilidad de que el hecho pudie-
ra realizarse en forma de comisión por omisión, para lo que sería ne-
cesario establecer la calidad de garante del sentenciado, incluyendo el 
supuesto del que deriva dicha calidad, las circunstancias por las cuales 
el agente podía evitar el resultado y la equivalencia en su eficacia de 
la inactividad del agente respecto a la actividad prohibida en el tipo.
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Como podemos advertir, ninguno de los dos supuestos fácticos 
anteriores fue lo que se estableció en la acusación o en la sentencia 
definitiva que revisamos, por el contrario, advertimos una notoria de-
ficiencia técnica al momento de establecer la actividad atribuida a ***.

Esto nos lleva entonces al siguiente punto, referente a que el juz-
gador confunde los elementos de la culpa simple con una actividad 
omisiva.

Lo anterior lo podemos observar al advertir que el natural seña-
ló que «el acusado incumplió el deber de cuidado que objetivamen-
te le era necesario observar, que no previó siendo previsible, porque 
era previsible que sus perros pudieran atacar a otros animales, pero 
no tuvo cuidado de tomar las medidas de seguridad para que ello no 
sucediera».

Al respecto también debemos abundar.
Como hemos sostenido, de inicio, la forma de realización fue equi-

vocadamente establecida porque el tipo penal no prevé una omisión 
simple, sino una acción, por lo cual, en todo caso, estaríamos frente a 
una comisión por omisión, siempre que sea posible acreditar los requi-
sitos necesarios para ello.

En ese sentido, estaba claro que dentro de la comisión por omi-
sión, *** contaba con la calidad de garante respecto del bien jurídico 
tutelado, que en este caso es la protección de la fauna, máxime que, 
de conformidad con los testimonios a cargo de *** y ***, se desprende 
que el justiciable era propietario o al menos poseedor de tres de los 
cinco canes que agredieron a los potrillos hasta producirles la muerte.

Así, a raíz de un actuar precedente, de forma culposa, generó el 
peligro para el bien jurídico tutelado, al permitir que sus tres perros 
identificados como Kiara, Hiena y un tercero de color café, tran-
sitaran libremente, incluso transitar con ellos sin adoptar las me-
didas de seguridad necesarias, de acuerdo con las características 
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particulares del animal, para prevenir posibles ataques a otras per-
sonas o animales.2

En ese sentido, debemos ser muy claros que una cosa es la calidad 
de garante que puede atribuírsele a ***, esto dentro de la forma de rea-
lización de comisión por omisión, y otra cosa es la violación al deber 
de cuidado.

Si bien ambas figuras encuentran un punto de comunión, ya que 
para acreditar la calidad de garante es necesario establecer el actuar 
precedente culposo o fortuito (en este caso culposo) del agente, lo 
cierto es que esto forma parte de la conducta, quedando reservado 
para analizar a nivel de culpa lo relativo a la violación del deber de cui-
dado objetivamente necesario observar.

Esto es importante precisarlo, porque el juez señaló que *** violó 
el deber de cuidado al infringir lo dispuesto por los artículos 24 de la 
Ley de Protección a los Animales de la Ciudad de México y 28, frac-
ción I, de la Ley de Cultura Cívica de la Ciudad de México, lo cual, se 
advierte desacertado.

Lo anterior, porque el artículo 24 de la Ley de Protección a los Ani-
males de la Ciudad de México es lo que da contenido al acto de cruel-
dad necesario acreditar en su doble aspecto, como elemento objetivo 
y normativo del tipo penal.

Por su parte, el taxativo 28, fracción I, de la Ley de Cultura Cívica 
de la Ciudad de México sí contiene un deber de cuidado objetivamen-
te necesario observar, pero no en la forma que lo delimitó el juez, pues 
para ello era necesario desentrañar la norma prevista dentro de la re-
ferida infracción administrativa, lo cual es motivo de análisis dentro 
del elemento subjetivo del tipo penal, referente a la culpa simple.

Así, el deber de cuidado que, en todo caso, violó ***, lo es limitar 
el tránsito de sus tres perros identificados como Kiara, Hiena y un 

2 Artículo 28, fracción I, de la Leyde Cultura Cívica de la Ciudad de México.
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tercero de color café para prevenir posibles ataques a otras personas 
o animales, esto, porque recordemos, el hecho ocurrió mientras di-
chos canes transitaban sin supervisión de ***, por lo cual su actividad 
(permitirles libre tránsito) es lo que entraña en sí misma la violación 
al deber de cuidado.

Por ello, fue desacertado que el juez estimara que el deber de cui-
dado se encontraba contenido en el numeral 24 de la Ley de Protec-
ción a los Animales de la Ciudad de México, porque dicho numeral 
sólo acota lo que debe entenderse por acto de crueldad y que resulta 
necesario para acreditar dicho aspecto como elemento objetivo y nor-
mativo del tipo penal.

Finalmente, también debemos atender a las consideraciones reali-
zadas por el legislador al momento de tipificar e incluso reformar el 
delito de maltrato o crueldad animal.

Para ello, recordemos que el presente tipo penal fue propuesto 
inicialmente por la diputada Ariadna Montiel Reyes, integrante del 
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática de la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, VI Legislatura, el seis de 
noviembre de dos mil doce.

En la referida iniciativa, dentro de la exposición de motivos, se pre-
cisó que “algunas de las formas de maltrato animal se consideran ne-
gligencia por parte del propietario, pero también existe el maltrato 
intencional y premeditado».

Además, se destacó que “el maltrato doloso implica todo tipo de 
acción encaminada a lastimar deliberadamente a un animal, mientras 
que el maltrato culposo comprende la negligencia extrema en los cui-
dados básicos, la omisión de proporcionar al animal de los cuidados 
de alimento, refugio y atención veterinaria adecuada».

En ese sentido, al realizar una interpretación teleológica, podemos 
concluir que en todo caso, lo que pretendía proteger el legislador con 
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la creación de los tipos penales referentes al maltrato animal, es rela-
tivo a los casos en que los propietarios de animales o terceros ejercen 
algún tipo de violencia en contra de dichos seres sintientes.

En este caso, con el hecho acotado en la acusación no se desprende 
que *** ejerciera algún tipo de violencia en perjuicio de los dos potri-
llos propiedad de ***, porque, se insiste, el hecho se limita a que *** 
permitió que los canes transitaran libremente sin supervisión alguna, 
por lo tanto, esa actividad no puede considerarse como que *** ejerció 
su actuar encaminado a lastimar deliberadamente a un animal. 

Por otro lado, tal como se advierte precisamente de la exposición 
de motivos contenida en la iniciativa por virtud de la cual se crearon 
los tipos penales de maltrato animal, la actividad de *** tampoco im-
plica la negligencia extrema en los cuidados básicos, la omisión de 
proporcionar de los cuidados de alimento, refugio y atención veterina-
ria adecuada respecto de los dos potrillos propiedad de ***.

Así, el hecho de que *** haya permitido el libre tránsito no puede 
asimilarse como que el justiciable haya ejercido alguna forma de vio-
lencia o negligencia en perjuicio de los dos potrillos propiedad de ***.

Distinto habría sido, por ejemplo, que *** azuzara a los canes de su 
propiedad para atacar a los potrillos u otros animales,3 pero en el caso 
concreto, se insiste, la muerte de los dos potrillos propiedad de *** 
fue producto de una infracción administrativa, que sí, también pudo 
haber generado una responsabilidad penal, por la afectación al patri-
monio de ***, conllevando incluso al pago de una posible reparación 
del daño moral por una afectación psicológica ante la perdida de sus 
animales, pero se advierte excesivo estimar que esa negligencia en la 
supervisión implica que *** haya violentado a los dos potrillos propie-
dad de *** como seres sentientes.

3 Incluso así previsto por la Ley de Protección a los Animales de la Ciudad de México, en el artículo 
24, fracción VII
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En palabras más claras, *** sí fue negligente respecto a la tenencia 
de sus perros, pero no puede considerarse que con ello haya ejercido 
violencia o negligencia respecto de los dos potrillos propiedad de ***.

Insistiendo en que, derivado de la probada negligencia con relación 
a la tenencia de sus tres perros identificados como Kiara, Hiena y un 
tercero de color café, cualquier acto ilícito derivado de ello constituya 
una responsabilidad (civil, penal o administrativa) para ***, siendo en 
el caso del ámbito penal que ello debió limitarse a un daño culposo 
al patrimonio de ***, con el matiz de que, al tratarse de animales, era 
posible delimitar si los mismos eran de trabajo o incluso de compa-
ñía, pudiendo en ese sentido condenarse al pago de una reparación del 
daño moral o hasta de perjuicios ocasionados.

Es por lo todo anterior, que el suscrito considera apegado a derecho 
declarar esencialmente fundados los agravios expuestos por el senten-
ciado *** y, por ello, SE REVOCA la sentencia definitiva de diecinue-
ve de octubre de dos mil veintitrés, emitida por el juez del Tribunal 
Enjuiciamiento del Sistema Procesal Penal Acusatorio de la Ciudad 
de México, licenciado Pablo Picazo Fosado, en la carpeta judicial ***, 
por el delito de crueldad en contra de animales no humanos, cometi-
do en agravio de ***.

En consecuencia, es menester ABSOLVER a *** de la acusación 
hecha en su contra por el delito de crueldad en contra de animales no 
humanos, cometido en agravio de ***, ante las graves deficiencias en la 
tipificación respecto del hecho materia de la acusación, lo que deriva 
en la actualización de la causa de exclusión del delito consistente en 
atipicidad por faltar elementos que acreditan el tipo penal de crueldad 
en contra de animales no humanos.

En ese sentido, deberá tomarse nota, en todo índice o registro pú-
blico y policial en el que figuren, del levantamiento inmediato de las 
medidas cautelares impuestas a *** que, de conformidad con el auto 
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de apertura a juicio oral, consistieron en presentación periódica bi-
mestral ante la Unidad de Supervisión de Medidas Cautelares y de la 
Suspensión Condicional del Proceso.

En mérito de lo expuesto y con fundamento en lo establecido por 
los artículos 14, 16, 18, 19 y 20 constitucionales; 471 del Código Na-
cional de Procedimientos Penales; 1, 6, fracción I, y 103, fracción I y 
último párrafo, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de 
México, es de resolver y se:

RESUELVE

PRIMERO. Se REVOCA la sentencia definitiva de 19 diecinueve de 
octubre de 2023 dos mil veintitrés, emitida por el juez del Tribunal 
Enjuiciamiento del Sistema Procesal Penal Acusatorio de la Ciudad 
de México, licenciado Pablo Picazo Fosado, en la carpeta judicial ***, 
por el delito de crueldad en contra de animales no humanos, en agra-
vio de ***.

SEGUNDO. Se ABSUELVE a *** de la acusación hecha en su 
contra por el delito de crueldad en contra de animales no humanos, 
cometido en agravio de ***, ante las graves deficiencias en la tipifica-
ción respecto del hecho materia de la acusación, lo que deriva en la 
actualización de la causa de exclusión del delito consistente en atipi-
cidad por faltar elementos que acreditan el tipo penal de crueldad en 
contra de animales no humanos.

Tómese nota, en todo índice o registro público y policial en el que fi-
guren, del levantamiento inmediato de las medidas cautelares impuestas 
a *** que, de conformidad con el auto de apertura a juicio oral, consistie-
ron en presentación periódica bimestral ante la Unidad de Supervisión 
de Medidas Cautelares y de la Suspensión Condicional del Proceso.
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TERCERO. Notifíquese a las partes, remítase copia autorizada del 
presente fallo a la Unidad de Gestión Judicial correspondiente, para 
su conocimiento y efectos legales conducentes y, en su oportunidad, 
archívese el toca como asunto totalmente concluido.

Así, unitariamente lo resolvió y firma el magistrado, maestro Eu-
genio Ramírez Ramírez, integrante de la Segunda Sala Penal del Tri-
bunal Superior de Justicia de la Ciudad de México.

Con fundamento en el artículo 116 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 186 
de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de 
México; artículo 3, fracción IX, 9, punto 2, de la Ley de Protección de datos personales en Posesión de 
Sujetos Obligados de la Ciudad de México, así como el artículo 7, fracción II, y 62 de los lineamientos 
Generales de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad de Méxi-
co, se hace constar que en esta versión pública se suprime la información considerada como reservada 
o confidencial que encuadra en los ordenamientos mencionados
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ESTUDIO JURÍDICO

DERECHO CONDOMINAL.

Lic. Miguel García Colorado.1

Génesis del derecho condominal.

Durante el siglo veinte el incremento de la población humana en la 
Tierra fue exponencial, en 1951 había 2,560,406,604 habitantes (en 
números cerrados 2 mil 560 millones de habitantes), en el año 2025 
la Tierra está habitada por 8,187,482,626 (en números cerrados 8 mil 
187 millones de habitantes). Fuente: El Departamento de Asuntos 
Económicos y Sociales de las Naciones Unidas.

El crecimiento de la población impulsó el crecimiento de las 
grandes ciudades, con decenas de millones de habitantes, las vein-
te ciudades más pobladas del mundo rebasan los quince millones de 
habitantes cada una; las ciudades que ocupan los números 1 al 5 son: 
Tokio, 37.732.000; Delhi, 37.732.000; Shangai, 29.210.808; Daca, 
23.209.616; Sao Paulo, 22.619.736. 

La Ciudad de México es la sexta ciudad más populosa del mundo, 
albergando a más de 22,2 millones de personas. Con una alta densi-
dad de 6 mil 163 habitantes por km².

Las aglomeraciones urbanas en las ciudades más pobladas del 
mundo pueden ser caóticas y tener consecuencias indeseables, como 

1 Licenciado en Derecho por la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de México. Es-
pecialidad en Administración de la Justicia, Instituto de Estudios Judiciales del Tribunal Superior de Justicia del 
entonces Distrito Federal.  Profesor de Derecho Romano, Facultad de Derecho, UNAM y Universidad Iberoame-
ricana; de Introducción al Estudio del Derecho, en la UAM, Azcapotzalco; de Metodología de la Investigación Jurí-
dica, ITAM;, de Historia del Derecho, en la Universidad Tecnológica de México. Ha publicado, entre otras obras: 
Criterios e interpretación de la legislación Universitaria, Criterios e Interpretación de la Ley en Materia Condominal y 
La administración integral de los condominios en la Ciudad de México.
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baja calidad de vida, contaminación, delincuencia, servicios públicos 
insuficientes, transporte lento, vivienda cara y no adecuada.

En el contexto descrito las ciudades ralentizan el crecimiento 
horizontal, se multiplica el crecimiento vertical; ahora se siembran 
edificios de muchos niveles para ofrecer viviendas a la población, la 
evolución de la ciudad aglomerada encuentra una solución: la cons-
trucción de condominios.

Concepto de condominio.
Todos los días vemos anuncios de venta de condominios, visitamos 

condominios, vivimos en condominios o escuchamos sobre proble-
mas en condominios, es un concepto común en nuestra conversación, 
¿se puede definir qué es un condominio? Las palabras no tienen un 
significado matemáticamente exacto, la misma palabra puede ser 
polisémica.

	 Las palabras polisémicas son aquellas que tienen múltiples sig-
nificados, dependiendo del contexto en el que se utilicen. La palabra 
“condominio” tiene múltiples significados: Como fenómeno humano 
la antropología estudia y describe la forma en que viven los habitantes 
de una localidad, se utiliza para describir un conglomerado humano 
que vive de una “manera específica” la vida en condominio. En la arqui-
tectura se utiliza para señalar a los edificios bajo el régimen de condo-
minio, ejemplo: mira esos condominios.

	 El artículo 5º de la Ley de Propiedad en Condominio de In-
muebles para la Ciudad de México se refiere a los condominios clasi-
ficándolos según su estructura o su uso, por lo que considera el objeto 
de la arquitectura, que es la creación y el uso de espacios.

Artículo 5. Los condominios de acuerdo con sus características de es-
tructura y uso, podrán ser:
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I. Atendiendo a su estructura:

a) Condominio vertical. Se establece en aquel inmueble edificado en 
varios niveles en un terreno común, con unidades de propiedad privati-
va y derechos de copropiedad;

b) Condominio horizontal. Se constituye en inmuebles con cons-
trucción horizontal donde el condómino tiene derecho de uso exclusivo 
de parte de un terreno y es propietario de la edificación establecida en 
el mismo, pudiendo compartir o no su estructura y medianería, siendo 
titular de un derecho de copropiedad para el uso y disfrute de las áreas 
del terreno, construcciones e instalaciones destinadas al uso común.

c) Condominio mixto. Es aquel formado por condominios verticales 
y horizontales;

II. Atendiendo a su uso; podrán ser:

a) Habitacional. Son aquellos inmuebles en los que la unidad de pro-
piedad privativa está destinadas a la vivienda;

b) Comercial o de Servicios. Son aquellos inmuebles en los que la 
unidad de propiedad privativa, es destinado a la actividad propia del co-
mercio o servicio permitido;

c) Industrial. Son aquellos en donde la unidad de propiedad privati-
va, se destina a actividades permitidas propias del ramo;

d) Mixtos. Son aquellos en donde la unidad de propiedad privativa, 
se destina a dos o mas usos de los señalados en los incisos anteriores.

El derecho positivo refiere a la Ley de Propiedad en Condominio de 
Inmuebles para la Ciudad de México, que regula la constitución y orga-
nización de los inmuebles bajo este régimen, aportando una definición:

“CONDOMINIO: Inmueble cuya propiedad pertenece proindivi-
so a varias personas, que reúne las condiciones y características esta-
blecidas en el Código Civil para el Distrito Federal”. 
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Los economistas sostienen que el condominio es una solución para 
que los habitantes de las grandes ciudades tengan acceso a una vivien-
da asequible en zonas con equipamiento urbano, servicios y transpor-
te eficiente.

La geografía describe el suelo urbano, cómo aprovecharlo y el im-
pacto de la construcción de condominios en un territorio.

La sociología estudia y describe el comportamiento de los habitan-
tes de los condominios para entender los conflictos condominales y 
aportar soluciones que los mitiguen o desvanezcan.

El legislador consideró relevante las características sociales de los 
habitantes de los condominios, motivo que explica la redacción del 
artículo 6º de la Ley de Propiedad en Condominio de Inmuebles para 
la Ciudad de México.

Artículo 6. Son condominios que por sus características sociales están 
sujetos a las disposiciones establecidas en el Título Quinto de esta Ley:

I. Los condominios destinados predominantemente a la vivienda de 
interés social y/o popular clasificadas como tales de acuerdo con la le-
gislación federal y local en la materia; y

II. Aquellos que por las características socioeconómicas de sus con-
dóminos sean reconocidos como de interés social y/o popular por la 
autoridad correspondiente, de acuerdo con los criterios que para este 
efecto expida.

 Las autoridades públicas y los urbanistas estudian el territorio de las 
ciudades con objeto de planificar el desarrollo urbano.

El desarrollo urbano busca: a) mitigar el impacto ambiental del 
crecimiento urbano, b) conservar y mejorar la infraestructura, cons-
truyendo y dando mantenimiento a los servicios públicos de agua, 
electricidad, gas, saneamiento, telecomunicaciones y transporte, c) 
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mejorar la calidad de vida de los habitantes, promoviendo la equidad 
social, facilitando el acceso a servicios básicos, a las oportunidades 
económicas, y a la vivienda adecuada.

La adición del 24 de marzo de 2017 de la fracción I Bis, al artícu-
lo 9º de la Ley de Propiedad en Condominio de Inmuebles para la 
Ciudad de México contiene requisitos relacionados con el desarrollo 
urbano, de esta forma subraya la enorme importancia para que los 
condominios se adecuen a la factibilidad de agua, energía, impactos 
de tipo ambiental o de transporte, y se apeguen a las normas para un 
crecimiento urbano ordenado.

Artículo 9.- Para constituir el Régimen de Propiedad en Condominio, 
se hará constar en escritura pública:

…

I Bis. Que el notario tuvo a la vista, y que agrega copia al apéndice 
de la escritura, de:

a) El último título de propiedad del bien, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 102, fracción IV, de la Ley del Notariado para el 
Distrito Federal, o disposición legal equivalente;

b) Las licencias de construcción especial procedentes;

c) La Manifestación de Construcción, tipo “B” o “C”, y su respectivo 
registro otorgado por la autoridad competente;

d) El Certificado Único de Zonificación de Uso del Suelo y el dicta-
men de impacto urbano, que expida la Secretaría de Desarrollo Urbano 
y Vivienda;

e) La autorización de impacto ambiental que expida la Secretaría del 
Medio Ambiente, y

f) La copia de una póliza de fianza que el propietario del inmueble 
deberá entregar a la Delegación, para garantizar la conformidad de la 
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construcción con el proyecto, y en su caso, el cumplimiento de las me-
didas de mitigación, compensación, o integración urbana ordenadas en 
el dictamen de impacto urbano o autorización de impacto ambiental 
correspondiente. El monto de la fianza será determinado por el titular 
de la Dirección General que entre sus facultades tenga la de registrar 
las Manifestaciones de Construcción, y deberá corresponder al avalúo 
comercial que emita un valuador certificado por la autoridad compe-
tente de la Ciudad de México, avalúo que deberá versar tanto sobre la 
edificación como sobre el terreno donde pretenda construirse. En caso 
de que la obra requiera de dictamen de impacto urbano o autorización 
de impacto ambiental, el monto de la fianza se incrementará en un 50% 
de la cantidad que resulte del avalúo comercial practicado. El término 
de la fianza, cuando la obra no requiera de dictamen de impacto urba-
no, corresponderá a la fecha de la autorización de uso y ocupación. El 
término de la fianza, cuando la obra requiera de dictamen de impacto 
urbano, corresponderá a la fecha en que la Secretaría de Desarrollo Ur-
bano y Vivienda, o en su caso, la Secretaría del Medio Ambiente, de-
claren cumplidas las medidas ordenadas en el dictamen o autorización 
respectivo.

Concepto de derecho condominal
El derecho se define como un conjunto de normas coactivas. El obje-
to del derecho es prohibir conductas que dañan a una comunidad; se 
pretende evitar, mitigar y resolver conflictos entre las personas, san-
cionando las conductas ilegales y las conductas ilícitas.

El derecho se ha dividido, con fines didácticos, en derecho público 
y derecho privado, cada división se subdivide para contener diversas 
ramas del derecho.

El derecho público contiene al derecho administrativo, al derecho 
constitucional, al derecho militar, al derecho internacional público.
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El derecho privado contiene al derecho civil, al derecho mercantil, 
al derecho internacional privado.

A principios del siglo veinte se divide el derecho, creándose lo que 
se denomina derecho social, que contiene el derecho agrario, el dere-
cho del trabajo y el derecho de la seguridad social.

En la década de 1970 se desprenden una gran cantidad de normas 
de un ámbito que se consideraba parte del derecho civil; adquiere im-
portancia la regulación de la familia, gestándose el derecho familiar, 
que en la actualidad tiene una enorme relevancia social.

En las dos últimas décadas, desde el año 2000, se argumenta sobre 
la necesidad de crear una nueva rama del derecho privado, los intere-
sados en la materia se refieren al derecho condominal.

Se visualiza que el derecho condominal debe considerarse una 
rama autónoma del derecho civil, diferente a la rama del derecho 
inmobiliario.

La relevancia económica y social de los condominios, y la regu-
lación adecuada del condominio –que requiere la aplicación de una 
pluralidad de leyes y reglamentos–, anuncian la complejidad de su ré-
gimen jurídico, realidad que influye en la necesidad de crear una rama 
emergente del derecho, el derecho condominal.

Los conceptos pueden crearse por métodos diversos, uno de ellos 
es definir por género y diferencia. 

Otro método es atender a la intención y la extensión de la palabra, 
es decir, a qué cosas o ideas denominamos usando una palabra, y a 
cuántas cosas o ideas es aplicable el uso de la palabra; de esta forma se 
crea el concepto y la definición.

La definición de derecho inmobiliario, como el conjunto de normas 
relativas a las formas de adquirir, defender y trasladar los derechos de 
usar, de obtener frutos y de disponer de un bien inmueble, que son los 
elementos que integran el derecho de propiedad, es insuficiente para 
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explicar y regular la compleja realidad fáctica, jurídica y social que se 
observa y desprende de la existencia de la propiedad en condominio.

En la Ley de Propiedad en Condominio de Inmuebles para la 
Ciudad de México no se encuentra algún concepto o alguna defini-
ción consistente de qué es un condominio; aporta una definición in-
suficiente; señala qué requisitos se deben cumplir para constituirlo; 
establece derechos, deberes y prohibiciones de los propietarios y ocu-
pantes del condominio; regula en forma precaria la organización de 
los condominios y establece sanciones aplicables a los infractores.

En este contexto es útil transcribir los siguientes artículos de la ci-
tada ley:

Artículo 3. La constitución del Régimen de Propiedad en Condominio 
es el acto jurídico formal que el propietario o propietarios de un inmue-
ble, instrumentarán ante Notario Público declarando su voluntad de 
establecer esa modalidad de propiedad para su mejor aprovechamiento, 
entendida ésta como aquella en la que coexiste un derecho de propiedad 
absoluto y exclusivo, respecto de unidades de propiedad privativa y un 
derecho de copropiedad en términos de lo dispuesto por los artículos 
943 y 944 del Código Civil, respecto de las áreas y bienes de uso común 
necesarios para el adecuado uso o disfrute del inmueble.

Asimismo, una vez constituido el Régimen de Propiedad en Condo-
minio, éste deberá de registrarse ante la Procuraduría.

Artículo 9. Para constituir el Régimen de Propiedad en Condomi-
nio, se hará constar en escritura pública:

I. La manifestación de voluntad del propietario o propietarios del in-
mueble, de constituir el régimen de propiedad en condominio;

I. Bis [Véase la trancripción de la presente fracción en la página 196 
que antecede].
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II. La descripción de cada unidad de propiedad privativa; número, 
ubicación, colindancias, medidas, áreas y espacios para estacionamien-
to de uso exclusivo, si los hubiera, que lo componen más el porcentaje de 
indiviso que le corresponde;

III. El establecimiento de zonas, instalaciones o las adecuaciones 
para el cumplimiento de las normas establecidas para facilitar a las per-
sonas con discapacidad el uso del inmueble;

IV. El valor nominal asignado a cada unidad de propiedad privativa 
y su porcentaje de indiviso en relación con el valor total del inmueble;

V. El uso y las características generales del condominio de acuerdo a 
lo establecido en los artículos 5 y 6 de esta Ley, el uso y destino de cada 
unidad de propiedad privativa;

VI. La descripción de las áreas y bienes de uso común, destino, es-
pecificaciones, ubicación, medidas, componentes y colindancias y todos 
aquellos datos que permitan su identificación, y en su caso las descrip-
ciones de las áreas comunes sobre las cuales se puede asignar un uso 
exclusivo a alguno o algunos de los condóminos, y en este caso se regla-
mentaran dichas asignaciones;

VII. Los casos y condiciones en que pueda ser modificada la escritu-
ra constitutiva del Régimen y el reglamento interno;

VIII. La obligación de los condóminos de contratar póliza de seguro, 
con compañía legalmente autorizada para ello, contra terremoto, inun-
dación, explosión, incendio y con cobertura contra daños a terceros, cu-
briéndose el importe de la prima en proporción del indiviso que corres-
ponda a cada uno de ellos, previo acuerdo de la Asamblea General y lo 
establecido en el Reglamento Interno;

IX. El Reglamento Interno del Condominio, y en su caso conjun-
to condominal, el cual, no deberá contravenir las disposiciones de esta 
Ley, su Reglamento y otros ordenamientos jurídicos aplicables;
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Observándose al apéndice de la escritura, se agregue debidamente 
certificados por Notario Público, las memorias técnicas, los planos ge-
nerales y los planos tipo de cada una de las unidades de propiedad priva-
tiva, correspondientes a las instalaciones hidráulicas, eléctricas, estruc-
turales, gas y áreas comunes cubiertas y descubiertas así como jardines, 
estacionamiento, oficinas, casetas, bodegas, subestaciones y cisternas.

Artículo 7. En el Régimen de Propiedad en Condominio, cada titu-
lar disfrutará de sus derechos en calidad de propietario, en los términos 
previstos en el Código Civil para el Distrito Federal. Por tal razón, podrá 
venderlo, darlo en arrendamiento, hipotecarlo, gravarlo y celebrar, res-
pecto de la unidad de propiedad privativa, todos los contratos a los que se 
refiere el derecho común, con las limitaciones y modalidades que estable-
cen las leyes. El derecho de copropiedad sobre los elementos comunes del 
inmueble es accesorio e indivisible del derecho de propiedad privativo so-
bre la unidad de propiedad exclusiva, por lo que no podrá ser enajenable, 
gravable o embargable separadamente de la misma unidad.

La misma Ley de Propiedad en Condominio de Inmuebles para la 
Ciudad de México describe a la unidad privativa:

UNIDAD DE PROPIEDAD PRIVATIVA: Es el departamento, vi-
vienda, local, áreas, naves y elementos anexos que le correspondan, ta-
les como estacionamiento, cuarto de servicio, jaulas de tendido, lavade-
ros y cualquier otro elemento que no sean áreas y bienes de uso común 
sobre el cual el condómino tiene un derecho de propiedad y de uso ex-
clusivo, siempre que esté así establecido en la Escritura Constitutiva e 
Individual.

ÁREAS Y BIENES DE USO COMUN: Son aquellos que pertenecen 
en forma proindiviso a los condóminos y su uso estará regulado por esta 
Ley, su Reglamento, la Escritura Constitutiva y el Reglamento Interno.
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Los artículos y conceptos transcritos establecen que el condominio 
es un régimen en el que se integran, en el mismo inmueble, propie-
dad privada de las unidades privativas y copropiedad de las áreas 
comunes y de los bienes comunes, como se copia del artículo 3 de la 
ley que se viene mencionando: “…coexiste un derecho de propiedad 
absoluto y exclusivo, respecto de unidades de propiedad privativa y 
un derecho de copropiedad… respecto de las áreas y bienes de uso 
común.”

La constitución del régimen de condominio es un acto unilateral de 
voluntad, así lo establecen los artículos 3 y 9 de la propia ley:

Artículo 3. La constitución del Régimen de Propiedad en Condominio 
es el acto jurídico formal que el propietario o propietarios de un inmue-
ble, instrumentarán ante Notario Público declarando su voluntad de 
establecer esa modalidad de propiedad…

Artículo 9. Para constituir el Régimen de Propiedad en Condomi-
nio, se hará constar en escritura pública:

I. La manifestación de voluntad del propietario o propietarios del in-
mueble, de constituir el régimen de propiedad en condominio…

Cualquier tipo de persona colectiva, con personalidad jurídica propia, 
como las asociaciones civiles o las sociedades mercantiles,  toman de-
cisiones a través de asambleas generales; el condominio, que carece de 
personalidad jurídica, tiene la posibilidad de convocar a una asamblea 
general de condóminos, con decisiones vinculantes para todos los con-
dóminos y ocupantes de las unidades privativas.

ASAMBLEA GENERAL: Es el órgano del condómino, que constituye 
la máxima instancia en la toma de decisiones para expresar, discutir y 
resolver asuntos de interés propio y común, celebrada en los términos 
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de la presente Ley, su Reglamento, Escritura Constitutiva y el Regla-
mento Interno.

El condominio debe ser administrado por un administrador condómi-
no o un administrador profesional, nombrado por la asamblea general 
de condóminos: “ADMINISTRADOR PROFESIONAL: Persona fí-
sica o moral, que demuestre capacidad y conocimientos en adminis-
tración de condominios que es contratado por la Asamblea General.”

La Ley de Propiedad en Condominio de Inmuebles para la Ciudad 
de México, que no prevé que el condominio tenga patrimonio propio, 
establece que la asamblea general de condóminos puede aprobar cuo-
tas a cargo de los condóminos:

CUOTA ORDINARIA: Cantidad monetaria acordada por la Asam-
blea General, para sufragar los gastos de administración, mantenimien-
to, de reserva, operación y servicios no individualizados de uso común.

CUOTA EXTRAORDINARIA: Cantidad monetaria acorda-
da por la Asamblea General para sufragar los gastos imprevistos o 
extraordinarios.

El administrador tiene las atribuciones descritas en el artículo 43 de 
la en cita, y es el representante legal del condominio, al administrador 
corresponde la defensa jurídica de los intereses del condominio.

Las citas de la Ley de Propiedad en Condominio de Inmuebles para 
la Ciudad de México confirman que la legislación en materia condomi-
nal tiene conceptos vagos, órganos copiados de la legislación mercantil, 
atribuciones al administrador con una naturaleza jurídica confusa.

Es un lugar común afirmar que “el tiempo resolverá los proble-
mas”, no será así, ni debe ser así, será el esfuerzo de estudiosos, inves-
tigadores, jueces, magistrados y ministros quienes van a contribuir a 
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clarificar conceptos y perfeccionar las instituciones legales del régi-
men de propiedad en condominio de inmuebles.

En el presente es válido decir que el condominio es un régimen en 
el que coexisten la propiedad privada y la copropiedad.

El derecho condominal continuará desarrollándose, pues la pobla-
ción humana llegará a los 10 mil millones de habitantes en el año 
2100, y las ciudades grandes y las mega ciudades seguirán crecien-
do, por lo que la constitución de condominios ya no podrá concebirse 
como un mero acto unilateral de voluntad, sino que habrán de re-
gularse como un acto jurídico condicionado a respetar el desarrollo 
urbano, con todo lo que implica: cultura, equidad social, medio am-
biente, oportunidades de educación y de trabajo y vivienda adecuada.

El derecho condominal es el conjunto de normas que regulan la 
constitución de los condominios, sujetándose a las normas aplicables 
de las leyes de uso de suelo, zonificación, construcción, respeto a las 
áreas arqueológicas, históricas y patrimoniales; a los hábitos y cul-
turas locales; a la factibilidad de agua y transporte, y a la vivienda 
adecuada; y establece los derechos, deberes y prohibiciones a los pro-
pietarios y ocupantes del condominio, estipulan las formas de organi-
zación condominal, los criterios para el cobro de cuotas condominales 
y las sanciones a infractores.

Con la difusión del derecho condominal podrá disminuir la siem-
bra de condominios que no respeten el desarrollo urbano sostenible, 
para impulsar la construcción de la vivienda adecuada. Al respecto, 
es pertinente concluir el presente estudio con el concepto de vivienda 
adecuada, el cual es uno de los ejes rectores del derecho condominal, 
si no es que el principal.

Vivienda Adecuada.
El derecho a una vivienda adecuada fue reconocido como parte del 
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derecho a un nivel de vida adecuado en el artículo 25 de la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos de 1948, y en el artículo 11.1 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les de 1966. Otros tratados internacionales de derechos humanos han 
reconocido o mencionado desde entonces el derecho a una vivienda 
adecuada o algunos de sus elementos, como la protección del hogar y 
la privacidad.

Los siete elementos de la vivienda adecuada son: 
Seguridad de la tenencia: la vivienda no es adecuada si sus ocu-

pantes no cuentan con cierta medida de seguridad de la tenencia que 
les garantice protección jurídica contra el desalojo forzoso, el hostiga-
miento y otras amenazas.

Disponibilidad de servicios, materiales, instalaciones e infraes-
tructura: la vivienda no es adecuada si sus ocupantes no tienen agua 
potable, instalaciones sanitarias adecuadas, energía para la cocción, la 
calefacción y el alumbrado, y conservación de alimentos o eliminación 
de residuos.

Asequibilidad: la vivienda no es adecuada si su costo pone en 
peligro o dificulta el disfrute de otros derechos humanos por sus 
ocupantes.

Habitabilidad: la vivienda no es adecuada si no garantiza segu-
ridad física o no proporciona espacio suficiente, así como protección 
contra el frío, la humedad, el calor, la lluvia, el viento u otros riesgos 
para la salud y peligros estructurales.

Accesibilidad: la vivienda no es adecuada si no se toman en con-
sideración las necesidades específicas de los grupos desfavorecidos y 
marginados.

Ubicación: la vivienda no es adecuada si no ofrece acceso a opor-
tunidades de empleo, servicios de salud, escuelas, guarderías y otros 
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servicios e instalaciones sociales, o si está ubicada en zonas contami-
nadas o peligrosas.

Adecuación cultural: la vivienda no es adecuada si no toma en 
cuenta y respeta la expresión de la identidad cultural.
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de mayo - junio de 2026

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, en  materia de 
reducción de la jornada laboral. DOF 01-05-26
 
Decreto por el que se reforman los artículos 40, fracción I, 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 15, 
fracciones IV y VI, de la Ley de Comercio Exterior, en materia 
de certificación laboral para la agroexportación y protección de 
los ecosistemas forestales. DOF 01-05-26

Decreto por el que se adiciona el artículo 283 Quáter a la Ley 
Federal del Trabajo, en materia de certificación laboral para 
la agroexportación y protección de los ecosistemas forestales. 
DOF 01-05-26

Decreto por el que se reforma el artículo 73, fracción XXI, 
inciso a) de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en materia de feminicidio. DOF 06-05-26 

Decreto por el que se adicionan y reforman diversas disposiciones 
al Reglamento de Tránsito de la Ciudad de México, en materia 
de vehículos motorizados eléctricos personales (VEMEPE). 
GODCMX   06-05-26
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Decreto por el que se reforma el artículo 108 y se adiciona el 
artículo 102 Bis de la Ley de Salud de la Ciudad de México. 
GOCDMX 12-05-26

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones 
de la Ley Federal del Derecho de Autor, en materia de derechos 
de las personas trabajadoras artistas intérpretes o ejecutantes. 
DOF 14-05-26

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones 
de la Ley Federal del Trabajo, en materia de derechos de las 
personas trabajadoras artistas intérpretes o ejecutantes. DOF 
14-05-26

Decreto por el que se Reforman y adicionan los artículos 3, 
numeral 2, inciso a) y 9, apartado b) de la Constitución Política 
de la Ciudad de México. GOCDMX 20-05-26

Decreto por el que se modifican las Fracciones II, III y IV, 
apartado A, y se modifican las Fracciones II y III, apartado B, 
ambos del Artículo 1º de la declaratoria de vigencia del Código 
Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares en la Ciudad 
de México. GOCDMX 29-05-26

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en materia de reforma al Poder Judicial. DOF 02-06-26
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Decreto  por el que se adiciona un inciso a la base VI del 
artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, para introducir una nueva causal de nulidad de 
elecciones por intervención extranjera. DOF 02-06-26

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones 
de la Ley General de Instituciones y  Procedimientos 
Electorales, en Materia de Integridad en Candidaturas. DOF 
02-06-26

Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo al numeral 1, 
del apartado D, del Artículo 27 y el numeral 5 del Artículo 46, 
apartado B; y se Reforma el Artículo 29, apartado A, numeral 
3; e inciso M, apartado D, de la Constitución Política de la 
Ciudad de México. GOCDMX 05-06-26
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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
TESIS DE JURISPRUDENCIA

SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
MAYO- JUNIO 2026

AMPARO

competencia por materia para conocer del amparo di-
recto promovido contra un laudo del tribunal de arbi-
traje y escalafón del estado de jalisco que resuelve una 
controversia entre el instituto de pensiones de esa en-
tidad federativa y sus personas afiliadas. corresponde 
al tribunal colegiado de circuito en materia de trabajo. 
Registro digital: 2032250, Instancia: Plenos Regionales, Duodéci-
ma Época, Materias(s): Laboral; Común, Tesis: PR.P.T.CS. J/11 L 
(12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurispru-
dencia.

competencia por territorio de los tribunales colegia-
dos de circuito para conocer del recurso de revisión. 
corresponde al que ejerce jurisdicción sobre el tribu-
nal colegiado de apelación que conoció del juicio de am-
paro indirecto promovido contra actos de su homólogo 
único en su circuito.
Registro digital: 2032216, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Común, Tesis: P./J. 113/2026 (12a.), Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

competencia por territorio en amparo indirecto. co-
rresponde al tribunal colegiado de apelación con juris-
dicción sobre el órgano auxiliado, cuando la resolución 
reclamada proviene de su homólogo que actuó en fun-
ción de una competencia auxiliar.
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Registro digital: 2032190, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Común, Tesis: P./J. 97/2026 (12a.), Fuente: Semanario Ju-
dicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

conflicto competencial entre tribunales colegiados de 
circuito. es inexistente cuando deriva de la aplicación 
tanto del acuerdo 8/2025, del extinto pleno del consejo 
de la judicatura federal, como de las circulares rela-
cionadas, respecto al trámite, resolución y cumplimien-
to de los juicios de amparo en los que se reclaman dis-
posiciones generales o actos de autoridades estatales o 
locales en materia de acceso a la información pública y 
protección de datos personales.
Registro digital: 2032286, Instancia: Plenos Regionales, Duodéci-
ma Época, Materias(s): Administrativa; Común, Tesis: PR.A.C.CN. 
J/43 A (12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Ju-
risprudencia.

demanda de amparo indirecto. debe desecharse desde el 
auto inicial cuando se reclama la omisión del órgano de 
evaluación del desempeño judicial, dependiente del tri-
bunal de disciplina judicial, de vigilar o revisar el des-
empeño de una persona administradora de un centro de 
justicia penal federal.
Registro digital: 2032256, Instancia: Plenos Regionales, Duodé-
cima Época, Materias(s): Penal; Común, Tesis: PR.P.T.CS. J/6 P 
(12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurispru-
dencia.

impedimento por amistad estrecha. para analizar dicha 
causa es fundamental lo manifestado por la persona 
juzgadora en su informe (artículo 51, fracción vii, de la 
ley de amparo).
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Registro digital: 2032328, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Común, Tesis: P./J. 145/2026 (12a.), Fuente:   Semanario 
Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

improcedencia del amparo indirecto. no se actualiza de 
forma manifiesta e indudable cuando se impugna el auto 
de avocamiento en un procedimiento administrativo de 
responsabilidad contra un elemento de seguridad pú-
blica que impone como posible una sanción de suspensión 
temporal en el cargo, en términos de la ley del sistema 
de seguridad pública para el estado de jalisco (artículo 
61, fracción xxiii, en relación con el 107, fracción iii, am-
bos de la ley de amparo).
Registro digital: 2032329, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Común, Tesis: PR.A.C.CS. J/10 K (12a.), Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

limitación probatoria en amparo indirecto en materia pe-
nal. el artículo 75, segundo párrafo, segunda parte, de la 
ley de amparo que la prevé, no vulnera el derecho de au-
diencia.
Registro digital: 2032097, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal, Tesis: P./J. 65/2026 (12a.), Fuente: Semanario Judi-
cial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

prestación del servicio de hospedaje a través de platafor-
mas tecnológicas. los artículos 61 ter, 61 quáter, 61 quin-
quies, 61 sexies, 61 septies y 61 octies de la ley de turismo 
de la ciudad de méxico son de naturaleza autoaplicativa 
para efectos de la procedencia del juicio de amparo.
Registro digital: 2032106, Instancia: Plenos Regionales, Duodéci-
ma Época, Materias(s): Administrativa; Común, Tesis: PR.A.C.CN. 
J/38 A (12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Ju-
risprudencia.
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recurso de queja en amparo indirecto. debe interponer-
se dentro del plazo de dos días hábiles cuando se impug-
ne la omisión de pronunciarse sobre la suspensión de 
plano o provisional (artículo 98, fracción i, de la ley de 
amparo).
Registro digital: 2032275, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Común, Tesis: PR.P.T.CN. J/2 K (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

recurso de queja. no procede reencauzarlo al de incon-
formidad cuando se interpone en la etapa de cumplimien-
to de la sentencia de amparo contra la multa impuesta 
a una persona física que dejó de tener el carácter de au-
toridad responsable.
Registro digital: 2032349, Instancia: Plenos Regionales, Duodéci-
ma Época, Materias(s): Común; Administrativa, Tesis: PR.A.C.CN. 
J/49 A (12a.), Fuente:   Semanario Judicial de la Federación, Tipo: 
Jurisprudencia.

suspensión en el amparo. es inaplicable la tesis jurispru-
dencial 2a./j. 71/2022 (11a.) cuando se reclama la omisión 
de ratificar a una persona magistrada del tribunal fe-
deral de justicia administrativa que entregó la magis-
tratura previo a la presentación de la demanda.
Registro digital: 2032241, Instancia: Plenos Regionales, Duodéci-
ma Época, Materias(s): Administrativa; Común, Tesis: PR.A.C.CN. 
J/46 A (12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Ju-
risprudencia.

suspensión provisional en amparo indirecto. procede 
para el efecto de que el instituto de control vehicular 
otorgue un distintivo y/o permiso provisional con el 
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logotipo correspondiente al tipo de discapacidad de la 
persona quejosa o uno neutral o universal, en términos 
del artículo 14 de la ley para la protección de los de-
rechos de las personas con discapacidad del estado de 
nuevo león.
Registro digital: 2032307, Instancia: Plenos Regionales, Duodéci-
ma Época, Materias(s): Administrativa; Común, Tesis: PR.A.C.CN. 
J/50 A (12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Ju-
risprudencia.

CONSTITUCIONAL

abuso de funciones. para que se configure ese tipo ad-
ministrativo basta la materialización de cualquiera de 
los supuestos establecidos por el artículo 57 de la ley 
general de responsabilidades administrativas.
Registro digital: 2032278, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: PR.A.C.CN. J/47 A (12a.,), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

acceso a cargos públicos en condiciones de igualdad. la 
obligación impuesta a servidores públicos municipales 
de pagar con su peculio las primas de las fianzas que ga-
ranticen las responsabilidades derivadas de su encargo 
vulnera ese derecho.
Registro digital: 2032185, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Mate-
rias(s): Administrativa; Constitucional, Tesis: P./J. 100/2026 (12a.), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

acceso a la información pública. los cobros derivados 
del ejercicio de ese derecho requieren una motivación 
reforzada del legislador para ser acordes con el prin-
cipio de gratuidad.
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Registro digital: 2032148, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 82/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

alumbrado público municipal. los cobros de derechos 
por ese servicio que toman como base el consumo de 
energía eléctrica o aplican tasas calculadas sobre éste, 
constituyen un impuesto e invaden la competencia ex-
clusiva del congreso de la unión.
Registro digital: 2032187, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional; Administrativa, Tesis: P./J. 99/2026 (12a.), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

aplicación retroactiva de la jurisprudencia emitida por 
un pleno regional. no se actualiza en perjuicio de las 
personas sobre una emitida con anterioridad por un tri-
bunal colegiado de circuito que definía la problemática 
jurídica planteada, en atención al principio de jerar-
quía u obligatoriedad de la jurisprudencia.
Registro digital: 2032280, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Común, Tesis: PR.A.C.CN. J/3 K (12a.), Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

cancelación de licencia para conducir. la prevista en los 
artículos 168 y 26, fracción xxx, de la ley de movilidad y 
seguridad vial del estado de puebla, es inconstitucional.
Registro digital: 2032122, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 73/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

competencia económica. la fijación de multas por prác-
ticas monopólicas absolutas con base en los ingresos 
acumulables no constituye una sanción excesiva.



Tesis de Jurisprudencia 217

REVISTA A NAL E S  D E  JURISPRUDENCIA

Registro digital: 2032282, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Administrativa, Tesis: P./J. 136/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

competencia para conocer del amparo indirecto con-
tra la omisión de expedir las tarjetas de visitante por 
razones humanitarias, atribuida al instituto nacio-
nal de migración. al tener ejecución material, corres-
ponde al juzgado de distrito ante el que se presente 
la demanda (artículo 37, párrafo segundo, de la ley de 
amparo).
Registro digital: 2032317, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Común, Tesis: PR.A.C.CN. J/5 K (12a.), Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

concesiones mineras. los artículos 15 de la ley de mine-
ría y décimo transitorio, del decreto publicado en el 
diario oficial de la federación el 8 de mayo de 2023, no 
transgreden el derecho humano a la igualdad.
Registro digital: 2032218, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Administrativa, Tesis: P./J. 35/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

concesiones mineras. los artículos 15 de la ley de mine-
ría y décimo transitorio, del decreto publicado en el 
diario oficial de la federación el 8 de mayo de 2023, no 
transgreden el principio de irretroactividad.
Registro digital: 2032219, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Administrativa, Tesis: P./J. 36/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

consulta a pueblos y comunidades indígenas y afromexi-
canas. el congreso del estado de oaxaca no estaba obli-
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gado a realizarla en el proceso legislativo de reformas 
constitucionales y legales en materia de revocación de 
mandato.
Registro digital: 2032123, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 75/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

controversia constitucional. el calendario de días in-
hábiles para la atención de solicitudes de acceso a la 
información y derechos arco, publicado en la página de 
internet de la suprema corte de justicia de la nación, no 
suspende los plazos para promoverla.
Registro digital: 2032320, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 146/2026 (12a.), Fuente:   Se-
manario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

controversia constitucional. el principio pro actione 
(de favorecimiento de la acción) no autoriza descono-
cer los plazos legales para su promoción ni reabrir tér-
minos fenecidos.
Registro digital: 2032321, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 147/2026 (12a.), Fuente:   Se-
manario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

controversia constitucional. procede el sobreseimien-
to cuando sólo se impugna una norma de vigencia anual y 
han cesado sus efectos.
Registro digital: 2032156, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional; Común, Tesis: P./J. 81/2026 (12a.), Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

declaratoria de invalidez con efectos extensivos de 
normas generales en la acción de inconstitucionalidad. 
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procede cuando la porción normativa invalidada hace 
ilegible la totalidad del precepto al que pertenece.
Registro digital: 2032081, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Común, Tesis: P./J. 62/2026 (12a.), Fuente: Semanario Ju-
dicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

derecho de acceso a la información. la norma que no es-
tablece cobro por las solicitudes derivadas de su ejerci-
cio y sólo prevé la recuperación del costo de envío, res-
peta el principio de gratuidad que lo rige.
Registro digital: 2032194, Instancia: Pleno, Duodécima Época, 
Materias(s): Administrativa; Constitucional, Tesis: P./J. 109/2026 
(12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurispru-
dencia.

derecho de acceso a la información. la norma que prevé 
el cobro por la búsqueda de documentos viola el princi-
pio de gratuidad que lo rige.
Registro digital: 2032195, Instancia: Pleno, Duodécima Época, 
Materias(s): Administrativa; Constitucional, Tesis: P./J. 110/2026 
(12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurispru-
dencia.

derecho de acceso a la información. las normas que pre-
vén cobros por la digitalización de información en dis-
positivos magnéticos aportados por el solicitante, vio-
lan el principio de gratuidad.
Registro digital: 2032160, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 84/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

derechos por el uso o aprovechamiento de servicios, bie-
nes y espacios públicos municipales. la falta de identi-
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ficación del servicio público que da origen a la contri-
bución vulnera los principios de legalidad y seguridad 
jurídica.
Registro digital: 2032161, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 91/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

derechos por servicios de expedición de copias simples 
y certificadas. la norma que establece un cobro mayor 
por la calidad de estudiante viola los principios de pro-
porcionalidad y equidad tributarias.
Registro digital: 2032162, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 83/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

energía eléctrica. el cobro de derechos municipales por 
la expedición de licencias de funcionamiento vincula-
das con su generación, transmisión o distribución, inva-
de la competencia exclusiva de la federación.
Registro digital: 2032089, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Común; Administrativa, Tesis: P./J. 60/2026 (12a.), Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

entidades financieras. el sistema normativo conforma-
do por los artículos 24 a 31 de la ley para la transparen-
cia y ordenamiento de los servicios financieros y 180 de 
la disposición en materia de registros ante la condusef 
no viola el principio de seguridad jurídica.
Registro digital: 2032260, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Administrativa, Tesis: P./J. 132/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.
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entidades financieras. el sistema normativo conforma-
do por los artículos 41 de la ley para la transparencia y 
ordenamiento de los servicios financieros, 118, 124 y 131 
de la disposición en materia de registros ante la condu-
sef no viola los principios de tipicidad y de reserva de 
ley.
Registro digital: 2032261, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Administrativa, Tesis: P./J. 133/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

faltas administrativas municipales. las normas que san-
cionan proferir insultos, faltas de respeto o agresiones 
verbales, vulneran la seguridad jurídica y el principio 
de legalidad en su vertiente de taxatividad.
Registro digital: 2032165, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 93/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

hidrocarburos. el cobro de derechos municipales por la 
expedición de licencias de funcionamiento vinculadas 
con su exploración o extracción, invade la competencia 
exclusiva de la federación.
Registro digital: 2032092, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Común; Administrativa, Tesis: P./J. 61/2026 (12a.), Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

impedimento por amistad estrecha. para calificarlo 
cuando se aduce tenerla con la autoridad jurisdiccio-
nal responsable es aplicable la tesis jurisprudencial 
2a./j. 36/2002, no la diversa p./j. 22/2003.
Registro digital: 2032226, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Común, Tesis: PR.A.C.CN. J/4 K (12a.), Fuen-
te: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.
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impuesto adicional. las normas que lo prevén, cuyo ob-
jeto consiste en gravar la realización de pagos por con-
cepto de impuestos, derechos y productos municipales, 
vulneran el principio de proporcionalidad tributaria.
Registro digital: 2032199, Instancia: Pleno, Duodécima Época, 
Materias(s): Constitucional; Administrativa, Tesis: P./J. 107/2026 
(12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurispru-
dencia.

instituto de salud para el bienestar (insabi). le corres-
ponde la adquisición y suministro de medicamentos e in-
sumos o, en su caso, el financiamiento para su adquisi-
ción, relacionados con el tratamiento de enfermedades 
que provocan gastos catastróficos.
Registro digital: 2032330, Instancia: Tribunales Colegiados de Cir-
cuito, Duodécima Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: XXII-
I.2o. J/6 A (11a.), Fuente:   Semanario Judicial de la Federación, Tipo: 
Jurisprudencia.

intereses por pago indebido de contribuciones. no pro-
ceden cuando la solicitud se basa en una sentencia que, 
aunque declaró la nulidad del crédito fiscal, no se pro-
nunció expresamente respecto de la devolución de ese 
pago (artículo 22-a, párrafo tercero, del código fiscal 
de la federación).
Registro digital: 2032200, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Administrativa, Tesis: P./J. 111/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

invalidez de normas generales en acciones de incons-
titucionalidad. extensión de efectos cuando existe de-
pendencia jurídico-conceptual entre dos disposiciones 
del mismo rango.
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Registro digital: 2032294, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 134/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

licencia de operador para conducir vehículos motoriza-
dos. el artículo 102, fracción ii, inciso d), de la ley de mo-
vilidad del estado de aguascalientes, vulnera el princi-
pio de seguridad jurídica.
Registro digital: 2032202, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Administrativa; Constitucional, Tesis: P./J. 98/2026 (12a.), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

licencias de construcción municipales. el artículo 14 
bis de la ley de obras públicas del estado de campeche 
invade la esfera competencial exclusiva del municipio y 
transgrede el principio de autonomía municipal.
Registro digital: 2032229, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 118/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

licencias de construcción municipales. el artículo 2o., 
párrafo último, de la ley de obras públicas del estado 
de campeche no invade la esfera de competencia de los 
municipios ni vulnera su autonomía.
Registro digital: 2032230, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 117/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

licencias de construcción municipales. el artículo se-
gundo transitorio del decreto número 365 que reforma 
la ley de obras públicas del estado de campeche invade 
la esfera competencial del municipio y vulnera el prin-
cipio de autonomía municipal.



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 401 •  mayo-junio •  2026224

Registro digital: 2032231, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 119/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

multa por falta de seguro de responsabilidad civil por 
daños a terceros. la prevista en el artículo 164 de la ley 
de movilidad y seguridad vial del estado de puebla es 
constitucional.
Registro digital: 2032128, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 70/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

parlamento abierto. los congresos locales no tienen la 
obligación de realizarlo para armonizar su legislación 
preexistente sobre revocación de mandato con las re-
formas a la constitución federal en esa materia.
Registro digital: 2032129, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 74/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

parlamento abierto. los congresos locales no tienen la 
obligación constitucional de realizarlo para efecto de 
que se reconozca la validez de sus procesos legislati-
vos.
Registro digital: 2032173, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 95/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

principio de culpabilidad en materia penal. lo vulnera 
la norma que establece responsabilidad sólo al repre-
sentante legal de una persona moral por la comisión de 
delitos fiscales, con independencia de la que pudieran 
tener los socios.
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Registro digital: 2032206, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal; Constitucional, Tesis: P./J. 102/2026 (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

principio de presunción de inocencia. lo vulnera la nor-
ma que suspende los derechos laborales de servidores 
públicos a quienes se les impute la comisión de un delito 
fiscal antes del dictado de la sentencia condenatoria.
Registro digital: 2032207, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal; Constitucional, Tesis: P./J. 104/2026 (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

proporcionalidad de las penas y reinserción social. la 
norma que prevé como sanción la inhabilitación defi-
nitiva por la comisión de delitos fiscales transgrede 
aquellos principios.
Registro digital: 2032205, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal; Constitucional, Tesis: P./J. 103/2026 (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

protección y defensa al usuario de servicios financieros. 
el artículo 96 de la ley relativa, en su texto anterior a 
la reforma publicada el 24 de enero de 2024, no viola el 
principio de seguridad jurídica.
Registro digital: 2032132, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 80/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

protesta en la vía pública. interpretación conforme del 
párrafo primero del artículo 110 de la ley número 176, 
de movilidad y seguridad vial para el estado de sonora.
Registro digital: 2032270, Instancia: Pleno, Duodécima Época, 
Materias(s): Constitucional; Administrativa, Tesis: P./J. 131/2026 
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(12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurispru-
dencia.

protesta social en la vía pública. el artículo 109 de la 
ley número 176, de movilidad y seguridad vial para el es-
tado de sonora es inconstitucional.
Registro digital: 2032271, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Mate-
rias(s): Constitucional; Administrativa, Tesis: P./J. 130/2026 (12a.), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

revocación de mandato de la persona gobernadora del 
estado de oaxaca. los artículos 25, apartado c, fracción 
iii, inciso a), de la constitución y 7 de la ley de la mate-
ria, ambas de esa entidad federativa, son constituciona-
les.
Registro digital: 2032136, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 76/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

revocación de mandato de la persona gobernadora del 
estado de oaxaca. los artículos 25, apartado c, fracción 
iii, inciso b), párrafos primero y segundo, de la constitu-
ción, y 9 y 11 de la ley de la materia, ambas de esa entidad 
federativa, son inconstitucionales.
Registro digital: 2032135, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 77/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

revocación de mandato. los requisitos establecidos por 
las entidades federativas que condicionan su ejercicio 
a contar, como mínimo, con el 10 % de la lista nominal 
de electores respecto de cada municipio, son inconsti-
tucionales.
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Registro digital: 2032137, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 78/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

suspensión de licencia para conducir. la prevista en el 
artículo 127 de la ley de movilidad y seguridad vial del 
estado de puebla es constitucional.
Registro digital: 2032142, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 71/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

suspensión de licencia para conducir. la prevista en el 
artículo 127, párrafo segundo, de la ley de movilidad y 
seguridad vial del estado de puebla, no viola los princi-
pios de legalidad y de seguridad jurídica.
Registro digital: 2032143, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 72/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

DERECHOS HUMANOS

acceso a empleos o cargos públicos en condiciones de 
igualdad. la restricción a las personas notarias para 
solicitar licencia únicamente a cargos de elección po-
pular, vulnera ese derecho (legislación del estado de 
colima).
Registro digital: 2032147, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 94/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

constancias de antecedentes penales por la comisión de 
delitos graves una vez compurgada la pena de prisión. 
el artículo 27, fracción v, inciso g), de la ley nacional 
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de ejecución penal no vulnera el derecho humano a la 
igualdad y a la no discriminación.
Registro digital: 2032220, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal, Tesis: P./J. 124/2026 (12a.), Fuente: Semanario Judi-
cial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

constancias de antecedentes penales por la comisión de 
delitos graves una vez compurgada la pena de prisión. 
el artículo 27, fracción v, inciso g), de la ley nacional de 
ejecución penal no vulnera el derecho humano a la pro-
tección de datos personales.
Registro digital: 2032221, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal, Tesis: P./J. 123/2026 (12a.), Fuente: Semanario Judi-
cial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

constancias de antecedentes penales por la comisión de 
delitos graves una vez compurgada la pena de prisión. 
el artículo 27, fracción v, inciso g), de la ley nacional de 
ejecución penal no vulnera el principio de reinserción 
social.
Registro digital: 2032222, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal, Tesis: P./J. 125/2026 (12a.), Fuente: Semanario Judi-
cial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

derecho a la protesta. las normas que interfieren en 
su ejercicio deben ser analizadas bajo un escrutinio es-
tricto.
Registro digital: 2032257, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Mate-
rias(s): Constitucional; Administrativa, Tesis: P./J. 129/2026 (12a.), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

derecho a la protesta. su reconocimiento como derecho 
humano fundamental en la constitución federal.
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Registro digital: 2032258, Instancia: Pleno, Duodécima Época, 
Materias(s): Constitucional; Administrativa, Tesis: P./J. 127/2026 
(12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurispru-
dencia.

derecho a la protesta. su relación de interdependencia 
con otros derechos civiles y políticos.
Registro digital: 2032259, Instancia: Pleno, Duodécima Época, 
Materias(s): Constitucional; Administrativa, Tesis: P./J. 128/2026 
(12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurispru-
dencia.
incumplimiento de obligaciones alimentarias. la resolu-
ción judicial en materia familiar que fija la pensión ali-
menticia constituye cosa juzgada respecto de la obliga-
ción y la capacidad económica del deudor, por lo que en 
la instancia penal no se pueden revalorar esos aspectos.
Registro digital: 2032166, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Civil, Penal, Tesis: P./J. 89/2026 (12a.), Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

incumplimiento de obligaciones alimentarias. se actua-
liza la modalidad agravada con el incumplimiento par-
cial o total de la pensión alimenticia fijada por reso-
lución judicial sin motivo justificado (artículo 201 del 
código penal para el estado de morelos).
Registro digital: 2032167, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal, Tesis: P./J. 90/2026 (12a.), Fuente: Semanario Judi-
cial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

modificación de actas de nacimiento para adecuarlas a 
la identidad de género de las personas. el sistema nor-
mativo conformado por los artículos 128, 131, 133 y 135 
del código civil del estado de aguascalientes viola los 
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derechos a la igualdad, vida privada, libre desarrollo 
de la personalidad e identidad de género.
Registro digital: 2032296, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 138/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

perspectiva de género en materia laboral. los órganos 
jurisdiccionales tienen la obligación de aplicarla en 
casos de acoso laboral.
Registro digital: 2032268, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Laboral, Tesis: P./J. 126/2026 (12a.), Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia. 

tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o de-
gradantes en el estado de tamaulipas. el artículo 3 de la 
ley relativa es inconstitucional, al establecer la apli-
cación supletoria de la ley general de la materia.
Registro digital: 2032145, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 69/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

CIVIL 

compraventa de inmuebles. el artículo 7.581 del código ci-
vil del estado de méxico no viola el principio de igualdad.
Registro digital: 2032217, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Civil, Tesis: P./J. 114/2026 (12a.), Fuente: Semanario Judi-
cial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia. 

contratos de suministro de aguas residuales suscritos 
entre el sistema municipal de aguas y saneamiento y una 
persona física. son de naturaleza administrativa (legis-
lación del estado de coahuila).
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Registro digital: 2032287, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Administrativa; Civil, Tesis: P./J. 139/2026 (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

daño moral. no debe considerarse la situación económi-
ca de la víctima para cuantificar sus consecuencias ex-
trapatrimoniales.
Registro digital: 2032225, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Civil, Tesis: P./J. 122/2026 (12a.), Fuente: Semanario Judi-
cial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia. 

litisconsorcio pasivo necesario. contra la resolución 
que confirma la que determina que no se actualiza, es 
improcedente el amparo indirecto, al no ser un acto de 
imposible reparación [inaplicabilidad de la jurispru-
dencia 2a./j. 169/2012 (10a.)].
Registro digital: 2032263, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Civil; Común, Tesis: PR.A.C.CN. J/5 C (12a.), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

recurso de apelación preventiva de tramitación conjun-
ta. el artículo 312, párrafo sexto, del código de procedi-
mientos civiles para el estado de colima respeta los de-
rechos humanos a la tutela judicial efectiva, de acceso 
a la justicia y a un recurso judicial efectivo.
Registro digital: 2032237, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional; Civil, Tesis: P./J. 121/2026 (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

suspensión provisional en amparo indirecto. no puede 
eximirse del otorgamiento de la garantía que se fija 
para su efectividad, aunque sí modularse su monto y for-
ma mediante ajustes razonables, cuando el acto recla-



P O D E R  J U D I C I AL  D E  L A CDMX

Tomo 401 •  mayo-junio •  2026232

mado consiste en la falta de emplazamiento a juicio civil 
que puede tener por efecto el posible desposeimiento o 
desalojo del inmueble donde habita la persona quejosa 
en condición de vulnerabilidad.
Registro digital: 2032214, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Civil; Común, Tesis: PR.A.C.CS. J/5 C (12a.), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

FAMILIAR 

divorcio incausado. en atención al principio de definiti-
vidad, contra las resoluciones emitidas en los inciden-
tes que regulan las cuestiones inherentes a la disolu-
ción del matrimonio, debe agotarse el recurso de apela-
ción previo al amparo directo (legislación del estado de 
puebla).
Registro digital: 2032197, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Común; Civil, Tesis: PR.A.C.CS. J/6 C (12a.), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

pensión por ascendencia. es posible otorgarla al fami-
liar que fungió como progenitor de una persona traba-
jadora fallecida, en atención a los derechos a la igual-
dad y a la protección de la familia.
Registro digital: 2032103, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Civil, Tesis: P./J. 64/2026 (12a.), Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

LABORAL

cambio de situación jurídica. no se actualiza esta causal 
de improcedencia si durante la tramitación del amparo 
indirecto promovido contra la resolución del inciden-
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te de insumisión al arbitraje el tribunal laboral dicta 
sentencia en el juicio laboral respecto de las prestacio-
nes que no formaron parte de la litis incidental.
Registro digital: 2032077, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Laboral; Común, Tesis: PR.P.T.CN. J/6 L (12a.), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

competencia laboral por razón de fuero. corresponde a 
los tribunales laborales locales conocer de los conflic-
tos suscitados entre empresas que prestan servicios de 
seguridad privada y sus personas trabajadoras, aun cuan-
do aquéllas cuenten con permiso o autorización federal.
Registro digital: 2032283, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Laboral, Tesis: PR.P.T.CN. J/9 L (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

competencia por territorio en el amparo directo. co-
rresponde al tribunal colegiado de circuito del domi-
cilio de la junta federal de conciliación y arbitraje que 
dictó el primer laudo reclamado, aunque con posterio-
ridad se haya modificado su competencia o suprimido me-
diante acuerdo administrativo.
Registro digital: 2032285, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Común, Tesis: P./J. 142/2026 (12a.), Fuente: Semanario Ju-
dicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

competencia por territorio para conocer del amparo di-
recto contra el primer laudo dictado por una junta la-
boral que con motivo de un acuerdo administrativo fue 
sustituida y su competencia fue modificada y asignada a 
otra ubicada en distinto circuito judicial. corresponde 
al tribunal colegiado de circuito que ejerce jurisdic-
ción sobre la junta sustituta.
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Registro digital: 2032120, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Laboral; Común, Tesis: PR.P.T.CN. J/7 L (12a.), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

conflictos por separación de juicios laborales. si el tri-
bunal colegiado de circuito determina que es improce-
dente la separación decretada por un tribunal laboral 
debe ordenar que se reincorpore al juicio primigenio el 
asunto materia del conflicto.
Registro digital: 2032080, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Laboral, Tesis: PR.P.T.CS.  J/10 L (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

contratación por tiempo determinado de personal do-
cente. para que resulte válida, las instituciones educa-
tivas particulares deben acreditar que al vencimiento 
del contrato se extinguió la materia de trabajo.
Registro digital: 2032253, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Laboral, Tesis: PR.P.T.CS. J/15 L (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

documento de elección del régimen pensionario de las 
personas trabajadoras al servicio del estado. elemen-
tos para su validez.
Registro digital: 2032224, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Laboral, Tesis: P./J. 112/2026 (12a.), Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

incidente de nulidad contra la notificación de la sen-
tencia laboral. debe agotarse previo al amparo indirec-
to en observancia al principio de definitividad (inter-
pretación de los artículos 762, fracción i, y 763 bis de la 
ley federal del trabajo).
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Registro digital: 2032228, Instancia: Plenos Regionales, Duodéci-
ma Época, Materias(s): Laboral; Común, Tesis: PR.P.T.CS. J/14 L 
(12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurispru-
dencia.

personas defensoras públicas al servicio del estado de 
baja california. su calidad de trabajadoras de base se 
determina en atención a las funciones que desempeñan.
Registro digital: 2032203, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Laboral, Tesis: PR.P.T.CN. J/8 L (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

petróleos mexicanos. a partir del 19 de marzo de 2025 
debe asumir la responsabilidad de los juicios laborales 
donde figuraban como parte demandada las entonces 
empresas subsidiarias denominadas pemex exploración 
y producción, pemex transformación industrial y pemex 
logística.
Registro digital: 2032299, Instancia: Tribunales Colegiados de Cir-
cuito, Duodécima Época, Materias(s): Laboral, Tesis: VII.2o.T. J/4 
L (12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurispru-
dencia.

prima de antigüedad de las personas trabajadoras del 
instituto de la educación básica del estado de morelos. 
debe cuantificarse conforme a los topes salariales mí-
nimo y máximo acorde al salario mínimo general previs-
to en los artículos 162, 485 y 486 de la ley federal del 
trabajo y 46 de la ley del servicio civil del estado de mo-
relos.
Registro digital: 2032273, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Laboral, Tesis: PR.P.T.CS. J/13 L (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.
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prueba de inspección en el procedimiento laboral. el re-
quisito de ofrecerla en sentido afirmativo no debe suje-
tarse a rigorismos formalistas o exhaustivos.
Registro digital: 2032109, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Laboral, Tesis: PR.P.T.CS. J/9 L (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

suspensión provisional con efectos restitutorios. es 
improcedente contra la negativa material a recibir una 
solicitud de basificación laboral, porque su concesión 
implica un beneficio total que deja sin materia el juicio 
de amparo.
Registro digital: 2032212, Instancia: Plenos Regionales, Duodéci-
ma Época, Materias(s): Laboral; Común, Tesis: PR.P.T.CS. J/12 L 
(12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurispru-
dencia.

suspensión provisional con efectos restitutorios. es 
inaplicable la jurisprudencia pr.l.cs. j/41 l (11a.) cuando 
se reclama la omisión de resolver el incidente de liqui-
dación de un laudo o sentencias en materia de trabajo.
Registro digital: 2032213, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Laboral; Común, Tesis: PR.P.T.CS. J/7 L (12a.), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

MERCANTIL

comisión federal de electricidad (cfe). la reforma a los 
artículos 25, 27 y 28 de la constitución federal, publica-
da en el diario oficial de la federación el 31 de octubre 
de 2024, no modificó la naturaleza privada de los actos 
derivados de los contratos de suministro eléctrico, por 
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lo que las cuestiones derivadas de éstos deben dirimirse 
en la vía mercantil.
Registro digital: 2032189, Instancia: Tribunales Colegiados de Cir-
cuito, Duodécima Época, Materias(s): Civil, Tesis: II.2o.C. J/3 C 
(12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurispru-
dencia.

fusión de sociedades mercantiles. el artículo 224 de la 
ley general de sociedades mercantiles no vulnera el de-
recho de asociación.
Registro digital: 2032290, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 137/2026 (12a.), Fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

multa impuesta como correctivo disciplinario en el jui-
cio ordinario mercantil. previo a promover el amparo 
indirecto en su contra no es necesario agotar algún me-
dio de impugnación previsto en la legislación procesal 
civil, ya que la legislación mercantil establece su pro-
pio sistema de recursos.
Registro digital: 2032170, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Civil; Común, Tesis: PR.A.C.CS. J/4 C (12a.), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

nulidad de transferencias electrónicas bancarias. 
cuando se demanda en el juicio oral mercantil es innece-
sario llamar como terceros a los titulares de las cuen-
tas de destino.
Registro digital: 2032172, Instancia: Tribunales Colegiados de Cir-
cuito, Duodécima Época, Materias(s): Civil, Tesis: IV.3o.C. J/1 C 
(12a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurispru-
dencia.
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pacto de sumisión expresa en pagarés y contratos de ad-
hesión. no es aplicable para determinar la competencia 
territorial cuando su aplicación afecte el derecho de 
acceso a la justicia de la persona adherente.
Registro digital: 2032333, Instancia: Tribunales Colegiados de Cir-
cuito, Duodécima Época, Materias(s): Civil, Tesis: I.10o.C. J/2 C 
(12a.), Fuente:   Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurispru-
dencia.

prescripción de la acción ordinaria derivada de un con-
trato de seguro. el plazo para que opere se suspende con 
la reclamación ante la unidad especializada de la ins-
titución financiera, en términos del artículo 50 bis de 
la ley de protección y defensa al usuario de servicios fi-
nancieros.
Registro digital: 2032105, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Civil, Tesis: PR.A.C.CN. J/4 C (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

providencias precautorias en el juicio oral mercantil. 
contra las determinaciones que las concedan o nieguen 
procede el amparo indirecto.
Registro digital: 2032344, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Civil, Tesis: P./J. 148/2026 (12a.), Fuente:   Semanario Ju-
dicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

PENAL

auto inicial de trámite de la demanda de amparo indi-
recto. no es la actuación procesal oportuna para des-
echarla, cuando se reclama la omisión de la unidad para 
la consolidación del nuevo sistema de justicia penal del 
órgano de administración judicial, de supervisar o revi-
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sar la actuación de una persona administradora de un 
centro de justicia penal federal.
Registro digital: 2032248, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Penal, Tesis: PR.P.T.CS. J/5 P (12a.), Fuente: Se-
manario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

beneficios penales y preliberacionales. la norma local 
que condiciona su otorgamiento a que quede resarcido 
o garantizado el interés fiscal vulnera el principio de 
legalidad y el derecho a la seguridad jurídica.
Registro digital: 2032188, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal; Constitucional, Tesis: P./J. 105/2026 (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

delito de violencia de género. el artículo 361, primer pá-
rrafo, del código penal para el estado libre y soberano 
de veracruz de ignacio de la llave, no viola el derecho a 
la igualdad y a la no discriminación.
Registro digital: 2032082, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal, Tesis: P./J. 67/2026 (12a.), Fuente: Semanario Judi-
cial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

delito de violencia de género. el artículo 361, primer pá-
rrafo, del código penal para el estado libre y soberano 
de veracruz de ignacio de la llave, no viola el principio 
de legalidad en su vertiente de taxatividad.
Registro digital: 2032083, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal, Tesis: P./J. 66/2026 (12a.), Fuente: Semanario Judi-
cial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

incorporación a juicio mediante lectura de declaracio-
nes previas. el artículo 386, fracción i, del código nacio-
nal de procedimientos penales no viola el principio de 
seguridad jurídica.
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Registro digital: 2032291, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal, Tesis: P./J. 140/2026 (12a.), Fuente: Semanario Judi-
cial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia. 

incorporación a juicio mediante lectura de declaracio-
nes previas. la desaparición de un testigo en un contex-
to delictivo actualiza el supuesto contemplado en el 
artículo 386, fracción i, del código nacional de procedi-
mientos penales, en la hipótesis “haya perdido la capaci-
dad para declarar en juicio”. 
Registro digital: 2032292, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal, Tesis: P./J. 141/2026 (12a.), Fuente: Semanario Judi-
cial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

incorporación por lectura de declaraciones anterio-
res. el artículo 386, fracción ii, del código nacional de 
procedimientos penales no viola los principios de lega-
lidad, en su vertiente de taxatividad, contradicción e 
inmediación que rigen al sistema penal acusatorio.
Registro digital: 2032227, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal; Constitucional, Tesis: P./J. 120/2026 (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

legitimación para interponer el recurso de revisión. 
carece de ella el jefe general de la policía de investi-
gación de la fiscalía general de justicia de la ciudad de 
méxico, cuando combate la interlocutoria que concede 
la suspensión definitiva de la ejecución de una orden de 
aprehensión.
Registro digital: 2032201, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Penal; Común, Tesis: PR.P.T.CN. J/7 P (12a.), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.
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principio de taxatividad en materia penal. lo vulnera la 
norma que establece responsabilidad conjunta de diver-
sos servidores públicos municipales por no presentar en 
tiempo la cuenta pública al congreso del estado.
Registro digital: 2032208, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal; Constitucional, Tesis: P./J. 101/2026 (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

procedimiento abreviado. la facultad del juez de con-
trol para verificar y ajustar el cálculo de la pena es de 
naturaleza reglada.
Registro digital: 2032174, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Penal, Tesis: PR.P.T.CN. J/10 P (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

providencias precautorias. el artículo 139 del código 
nacional de procedimientos penales que establece su 
temporalidad es constitucional. 
Registro digital: 2032104, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal, Tesis: P./J. 68/2026 (12a.), Fuente: Semanario Judi-
cial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

salubridad general. los artículos 170 bis, 229 bis y 229 
ter del código penal para el estado de guerrero, que 
tipifican el robo, alteración o modificación de medica-
mentos relacionados con su posesión y comercializa-
ción, son inconstitucionales.
Registro digital: 2032114, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Común, Tesis: P./J. 63/2026 (12a.), Fuente: Semanario Ju-
dicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

supletoriedad en materia procesal penal. la norma que 
prevé la aplicación de un ordenamiento procesal penal 
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local abrogado por la legislación nacional, vulnera el 
principio de legalidad y el derecho a la seguridad jurí-
dica.
Registro digital: 2032210, Instancia: Pleno, Duodécima Época, Ma-
terias(s): Penal; Constitucional, Tesis: P./J. 106/2026 (12a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

suspensión en amparo indirecto. la jurisprudencia 
pr.p.t.cn. j/2 p (12a.), es aplicable únicamente para el su-
puesto de orden de aprehensión previsto en el artículo 
166 de la ley de amparo.
Registro digital: 2032119, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Común; Penal, Tesis: PR.P.T.CN. J/11 P (12a.), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.

tribunales de alzada en materia penal. la competencia 
que ejercen para conocer de los recursos de apelación 
turnados mediante el sistema de distribución de cargas 
de trabajo es originaria y determina la competencia te-
rritorial para conocer del amparo directo.
Registro digital: 2032277, Instancia: Plenos Regionales, Duodécima 
Época, Materias(s): Penal; Común, Tesis: PR.P.T.CN. J/12 P (12a.), 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.
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Pág.MATERIA CONSTITUCIONAL 
Sala Constitucional

-A-
autoridades, no pueden pretender acceder a medios 
de control constitucional, ya que en el ámbito de 
sus competencias tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos huma-
nos
Hechos: Un particular presentó ante la Oficialía de Partes 
Común para Juzgados y Salas, acción de protección efectiva de 
derechos humanos en contra de la Jefatura de Gobierno de la 
Ciudad de México, la Consejería Jurídica y de Servicios Lega-
les, y la Dirección General Jurídica y de Estudios Legislativos 
de la Consejería Jurídica y de Servicios Legales, entre otras 
autoridades, todas en el ámbito local. Seguidos los trámites 
de ley, el juez Trigésimo Octavo en Materia Penal de Proceso 
Escrito y de Tutela de Derechos dictó sentencia declarando 
procedente y concediendo la acción de protección efectiva de 
derechos humanos por los actos reclamados a la autoridad 
responsable: Dirección General Jurídica y de Estudios Legis-
lativos de la Consejería Jurídica y de Servicios Legales.

Inconforme con la sentencia, dicha autoridad promovió el 
medio de control constitucional en su contra, el cual fue remi-
tido a la Sala Constitucional.
Criterio jurídico: La Dirección Jurídica y de Estudios Legisla-
tivos de la Consejería Jurídica y de Servicios Legales de la Ciu-
dad de México carece de la legitimación necesaria para acudir 

3
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al órgano jurisdiccional con la pretensión de la sustanciación 
del medio de control constitucional, toda vez que no tiene la 
titularidad del derecho cuestionado en el juicio, conforme al 
numeral 130 de la Ley de la Sala Constitucional del Poder 
Judicial de la Ciudad de México, el cual dispone que la impug-
nación de las resoluciones emitidas por jueces de Tutela solo 
puede interponerse por la parte agraviada, entendiéndose por 
tal toda persona, grupo o comunidad natural o jurídica; en ese 
sentido, no reúnen la calidad exigida en el ordinal en comento, 
en virtud de que no es una persona, grupo o comunidad natu-
ral o jurídica con legitimación para inconformarse en contra 
de las resoluciones emitidas por las o los jueces en materia 
de Tutela de Derechos Humanos; lo anterior, toda vez que 
la Dirección General Jurídica y de Estudios Legislativos de 
la Consejería Jurídica y de Servicios Legales es un ente oficial 
dotado de poder público, jurídicamente obligado a respetar y 
hacer cumplir los derechos humanos de las personas. 

Justificación: El artículo 130 de la Ley de la Sala Constitucional 
establece que las resoluciones dictadas por las juezas y los jue-
ces en materia de Tutela solo pueden interponerse por la parte 
agraviada a quien perjudique o esté en inminente peligro de ser 
perjudicada por toda acción u omisión de cualquier autoridad 
local, que viole los derechos individuales y colectivos reconoci-
dos en la Constitución Política de la Ciudad de México; al res-
pecto, la Dirección General Jurídica y de Estudios Legislativos 
de la Consejería Jurídica y de Servicios Legales no ha sido per-
judicada, ni está en inminente peligro de ser perjudicada por 
una acción u omisión de cualquier autoridad local, en virtud 
de que al ser un ente del Estado, que actúa en una relación de 
supra-subordinación frente al gobernado, emite actos a través 
de los cuales impone su voluntad de forma directa y unilateral, 
por los que crea, modifica o extingue situaciones que afectan 
la esfera jurídica de los particulares, sin requerir acudir a los 
órganos judiciales ni del consenso de la voluntad del afectado. 
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En ese tenor, la Dirección General Jurídica mencionada 
actúa como autoridad responsable desde la acción de pro-
tección efectiva de derechos humanos y no como parte agra-
viada, puesto que a dicha autoridad es a quien se le reclama 
una posible violación a un derecho humano consagrado en 
la Constitución Política de la Ciudad de México, justifica-
ción que se armoniza a letra del artículo 1 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en concordancia 
con el artículo 4, apartado A, numeral 3, de la Constitución 
Política de la Ciudad de México, al establecer que todas las 
autoridades, en el ámbito de sus competencias, “tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos”; por tanto, no pueden pretender acceder 
a medios de control constitucional que tengan como objeto 
la protección de éstos, pues siendo en esencia los derechos 
humanos restricciones al poder público, queda al margen de 
toda discusión que el Estado no goza de éstos; sostener lo 
contrario, implicaría desnaturalizar el objeto del medio de 
control constitucional de impugnación de resolución defini-
tiva dictada por jueza o juez en materia de Tutela, el cual es 
una herramienta jurídica en favor de los particulares y no 
para que las personas morales oficiales defiendan sus atri-
buciones.

MATERIA CIVIL
Décima Sala

-N-
notificación practicada por notario público, requi-
sito sine qua non que en forma previa se asegure de 
que en el lugar en que actúa tiene su domicilio la 
parte buscada y si está o no presente (artículo 104 de 
la ley del notariado del estado de méxico) 19
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Hechos: Los nudos propietarios de un inmueble demanda-
ron en la vía ordinaria civil a los usufructuarios el término 
del usufructo, y el juzgador determinó que los actores acre-
ditaron parcialmente su acción. Por lo anterior se declaró la 
terminación del contrato de usufructo respecto de 90% del 
inmueble objeto de la demanda. Al estar inconformes con la 
resolución de primera instancia, tanto la parte actora como la 
demandada interpusieron el recurso de apelación.

Criterio jurídico: De conformidad con lo establecido por el 
artículo 104 de la Ley del Notariado del Estado de México, 
citado y transcrito por el fedatario en su acta, hará perso-
nalmente las notificaciones en el domicilio de quien deba ser 
notificado y si éste no se encuentra, la hará con quien esté 
en el domicilio, siempre que previamente se cerciore de que 
la persona tiene su domicilio en el lugar donde se le busca, 
haciéndose constar el nombre, si lo diera, de la que recibe el 
instructivo.

Consecuentemente, al ser requisito sine qua non, que en for-
ma previa el notario se asegure que en el lugar en que actúa 
tiene su domicilio la buscada y si está o no presente al mo-
mento de la diligencia y no lo hizo, es insuficiente la simple 
anotación de que se constituyó en el domicilio señalado por 
las personas que requirieron sus servicios y que el vigilante se 
haya comunicado a la casa respectiva para después impedirle 
el acceso a la misma; por lo que se vulneraron disposiciones 
sustantivas y procesales en agravio de la demandada.

Así, es inexacto el argumento vertido por la juez primige-
nia consistente en que era la demandada quien debió exhibir 
documento idóneo para acreditar su manifestación de que no 
vive en ese lugar, en tanto que el vigilante tampoco informó 
que en ese domicilio no vivía la ahora enjuiciada, porque al 
tratarse de una notificación practicada por un notario público, 
su actuar debe estar apegado al marco legal que lo regula, por 
lo que si no cumplió con lo dispuesto por el invocado artícu-
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lo 104 que rige su actuar, es claro que no puede tenerse por 
practicada la interpelación necesaria para la procedencia de la 
acción de terminación de contrato previamente establecida.
Justificación: Según el contenido íntegro del acta respectiva 
se tiene que el notario público del Estado de México, a fin 
de practicar la diligencia de notificación que le solicitaron los 
accionantes, se constituyó en el domicilio que al efecto le fue 
proporcionado por éstos.

El fedatario señaló que de conformidad con lo establecido 
en los artículos 8, 101, fracción I, y 104 de la Ley del Nota-
riado de esa entidad, asentando la fecha y hora de su actua-
ción, se constituyó en la caseta de vigilancia que da acceso al 
domicilio indicado, se identificó como fedatario público ante 
el elemento de seguridad de la empresa que ahí labora, y le ex-
plicó que el motivo de su presencia en ese lugar era el entregar 
y notificar dos escritos, y le pidió que él los entregara; poste-
riormente el fedatario asentó que no se le permitió el acceso y 
le fueron devueltos los documentos;  a los diez minutos volvió 
a entregar en propia mano los instrumentos de notificaciones 
al empleado de seguridad referido, dando por concluidas las 
notificaciones solicitadas. 

Por lo que en la especie se tiene que el fedatario no se cer-
cioró de que el domicilio fuera efectivamente de la parte de-
mandada, dado que sólo asentó haberse constituido en ese lu-
gar, identificarse ante un elemento de seguridad (sin precisar 
su nombre o el motivo por el que no se le proporcionó esa 
información), pero en ningún lado expresó las razones por las 
que se hubiere cerciorado de estar en el domicilio correcto, ni 
explicó cómo es que verificó estar en el domicilio de la persona 
buscada, pues la circunstancia de que el elemento de segu-
ridad se hubiere comunicado al domicilio de la notificación 
y después haya informado que no se permitiría el acceso al 
notario, de ningún modo demuestra que la persona buscada 
tuviera su domicilio en ese lugar; tampoco que la buscada se 
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hubiere encontrado en su casa o no en ese acto, dado que el 
fedatario en ningún momento requirió su presencia, para así 
estar en posibilidad de entender la diligencia con parte distin-
ta a la buscada.

MATERIA FAMILIAR
Cuarta Sala

-D-
desconocimiento de paternidad, no opera la presun-
ción legal como en los juicios de reconocimiento de 
paternidad; no es factible la interpretación a con-
trario sensu del artículo 382 del código civil.
Hechos: Una persona otorgó el reconocimiento de paterni-
dad a que se refiere el artículo 361 del Código Civil para el 
Distrito Federal, hoy Ciudad de México, a favor de una me-
nor, con cuya madre entabló una relación sentimental. Pasado 
el tiempo de ese reconocimiento que realizó ante el Registro 
Civil, presentó una demanda de desconocimiento de pater-
nidad, argumentando entre otras cuestiones, no ser el padre 
biológico de la menor. La parte demandada no compareció a 
la audiencia de juicio, por lo que se tuvieron por ciertas las 
afirmaciones que fueron formuladas en su contra y, en su mo-
mento, se dictó sentencia de primera declarando procedente 
el desconocimiento de la paternidad intentado. Ante ello, la 
parte demandada hizo valer el recurso de apelación.

Criterio jurídico: Para que se establezca una relación pater-
no filial debe considerarse si el nacimiento ha sido dentro o 
fuera de matrimonio, o con la utilización de la reproducción 
asistida, y si es en este último supuesto, la legislación sustan-
tiva civil contempla diversas causas de origen, tales como: a) 
el reconocimiento voluntario, y b) la declaración de paterni-

121
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dad por sentencia judicial. En tratándose del reconocimiento 
voluntario presenta varias características: es personalísimo, 
irrevocable, solemne, declarativo, y expreso y, por tanto, es el 
acto jurídico mediante el cual una persona puede reconocer a 
su hijo, con la restricción de que tenga la edad exigida por la 
ley para contraer nupcias, como lo contempla en numeral 361 
del Código Civil para la Ciudad de México.

Por otra parte, en los asuntos de desconocimiento de pater-
nidad el allanamiento por parte de la madre de la menor no 
es suficiente para decretar el desconocimiento de paternidad 
y además, no opera la presunción legal como opera en los jui-
cios de reconocimiento de paternidad, ya que de permitirse 
ello se generaría un efecto destructivo en perjuicio de la fami-
lia, contrario al interés superior del o la menor, por lo que, no 
se puede desconocer la paternidad con base en presunciones, 
pues para tal hecho se requiere de prueba plena, de ahí que no 
sea factible la interpretación a contrario sensu del artículo 382 
del Código Civil para la Ciudad de México.
Justificación: De la interpretación literal y armónica de lo dis-
puesto por los artículos 363 y 367 del Código Civil para la 
Ciudad de México, se advierte que el reconocimiento es irre-
vocable por quien lo hizo, en razón de que se trata de una 
declaración, una confesión pura y absoluta que la ley acepta 
en nombre de la sociedad y a favor de la menor, aun cuando 
dicha irrevocabilidad no es absoluta, pues existen excepcio-
nes, como lo sería que para dicho reconocimiento la voluntad 
de quien lo hizo fue obtenida a través de violencia o si hubo 
error o engaño al hacerlo.

Cabe resaltar que el reconocimiento es un acto jurídico 
voluntario, no tiene como presupuesto la existencia de vín-
culo biológico, y la racionalidad jurídica de su irrevocabili-
dad tiene como propósito dotar de firmeza a tal acto, evitan-
do que quede al arbitrio y capricho del padre cumplir con 
el compromiso adquirido frente a un menor. Especialmente, 
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como sucede en el caso en estudio, cuando a la fecha en que 
el hoy actor compareció a registrar a la menor, cuyo desco-
nocimiento de paternidad pretende, ya tenía conocimiento 
de que no era su hija biológica y aun así decidió registrarla 
como tal.

Aunado a lo anterior, del contenido del artículo 382 del Có-
digo Civil para la Ciudad de México se advierte que en los casos 
en que se propusiera cualquier prueba biológica o proveniente 
del avance de los conocimientos científicos, para demostrar la 
paternidad, y el progenitor se negare a proporcionar la mues-
tra necesaria, se presumirá salvo prueba en contrario que es el 
padre. Ahora bien, dicha presunción no se puede aplicar a con-
trario sensu, en virtud de que ésta fue prevista para la acción 
de reconocimiento de paternidad y el presente asunto se trata 
de un desconocimiento de paternidad, pues lo que se busca 
proteger es el derecho a la integración de la familia atento al 
interés superior de la menor.

Segunda Familiar
divorcio, procedimiento de, al cesar la represen-
tación por parte de los progenitores de su descen-
diente por mayoría de edad, no tienen que incluir lo 
relacionado con la guarda, custodia y régimen de 
visitas en el convenio que establece el numeral 267 
del código civil, aun cuando exhiban certificado de 
discapacidad
Hechos: Un cónyuge solicitó la disolución del vínculo ma-
trimonial que lo unía con su consorte, bajo el régimen patri-
monial de separación de bienes, por lo que se declaró disuel-
to dicho vínculo, y las partes recobraron su entera capacidad 
para contraer nuevo matrimonio. No obstante, la autoridad 
jurisdiccional no autorizó el convenio relativo a la guarda y 
custodia del hijo de los divorciantes, porque si bien tiene su 

85
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descendiente un padecimiento que afecta su capacidad, se 
trata de una persona mayor de edad. Determinación que fue 
apelada por la consorte, argumentando que debió velarse por 
los derechos humanos de su hijo, consagrados las leyes nacio-
nales e internacionales, así como los tratados en los que nues-
tro país es parte, por lo que la autoridad jurisdiccional debió 
suplir la deficiencia de la queja a favor de su consanguíneo, sin 
importar si es mayor de edad.

Criterio jurídico: Resulta necesario enfatizar que en el mo-
delo social de discapacidad, la prioridad es la dignidad de las 
personas. Así, el instrumento jurídico que se considera como 
el paradigma normativo del modelo social y de derechos es 
la Convención sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad, por lo que, con la aprobación de este instrumento 
se abandonó la consideración de la persona con discapacidad 
como objeto de políticas asistenciales o programas de bene-
ficencia y se reconoció su personalidad, capacidad jurídica y 
condición como sujeto de derechos. 

Por otra parte, cabe precisar que la mayoría de edad co-
mienza a partir de los dieciocho años, por lo que la represen-
tación legítima de un menor de edad por quien ejerce sobre él 
la patria potestad cesa en forma automática sin necesidad de 
declaración judicial alguna, por ello, cuando el representado 
cumple dieciocho años, adquiere de inmediato por disposi-
ción legal su mayoría de edad, y, en consecuencia, la capacidad 
para ejercitar sus derechos, pudiendo disponer libremente de 
su persona y de sus bienes. Por tanto, al no estar sujeto a la 
patria potestad de sus padres tiene la capacidad para ejercitar 
sus derechos, como lo establecen los ordinales 24 y 647 del 
Código Civil. 

En ese tenor, la representación de los progenitores hacia su 
descendiente cesó cuando éste cumplió la mayoría de edad; 
por ende, su consanguíneo puede decidir con quién de sus pa-
dres desea habitar y la forma en que desea convivir con éstos, 
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sin que las partes tuvieran que incluir lo relacionado a la guar-
da, custodia y régimen de visitas de su hijo en el convenio que 
establece el numeral 267 del Código Civil. 

Por lo anterior, fue correcta la determinación de la juzgado-
ra al resolver que los colitigantes no podían convenir respecto 
a la guarda y custodia de su hijo, ya que éste tiene la facul-
tad de disponer libremente de su persona y de sus bienes; no 
obstante, debió suplir la deficiencia de la queja a favor de su 
consanguíneo, sin importar si es mayor de edad o la edad que 
tenga. Es decir, la jueza primigenia debió sostener una entre-
vista con él a fin de que manifestare si era su deseo que en el 
procedimiento de divorcio que iniciaron sus progenitores se 
ventilare lo referente a la fijación de la pensión alimenticia a 
su favor, y si era su deseo que se le asignare una persona de 
apoyo o salvaguardia. 
Justificación: Si bien es cierto en el caso en estudio, donde 
se solicitó la disolución del vínculo matrimonial que unía a 
la partes, éstas presentaron un convenio en el que manifes-
taron que su hijo tiene un padecimiento, y para demostrarlo 
exhibieron un certificado de discapacidad, también lo es que 
nuestro máximo tribunal ha determinado que el concepto de 
discapacidad ha evolucionado, por lo que la misma no debe 
ser entendida como una enfermedad que obstaculice o deje 
sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de 
condiciones, de todos los derechos humanos y fundamenta-
les; por consiguiente, negarle o limitarte la capacidad jurídi-
ca a su consanguíneo vulneraría su derecho a la igualdad del 
reconocimiento como persona ante la ley y constituiría una 
transgresión de los preceptos 5 y 12 de la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad, así como del 
artículo 1º constitucional. 
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MATERIA PENAL
Segunda Sala

-A-
actos de crueldad o maltrato animal, no se puede es-
tablecer su comisión conforme al artículo 350 del có-
digo penal aplicable en la ciudad de méxico, por no 
adoptarse las medidas de seguridad necesarias para 
prevenir ataques a otras personas o animales, previs-
tas en el artículo 28, fracción i, de la ley de cultura 
cívica de la ciudad de méxico
Hechos: Unos perros atacaron a unos potrillos, causándoles 
la muerte por las lesiones que les provocaron. Ante ello, la fis-
calía acusó al propietario de los canes por el delito previsto en 
el artículo 350 ter del Código Penal aplicable en la Ciudad de 
México, por el cual el juzgador que conoció del asunto dic-
tó sentencia condenatoria. Al estar inconforme el sentenciado 
con esa determinación, presentó el recurso de apelación.
Criterio jurídico: A raíz de un actuar precedente, de forma 
culposa, se generó el peligro para el bien jurídico tutelado, al 
no adoptarse las medidas de seguridad necesarias, de acuerdo 
con las características particulares del animal, para prevenir 
posibles ataques a otras personas o animales.

En ese sentido, se debe ser claro en precisar que una cosa 
es la calidad de garante que puede atribuírsele al inculpado, 
esto dentro de la forma de realización de comisión por omi-
sión, y otra cosa es la violación al deber de cuidado; si bien 
ambas figuras encuentran un punto de comunión, ya que para 
acreditar la calidad de garante es necesario establecer el actuar 
precedente culposo o fortuito (en este caso culposo) del agente, 
lo cierto es que esto forma parte de la conducta, quedando re-
servado para analizar a nivel de culpa lo relativo a la violación 
del deber de cuidado objetivamente necesario de observar.
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Es importante hacer dicha precisión porque se advierte des-
acertado considerar que el sentenciado violó el deber de cuidado 
al infringir lo dispuesto por los artículos 24 de la Ley de Protec-
ción a los Animales de la Ciudad de México y 28, fracción I, de 
la Ley de Cultura Cívica de la Ciudad de México. Lo anterior, 
porque el artículo 24 de la Ley de Protección citada es lo que da 
contenido al acto de crueldad necesario acreditar en su doble as-
pecto, como elemento objetivo y normativo del tipo penal.

Por su parte, el taxativo 28, fracción I, de la Ley de Cultura 
Cívica de la Ciudad de México sí contiene un deber de cuidado 
objetivamente necesario observar, pero no  en relación con el 
delito previsto en el artículo 350 ter del  Código Penal, pues es  
necesario desentrañar la norma prevista dentro de la referida 
infracción administrativa, lo cual es motivo de análisis dentro 
del elemento subjetivo del tipo penal, referente a la culpa sim-
ple, y es la actividad del propietario de los canes (permitirles li-
bre tránsito) lo que entraña en sí misma la violación al deber de 
cuidado.
Justificación: No se inadvierte que de conformidad con el ar-
tículo 16 del Código Penal para el Distrito federal, es posible 
sancionar aquellos delitos cuyo tipo penal aplicable establece 
una actividad positiva, pero el resultado típico deriva de una 
omisión, lo que se consideraría una comisión por omisión u 
omisión impropia, aun cuando la representación social no for-
muló acusación por ese supuesto.

También es cierto que dicha omisión se encuentra previs-
ta en el artículo 28, fracción I, de la Ley de Cultura Cívica de 
la Ciudad de México, como una infracción administrativa, lo 
que en el caso en estudio consistió en permitir que tres cani-
nos agredieran a los animales de la parte afectada, al transitar 
libremente sin adoptar las medidas de seguridad necesarias, 
conforme las características particulares de los animales, para 
prevenir posibles ataques a otras personas o animales, y el tipo 
penal no sanciona lo anterior.
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Asimismo, es cierto que a raíz de dicha infracción admi-
nistrativa el dueño de los caninos debe de responder por los 
daños causados a la vida, salud y patrimonio de las personas 
que pudieran haber resultado afectadas por tales hechos. Sin 
embargo, de conformidad con los hechos materia de la acu-
sación, no podemos establecer que el sentenciado haya reali-
zado actos de crueldad, por sí o mediante sus perros.

Conforme al artículo 350 del Código Penal aplicable en la 
Ciudad de México, “por actos de maltrato o crueldad y lo re-
lativo a este capítulo, se estará a lo dispuesto en la Ley de Pro-
tección a los Animales del Distrito Federal”.

En ese orden de ideas, está claro que la expresión “actos de 
crueldad” constituye un elemento normativo de valoración ju-
rídica, puesto que el juzgador debe acudir a diversa fuente jurí-
dica, en este caso otro ordenamiento, para dotar de contenido 
a la expresión inicialmente acotada.

Lo anterior, sin pasar por alto la posibilidad de que el hecho 
pudiera realizarse en forma de comisión por omisión, para lo 
que sería necesario establecer la calidad de garante del senten-
ciado, incluyendo el supuesto del que deriva dicha calidad, las 
circunstancias por las cuales el agente podía evitar el resulta-
do y la equivalencia en su eficacia de la inactividad del agente 
respecto a la actividad prohibida en el tipo, sin que haya lugar 
a confundir los elementos de la culpa simple con una actividad 
omisiva.

-C-
crueldad o maltrato contra animales no humanos, 
el delito descrito típicamente en el numeral 350 ter 
del código penal del distrito federal, sólo puede 
realizarse mediante una actividad propiamente di-
cha
Hechos: Unos perros atacaron a unos potrillos, causándoles 
la muerte por las lesiones que les provocaron. Ante ello, la 
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fiscalía acusó al propietario de los canes por el delito previsto 
en el artículo 350 ter del Código Penal aplicable en la Ciudad 
de México, por el cual el juzgador que conoció del asunto dic-
tó sentencia condenatoria. Al estar inconforme el sentenciado 
con esa determinación, presentó el recurso de apelación.

Criterio jurídico: El hecho tipificado de conformidad con el 
numeral 350 ter, párrafo primero, del Código Penal para el 
Distrito Federal, se regula bajo el presupuesto típico siguien-
te: “al que cometa actos de crueldad en contra de cualquier 
especie animal no humana provocándole la muerte”. Como 
podemos observar, el tipo penal se encuentra redactado de 
forma positiva, es decir, el delito descrito típicamente en el 
numeral 350 ter referido sólo puede realizarse mediante una 
actividad propiamente dicha, ya que el legislador nunca hizo 
alusión a una forma omisiva de realización. 

En ese orden de ideas, recordemos que el presupuesto 
necesario para acreditar cualquier injusto penal (tipicidad 
y antijuridicidad) lo es la conducta o acción (dependiendo 
de la doctrina que se quiera seguir), la cual, de inicio, puede 
realizarse de dos formas: acción (propiamente dicha) y omi-
sión. 

Siendo en el presente caso que el tipo penal únicamente ad-
mite como forma de comisión un actuar positivo, esto, incluso a 
partir de interpretar la norma penal que contiene el tipo penal, 
la cual prohíbe realizar actos de crueldad en contra de animales 
no humanos, es decir, se pretende disuadir a la población de 
realizar actos de crueldad en contra de animales no humanos. 

Lo anterior, sin perder de vista que tanto la doctrina como 
nuestra legislación han reconocido la posibilidad de que, en 
los delitos de resultado material, será atribuible el resultado 
típico producido a quien omita impedirlo, si éste tenía el de-
ber jurídico de evitarlo; lo que conocemos como comisión por 
omisión u omisión impropia. 
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Justificación: El hecho por el que se formuló la acusación sí 
generó un resultado material, concretamente la muerte de al 
menos dos potrillos y, con ello, la afectación al patrimonio de 
su propietario. Por ello, sería errado establecer, por una parte, 
que se trata de un delito de omisión, pero, por otro lado, la 
existencia de un resultado material, ya que ambas figuras son 
disímbolas. En ese sentido, sí se comparte el criterio del natu-
ral con relación a la existencia de un resultado material, pero 
no que el mismo haya sido producto de una omisión, siendo 
este segundo motivo, la existencia de un resultado material, 
lo que refuerza la idea de que nos encontramos ante un tipo 
penal de realización positiva, por lo que el hecho materia de 
la acusación no admite una forma de realización por omisión 
simple. 

-M-
maltrato animal, de una interpretación teleológica 
se concluye que los tipos penales respectivos se re-
fieren a los propietarios de animales o terceros que 
ejercen algún tipo de violencia en contra de dichos 
seres sintientes, no a los daños que éstos ocasionen 
por falta de cuidado o supervisión
Hechos: Unos perros atacaron a unos potrillos, causándoles 
la muerte por las lesiones que les provocaron. Ante ello, la 
fiscalía acusó al propietario de los canes por el delito previsto 
en el artículo 350 ter del Código Penal aplicable en la Ciudad 
de México, por el cual el juzgador que conoció del asunto dic-
tó sentencia condenatoria. Al estar inconforme el sentenciado 
con esa determinación, presentó el recurso de apelación.

Criterio jurídico: En la iniciativa que dio lugar al tipo penal 
de maltrato o crueldad contra animales no humanos, dentro 
de la exposición de motivos se precisó que “algunas de las for-
mas de maltrato animal se consideran negligencia por parte 
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del propietario, pero también existe el maltrato intencional y 
premeditado”.

Además, se destacó que “el maltrato doloso implica todo 
tipo de acción encaminada a lastimar deliberadamente a un 
animal, mientras que el maltrato culposo comprende la negli-
gencia extrema en los cuidados básicos, la omisión de propor-
cionar al animal de los cuidados de alimento, refugio y aten-
ción veterinaria adecuada”.

En ese sentido, al realizar una interpretación teleológica, 
podemos concluir que en todo caso, lo que pretendía proteger 
el legislador con la creación de los tipos penales referentes al 
maltrato animal, es relativo a los casos en que los propietarios 
de animales o terceros ejercen algún tipo de violencia en con-
tra de dichos seres sintientes.

En el presente caso, el hecho motivo de la acusación se 
limita a que el sentenciado permitió que los canes transi-
taran libremente sin supervisión alguna, por lo tanto, esa 
actividad no puede considerarse como que aquél haya ejer-
cido un actuar encaminado a lastimar deliberadamente a 
un animal. 
Justificación: Tal como se advierte precisamente de la exposi-
ción de motivos contenida en la iniciativa por virtud de la cual 
se crearon los tipos penales de maltrato animal, la actividad 
de la persona sentenciada tampoco implica la negligencia ex-
trema en los cuidados básicos, como la omisión de proporcio-
nar de los cuidados de alimento, refugio y atención veterinaria 
adecuada

Se advierte excesivo estimar que la negligencia en la super-
visión de la persona sentenciada implica que haya violentado 
como seres sintientes a los animales que fueron atacados por 
sus perros. En palabras más claras, sí existió negligencia res-
pecto a la tenencia de los perros, pero no puede considerarse 
que con ello haya ejercido violencia o negligencia respecto de 
los animales que resultaron agredidos.
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Si bien una vez que fue probada dicha negligencia, cual-
quier acto ilícito derivado de ello constituye una responsa-
bilidad (civil, penal o administrativa), siendo en el caso del 
ámbito penal que ello debió limitarse a un daño culposo al 
patrimonio del propietario de los animales agredidos, con el 
matiz de que, al tratarse de animales, era posible delimitar si 
los mismos eran de trabajo o incluso de compañía, pudiendo 
en ese sentido condenarse al pago de una reparación del daño 
moral o hasta de perjuicios ocasionados.
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